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Recurrente: La Quico, C. por A. 
Abogado: Lic. Pedro Julio Báez K. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre dé la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, .hoy día cinco del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Quico, C. 
por A., compañía comercial e industrial por acciones, orga-
nizada de acuerdo con las leyes de la República, con su do-
micilio y asiento social en esta ciudad, contra sentencia de la 
Cámara de Cuentas de la República, en funciones de Tribu-
nal Superior Administrativo, de fecha cuatro de abril de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Recurrido: Estado Dominicano. 
Abogado: Lic. Roque E. Bautista M. 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República en fun-

ciones de Tribunal Superior Administrativo, de fecha 4 de 
abril de 1957. 

Materia: Contencioso-Administrativa. 

Recurrente: La Quico, C. por A. 
Abogado: Lic. Pedro Julio Báez K. 

Recurrido: Estado Dominicano.. . 
Abogado: Lic. Roque E. Bautista M. 

Dios, Pqtria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre dé la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día cinco del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Quico, C. 
por A., compañía comercial e industrial por acciones, orga-
nizada de acuerdo con las leyes de la República, con su do-
micilio y asiento social en esta ciudad, contra sentencia de la 
Cámara de Cuentas de la República, en funciones de Tribu-
nal Superior Administrativo, de fecha cuatro de abril de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

• 
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Oído el alguaCil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Pedro Julio Báez K., cédula 5746, serie III, 

sello 2358, abogado de la recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Lic. Roque E. Bautista, cédula 16037, serie 1 1, 
sello 5951, Procurador General Administrativo, abogado del 
Estado Dominicano, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha tres 
de junio de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el 
Lic. Pedro Julio Báez, abogado de la recurrente, en el cual 
se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado en fecha dieci-
séis de julio de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Lic. Roque`E. Bautista, Procurador General Administrati-
vo, abogado del Estado Dominicano; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 33 de la Ley NT<' 2642, de 
1950; 1, 73 y 75 de la Ley N° 3861, de 1954; 141 y 302 del 
Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha diez de febrero de mil novecientos cincuenta y cua-
tro, la Dirección General del Impuesto sobre Beneficios, 
notificó a la Quico, C. por A., que, como consecuencia de un 
ajuste por fiscalización efectuado sobre sus declaraciones 
para el pago del impuesto sobre beneficios correspondientes 
a los arios 1950 y 1951, la Quico, C. por A., debía pagar al 
Fisco las sumas de. RD$9,081.16 y RD$6,580.33, dejadas de 
l lagar, respectivamente, en 1950 y en 1951, por concepto 
del impuesto sobre beneficios; b) que, sobre recurso de re-
consideración de la Quico, C. por A., la Dirección General 
del Impuesto sobre Beneficios, por su Resolución N 9  5-55, 
del 28 de abril de 1955, redujo las ya indicadas cifras, res-
pectivamente a RD$4,286.61 y RD$1,800.57, más la suma 

de RD$450.14, por concepto de recargos; c) que, sobre re-
curso jerárquico, de la Quico, C. por A., el Secretario de 
Estado de Finanzas, en fecha treinta de abril de mil nove-
cientos cincuenta y seis, dictó una Resolución marcada con 
el número 214-56, por la cual dispuso lo siguiente: "1° De-
clarar, como al efecto declara, bueno y válido en cuanto a la 
forma, el presente recurso interpuesto por la Quico, C., por 
A., contra los ajustes por fiscalización de sus ejercicios co-
merciales de los años 1950 y 1951; 2°) Confirmar, como al 
efecto 'confirma, los ajustes consignados en formulariós IB-
28 e IB-2 Ref. del 8 de octubre de 1954, para el ejercicio , 

 de los años 1950 y 1951, notificados a la recurrente por la 
Dirección General del Impuesto sobre Beneficios, mediante 
su oficio N° 177 del 10 de febrero de 1954; 3 9) Acoger, co-
mo al efecto acoge, los cálculos efectuados por la Dirección 
General del Impuesto sobre Beneficios en la revisión orde-
nada para determinar las partidas de RD$33,752.73 para el 
año 1950,y RD$43,121.83 para el año 1951, como ventas no 
contabilizadas por la recurrente durante los ejercicios co-
merciales correspondientes a dichos años; 4°) Requerir co- 

,- mo al efecto requiere, el pagó de RD$4,286.61 por concepto. 
de impuesto sobre Renta y RD$1,800.57 por concepto de Im-
puesto sobre Beneficios, más RD$450.14 por recargos sobre. 
ese monto, correspondiente a los ejercicios comerciales de 
los años 1950 y 1951, respectivamente, adeudados por la 
Quico, C. por A., consecuencia de la presente Resolución; 
50 ) Conceder, como al efecto concede, a la Quico, C.- por A.,„ 
un plazo de diez (10) días a partir de la recepcién de la 
presente resolución, para efectuar el pago de la suma adeu-
dada al Fisco; d) que, sobre recurso contencioso de la Quico, 
C. por A., la Cámara de Cuentas de la República, en fundo-
nes de Tribunal Superior Administrativo, en fecha 4 de abra 
de 1957, dictó una sentencia, que es la ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular en la forma el recurso interpuesto por la 
razón social Quico, C. por A., contra la Resolución N° 214-51 
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Oído el alguadl de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Pedro Julio Báez K., cédula 5746, serie .11, 

sello 2358, abogado de la recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Lic. Roque E. Bautista, cédula 16037, serie 11, 
sello 5951, Procurador General Administrativo, abogado del 
Estado Dominicano, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha tres 
de junio de mil novecientos,  cincuenta y siete, suscrito por el 
Lic. Pedro Julio Báez, abogado de la recurrente, en el cual 
se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado en fecha dieci-
séis de julio de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Lic. Roque'E. Bautista, Procurador General Administrati-
vo, abogado del Estado Dominicano; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 33 de la Ley N" 2642; de 
1950; 1, 73 y 75 de la Ley N° 3861, de 1954; 141 y 302 del 
Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha diez de febrero de mil novecientos cincuenta y cua-
tro, la Dirección General del Impuesto sobre Beneficios, 
notificó a la Quico, C. por A., que, como consecuencia de un 
ajuste por fiscalización efectuado sobre sus declaraciones 
para el pago del impuesto sobre beneficios correspondientes 
a los arios 1950 y 1951, la Quico, C. por A., debía pagar al 
Fisco las sumas de RD$9,081.16 y RD$6,580.33, dejadas de 
vagar, respectivamente, en 1950 y en 1951, por concepto 
del impuesto sobre beneficios; b) que, sobre recurso de re-
consideración de la Quico, C. por A., la Dirección General 
del Impuesto sobre Beneficios, por su Resolución N 9  5-55, 
del 28 de abril de 1955, redujo las ya indicadas cifras, res-
pectivamente a RD$4,286.61 y RD$1,800.57, más la suma 
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de RD$450.14, por concepto de recargos; e) que, sobre re-
curso jerárquico, de la Quico, C. por A., el Secretario de 
Estado de Finanzas, en fecha treinta de abril de mil nove-
cientos cincuenta y seis, dictó una Resolución marcada con 
el número 214-56, por la cual dispuso lo siguiente: "1 °  De-
clarar, como al efecto declara, bueno y válido en cuanto a Ia 
forma, el presente recurso interpuesto por la Quico, C. por-
A., contra los ajustes por fiscalización de sus ejercicios co-
merciales de los años 1950 y 1951; 2") Confirmar, como al 
efecto confirma, los ajustes consignados en formularios IB-
28 e IB-2 Ref. del 8 de octubre le 1954, para el ejercipio. 
de los años 1950 y 1951, notificados a la recurrente por la 
Dirección General del Impuesto sobre Beneficios, mediante 
su oficio NY  177 del 10 de febrero de 1954; 3 9) Acoger, co-
mo al efecto acoge, los cálculos efectuados por la Dirección 
General del Impuesto sobre Beneficios en la revisión orde 
nada para determinar las partidas de RD$33,752.73 para el 
año 1950,y RD$43,121.83 para el año 1951, como ventas no 
contabilizadas por la recurrente durante los ejercicios co-
merciales correspondientes a dichos años; 4°) Requerir co-
mo al efecto requiere, el pagó de RD$4,286.61 por concepto. 
de impuesto sobre Renta y RD$1,800.57 por concepto de Im-
puesto sobre Beneficios, más RD$450.14 por recargos sobre. 
ese monto, correspondiente a los ejercicios comerciales de 
los años 1950 y 1951, respectivamente, adeudados por la 
Quico, C. por A., consecuencia de la presente Resolución; 
5°) Conceder, como al efecto concede, a la Quico, C. , por A. 
un plazo de diez (10) días a partir de la recepción de la. 
presente resolución, para efectuar el pago de la suma adeu-
dada al Fisco; d) que, sobre recurso contencioso de la Quico„ 
C. por A., la Cámara de Cuentas de la República, en fundo-
nes de Tribunal Superior Administrativo, en fecha 4 de abril 
de 1957, dictó una sentencia, que es la ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular en la forma el recurso interpuesto por la 
razón social Quico, C. por A., contra la Resolución N° 214-56 
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del 30 de abril de 1956 del Secretario de Estado de Finanzas; 
SEGUNDO: Rechaza las Medidas de instrucción solicitadas 
por la recurrente en las conclusiones de su instancia por in-
necesarias; TERCERO: Rechaza en cuanto al fondo el refe-
Mo recurso por improcedente y mal 'fundado y confirma 
en todas sus partes y con sus consecuencias legales, la deci-
sión recurrida"; 

Considerando que la recurrente alega, contra la senten-
cia impugnada, los siguientes medios de casación: 19-i–Viola-
rejón de los artículos 1 y 33 de la Ley N° 2642, del 27 de di-
ciembre de 1950, sobre impuestos de beneficios y 1, 73 y 
75 01 la Ley N° 3861, del 29 de junio de 1954, sobre igual 
materia; 2°—Violación del artículo 302 del Código de Proce-
dimiento Civil. Violación del derecho de defensa; y 3°— Vio-
ladón del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. 
Falta de Motivos. Desnaturalización de los hechos y de los 
documentos de la causa y falta de base legal de la sentencia. 
.recurrida; 

,Considerando que, por el primer medio se sostiene, en 
esencia, que la sentencia impugnada ha violado los artículos 
1 y 33 de la Ley N9 2642, de 1950, y 1, 73 y 75 de la Ley N.' 
3861, de 1954, por los siguientes motivos: a) porque la 
recurrente "lleva una contabilidad organizada, con sus co-
rrespondientes comprobantes que justifican ostensiblemente 
"los-beneficios que obtuvo durante los años de 1950 y 1951, 
los cuales ya habían sido objeto de declaraciones y liquida-
ciones; b) porque al efectuar la fiscalización se ha descono-
cido la fuerza probante contenida en los libros de contabili-
dad de la recurrente; c) porque la fiscalización debió ser 
hecha de conformidad con las reglas y pautas contenidas 
en el artículo 75 de la Ley 1\19  3861, de 1954; y d) porque 
"Dos beneficios. teóricos admitidos por la sentencia impug-
nada nunca han entrado al patrimonio de la recurrente"; 
pero 

Considerando que es de principio que los impuestos pue-
den ser objeto de reliquidaciones a menos que haya tenido  

lugar la prescripción extintiva; que, además, en materia tri-
butaria, si bien 'los libros de comercio llevados con regula-
ridad pueden ser la base de las declaraciones para el pago 
de impuestos, las autoridades recaudadoras pueden prescin-
dir de los datos contenidos en esos libros, si disponen de 
otros datos o establecen otros hechos de los cuales resulta 
una base imponible más concorde con la realidad y más 
favorable para el Fisco; 

Considerando que, en la especie, por una parte, no ha 
sido invocada la prescrip.ción extintiva en cuanto al pago del 
impuesto objeto de la reliquidación y, por otra parte, del 
artículo 73 de la Ley vigente sobre Impuesto de Beneficios, 
tal como resultaba del artículo 33 de la Ley de 1950 sobre 
la misma materia, resulta concretamente la pos .:)ilidad de 
que la Dirección General del Impuesto sobre Beneficios 
proceda' a estimar de oficio el monto de dicho impuesto, ya 
que le es conferida expresamente esa facultad, cuando la 
declaración del contribuyente fuese incompleta o contuviese 
datos inexactos, lo que ocurrió en el caso del cual se trata, 
de acuerdo con comprobaciones hechas regularmente; que, 
consecuentemente, dentro de la generalidad de medios de 
que se puede disponer para una estimación de oficio, nada 
se oponía a que, aún prescindiendo de los libros de contabi-
lidad, se recurriese al expediente legítimo, por tratarse de 
un negocio de panadería, de determinar el volumen de la 
-producción a base de la elaboración de la harina, para así 
proceder a la liquidación del impuesto, sin dejar de tener 
en cuenta el porcentaje de pérdidas naturales el cual fué esti-
mado en un cinco por ciento; que, por todo cuanto se acaba 
de expresar, la sentencia impugnada no contiene las viola-
ciones de Ley enunciadas en el primer medio, por lo cual 
éste carece de fundamentó y, debe, por tanto, ser desesti-
mado; 

Considerando que, por el segundo medio del recurso se 
alega que la sentencia impugnada ha violado el artículo 302 
del Código de Procedimiento Civil y el derecho de defensa, 
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del 30 de abril de 1956 del Secretario de Estado de Finanzas; 
SEGUNDO: Rechaza las Medidas de instrucción solicitadas 
por la recurrente en las conclusiones de su instancia por in.. 
necesarias; TERCERO: Rechaza en cuanto al fondo el refe-
rido recurso por improcedente y mal fundado y confirma 
en todas sus partes y con sus consecuencias legales, la deci-
sión recurrida"; 

Considerando que la recurrente alega, contra la senten-
cia impugnada, los siguientes medios de casación: 14s-Viola-
ción de los artículos 1 y 33 de la Ley N^ 2642, del 27 de di-
ciembre de 1950, sobre impuestos de beneficios y 1, 73 y 
75 eé la Ley N° 3861, del 29 de jimio de 1954, sobre igual 
materia; 2°—Violación del artículo 302 del Código de Proce-
dimiento Civil. Violación del derecho de defensa; y 3°— Vio-
ladón del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. 
Falta de Motivos. Desnaturalización de los hechos y de los 
documentos de la causa y falta de base legal de la sentencia. 
recurrida; 

,Considerando que, por el primer medio se sostiene, en 
esencia, que la sentencia impugnada ha violado los. artículos 
1 y 33 de la Ley NQ 2642, de 1950, y 1, 73 y 75 de la Ley N" 
3861, de 1954, por los siguientes motivos: a) porque la 
recurrente "lleva una contabilidad organizada, con sus co-
rrespondientes comprobantes que justifican ostensiblemente 
"los'beneficios que obtuvo durante los años de 1950 y 1951, 
los cuales ya habían sido objeto de declaraciones y liquida-
ciones; b) porque al efectuar la fiscalización se ha descono-
cido la fuerza probante contenida en los libros de contabili-
dad de la recurrente; c) porque la fiscalización debió ser 
hecha de conformidad con las reglas y pautas contenidas 
en el artículo 75 de la Ley N9  3861, de 1954; y d) porque 
"los beneficios teóricos admitidos por la sentencia impug-
nada nunca han entrado al patrimonio de la recurrente"; 
pero 

Considerando que es de principio que los impuestos pue-
den ser objeto de reliquidaciones a menos que haya tenido  

lugar la prescripción extintiva; que, además, en materia tri-
butaria, si bien'los libros de comercio llevados con regula-
ridad pueden ser la base de las declaraclones para el pago 
de impuestos, las autoridades recaudadoras pueden prescin-
dir de los datos contenidos en esos libros, _si disponen de 
otros datos o establecen otros hechos de los cuales resulta 
una base imponible más concorde con la realidad y más 
favorable para el Fisco; 

Considerando que, en la especie, por una parte, no ha 
.ido invocada la prescrip.ción extintiva en cuanto al pago del 
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. 	que la Dirección General del Impuesto sobre Beneficios 
proceda' a estimar de oficio el monto de dicho impuesto, ya 
que le es conferida expresamente esa facultad, cuando la 

	

4: 	declaración del contribuyente fuese incompleta o contuviese  
datos inexactos, lo que ocurrió en el caso del cual se trata, 
de acuerdo con comprobaciones hechas regularmente; que, 
consecuentemente, dentro de la generalidad de medios de 
que se puede disponer para una estimación de oficio, nada 
se oponía a que, aún prescindiendo de los libros de contabi-
lidad, se recurriese al expediente legítimo, por tratarse de 
un negocio de panadería, de determinar el volumen de la 
-producción a base de la elaboración de la harina, para así 
proceder a la liquidación del impuesto, sin dejar de tener 
en cuenta el porcentaje de pérdidas naturales el cual fué esti-
mado en un cinco por ciento; que, por todo cuanto se acaba 
de expresar, la sentencia impugnada no contiene las viola-
ciones de Ley enunciadas en el primer medio, por lo cual 
éste carece de fundamentó y, debe, por tanto, ser desesti-
mado; 

Considerando que, por el segundo medio del recurso se 
alega que la sentencia impugnada ha violado el artículo 302 
-del Código de Procedimiento Civil y el derecho de defensa, 
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al haber rechazado el pedimento contenido en las conclu-
siones subsidiarias de la recurrente por la cual solicitaba 
"un experticio o peritaje para determinar que las pérdidas 
normales de la elaboración, producción y venta del pan, son 
mayores de un diez por ciento"; pero 

Considerando que los jueces del fondo están investidos 
de un poder discrecional para denegar o acoger un pedimen-
to tendiente a que se realice un peritaje, ya que esta medida 
es, en principio, puramente facultativa y sólo excepcional-
mente obligatoria, como en el caso del artículo 1678 del 
Código Civil (rescisión por lesión en materia de venta de 
inmuebles) ; que el peritaje es una medida de instrucción 
destinada a ilustrar los jueces respecto de determinados pun-
tos, esencialmente técnicos; que al ordenar o rechazar la rea-
lización de tal medida, cuando le es pedida por las partes, 
los jueces no tienen más obligación que la de motivar su de-
cisión al respecto; que, en este sentido ,una sentencia que 
rechaza un pedimento tendiente a que se realice un peritaje, 
está correctamente motivada cuando los jueces expresan que 
poseen ya elementos de juicio suficientes para estatuir in-
mediatamente; 

Considerando que, en la especie, el Tribunal a quo recha-
zó el pedimento de la recurrente, tendiente a que se realizara 
un peritaje, fundándose en que "después de un estudio dete-
nido de todos y cada uno de los documentos del expediente, 
considera innecesaria la medida de instrucción solicitada", 
con lo cual estaba declarando que tenía ya elementos de 
juicio suficientes para estatuir inmediatamente; que, al pro-
ceder así, dando motivos que son suficientes y pertinentes, 
sobre todo si se tiene en cuenta que la propia recurrente 
solicitó el experticio o peritaje, para el caso en que sé esti-
masen "insuficientes las pruebas escritas" en que se apoyaba 
el recurso, el referido Tribunal, en la sentencia impugnada 
no ha violado el derecho de defensa.; que, como consecuencia 
de lo anteriormente expresado, tampoco ha podido ser vio-
lado el artículo 302 del Código de Procedimiento Civil el  

cual sólo preve que 'cuando procediere un informe de peri-
tos", éste "se ordenará por una sentencia, en la cual se 
enunciarán los objetos de la diligencia pericial"; que, por 
tanto, el segundo medio carece, también, de fundamento, 
por lo cual debe ser desestimado; 

Considerando que por el tercer medio se sostiene que la 
sentencia del Tribunal a quo "no contiene motivos de hecho 
ni de derecho que justifiquen su dispositivo" porque "no da 
razones para rechaiar la medida de instrucción solicitada 
ni para justificar las partidas acogidas como ventas no con-
tabilizadas", durante los años 1950 y 1951; que tampoco 
se dan razones "para desestimar las pruebas escritas que 
determinan el porcentaje de pérdidas que experimenta Qui-
co, C. por A., en la elaboración, producción y venta de sus 
artículos de panadería"; y, que, por último, que la sentencia 
impugnada carece de base legal; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
Pone de manifiesto que en la sentencia impugnada no se ha 
incurrido en desnaturalización alguna; que, por el contrario, 
las comprobaciones realizadas por los jueces del 'fondo, fue-
ron el resultado de la ponderación de las pruebas sometidas 
a la discusión de las partes y al examen del juez en la deci-
sión; que, además, la sentencia impugnada contiene motivos 
suficientes, acerca de los puntos señalados, particularmente, 
por la recurrerite, como se evidencia en el examen de los dos 
primeros medios del recurso así como de manera general, 
acerca- de todos los puntos de su decisión; que, po.r último, 
la sentencia impugnada contiene una exposición completa 
de, los hechos y una descripción de las circunstancias de la 
causa, que permiten verificar que dicho fallo está legalmen-
te justificado; que, consecuentemente, el tercer medio care-
ce de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por la Quieo, C. por A., contra sentencia 
de la Cámara de Cuentas de la República, en funciones de 
Tribunal Superior Administrativo, de fecha cuatro de abril 
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1 
al haber rechazado el pedimento contenido en las conclu-
siones subsidiarias de la recurrente por la cual solicitaba 
"un experticio o peritaje para determinar que las pérdidas 
normales de la elaboración, producción y venta del pan, son 
mayores de un diez por ciento"; pero 

Considerando que los jueces del fondo están investidos 
de un poder discrecional para denegar o acoger un pedimen-
to tendiente a que se realice un peritaje, ya que esta medida 
es, en principio, puramente facultativa y sólo excepcional-
mente obligatoria, como en el caso del artículo 1678 del 
Código Civil (rescisión por lesión en materia de venta de 
inmuebles) ; que el peritaje es una medida de instrucción 
destinada a ilustrar los jueces respecto de determinados pun-
tos, esencialmente técnicos; que al ordenar o rechazar la rea-
lización de ta] medida, cuando le es pedida por las partes 
los jueces no tienen más obligación que la de motivar su de-
cisión al respecto; que, en este sentido ,una sentencia que 
rechaza un pedimento tendiente a que se realice un peritaje, 
está correctamente motivada cuando los jueces expresan que 
poseen ya elementos de juicio suficientes para estatuir in-
mediatamente; 

Considerando que, en la especie, el Tribunal a quo recha-
zó el pedimento de la recurrente, tendiente a que se realizara 

»un peritaje, fundándose en que "después de un estudio dete-
nido de todos y cada uno de los documentos del expediente, 
considera innecesaria la medida de instrucción solicitada", 
con lo cual estaba declarando que tenía ya elementos de 
juicio suficientes para estatuir inmediatamente; que, al pro-
ceder• así, dando motivos que son suficientes y pertinentes, 
sobre todo si se tiene en cuenta que la propia recurrente 
solicitó el experticio o peritaje, para el caso en que se esti-
masen "insuficientes las pruebas escritas" en que se apoyaba 
el recurso, el referido Tribunal, en la sentencia impugnada 
no ha violado el derecho de defensa; que, como consecuencia 
de lo anteriormente expresado, tampoco ha podido ser vio-
lado el artículo 302 del Código de Procedimiento Civil el 

cual sólo preve que 'cuando procediere un informe de peri-
tos", éste "se ordenará por una sentencia, en la cual se 

.1* 	enunciarán los objetos de la diligencia pericial"; que, por 
tanto, el segundo medio carece, también, de fundamento, 
por lo cual debe ser desestimado; 

Considerando que por el tercer medio se sostiene que la  
sentencia del Tribunal a quo "no contiene motivos de hecho 
ni de dérecho que justifiquen su dispositivo" porque "no da 
razones para rechaiar la medida de instrucción solicitada 
ni para justificar las partidas acogidas como ventas no con-

, tabilizadas", durante los años 1950 y 1951; que tampoco 
se dan razones "para desestimar las pruebas escritas que 
determinan el porcentaje de pérdidas que experimenta Qui-
co, C. por A., en la elaboración, producción y venta de sus 
artículos de panadería"; y, que, por último, que la sentencia 
impugnada carece de base legal; pero 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
Pone de manifiesto que en la sentencia impugnada no se ha 
incurrido en desnaturalización alguna; que, por el contrario, 
las comprobaciones realizadas por los jueces del fondo, fue-
ron el resultado de la ponderación de las pruebas sometidas 
a la discusión de las partes y al examen del juez en la deci-
sión; que, además, la sentencia impugnada contiene motivos 
suficientes, acerca de los puntos señalados, particularmente, 
por la recurrefite, como se evidencia en el examen de los dos 
primeros medios del recurso así como de manera general, 
acerca de todos los puntos de su decisión; que, poi último, 
la sentencia impugnada contiene una exposición completa 
de, los hechos y una descripción de las circunstancias de la 
causa, que permiten verificar que dicho fallo está legalmen-
te justificado; que, consecuentemente, el tercer medio care-
ce de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por la Quico, C. por A., contra sentencia 
de la Cámara de Cuentas de la República, en funciones de 
Tribunal Superior Administrativo, de fecha cuatro de abril 
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, de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha si-
do copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Con-
dena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, ames y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 11 
de febrero de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Segundo Modesto Tejada. 

Abogado: Dr. Nelson García Peña. 

Recurrido: Manuel Sención Candelaria (a) Lico. 

Abogado: Lic. Ercilio de Castro García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día cinco del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación', la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Segundo 
Modesto Tejada, dominicano, mayor de edad, comerciante, 
casado, domiciliado y residente en La Romana, cédula 3259, 
serie 26, sello 24979, contra sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras del once de febrero del mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 

_ fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

• 
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, de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha si-
do copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Con. 
dena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, ames y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 

de febrero de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Segundo Modesto Tejada. 

Abogado: Dr. Nelson García Peña. 

Recurrido: Manuel Sención Candelaria (a) Lico. 

Abogado: Lic. Ercilio de Castro García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día cinco del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Segundo , 

Modesto Tejada, dominicano, mayor de edad, comerciante, 
casado, domiciliado y residente en La Romana, cédula 3259, 
serie 26, sello 24979, contra sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras del once de febrero del mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 

. fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

• 
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Oído el Dr. César Lara Mieses, cédula 17238, serie 47, 
sello 49217, en representación del Dr. Nelson García Pefia, 
cédula 38857, serie 1 1, sello 7381, abogado de la parte recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Ercilio de Castro García, cédula 4201, serie 
25, sello 47711, abogado de la parte recurrida, Manuel Sen-
ción Candelaria (a) Lico, cédula 5474, serie 25, sello 800722, 
domiciliado y residente en El Seibo, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el once de 
abril del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el 
Dr. Nelson García Peña, abogado del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Ercilio 
de Castro García, abogado del recurrido, notificado al abo-
gado del recurrente en fecha cinco de agosto del mil nove-
cientos cincuenta y siete; 

Visto el memorial de ampliación, suscrito por el Dr. 
Nelson García Peña en nombre del recurrente, notificado al 
abogado del recurrido en fecha veintitrés de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1347 y 2265, del Código Civil; 
141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
por sentencia del veintinueve de octubre de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, el Tribunal Superior de Tierras designó 
al Juez de jurisdicción original residente en San Pedro de 
Macorís para conocer de las peticiones de Segundo Modes-
to Tejada, Aracelia Tejada Vda. Ramírez y Manuel Sen-
ción Candelaria (a) Lico, tendientes a que se determinaran 
los derechos que ellos reclamaban en la porción declarada 
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comunera de la Parcela N° 159-A del Distrito Catastral N9  
33, cuarta parte, sitio de Isabelita, Municipio de El Seibo, 
en virtud de la prescripción adquisitiva; b) que dicho juez 
falló el caso ordenando el registro del derecho de propiedad 
de la referida porción comunera en la siguiente forma: 5 
hectáreas, 15 áreas, 66.80 centiáreas (82 tareas) en favor de 
los sucesores de Krquímedes Ramírez, y el resto de dicha 
porción en provecho de Manuel Candelaria (a) Lico, y orde-
nó el registro de las mejoras en favor de Segundo Modesto 
Tejada y de los sucesores de Modesto Antonio Tejada; que 
contra esta sentencia apelaron Segundo Modesto Tejada, 
José Antonio, Flérida Nelly, Ernesto Julio y Modesto Anto-
nio Tejada Vidal, y el Tribunal Superior dictó el fallo ahora 
impugnado, el cual dice así: "FALLA: 1° Que debe Rechazar 
y Rechaza, por infundado, el recurso de apelación interpues-
to por el señor Pedro García Mota, a nombre y representa-
ción de los señores Segundo Modesto Tejada, José Antonio, 
Flérida Nelly, Ernesto Julio y Modesto Antonio Tejada 
Vidal, contra la Decisión No 2 dictada por el Tribunal de 
Tierras de. jurisdicción original en fecha 18 de junio de 
1956, en relación con la Parcela N° 159-A del Distrito Ca-
tastral N° 33/4° parte, del Municipio de El Seibo, Sitio de 
"La Isabelita", Provincia de El Seibo; 2° Que debe confirmar 
y confirma la expresada sentencia, cuyo dispositivo dice 
así: PRIMERO: Que debe rechazar, como al efecto recha-
za, la reclamación formulada por el señor Segundo Modesto 
Tejada y los Sucesores de Modesto Antonio Tejada, en cuan-
to a la porción declarada comunera dentro de la Parcela N° 
159-A, subdividida, de que se le adjudique el terreno, por 
improcedente y mal fundada; SEGUNDO: Que debe Recha-
zar, como al efecto Rechaza, la solicitud de transferencia 
hecha por la señora Eulalia Graciela Piñeyro de Sotelo, de-
rivada de los derechos de Segundo Modesto Tejada, por im-
procedente y mal fundada; TERCERO: Que debe Ordenar, 
como al efecto Ordena, el registro del derecho de propiedad 
de la porción de 31 hs., 80 as., 32 cas., la cual fué declarada 

o 
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Oído el Dr. César Lara Mieses, cédula 17238, serie 47, 
sello 49217, en representación del Dr. Nelson García Peña, 
cédula 38857, serie 1 1, sello 7381, abogado de la parte recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 
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Nelson García Peña en nombre del recurrente, notificado al 
abogado del recurrido en fecha veintitrés de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1347 y 2265, del Código Civil; 
141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
por sentencia del veintinueve de octubre de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, el Tribunal Superior de Tierras designó 
al Juez de jurisdicción original residente en San Pedro de 
Macorís para conocer de las peticiones de Segundo Modes-
to Tejada, Aracelia Tejada Vda. Ramírez y Manuel Sen-
ción Candelaria (a) Lico, tendientes a que se determinaran 
los derechos que ellos reclamaban en la porción declarada  

comunera de la Parcela N° 159-A del Distrito Catastral N9  
33, cuarta parte, sitio de Isabelita, Municipio de El Seibo, 
en virtud de la prescripción adquisitiva; b) que dicho juez 
falló el caso ordenando el registro del derecho de propiedad 
de la referida porción comunera en la siguiente forma: 5 
hectáreas, 15 áreas, 66.80 centiáreas (82 tareas) en favor de 
los sucesores de Krquímedes Ramírez, y el resto de dicha 
porción en provecho de Manuel Candelaria (a) Lico, y orde-
nó el registro de las mejoras en favor de Segundo Modesto 
Tejada y de los sucesores de Modesto Antonio Tejada; que 
contra esta sentencia apelaron Segundo Modesto Tejada, 

, José Antonio, Flérida Nelly, Ernesto Julio y Modesto Anto-
nio Tejada Vidal, y el Tribunal Superior dictó el fallo ahora 
impugnado, el cual dice así: "FALLA: 1° Que debe Rechazar 
y Rechaza, por infundado, el recurso de apelación interpues-
to por el señor Pedro García Mota, a nombre y representa-
ción de los señores Segundo Modesto Tejada, José Antonio, 
Flérida Nelly, Ernesto Julio y Modesto Antonio Tejada 
Vidal, contra la Decisión No 2 dictada por el Tribunal de 
Tierras de. jurisdicción original en fecha 18 de junio de 
1956, en relación con la Parcela N° 159-A del Distrito Ca-
tastral N° 33/41  parte, del Municipio de El Seibo, Sitio de 
"La Isabelita", Provincia de El Seibo; 2° Que debe confirmar 
y confirma la expresada sentencia, cuyo dispositivo dice 
así: PRIMERO: Que debe rechazar, como al efecto recha-
za, la reclamación formulada por el señor Segundo Modesto 
Tejada y los Sucesores de Modesto Antonio Tejada, en cuan-
to a la porción declarada comunera dentro de la Parcela N° 
159-A, subdividida, de que se le adjudique el terreno, por 
improcedente y mal fundada; SEGUNDO: Que debe Recha-
zar, como al efecto Rechaza, la solicitud de transferencia 
hecha por la señora Eulalia Graciela Piñeyro de Sotelo, de-
rivada de los derechos de Segundo Modesto Tejada, por im-
procedente y mal fundada; TERCERO: Que debe Ordenar, 
como al efecto Ordena, el registro del derecho de propiedad 
de la porción de 31 hs., 80 as., 32 cas., la cual fué declarada 
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comunera por Decisión N 9  1 del Tribunal Superior de Tie-
rras de fecha 4 de mayo de 1955, en la siguiente forma y 
proporción: a) 5 hs. 15 as. 68.80 cas., equivalentes a 82 ta-
reas, y sus mejoras, dentro de su actual posesión, en favor 
de los Sucesores de Arquímedes Ramírez; b) el resto de di-
cha porción declarada comunera, en favor del señor Manuel 
Candelaria (a) Lico; haciéndose constar que las mejoras 
existentes en esta porción corresponden a los señores Se-
gundo Modesto Tejada y Sucesores de Modesto Antonio Te-
jada, por estar regidas por la última parte del artículo 555 
del Código Civil"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: Violación de los ar-
tículos 1347 del Código Civil y 141 del Código de Procedi-
miento Civil, por falta de motivos, falta de base legal y 
desnaturalización de los documentos de la causa; Segundo 
Medio: Violación de los artículos 1347 del Código Civil; y en 
otro aspecto el 141 del Código de Procedimiento Civil, por 
falta de motivos y por contradicción de estos; y Tercer 
Medio: Violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, por falta de motivos y contradicción de ella, 
en otro aspecto, Violación del artículo 2265 del Código Ci-
vil y falta de base legal en otro aspecto"; 

Considerando que por el primer Medio el recurrente 
alega que el Tribunal a. quo para adjudicar por prescripción 
la porción comunera de la Parcela N" 159-A del Distrito 
Catastral 1\19 33, cuarta parte a Manuel Candelaria (a) Lico, 
se fundó en la declaración del testigo Simón Sergio Zorrilla, * 

 oído por el Juez de Jurisdicción Original y en lo certifica-
ción expedida en fecha veintidós de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y seis por el Notario de El Seibo, Doctor 
J. Mieses Reyes; que "al tomar como base de su fallo este 
testimonio, combinado con dicha certificación incurrió, en-
tre otros, en los vicios jurídicos enunciados en el epígrafe 
de este medio"; que también alega el recurrente en este 
medio que aunque en la sentencia impugnada no se deter- 

mina el carácter de la referida certificación, eri cambio, en 
la decisión de jurisdicción original, cuyos motivos fueron 
adoptados por el Tribunal Superior se le atribuye a ese 
documento el carácter de un principio de prueba por escrito; 
pero 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras al 
confirmar la sentencia de ju,risdicción original no odoptó to- - 
dos los motivos de la decisión de jurisdicción original, sino 
aquellos que no estaban en pugna con lo expuesto en su 
sentencia,' según consta en ella; que, en efecto, enla senten-
cia impugnada se expresa lo siguiente: que "contrariamente 
a lo alegado por los apelantes. .. en- el sentido de que ellos 

.1  han  mantenido la ocupación de toda la parcela desde el 7 
de octubre del 1929, por la declaración del testigo Simón 
Sergio Zorrilla, oído por el Juez del primer grado bajo la 
fé del juramento, se comprueba que los terrenos integrantes 
de la Parcela 1\1 9  159 pertenecían al señor Manuel Candela-
ria y a su muerte continuó ocupando una parte-de la misma 
su hijo Manuel Candelaria (a) Lico, 'hasta que hizo un 
negocio con Segundo Modesto 'Tejada, hace como cinco: 
años; que lo declarado por este testigo está corroborado) 
por la certificación expedida por el Notario Público del Mu-
nicipio de El Seibo, Dr. J. Mieses Reyes, la que forma parte 
del expediente y según ella entre los señores Segundo Mo-
desto Tejada y Manuel Sención Candelaria intervino ua 
convenio mediante el cual el último vendería al primero la: 
porción de terreno que le corresponde dentro de la Parcela 
N^ 159 del Distrito Catastral - N9  33, cuarta parte, dél sitio 
de La Isabelita, del Municipio y Provincia 'de El Seibo, acta - 
este que quedó pendiente de instrumentación porque el se-
ñor Tejada no volvió a la oficina del citado notario"; 

Considerando que el examen de estos motivos de la 
sentencia impugnada evidencia que el Tribunal a quo no atri-
buyó a la aludida certificación del Notario Mieses Reyes,. 
como lo hizo el juez de jurisdicción original, el carátter de-
un principio de prueba por escrito, sino estimó que este dp- 

411 
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comunera por Decisión 1\1 9  1 del Tribunal Superior de Tie-
rras de fecha 4 de mayo de 1955, en la siguiente forma y 
proporción: a) 5 hs. 15 as. 68.80 cas., equivalentes a 82 ta-
reas, y sus mejoras, dentro de su actual posesión, en favor 
de los Sucesores de Arquímedes Ramírez; b) el resto de di-
cha porción declarada comunera, en favor del señor Manuel 
Candelaria (a) Lico; haciéndose constar que las mejoras 
existentes en esta porción corresponden a los señores Se- 
gundo Modesto Tejada y Sucesores de Modesto Antonio Te- . 

jada, por estar regidas por la última parte ...del artículo 555 
del Código Civil"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios de casación: "Primer Medio: Violación de los ar-
tículos 1347 del Código Civil y 141 del Código de Procedi-
miento Civil, por falta de motivos, falta de base legal y 
desnaturalización de los documentos de la causa; Segundo 
Medio: Violación de los artículos 1347 del Código Civil; y en 
otro aspecto el 141 del Código de Procedimiento Civil, por 
falta de motivos y por contradicción de estos; y Tercer 
Medio: Violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, por falta de motivos y contradicción de ella, 
en otro aspecto, Violación del artículo 2265 del Código Ci-
vil y falta de base legal en otro aspecto"; 

Considerando que por el primer Medio el recurrente 
alega que el Tribunal ft quo para adjudicar por prescripción 
la porción comunera de la Parcela N° 159-A del Distrito 
Catastral N" 33, cuarta parte a Manuel Candelaria (a) Lico, 
se fundó en la declaración del testigo Simón Sergio Zorrilla, 
oído por el Juez de Jurisdicción Original y en la certifica-
ción expedida en fecha veintidós de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y seis por el Notario de El Seibo, Doctor 
J. Mieses Reyes; que "al tomar como base de su fallo este 
testimonio, combinado con dicha certificación incurrió, en-
tre otros, en los vicios jurídicos enunciados en el epígrafe 
de este medio"; que también alega el recurrente en este 
medio que aunque en la sentencia impugnada no se deter- 

minael carácter de la referida certificación, en cambio,,  en 
la decisión de jurisdicción original, cuyos motivos fueron 
adoptados por el Tribunal Superior se le atribuye a ese 
documento el carácter de un principio de prueba por escrito; 
pero 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras al 
confirmar la sentencia de jurisdicción original no odoptó to-
dos los motivos de la decisión de jurisdicción original, sino 
aquellos que no estaban en pugna con lo expuesto en su 
sentencia," según consta en ella; que, en efecto, en _la sentenr. 
cia impugnada se expresa lo siguiente: que "contrariamente 
a lo alegado por los apelantes. .. en- el sentido de que ellos 
han mantenido la ocupación de toda la parcela desde el 7 
de octubre del 1929, por la declaración del testigo Situó_ n 
Sergio Zorrilla, oído por el Juez del primer grado bajo Ia 
fé del juramento, se comprueba que los terrenos integrantes 
de la Parcela 1\1 9  159 pertenecían al señor Manuel Candela-
ria y a su muerte continuó ocupando una parte-de la misma. 
su hijo Manuel Candelaria (a) Lico, 'hasta que hijo un 
negocio con Segundo Modesto Tejada, hace como cinco 
años; que lo declarado por este testigo está corroborado 
por la certifiéación expedida por el Notario Público del Mu-
nicipio de El Seibo, Dr. J. Mieses Reyes, la que forma parte 
del expediente y según ella entre los señores Segundó Mo-
desto Tejada y Manuel Sención Candelaria intervino un 
convenio mediante el cual el último vendería al primero la 
porción de terreno que le corresponde dentro de la Parcela 
N^ 159 del Distrito Catastral NI' 33, cuarta parte, dél sitio 
de La Isabelita, del Municipio y Provincia de El Seibo, acta 
este que quedó pendiente de instrumentación porque el se-
ñor Tejada no volvió a la oficina del citado notario"; 

Considerando que el examen de estos motivos de la 
sentencia impugnada evidencia que el Tribunal a quo no atri-
buyó a la aludida certificación del Notario Mieses Reyes, 
como lo hizo el juez de jurisdicción original, el carácter de-
un principio de prueba por escrito, sino estimó que este dp- 
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comento corroboraba las declaraciones del testigo Zorrilla; 
que el Tribuña)..a quo al basar su fallo en la prueba testimo-
nial procedió correctamente, ya que la prescripción del ar-
tículo 2262 del Código Civil puede probarse por testigos y no 
es necesario aportar un escrito; que, por consiguiente, con-
trariamente a las pretensiones del recurrente, esos motivos 
de la sentencia de jurisdicción original no fueron adoptado ,. 
por el Tribunal Superiqr en la sentencia impugnada, por lo 
cual los agravios contenidos en este medio del recurso no 
se refieren a la sentencia impugnada; que, por tanto, el pri-
mer medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio el recurrente 
plantea también la violación de los artículos 1347 del Có-
digo Civil y 141 da Código de Procedimiento Civil, aunque 
en otro aspecto, y al efecto alega que el Tribunal a quo 
admitió como prueba completiva del principio de prueba por 
descrito el testimonio de Simón Sergio Zorrilla, cuya decla-
ración contradice la certificación del Notario Mieses Reyes, 
ya que en la sentencia impugnada se expresa que el testigo 
afirmó que Manuel Candelaria abandonó el terreno hacía 
anuo cinco años, y luego se indica que ese hecho tuvo lugar 
tel dos de abril de mil novecientos cincuenta y uno; pero 

Considerando que contrariamente a lo alegado por el --
recurrente no existe discrepancia entre la declaración del 
testigo Zorrilla y la certificación der Notario Mieses Reyes, 
puesta .que dicho testigo declaró, según consta en la sen-
tencia impugnada, que Manuel Candelaria (a) Lico abando-
nó el terreno cuando realizó un negocio con su actual opo-
nente lo que a su juicio había ocurrido hacía cinco años, 
y el documento mencionado indica que este hecho tuvo lu-
gar el dos de abril de mil novecientos cincuenta y uno; 
que desde esta fecha a la de la audiencia celebrada por el 
*Tribunal de Tierras de jurisdicción original en que fué inte-
rrogado el testigo, o sea el tres de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y seis, habían transcurrido, cuatro años, 
dies meses y un día, esto es, casi exactamente el tiempo se- 

ñalado por el referido testigo; que los jueces del fondo son 
soberanos para ponderar las declaraciones de los testigos 
de la causa, y, pueden, asimismo, interpretarlas valiéndose 
de otros documentos del expediente; que, por tanto, es in-
fundado el alegato de contradicción de motivos presentado 
por el recurrente y en consecuencia el segundo medio del 
recurso cebe ser desestimado; 

Considerando que por el tercer medio el recurrente ale-
ga falta de motivos, y sostiene que existe una contradicción 
en la sentencia impugnada ya que da por cierto que Ma-
nuel Candelaria (a) Lico, el actual recurrido, poseyó, por 
sí y por su padre, parte de la parcela N" 159 hasta que hizo 
un negocio con el actual recurrente, mientras acepta, por 
adopción de los motivos de jurisdicción Original, que éste 
último la poseyó desde que la fomentó en el año 1929, época 
en que compró una porción de esta parcela, y que, además, 
que el Tribunal.a quo violó el artículo 2265 del Código Civil; 
que el _recurrente también alega por este medio falta de 
base legal, porque al declarar de buena fé las mejoras levan-
tadas por él en la parcela de que se trata no se indicó la 
época en que éste poseyó la porción de terreno en discusión 
en la cual pudo fomentar esas mejoras, lo que "impide de-
terminar si poseyó por el tiempo suficiente para prescribir"; 
pero 

Considerando que tal como se ha expresado preceden-
temente, el Tribunal a quo no adoptó todos los motivos de 
la decisión del Juez de Jurisdicción Original, sino aquellos 
que no estuvieron en contradicción con los de su sentencia; 
que, es evidente, que el Tribunal a quo para adjudicar la 
parcela en discusión a Manuel Candelaria (a) Lico dió mo-
tivos diferentes a los expuestos en su decisión por el Juez 
de jurisdicción original y de modo claro y preciso rechazó 
por esos motivos la reclamación que en virtud de la pres-
cripción había presentado también el actual recurrente; que, 
por tanto, carecen de fundamento los alegatos del recu- 
rrente en cuanto a que existe contradicción en esos moti- 

. 
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cumento corroboraba las declaraciones del testigo Zorrilla; 
que el Triburir4 a quo al basar su fallo en la prueba testimo-
nial procedió correctamente, ya que la prescripción del ar-
tículo 2262 del Código Civil puede probarse por testigos y ne 
es necesario aportar un escrito; que, por consiguiente, con-
trariamente a las pretensiones del recurrente, esos motivos 
de la sentencia de jurisdicción original no fueron adoptados 
por el Tribunal Superior en la sentencia impugnada, por lo 
cual los agravios contenidos en este medio del recurso no 
se refieren a la sentencia impugnada; que, por tanto, el pri-
mer medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio el recurrente 
plantea también la violación de los artículos 1347 del Có-
digo Civil y 141 da Código de Procedimiento Civil, aunque 
en otro aspecto, y al efecto alega que el Tribunal a quo 
admitió como prueba completiva del principio de prueba por 
escrito el testimonio de Simón Sergio Zorrilla, cuya decla-
ración contradice la certificación del Notario Mieses Reyes. 
ya que en la sentencia impugnada se expresa que el testigo 
afirmó que Manuel Candelaria abandonó el térreno hacía 
como cinco años, y luego se indica que ese hecho tuvo lugar 
el dos de abril de mil novecientos cincuenta y uno; pero 

Considerando que contrariamente a lo alegado por el -
recurrente no existe discrepancia entre la declaración del 
testigo Zorrilla y la certificación der Notario Mieses Reyes, 
puesta que dicho testigo declaró, según consta en la sen-
tencia impugnada, que Manuel Candelaria (a) Lico abando-
nó el terreno cuando realizó un negocio con su actual opo-
nente lo que a su juicio había ocurrido hacía cinco años, 
y el documento mencionado indica que este hecho tuvo lu-
gar el dos de abril de mil novecientos cincuenta y uno; 
que desde esta fecha a la de la audiencia celebrada por el 
Tribunal de Tierras de jurisdicción original en que fué inte-
rrogado el testigo, o sea el tres de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y seis, habían transcurrido, cuatro años, 
dies meses y un día, esto es, casi exactamente el tiempo se- 

ñalado por el referido testigo; que los jueces del fondo son 
soberanos para ponderar las declaraciones de los testigos 
de la causa, y, pueden, asimismo, interpretarlas valiéndose 
de otros documentos del expediente; que, por tanto, es in-
fundado el alegato de contradicción de motivos presentado 
por el recurrente y en consecuencia el segundo medio del 
recurso debe ser desestimado; 

Considerando que por el tercer medio el recurrente ale-
ga falta de motivos, y sostiene que existe una contradicción 
en la sentencia impugnada ya que da por cierto que Ma-
nuel Candelaria (a) Lico, el actual recurrido, poseyó, por 
sí y por su padre, parte de la parcela N') 159 hasta que hizo 
un negocio con el actual recurrente, mientras acepta, por 
adopción de los motivos de jurisdicción original, que éste 
último la poseyó desde que la fomentó en el año 1929, época 
en que compró una porción de esta parcela, y que, además, 
que el Tribunal.a quo violó el artículo 2265 del Código Civil; 
que el _recurrente también alega por este medio falta de 
base legal, porque al declarar de buena fé las mejoras levan-
tadas por él en la parcela de que se trata no se indicó la 
época en que éste poseyó la porción de terreno en discusión 
en la cual pudo fomentar esas mejoras, lo que "impide de-
terminar si poseyó por el tiempo suficiente para prescribir"; 
pero 

Considerando que tal como se ha expresado preceden-
temente, el Tribunal a quo no adoptó todos los motivos de 
la decisión del Juez de Jurisdicción Original, sino aquellos 
que no estuvieron en contradicción con los de su sentencia; 
que, es evidente, que el Tribunal a quo para adjudicar la 
parcela en discusión a Manuel Candelaria (a) Lico dió mo-
tivos diferentes a los expuestos en su decisión por el Juez 
de jurisdicción original y de modo claro y preciso rechazó 
por esos motivos la reclamación que en virtud de la pres-
cripción había presentado también el actual recurrente; que, 
por tanto, carecen de fundamento los alegatos del recu- 
rrente en cuanto a que existe contradicción en esos moti- 
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vos del fallo impugnado y de que se ha violado el artículo 
2265 del Código Civil, que, además, dicha sentencia contiene 
motivos suficientes que justifican plenamente su dispositivo, 
así como una exposición completa de los hechos y una des-
cripción de las circunstancias de 'la causa, que han permi-
tido verificar que dicho fallo es el resultado de una exacta 
aplicación de la ley a los hechos que fueron soberanamente 
comprobados por los jueces del fondo; .que, por tanto, el 
tercer medio del recurso debe ser desestimadó; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Segundo Modesto Tejada, contra sen-
tencia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, en 
fecha once de febrero de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo ha sido transcrito anteriormente; y Segun-
do: Condena a la parte recurrente al pago de las costas, 
con distracción de las mismas en provecho del Lic. Ercilio 
de Castro García, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte. 

,(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin Aybar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.-- Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General; 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 6 DE MAYO DE 1958 
• 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua de fecha 5 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Leonidas Sención Reyes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez, B.,. Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel -Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Confin Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día seis del mes de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen 

-tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonidas 

Sención Reyes, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado y residente en Padre Las Casas, cédula 
77647 serie 10, cuyo sello de renovación no se menciona en 
el expediente, contra sentencia pronunciada en grado de 
apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua, en fecha cinco de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara 
regulares y válidos los recursos de ,  apelación interpuestos 
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vos del fallo impugnado y de que se ha violado el artículo 
2265 del Código Civil, que, además, dicha sentencia contiene 
motivos suficientes que justifican plenamente su dispositivo, 
así como una exposición completa de los hechos y una des-
cripción de las circunstancias de la causa, que han permi-
tido verificar que dicho fallo es el resultado de una exacta 
aplicación de la ley a los hechos que fueron soberanamente 
comprobados por los jueces del fondo;.que, por tanto, el 
tercer medio del recurso debe ser desestimadó; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 'ca-
sación interpuesto por Segundo Modesto Tejada, contra sen-
tencia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, en 
fecha once de febrero de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo ha sido transcrito anterformente; y Segun-
do: Condena a la parte recurrente al pago de las costas, 
con distracción de las mismas en provecho del Lic. Ercilio 
de Castro García, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte. 

,(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.-- Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General-. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los , 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, m,es y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial cle Azua cle fecha 5 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Leonidas Sención Reyes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez, B.,, Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel-Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la, Fuente, Néstor Contín Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández, IVIanuel A. Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audie.ncias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día seis del mes de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-

-tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonidas 

Sención Reyes, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado y residente en Padre Las Casas, cédula 
77647 serie 10; cuy/o sello de renovación no se menciona en 
el expediente, contra sentencia pronunciada en grado de 
apelación por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua, en fecha cinco de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara 
regulares y válidos los recursos de apelación interpuestos 



apelación, se privaría al prevenido de la garantía judicial  

que representa para él el. doble grado de jurisdicción; 
Considerando que, por consiguiente, al declarar vi Tri-

bunal a quo inadmisible la constitución en parte civil hecha 
por Leonidas Sención Reyes, sobre 'fundamento de que él 
no asumió esa calidad en primera instancia, dicho Tribunal, 
lejos de incurrir en las violaciones denunciadas por el recu-
rrente, lo que ha hecho es aplicar correctamente el artículo 
67 del Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando que además la sentencia impugnada no. 
contiene, en cuanto concierne al interés del recurrente, nin-. 
gún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza eI recurso de ca-
411011  • sación interpuesto por Leonidas Sención Reyes contra sen-

tencia pronunciada en grado de apelación pór el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, en fecha 
cinco de diciembre del año mil novecientos cincuenta y siete,, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costa& 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras. — 
Juan A. Mor¿l.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor-
('ontín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A.. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que: 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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por el Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial 
y el nombrado Leonidas Bobadilla, contra la sentencia dicta-
da por el Juzgado de Paz del Municipio de Padre Las Casas, 
en fecha 10 de septiembre de 1957, que condenó a este últi-
mo al pago de una multa de RD$35:00, por porte ilegal de 
arma blanca y heridas curables antes de diez días;— SE-
GUNDO: Que debe confirmar y confirma en todas sus par-
tes la sentencia objeto de los presentes recursos de apela-
ción;— TERCERO: Que debe declarar y declara inadmisible 
la constitución en parte civil hecha en estrados por el señor 
Leonidas Sención Reyes, contra el nombrado Leonidas Bo-
badilla; CUARTO: Que debe condenar y condena al nom-
brado Leonidas Bobadilla al pago de las costas penales;—
QUINTO: Que debe condenar y condena a la parte civil cons-
tituída, al pago de las costas civiles"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recurren-
te, en fecha nueve de diciembre de nill novecientos cincuen-
ta y siete, en la cual se invoca que en la sentencia impugna-
da "se ha hecho una violación de los principios 'fundamen-
tales -de la Constitución, al habérsele prohibido el sagrado 
derecho de defensa de un grado de jurisdicción"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 66 y 67 del Código de Proce-
dimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que la calidad de parte civil debe ser 
asumida ante la jurisdicción de primer grado; que, en efec- 
to, la apelación intentada por el ministerio público o por el 
prevenido 'no puede beneficiar a la persona lesionada que 
no se ha constituido en parte civil en primera instancia; que, 

. además, si se admite la intervención de la parte civil en 
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por el Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial 
y el nombrado Leonidas Bobadilla, confra la se„ntencia dicta-
da por el Juzgado de Paz del Municipio de Padre Las Casas, 
en fecha 10 de septiembre de 1957, que condenó a este últi-
mo al pago de una multa de RD$35:00, por porte ilegal de 
arma blanca y heridas curables antes de diez días;— SE-
GUNDO: Que debe confirmar y confirma en todas sus par-
tes la sentencia objeto de los presentes recursos de apela-
ción;— TERCERO: Que debe declarar y declara inadmisible 
la constitución en parte civil hecha en estrados por el señor 
Leonidas Sención Reyes, contra el nombrado Leonidas Bo-
badilla; CUARTO: Que debe condenar y condena al nom-
brado Leonidas Bobadilla al pago de las costas penales;— 
QUINTO: Que debe condenar y condena a la parte civil cons-
tituida, al pago de las costas civiles"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta clpl recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recurren-
te, en fecha nueve de diciembre de novecientos cincuen-
ta y siete, en la cual se invoca que en la sentencia impugna-
da "se ha hecho una violación de los principios 'fundamen-
tales -de la Constitución, al habérsele prohibido el sagrado 
derecho de defensa de un grado de jurisdicción"; 

La Suprema Cprte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 66 y 67 del Código de Proce-
dimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que la calidad de parte civil debe ser 
asumida ante la jurisdicción de primer grado; que, en efec- 
to, la apelación intentada por el ministerio público o por el 
prevenido no puede beneficiar a la persona lesionada que 
no se ha constituido en parte civil en primera instancia; que, 

. además, si se admite la intervención de la parte civil en 

s. 

 

apelación, se privaría al prevenido de la garantía judicial 
que representa para él el. doble grado de jurisdicción; 

Considerando que, por consiguiente, al declarar vl 'Tri-
bunal a quo inadmisible la constitución en parte civil hecha 
por Leonidas Sención Reyes, sobre 'fundamento de que él 
no asumió esa calidad en primera instancia, dicho Tribunal, 
lejos de incurrir en las violaciones denunciadas por el recu-
rrente, lo que ha hecho es aplicar correctamente el artículo 
67 del Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando que además la sentencia impugnada no. 
contiene, en cuanto concierne al interés del recurrente, nin-
gún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza eI recurso de ca-
sación interpuesto por Leonidas Sención Reyes contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación pór el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, en fecha 
cinco de diciembre del año mil novecientos cincuenta y siete„ 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas_ 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.. — 
Juan A. More' I.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Confin Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Arniama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curier 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
.eñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en ia au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué, 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qtrb 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MAYO DE 1958 
• 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 2Q de 

febrero de 1957. 

Materia: Tierras. 

BecuiTente: Pedro García -  Mota. 
Abogado: Dr. Nelson García Pella. 

Recurridos: Sucs. José Ramón Astacio y compartel. 
Abogados: Dres. Eúclides Vicioso, Conradó Evangelista y Jorge 

• Martínez Lavandier. . 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquezy licenciado Néstor 
Coritin Aybar, asistidos del.•Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día seis del mes de mayo de mil novecientos 
cincuenta y ocho, años 115' de la L-rdependencia, 95' de la 
Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Gar-
cía Mota, dominicapO, mayor de edad, casado, propietario, 
domiciliado y residente'en esta ciudad, cédula 236, serie 26, 
sello 35932, contra la sentencia dictada por el Tribunal Su-
perior de Tierras, en fecha veinte de febrero de-mil ,nove-- 
cientos cincuenta .y siete, en cuanto a las Parcelas Nos. 32, 
39, 40 y 45, del Distrito Catastral N9 7 del Municipio del 
Seybo, sitio de Cibahuete, provincia del Seybo, cuyo dispo-
sitivo, se copia a continuación: "FALLA: 1 4  SE RECHA- 

; 
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ZAN, por_ improcedentes y mal fundadas, las apelaciones in-
terpuestas por el señor Pedro García Mota por sí y a nom-
bre de los Sucesores de José Ramón Astacio, en fecha 18 
de octubre de 1954,. en relación con las Parcelas Nos. 32, 
39, 40, 45 y 48,, y a. nombre de los esposos Eurípides Aquino 
García y Gumersinda Sosa de Aquino, en cuanto a la parce-
la N9  37; por los Licenciados José Pedemonte hijo y Federi-
co Nina hijo a nombre del señor Félix Cardy, respecto a las 
Parcelas Nos. 32, 33, 39, 40, 45 y 48; y por el Lic. José Ma-
ría Vidal Velázquez a -nombre de la Lange Biedermann & 
Co. S, en C., sobre las Parcelas Nos. 32, 39, 40, 45 y parte 
de la 48; 2" Se Rechazan, por improcedentes, las conclusio- . 

 nes que corno Parte interviniente produjo a nombre de la 
Compañía Azucarera Dominicana, C. por A., el Dr. Rafael 
R. del Castillo Morales en relación con la Parcela N 9  48; 
3•—Se Admiten las conclusiones que como parte intervi-
niente presentó a nombre- de los Sucesores-de Higinio de 
Castro el Dr. Antonio Morales Castillo, en cuanto a la Par-
cela• N.  37; 49—Se mencionada decisión en 
cuanto a las Parcelas Nos. 37 y 39; y se Cónfirma en cuanto 
a las demás parcelas recurridas y, En consecuencia, su dis-
positivo regirá de la manera siguiente: PARCELA NUME-
RO 25: Sup.: 9 Hs. 01 As. 55 Cas. PRIMERO:— Se rechazan 
pbr improcedentes y mal fundadas las reclamaciones de los 
señores Alejandro Mercedes, Ceferino Mota, Gregorio Apon-
te, Pedro P.orilrio Portes y Sucesores de Faustino Rodrí-
guez;— SEGUNDO: 1  Se ordena el registro del derecho de 
propiedad de una porción de 8 hectáreas, 91 árlas, 04 cen-
tiáreas, en favor de la Compañía Azucarera Dominicana, 
C. por A. TERCERO: Se declara Comunera él resto de la 
parcela, haciéndose constar que las mejoras fomentadas por 
los señores Alejaridro Mercedes, Ceferino Mota, Gregorio 
Aponte, redro Porfirio Portes y Sucesores de Faustino Ro-
dríguez son de buena fé, regido \sus casos por la segunda 
parte del artículo 555 del Código Civil. PARCELA NUMERO 
.32: Sup.: 43 Hs. 38 As. 52 Cas. PRIMERO:— Se rechazan 
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SENTENCIA DE FECIIA 6 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 2Q de 

febrero de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Pedro García Mota. 
Abogado: Dr. Nelson García Peña. 

Recurridos: Sucs. José Ramón Astacio y comparteS. 
Abogados: Dres. Euclides Vicioso, Conrado Evangelista y Jorge 

• Martínez Lavandier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Supre,ma Corte de Jus- ' 
ticia, regularmente constituida por los Juec_.,s licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez.y licenciado Néstor 
Coritín Aybar, asistidos del .Secretario General, en la Sala 
donde. celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día seis del -mes de mayo de mil novecientos 
cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la 
Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Gar-
Cía Mota, dominicapo, mayor de edad, casado, propietario, 
domiciliado y residente'en esta ciudad, cédula 236, serie 26, 
sello 35932, contra la sentencia dictada por el Tribunal Su-
perior de Tierras, en fecha veinte de febrero de-mil nove-
cientos cincuenta y siete, en cuanto a las Parcelas Nos. 32, 
39, 40 y 45, 'del Distrito Catastral N9 7 del Municipio del 
Seybo, sitio de Cibahuete, provincia del Seybo, cuyo dispo-
sitivo, se copia a continuación: "FALLA: 19 SE RECHA- 
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ZAN, por improcedentes y mal fundadas, las apelaciones in-
terpuestas por el señor Pedro García Mota por sí y a nom-
bre de los Sucesores de José Ramón Astacio, en fecha 18 
de octubre de 1954,. en relación con las Parcelas Nos. 32, 
39, 40, 45 y 48,, y a. nombre de los esposos Eurípides Aquino 
García y Gumersinda Sosa de Aquino, en cuanto a la parce-
la N9 37; por los Licenciados José Pedemonte hijo y Federi-
co Nina hijo a nombre del señor Félix Cardy, respecto a las 
Parcelas Nos. 32, 33, 39, 40, 45 y 48; y por el Lic. José Ma-
ría Vidal Velázquez -a-nombre de la Lenge Biedermann & 
Co. S, en C., sobre las Parcelas Nos. 32, 39, 40, 45 y parte 
de la 48; 2" Se Rechazan, por improcedentes, las conclusio-. 
nes que corno Parte interviniente produjo a nombre de la 
Compañía Azucarera Dominicana, C. por A., el Dr. Rafael 
R. del Castillo Morales en relación con la Parcela N9 48; 
39—Se Admiten las conclusiones que corno parte intervi-
niente presontó a nombre de los Sucesores-de Higinio de 
Castro el Dr. Antonio *Morales C.astillo, en cuanto a la Par-
cela- N 37; 4'›—Se 1,-iifica le., mencionada decisión en 
cuanto a las Parcelas Nos. 37 y 39; se Confirma en cuanto 
a las demás parcelas recurridas y, En consecuencia, su dls... 
positivo regirá de' la manera siguiente: PARCELA NUME-
RO 25: Sup.: 9 Hs. 01 As. 55 Cas. PRIMERO:— Se rechazan 
ptx improcedentes y mal fundadas las reclamaciones de los 
sefrores Alejandro Mercedes, Ceferino Mota, Gregorio Anon-
te, Pedro 1'1m:riño Portes y Suce.sores de Faustino Rodrí-
guez:— 12')ECIUNDO:1 So ordena. el registro del derecho de 
propiedad de una porción de 8 hectáreas, 91 áráas, 04 cen-
tiáreas, en favor de la Compañía Azucarera. Dominicana, 
C. por A. TERCERO: Se declara Comunera el resto de la 
parcela, haciéndose constar que las mejoras fomentadas por 
los señores Alejandro Mercedes, Cieferino Mota, Gregorio 
Aponte, Pedro Porlirio Portes y Sucesores de Faustino Ro-
dríguez son de buena fé, regido \sus casos por la segunda 
parte del artículo 555 del Código Civil. PARCELA NUMERO 
.32: Sup.: 43 Hs. 38 As. 52 Cas. PRIMERO:— Se rechazan _ 	. 
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por improcedentes y mal fundadas las reclamaciones de los 
señores Félix Cardy y de la Lange Biedermann & Co., S. en 
C. sobre esta parcela; SEGUNDO: Se ordena el registro del 
derecho de propiedad de esta parcela y sus mejoras, consis-
tentes en dos r-anchos de palma, cercas de alambre y árbo-
les frutales, en favor del señor Saturnino Mejía, dominicano, 
mayor de edad, agricultor, soltero, domiciliado y residente 
en Cibahuete, Provincia del Seybo; PARCELA NUMERO 
33: Snp.: 32 Hs. 58 As. 25 Cas. se ordena el registro del dere-
cho de propiedad,sobre esta parcela y sus mejoras en la 
forma siguiente: a) 29 hectáreas, 55 áreas, 66 centiáreas o 
sean 470 tareas, en favor del señor Otilio Astacio, domini-
cano, mayor de edad, agricultor, domiciliado y residente en 
Cibahuete, El Seybo; b) El resto de la parcela en favor de 
los menores Raúl Fernando, Javier, Aura Violeta y Ramón 
Bel Arache Astacio; PARCELA NUMERO 37: Sup.: 100.11s. 
79 As. 4 Cas.— PRIMERO:— Se rechazan, por -improce-
dentes y mal fundadas, las reclamaciones de los señores 
María de Aza, Angel Enrique Prestol Castillo, Domingo 
Rivera Acosta, Juan Pablo Echavarría, Enerminia de Cas-
tro, Eurípides Aquino García y Gumersinda Sosa de Aquino; 
SEGUNDO:— Se ordena el registro del derecho de propie-
dad de esta parcela en favor de los Sucesores de Higinio de 
Castro, de generales ignoradas, haciéndose constar que las 
mejoras que haya fomentado los Sucesores de María de 
Aza, Angel Enrique Prestol Castillo, Juan Pablo Echavarría, 
Enerminia de Castro, Eurípides Aquino García y Gumer-
sinda 'Sosa de Aquino son de buena fé, regidas por la últi-
ma parte del artículo 555 del Código Civil; PARCELA NU-
MERO 39: Sup.: 32 Hs. 90 As. 33 Cas.— PRIMERO:— Se 
rechazan las reclamaciones de la Lange Biedermann & Co., 
S. en e., Félix Cardy y Sucesores de José R.amón Astado, 
por improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO:— Se orde-
na el registro del derecho de propiedad sobre esta parcela 
en la forma siguiente: a) 128 tareas o sean 8 Hs. 04 As. 94.5 
Cas., en favor de Salomón Astacio, dominicano, mayor de 

 

edad, soltero, agricultor, cédula N9 3515, serie 25, domici-
liado y residente en Cibahuete, Seybo; y b) El resto, en 
favor de la señora Eulalia Astacio de Ponciano, dominicana, 
mayor de edad, casada, de oficios doméstiéos, domiciliado 
y residente en Cibahuete, haciéndose constar que las mejo-
ras que hayan fomentado los señores Félix Cardy y Suceso-
res de José Ramón Astacio son cle buena fé; PARCELA NU-
MERO 40: Sup.: 79 Hs. 44 As. 38 Cas. PRIMERO:— Se re-
chazan las reclamaciones de los señores Félix Cardy, Lange 
Bieaermann & Co., S. en C. y Sucesores de José Ramón As-
tacio por improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO:— Se 
ordena el registro del derecho de propiedad de esta parcela 
en favor de los Sucesores de Evangelista Astacio, haciéndo-
se constar que las mejoras fomentadas por el señor Salomón 
Astacio son de buena fé, regido su caso por la última parte 
del artículo 555 del Código Civil; PARCELA NUMERO 45: 
Sup.: 4 Hs. 03 As. 84 Cas. PRIMERO:— Se rechazan las 
reclamaciones de los señores Félix Cardy, Lange Bieder-
mann & Co., S. en C. y Sucesores de José Ramón Astacio 
por improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO:— Se orde-
na el registro del derecho de propiedad sobre esta parIcela 
y sus mejoras en favor de los Sucesores de Evangelista As-
tacio. PARCELA NUMERO 48: Sup.: 23 Hs. 95 As. 91 Cas. 
PRIMERO:— Se rechaZan las reclainaciones de la Compa-
ñía Azucarera Dominicana, C. pbr A., la Lange Bieder-
mann & Co., S. en C. y del señor Félix Cardy y los Sucesores 
de José Ramón Astacio; SEGUNDO:— Se ordena el registro 
del derecho de propiedad de esta parcela y sus mejoras, en 
comunidad, en favor de los señores Zacarías Mercedes, Ju-
lio Castro, Margarita Castro, Elena Castro, Feliciana Cas-
tro, Gerardo Castro y Toribia Castro. Se ordena al Secre-
tario del Tribunal que, una vez recibidos por él los planos 
definitivos relativos a estas parcelas, preparados por el Agri-
me-nsor Contratista y debidamente aprobados por la Direc-
ción General de Mensuras Catastrales, y transcuarrido el 
plazo de dos meses aéordados por la ley para recurrir en 
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por improcedentes y mal fundadas las reclamaciones de los 
señores Félix Cardy y de la Lange Biedermann & Co., S. en 
C. sobre esta parcela; SEGUNDO: Se ordena el registro del 
derecho de propiedad de esta parcela y sus mejoras, consis-
tentes en dos ranchos de palma, cercas de alambre y árbo-
les frutales, en favor del señor Saturnino Mejía, dominicano, 
mayor de edad, agricultor, soltero, domiciliado y residente 
en Cibahuete, Provincia del Seybo; PARCELA NUMERO 
33: Sup.: 32 Hs. 58 As. 25 Cas. Se ordena el registro del dere-
cho de propiedad,sobre esta parcela y sus mejoras en la 
forma siguiente: a) 29 hectáreas, 55 áreas, 66 centiáreas o 
sean 470 tareas, en favor del señor Otilio Astacio, domini-
cano, mayor de edad, agricultor, domiciliado y residente en 
Cibahuete, El Seybo; b) El resto de la parcela en favor de 
los menores Raúl Fernando, Javier, Aura Violeta y Ramón 
Bel Arache Astacio; PARCELA NUMERO 37: Sup.: 100 Hs. 
79 As. 4 Cas.— PRIMERO:— Se rechazan, por improce-
dentes y mal fundadas, las reclamaciones de los señores 
María de Aza, Angel Enrique Prestol Castillo, Domingo 
Rivera Acosta, Juan Pablo Echavarría, Enerminia de Cas-
tro, Eurípides Aquino García y Gumersinda Sosa de Aquino; 
SEGUNDO:— Se ordena el registro del derecho de propie-
dad de esta parcela en favor de los Sucesores de Higinio de 
Castro, de generales ignoradas, haciéndose constar que las 
mejoras que haya fomentado los Sucesores de María de 
Aza, Angel Enrique Prestol Castillo, Juan Pablo Echavarría, 
Enerminia de Castro, Eurípides Aquino García y Gumer-
sinda 'Sosa de Aquino son de buena fé, regidas por la últi-
ma parte del artículo 555 del Código Civil; PARCELA NU-
MERO 39: Sup.: 32 Hs. 90 As. 33 Cas.— PRIMERO:— Se 
rechazan las reclamaciones de la Lange Biedermann & Co., 
S. en C., Félix Cardy y Sucesores de José R .amón Astado, 
por improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO:— Se orde-
na el registro del derecho de propiedad sobre esta parcela 
en la forma siguiente: a) 128 tareas o sean 8 Hs. 04 As. 94.5 
Cas., en favor de Salomón Astacio, dominicano, mayor de 

edad, soltero, agricultor, cédula N .' 3515, serie 25, domici-
liado y residente en Cibahuete, Seybo; y b) El resto, en 
favor de la señora Eulalia Astacio de Ponciano, dominicana, 
mayor de edad, casada, de oficios doméstiéos, domiciliado 
y residente en Cibahuete, haciéndose constar que las mejo-
ras que hayan fomentado los señores Félix Cardy y Suceso-
res de José Ramón Astacio son de buena fé; PARCELA NU-
MERO 40: Sup.: 79 Hs. 44 As. 38 Cas. PRIMERO:— Se re-
chazan las reclamaciones de los señores Félix Cardy, Lange 
Biedermann & Co., S. en C. y Sucesores de José Ramón As-
tacio por improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO:— Se 
ordena el registro del derecho de propiedad de esta parcela 
en favor de los Sucesores de Evangelista Astacio, haciéndo-
se constar que las mejoras fomentadas por el señor Salomón 
Astacio son de buena fé, regido su caso por la última parte 
del artículo 555 del Código Civil; PARCELA NUMERO 45: 
Sup.: 4 Hs. 03 As. 84 Cas. PRIMERO:— Se rechazan las 
reclamaciones de los señores Félix Cardy, Lange Bieder-
mann & Co., S. en C. y Sucesores de José Ramón Astacio 
por improcedentes y mal fundadas; SEGUNDO:— Se orde-
na el registro del derecho de propiedad sobre esta partela 
y sus mejoras en favor de los Sucesores de Evangelista As-
tacio. PARCELA NUMERO 48: Sup.: 23 Hs. 95 As. 91 Cas. 
PRIMERO:— Se rechaZan las reclaMaciones de la Compa-
ñía Azucarera Dominicana, C. Ibr A., la Lange Bieder-
mann & Co., S. en C. y del señor Félix Cardy y los Sucesores 
de José Ramón Astacio; SEGUNDO:— Se ordena el registro 
del derecho de propiedad de esta parcela y sus mejoras, en 
comunidad, en favor de los señores Zacarías Mercedes, Ju-
lio Castro, Margarita Castro, Elena Castro, Feliciana Cas-
tro, Gerardo Castro y Toribia Castro. Se ordena al Secre-
tario del Tribunal que, una vez recibidos por él los planos 
definitivos relativos a estas parcelas, preparados por el Agri-
mensor Contratista y debidamente aprobados por la Direc-
ción General de Mensuras Catastrales, y transarrrido el 
plazo de dos meses acordados por la ley para recurrir en 

I 11 
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casación contra esta sentencia, sin que este recurso haya 
sido interpuesto proceda a la expedición de los correspon-
dientes decrétos de registro"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el br. Luis Emilio Jourdain Heredia, cédula 7783, 

serie 1, sello 50322, en representación del Dr. Nelson García 
Peña, cédula 38857,1 serie 1, sello 7381, abogado del recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Euclides Vicioso, cédula 45820, serie 1, se-
llo 50244, abogado de la- recuriida Eulalia Astacio de Pon-
ciano, dominicána, mayor de edad, casada, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en el paraje "Cibahuete", 
Sección "Magarín",..del Municipio del Seybo, portadora de la 
cédúla personal de identidad N" 1061., serie 27, exonerada 
de sello por "maternidad privilegiada", en la lectura de sus 
conclusiones; - 

Oído el Dr. Conrado Evangelista 15,1., cédula 45755, serie 1, 
sello 49138, abogado de los recurridos Salomón Astacio Cas-
tro, dominiCano, mayor de edad, casado, comerciahte, por-
tador de la cédula personal de identidad N9 3515, serie 25, 
renovada para este año con sello N" 44728; Iniria Astacio 
Castro, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, portadora de la cédula personal de identidad 
N'? 9091, serie 23; con sello de renovación N9 1096870; y Ado-
cinda Astacio Castro, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
quehacercp domésticos, portado' a de la .cédula personal de 
identidad N° 5223, serie 25, con sello' de renovación N9, 
1095871, todos domiciliados y residentes-en el paraje "Ciba-
huete", de la Sección "Magarín", del Municipio del Seybo, 
en su calidad de miembros de la Sucpsión de Evangelista 
Astacio, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Jorge Martínez Lavandier, cédula 37944, 
serie 1, sello 47722, abogado del recurrido Salomón Astacio, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, portador 
de la cédula personal de identidad N° 3515, serie 25, renova-
da para el presente ario con sello N9 44728, domiciliado y  

residente en el paraje "Cibahuete", de la Sección "Magarín", 
del. Municipio y Provincia del Seybo, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen dl.‘1 Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado- en secretaría 
el doce de abril de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Dr. Nelson García Peña, abogado del recurrente, en 
el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de la recurrida Eulalia 
Astacio de Ponciano, suscrito por su abogado Dr. Euclides Vi-
cioso, y depositado el día veintiocho de junio de mil nove-
cientos cincuenta y siete; 

. Visto el meinorial de defensa del recurrido Salomón 
Astacio, suscrito por su abogado Dr. Jorge Martínez Lávan-. 
dier, y depositado el veintiocho de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos Salo-
món Astacio Castro, Iniria Astacio éastro y Xdocinda Asta-
cio Castro, suscrito por su abogado Dr. Conrado Evangelista 
M.. y depositado ej veintiocho de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete; 

Visto el memorial de áinpliación del recúrrente; 
Vistos los memoriales de ampliación de los recurridos; 

Vista la resolución de la Suprema Corte de Justicia de 
fecha quince de noviembre. de mil novecientos cincuenta y - 
siete, que contiene el siguiente dispositivo: "RESUELVE: 
Declarar el defecto de los recurridos Fulvia Grecia Astacio 
de Pérez, Bienvenido, Silvestre, Octavio Astacio Familia, 
Teolinda Astacio Castro de Arache, Oliva Astacio de Reyes, 
Saturnino Mejía, Federico Astacio Familia, Luis Astacio 
Familia, Ramón Astacio Familia, María Venecia Astacio de 
Castro, Arhalia Mota, Juan Miguel Mota, Enoema Mota, Ma-
nuel Antonio Astacio Crispín y José Ramón Astacio Crispín, 
en el recurso de casación interpuesto por Pedro García Mo- 
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casación contra esta sentencia, sin que este recurso haya 
sido interpuesto proceda a la expedición de los correspon-
dientes decraos de registro"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Luis Emilio Jourdain Heredia, cédula 7783, 

serie 1, sello 50322, en representación del Dr. Nelson García 
Peña, cédula 38857z  serie 1, sello 7381, abogado del recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Euclides Vicioso, cédula 45820, serie 1, se-
llo 50244, abogado de la recurrida Eulalia Astacio de Pon-
ciano, dominicána, mayor de edad, casada, de quehaceres 
domésticos, domiciliada y residente en el paraje "Cibahuete", 
Sección "Magarín",del Municipio del Seybo, portadora de la 
cédúla personal de identidad N" 1061, serie 27, exonerada 
de sello por "maternidad privilegiada", en la lectura de sus 
conclusiones; - 

Oído el Dr. Conrado Evangelista M., cédula 45755, serie 1, 
sello 49138, abogado de los recurridos Salomón Astacio Cas-
tro, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, por-
tador de la cédula personal de identidad N 9  3515, serie 25, 
renovada para este año con sello N" 44728; Iniria Astacio 
Castro, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
domésticos, -portadora de la cédula personal de identidad 
N° 9091, serie 23, con sello de renovación N° 1096870; y Ado-
cinda Astacio Castro, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
quehacerep domésticos, portadora de la .cédula personal de 
identidad N° 5223, serie 25, con sello' de renovación N 9, 
1095871, todos domiciliados y residentes enel paraje "Ciba-
huete", de la Sección "Magarín", del Municipio del Seybo, 
en su calidad de miembros de la Sucpsión de Evangelista 
Astacio, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Jorge Martínez Lavandier, cédula 37944, 
serie 1, sello 47722, abogado del recurrido Salomón Astacio, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, portador 
de la cédula personal de identidad N° 3515, serie 25, renova-
da para el presente año con sello N° 44728, domiciliado y  

residente en el paraje "Cibahuete", de la Sección "Magarin", 
del- Municipio y Provincia del Seybo, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en secretaría 
el doce de abril de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Dr. Nelson García Peña, abogado del recurrente, en 
el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de la recurrida Eulalia 
Astacio de Ponciano, suscrito por su abogado Dr. Euclides Vi-

. cioso, y depositado el día veintiocho de junio de mil nove-
cientos cincuenta y siete; 

. Visto el memorial de defensa del recurrido Salomón 
Astado, suscrito por su abogado Dr. Jorge Martínez Lávan-
dier, y depositado el veintiocho de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete; 

Visto el' memorial de defensa de los recurridos Salo-
món Astacio Castro, Iniria Astacio Castro y Adocinda Asta-
cio Castro, suscrito por su abogado Dr. Conrado Evangelista 
M., y depositado el veintiocho de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete; 

Visto el memorial de ampliación del recurrente; 
Vistos los memoriales de ampliación de los recurridos; 

Vista la resolución de la Suprema Corte de Justicia de 
fecha quince de noviembre, de mil novecientos cincuenta y 
siete, que contiene el siguiente dispositivo: "RESUELVE: 
Declarar el defecto de los recurridos Fulvia Grecia Astacio 
de Pérez, Bienvenido, Silvestre, Octavio Astado Familia, 
Teolinda Astacio Castro de Arache, Oliva Astacio de Reyes, 
Saturnino Mejía, Federico Astacio Familia, Luis Astacio 
Familia, Ramón Astacio Familia, María Venecia Astacio de 
Castro, Affialia Mota, Juan Miguel Mota, Enoema Mota, Ma-
nuel Antonio Astado Crispín y José Ramón Astacio Crispín, 
en el recurso de casación interpuesto por Pedro García Mo- 
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ta, contra sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras, en fecha veinte de febrero de mil novecientos cincuen-
ta y siete"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los -artículos 2262 del Código Civil; 141 del 
Código de' Procedimiento divil; 4, 84 y 136 de la Ley de 
Registro de Tierras, y 1, 20 y 65, inciso 3, de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerá.ndo que el recurrente alega los siguientes me-
dios: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos de la - 
causa e insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Falta de 
motivos; falta de base legal y desconocimiento de los docu-
mentos ele la causa; 

Considerando, en cuanto al primer medio, relativo a la 
parcela N° 32; que el recurrente sostiene: "a) que el pland 
y acta de mensura N9 259 de fecha 29 del mes de marzo del 
año 1921, del Agrimensor señor Raúl A. Carbuccia Abreu, 
que comprende comunidad de porciones de terrenos en favor 
de los señores: José Ramón Astacio, Evangelista Astacio 
Polanco, Ramón Astacio Polanco, Manuel Astacio Familia y 
Octavio ú Otaviano Astacio Familia, en iguales proporciones, 
o sea, el área referida enel plano catastral de las parcelas 
mencionadas"; "b) que toda prescripción tiene como punto 
de partida la fecha del referido plano del Agrimensor Car-
bUccia, para los indicados señores: José Ramón Astacio, 
Evangelista Astacio Polanco, Ramón Astacio Polanco, Ma-
nuel Astacio Familia y Octavibtl Octaviano Astacio Familia, 
quienes, aparte de esa posesión teórica, han mantenido la 
material en el terreno"; "c) que a pesar de ésto, un sucesor 
puede adquirir por "prescripción" derechos dentro de una 
comunidad de la cual fornte parte"; "d) que por el acto N" 
285 del 23 de diciembre del 1920, del Notario Manuel de Js. 
Espinal Falet, celebrado entre Félix Cardy y José Ramón 
Astacio, el primero tomó la administración de estas parcelas, 
por el término de quince (15) arios, que venció el 23 de 
diciembre del 1935,•facultad que hasta el referido término  

ejerció dicho Administrador"; "e) que José Ramón Astacio 
era considerado por todos como el único dueño de todas las 
parcelas mencionadas, y que su Administrador daba la tó-
nica de su genuina representación; y que nadie en ese ámbito 
pudo empezar a usucapir con anterioridad al 23 de diciembre 
del 1935, fecha en que venció el contrato de Administración 
ya referido"; "f) que las audiencias contradictorias de las 
referidas parcelas, tuvieron lugar a partir del día tres (3) 
y siguientes del mes de octubre del año 1950.— Como puede 
verse, los señores: Saturnino Mejía, Eulalia Astacio de Pon-
ciano, Salomón Astacio y Sucesores de Evangelista Astacio 
Polanco, sólo podrían contar con quince (15) arios de ocu-
pación, o sea, del 1935 al 1950, tiempo a todas luces, insu-
ficiente para poder usucapir"'; "g) que la sentencia recu-
rrida le dá visos de validez al contrato de administración de 
Félix Cardy, por el hecho de haberle reconocido mejoras de 
buena fé en la parcela N" 39. .."; "h) que admitido por el 
Tribúnal a quo, que Félix Cardy poseyó en representación 
de los Astacio, todas estas Parcelas de que se trata hasta el 
23 de diciembre del año 1935 y habiendo sido celebradas las 
primeras audiencias del saneamiento de estas parcelas, du-
rante los días 4 y siguientes del mes de octubre del año 1950 
en El Seybo, bajo la presidencia del Juez Ael Tribunal de 
Tierras residente en San Pedro de Macorís, licenciado Man-
ff.eclo A. Moore. en las cuales se formaron las discusiones 
sobre los derechos de propiedad en estas parcelas, queda 
demostradb que el correr de todas las alegadas prescrip-
ciones quedó paralizado y del 1935 al 1950, nadie, absolu-
tarnente nadie puede alegar prescripción dentro de las par-
celas de los Astacio, 9 sean las ya indicadas"; "i) que ha-
biendo adjudicado el Tribunal a quo esta parcela N° 32, en 
desconocimientos de los hechos precedentemente relatados, 
en perjuicio de los derechos de propiedall que sobre la misma 
le correspOnden a los Sucesores de José Ramón Astacio, de 
Evangelista Astacio, de Ramón Astacio, de Manuel Pilar 
Astacio y del señor Octaviano ú Octavio Astacio, es evidente, 
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ta, contra sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tie-
rras, en fecha veinte de febrero de mil novecientos cincuen-
ta y siete"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2262 del Código Civil; 141 del 
Código de' Procedimiento Civil; 4, 84 y 136 de la Ley de 
Registro de Tierras, y 1, 20 y 65, inciso 3, de la Ley sobre 
Procedimiento de tasación; 

Considerándo que el recurrente alega los siguientes me-
dios: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos de la 
causa e insuficiencia de motivos; Segundo Medio: Falta de 
motivos; falta de base legal y desconocimiento de los docu-
mentos de la causa; 

Considerando, en cuanto al primer medio, relativo a la 
Parcela N° 32; que el recurrente sostiene: "a) que el pland 
y acta de mensura N 9  259 de fecha 29 del mes de marzo del 
año 1921, del Agrimensor señor Raúl A. Carbuccia Abreu, 
que comprende comunidad de porciones de terrenos en favor 
de los señores: José Ramón Astacio, Evangelista Astacio 
Polanco, Ramón Astacio Polanco, Manuel Astacio Familia y 
Octavio ú Otaviano Astacio Familia, en iguales proporciones, 
o sea, el área referida enel plano catastral de las parcelas 
mencionadas"; "b) que toda prescripción tiene como punto 
de partida la fecha del referido plano del Agrimensor Car-
buccia, para los indicados señores: José Ramón Astacio, 
Evangelista Astacio Polanco, Ramón Astacio Polanco, Ma-
nuel Astacio Familia y Octavib ú Octaviano Astacio Familia, 
quienes, aparte de esa posesión teórica, han mantenido la 
material en el terreno"; "c) que a pesar de ésto, un sucesor 
puede adquirir por "prescripción" derechos dentro de una 
comunidad de la cual forrde parte"; "d) que por el acto N" 
285 del 23 de diciembre del 1920, del Notario Manuel de Js. 
Espinal Falet, celebrado entre Félix Cardy y José Ramón 
Astado, el primero tomó la administración de estas parcelas, 
por el término de quince (15) años, que venció el 23 de 
diciembre del 1935:facultad que hasta el referido término  

ejerció dicho Administrador"; "e) que José Ramón Astacio 
era considerado por todos como el único dueño de todas las 
parcelas mencionadas, y que su Administrador daba la tó-
nica de su genuina representación; y que nadie en ese ámbito 
pudo empezar a usucapir con anterioridad al 23 de diciembre 
del 1935, fecha en que venció el contrato de Administración 
ya referido"; "f) que las audiencias contradictorias de las 
referidas parcelas, tuvieron lugar a partir del día tres (3) 
y siguientes del mes de octubre del año 1950.— Como puede 
verse, los señores: Saturnino Mejía, Eulalia Astado de Pon-
ciano, Salomón Astacio y Sucesores de Evangelista Astado 
Polanco, sólo podrían contar con quince (15) años de ocu-
pación, o sea, del 1935 al 1950, tiempo a todas luces, insu-
ficiente para poder usucapir"'; "g) que la sentencia recu-
rrida le dá visos de validez al contrato de administración de 
Félix Cardy, por el hecho de haberle reconocido mejoras de 
buena fé en la parcela N° 39. . "; "1 -1> que admitido por el 
Tribúnal a quo, que Félix Cardy poseyó en representación" 
de los Astacio, todas estas parcelas de que se trata hasta el 
23 de diciembre del año 1935 y habiendo sido celebradas las 
primeras audiencias del saneamiento de estas parcelas, du-
rante los días 4 y siguientes del mes de octubre del año 1950 
en El Seybo, bajo la presidencia del Juez del Tribunal de 
Tierras residente en San Pedro de Macorís, licenciado Man-
Vredo A. Moore. en las cuales se formaron las discusiones 
sobre los derechos de propiedad en estas parcelas, queda 
demostradO que el correr de todas las alegadas prescrip-
ciones quedó paralizado y del 1935 Al 1950, nadie, absolu-
tamente nadie puede alegar prescripción dentro de las par-
celas de los Astacio, o sean las ya indicadas"; "i) que ha-
biendo adjudicado el Tribunal a quo esta parcela N9  32, en 
desconocimientos de los hechos precedentemente relatados, 
en perjuicio de los derechos de propiedad que sobre la misma 
le corresponden a los Sucesorés de José Ramón Astado, de 
Evangelista Astacio, de Ramón Astacio, de Manuel Pilar 
Astado y del señor Octaviano ú Octavio Astacio, es evidente, 
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que ha incurrido en el vicio. de "desnaturalización de los 
hechos de la causa", y, de la violación al artículo 141 del 
Código-de Procedimiento Civil por insuficiencia- de motivos 
al no explicar el por qué de acuerdo con el artículo 4 (cuatro) 

. de la ley de Registro de Tierras, no se reconoció el plaño y el 
acta de mensura del Agrimensor Público Raúl A. Carbuccia, 
que están debidamente registrados y sé encuentran en el 
expediente como signo de la posesión teórica de los Astacio, 
así como los potreros, cultivos y cercas de alambres que 
existen en esta parcela como signo de su posesión material"; 
y "j) que también incurrió el Tribunal a quo en la violación 
del artículo 2262 del Código Civil, al reconocerle al señor 
Saturnino Mejía, derechos de prescripción que no tenía, 
según se ha demostrado antes"; pero, 

Considerando que el Tribunal a quo ha adjudicado a 
Saturnino Mejía el derecho de propiedad sobre la Parcela 

32, después de haber comprobado —según se expresa 
• en el fallo impugnado— "por los hechos y circunstancia de 

la causa, según el proc'eso de la primera instancia, robuste-
cidos por las declaraciones de los testigos Andrés Dorrilla 
y Juan Familia producidas por ante el Tribunal Superior", 
que aquél "ha estado en posesión de esta parcela por más 
de treinta años, sin discusión con nadie y favorecido por las 
demás condiciones exigidas por la ley para adquirir su 
propiedad amparado por la más larga prescripción"; desde 
"antes de que surgiera reclamación contraria", según se pro-
clama en la sentencia de jurisdicción original, cuyos motivos 
'fueron adoptados por el Tribunal a quo; que, además, en 
el fallo impugnado se expresa que si "es cierto que el recla-
mante Mejía viviera maritalmente con una hija del finado 
José Ramón Astacio de nombre Oliva Astacio.-.. también 
11; sido establecido que su ocupación data de una fecha an-
te rior a esa unión, sin que exista entre él y su mujer 
desacuerdo alguno res.pecto a la propiedad de esas tierras"; 

Considerando -que al estatuir de este modo y ordenar, 
consecuentemente, el registro del derecho de propiedad de 
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la Parcela N° 32 y sus mejoras en favor de' Saturnino Me-
jía, es evidente que el Tribunal a quo ha rechazado implí-
citamente la reclamación que sobre la misma parcela for-
mularon los sucesores de José Ramón Astacio, de Evagelisé-
ta Astacio, de Ramón Astacio, de Manuel Pilar Astacio y de-
Octaviano Astacio, representados por el actual recurrente; 

Considerando que, por otra parte, Ia existencia del ale-
gado contrato de admiffistración intervenido en fecha vein-
titrés de diciembre de mil novecientos ¿veinte entre José' 
Ramón Astacio y Félix Cardy, y que estfivo vigente por unt 
término de 15 arios, no constituye por sí solo un acto Inte-
rruptivo de la prescripción reconocida en provecho dé Sa-
turnino Mejía, quien, no obstante la vigencia de ese ecalt-
trato, ha podido mantener en la referida parcela una pose- 

. 

sión útil para la usucapción, posesión ésta que se había ini- , 
ciado, según lo admiten los jueces del fondo, con anterio-
ridad a la fecha del referido contrato; 

Considerando, finalmente, que, en relación con la Par:- 
cela N° 32, el fallo impugnado 'contiene motivos suficientes 
que justifican plenamente su dispositivo; que el Tribimall 
a quo no ha desnaturalizado los hechos de la causa, ni tam-
poco ha violado el artículo 2262 del Código Civil, el cual por-
el contrario, ha sido aplicado correctamente a los hechos 
soberanamente comprobados, por todo lo cual, el primer 
medio del recurso debe ser desestimado ; 

Considerando en cuanto a la falta de motivos alegada 
en el segundo medio, relativo a las Parcelas Nos. 39, 40 y-
45, que el recurrente sostiene: "1) que fué encargado pol-
los señores: Salomón Astacio —adjudicatario de parte de 
la parcela N° 39 y de las mejoras de la parcela N9 40; Eula-
lia Astacio de Ponciano —adjudicataria de parte de la par-
cela N° 39; Sucesores de José Ramón Astacio-- adjucrica-
tarios de parte de las mejoras de la parcela N° 39 y de los 
Sucesores de Evangelista Astacio —adjudicatarios de las 
parcelas Nos. 40 y 45, mediante contrato de mandato 
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que ha incurrido en el vicio de "desnaturalización de los 
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7 de fecha 27 de marzo del 1945, instrumentado por el No-
tario Público señor Ramón Soñé Nolasco de los del número 
de la antigua común de San Pedro de Macorís, hoy Muni-
cipio d'el mismo nombre, para sanearle los derechos que 
pudieran tener en IRs parcelas a que se refiere este recur-
so"; "2) que en virtud de este contrato, los poderdantes an-
tes citados cedieroz al señor Pedro García Mota, el cin-
cuenta por (50%) de los derechos que pudieran correspon-
derles en las referidas parcelas"; "3) que en ejecución de es-
te mandato, el señor Pedro García Mota, representó en los 
procedimientos del saneamiento de las mencionadas parce-
las y solicitó que le fueran adjudicados a sus representados, 
los derechos que en las mismas les correspondían, con de-
ducción de un cincuenta por ciento (50(„¿ ) de dichos dere-
chos que le pertenecen como cesionario de. los mencionados 
ederechos"; "4) que el derecho de propiedad sobre las par-
celas precedentemente indicadas y sus mejoras, fué decidido 
por la sentencia impugnada por el presente recurso, la cual 
le adjudica diversos derechos a los poderdantes del señor 
Pedro García Mota; pero yo le adjudica a éste el 50% que 
dicho derecho le corresponde, como cesionario de los ad-
judicatarios"; y "5) que la sentencia impugnada no contiene 
ningún motivo, referente al por qué, no le fué adjudicado 
al señor Pedro García Mota, el indicado 50c/e de los dere-
chos que le fueron adjudicados a sus mencionados poder-
dantes, por lo cual en la referida sentencia, se ha incurri-
do, en este aspecto, en la violación del artículo 141 del 
Código de Procedimientó- Civil"; 

Considerando que ciertamente el Tribunal a quo recha-
zó la apelación interpuesta por el actual recurrente sin dar 
lnotivos sobre el punto de sus conclusiones en que pedía el 
transferimiento en su favor, en la proporción correspon-
-diente, del 50% de los derechos que fueron adjudicados a 
sus repmsentados; que, por consiguiente, en este aspecto 
la sentencia impugnada debe ser anulada; 

Considerando, en cuanto a las costas del recurso de ca-
sación, que no obstante haber sucumbido el recurrente en 
lo relativo a la Parcela N9 32, él no puede ser condenado 
al pago de las costas, ya que el recurrido Saturnino Mejía 
hizo defecto, y esta condenación no puede ser pronunciada 
de oficio; que en relación con las Parcelas Nos. 39, 40 y 45, 
las costas deben ser compensadas de acuerdo con el inciso 
3 del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, en vista de que la sentencia impugnada ha sido casada 
por falta de motivos; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a las par-
celas Nos. 39, 40 y 45, la sentencia pronunciada por el Tri-
bunal Superior de Tierras, en fecha veinte de febrero de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
en otra parte del presente fallo, y envía el asunto ante el 
mismo Tribunal; Segundo: Rechaza, en cuanto concierne 
a la Parcela N° 32, el recurso de casación interpuesto por 
Pedro García Mota; y Tercero: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos MI. Lamarche H. 
—Néstor Contín Aybar.7-- Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
.diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, d9' 
fecha 12 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Gil Vives. 

Abogados: .Dres. Caonabo Evangelista-' M. y E. Euclides García 
Aquino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Mateo-Fernández y Manuel A. Amiama, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día siete del mes 
de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' dé 
la Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Gil 
Vives, español, mayor de edad, casado, comerciante, domi-
ciliado y residente en esta ciudad, cédula 74, serie 36, sello 
52738, contra sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en sus atribuciones correccionales, de fecha doce 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis-
positivo-  se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Bruno García Gonell; cédula 40106, serie 
31, sello 57612, en representación de los Doctores Caonabo 
Evangelista M., cédula 45755, serie 1, sello 49135, y E. Eu-
elides García Aquino, cédula 3893, serie 11, sello 5055, abo-
gados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veintisiete de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado; 

Visto el memorial de casación de fecha veintiocho de 
marzo del corriente año, suscrito por el Dr. Conrado Evan-
gelista M., por sí y por el Dr. Euclides García Aquino,' abo-
gados del recurrente, en el cual se invocan los medios que 
luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1382 del Código Civil; 1, 23, 
inciso 5, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que Con motivo 
del accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad, el 
día veintiuno de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
cinco, se levantó en el Despacho de la Policía Nacional una 
acta contediva del relato verbal del raso de la Policía 
Nacional José Antonio Núñez, y de las declaraciones de las 
partes; b) que apoderada del caso la Tercera Cámara Penal 
del Distrito Nacional, dictó en fec.  ha cinco de marzo de mil 
novecientos cincuenta y siete, una sentencia de la cuál es 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara regular, en cuanto a la forma, la constitd-
ción en parte civil hecha por el señor Pedro Gil Vives, con-
tra el prevenido Manuel Guzmán Villalona, por conducto del 
Lic. Rafael Richiez Acevedo; SEGUNDO: Que debe declarar 
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del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
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del Distrito Nacional, dictó en fecha cinco de marzo de mil 
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Lic. Rafael Richiez Acevedo; SEGUNDO: Que debe declarar 
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y declara al nombrado Manuel Guzmán Villalona, de gene-
rales que constan, no culpable del hecho que se le imputa, 
golpes involuntarios en perjuicio del señor Pedro Gil Vives, 
que curarán en más de veinte días, violación a la Ley N9 
2022, sobre accidentes causados con vehículos de motor, y, 
en consecuencia, descarga a dicho prevenido Manuel Guz-
mán Villalona, por haberse establecido que en la comisión 
de este hecho concurrió una falta imputable a la víctima 
del mismo, y por existir una insuficiencia de pruebas en 
cuanto a la falta imputable al conductor del vehículo, que 
fuese causa del accidente de que se trata; TERCERO: Que 
debe rechazar y rechaza las conclusiones de la parte civil 
constituida, señor Pedro Gil Vives, producidas en audien-
cia por el Lic. Rafael Richiez Acevedo, por improcedentes; 
y CUARTO: Que debe declarar y declara las costas penales 
de oficio y Condena a la parte civil constituida, señor Pedro 
Gil Vives, al pago de las costas civiles"; b) que contra esta 
sentencia interpusieron recurso de apelación tanto la parte 
civil constituida Pedro Gil Vives, como el Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Ciudad Tru-
jillo, en la forma y en los plazos indicados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Manuel Guz-
mán Villalona, por no haber comparecido a esta audiencia 
para la cual fué legalmente citado; SEGUNDO: Declara re-
gulares y válidos en sus respectivas formas los presentes re-
cursos de apelación; TERCERO: Confirma la sentencia ape-
lada dictada en atribuciones correccionales por la Tercera 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional en fecha cinco del mes de marzo del año 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo copiado 
textualmente dice así: 'Falla: Primero: Que debe declarar 
y declara regular, en cuanto a la forma, la constitución en 
parte civil hecha por el señor Pedro Gil Vives, contra el 
prevenido Manuel Guzmán Villalona, por conducto del Lic. 
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Rafael Richiez Acevedo; Segundo: Que debe declarar y de-
clara al nombrado Manuel Guzmán Villalona, de generales 
que constan, no culpable del hecho que se le imputa, golpes 
involuntarios en perjuicio del señor Pedro Gil Vives, que cu-
raron en más de veinte días, violación a la Ley N° 2022, 
sobre accidentes causados con vehículos de motor, y, en 
consecuencia, descarga a dicho prevenido Manuel Guzmán 
Villalona, por haberse establecido que en la comisión de 
este hecho concurrió una falta imputable a la víctima del 
mismo, y por existir una insuficiencia de pruebas en cuanto 
a la falta imputable al conductor del vehículo, que fuese 
causa del accidente de que se trata; Tercero: que debe recha-
zar y rechaza las conclusiones de la parte civil constituída,, 
señor Pedro Gil Vives, producidas en audiencia por el Lie., 
Rafael Richiez Acevedo, por improcedentes; y Cuarto: Que , 

 debe declarar y declara las costas penales de oficio y con-' 
dena a la parte civil constituida, señor Pedro Gil Vives, a1' 
pago de las costas civiles'; CUARTO: Declara las costas pe- . 
nales de oficio"; 

Considerando que el recurrente en su memorial de ca- . 
sación invoca los siguientes medios: "Primer Medio: Falta 
de motivos y de base legal.— Violación del artículo 1382 del -

Código Civil y 141 del Código de Procedimiento Civil. Des-
naturalización y errónea apreciación de los hechos.— Se-
gundo Medio: Desnaturalización de los hechos de la causa. 
Desconocimiento del carácter de orden público de todo pro-
cedimiento en materia represiva"; 

Considerando que por su primer medio de casación el 
recurrente sostiene que la Corte a qua ha desnaturalizad& 
los hechos de la causa al declarar que el accidente tuvo por 
causa la falta exclusiva de la víctima; que el propio preverá:- 
do reconoce su falta en la declaración dada en la audiencia 
del cuatro de marzo de mil novecientos cincuenta y siete 
ante el juez de primer grado, cuando dice: "El carro estaba 
como a dos metros de la acera. No lo ví a él —a Gil Vives—
cuando se tiró de la acera. No había obstáculo que me irrapil-' 
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y declara al nombrado Manuel Guzmán Villalona, de gene-
rales que constan, no culpable del hecho que se le imputa, 
golpes involuntarios en perjuicio del señor Pedro Gil Vives, 
que curarán en más de veinte días, violación a la Ley N9 
2022, sobre accidentes causados con vehículos de motor, y, 
en consecuencia, descarga a dicho prevenido Manuel Guz-
mán Villalona, por haberse establecido que en la comisión 
de este hecho concurrió una falta imputable a la víctima 
del mismo, y por existir una insuficiencia de pruebas en 
cuanto a la falta imputable al conductor del vehículo, que 
fuese causa del accidente de que se trata; TERCERO: Que 
debe rechazar y rechaza las conclusiones de la parte civil 
constituida, señor Pedro Gil Vives, producidas en audien-
cia por el Lic. Rafael Richiez Acevedo, por improcedentes; 
y CUARTO: Que debe declarar y declara las costas penales 
de oficio y Condena a ra parte civil constituida, señor Pedro 
Gil Vives, al pago de las costas civiles"; b) que contra esta 
sentencia interpusieron recurso de apelación tanto la parte 
civil constituida Pedro Gil Vives, como el Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Ciudad Tru-. 
jillo, en la forma y en los plazos indicados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Manuel Guz-
mán Villalona, por no haber comparecido a esta audiencia 
para la cual fué legalmente citado; SEGUNDO: Declara re-
gulares y válidos en sus respectivas formas los presentes re-
cursos de apelación; TERCERO: Confirma la sentencia ape-
lada dictada en atribuciones correccionales por la Tercera 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional en fecha cinco del mes de marzo del año 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo copiado 
textualmente dice así: 'Falla: Primero: Que debe declarar 
y declara regular, en cuanto a la forma, la constitución en 
parte civil hecha por el señor Pedro Gil Vives, contra el 
prevenido Manuel Guzmán Villalona, por conducto del Lic. 

Rafael Richiez Acevedo; Segundo: Que debe declarar y de-
clara al nombrado Manuel Guzmán Villalona, de generales 
que constan, no culpable del hecho que se le imputa, golpes 
involuntarios en perjuicio del señor Pedro Gil Vives, que cu-
raron en más de veinte días, violación a la Ley N° 2022, 
sobre accidentes causados con vehículos de motor, y, en 
consecuencia, descarga a dicho prevenido Manuel Guzmán 
Villalona, por haberse establecido que en la comisión de 
este hecho concurrió una falta imputable a la víctima del 
mismo, y por existir una insuficiencia de pruebas en cuanto 
a la falta imputable al conductor del vehículo, que fuese 
causa del accidente de que se trata; Tercero: que debe recha-
zar y rechaza las conclusiones de la parte civil constituida -, 

señor Pedro Gil Vives, producidas en audiencia por el Lie., 
Rafael Richiez Acevedo, por improcedentes; y Cuarto: Que , 

 debe declarar y declara las costas penales de ofieio y con-t. 
dena a la parte civil constituida, señor Pedro Gil Vives, al 

pago de las costas civiles'; CUARTO: Declara las costas pe- , 
nales de oficio"; 

Considerando que el recurrente en su memorial de ca-

sación invoca los siguientes medios: "Primer Medio: Falta 
de motivos y de base legal.— Violación del artículo 1382 del-
Código Civil y 141 del Código de Procedimiento Civil. Des-
naturalización y errónea apreciación de los hechos.— Se-
gundo Medio: Desnaturalización de los hechos de la causa.. 
Desconocimiento del carácter de orden público de todo pro-
cedimiento en materia represiva"; 

Considerando que por su primer medio de casación 
recurrente sostiene que la Corte a qua ha desnaturalizado 
los hechos de la causa al declarar que el accidente tuvo por 
causa la falta exclusiva de la víctima; que el propio preveni-
do reconoce su falta en la declaración dada en la audiencia 
del cuatro de marzo de mil novecientos cincuenta y siete 
ante el juez de primer grado, cuando dice: "El carro estaba 
como a dos metros de la acera. No lo vi a él —a Gil Vives—
cuando se tiró de la acera. No había obstáculo que me impii- 
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.diera. eso, sino qUé sólo tenía que mirar para alante"; que 
aún adMitiendo que Vives fuera imprudente al lanzarse a 
cruzar la calle, "el accidente no se hubiera producido si el 

• chófer hubiese estado mirando (como confiesa podía ha-
cerlo) todas las cosas que le quedaban en frente"; que di-
Cha Corte ha debido declarar al prevenido, cuando menos 
en parte, culpable de los daños recibidos por la parte civil; 
pero, 

Considerando que son hechos constantes en el fallo im-
pugnado que el día veintiuno de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, en horas de la mañana, mientras 
Pedro Gil Vives trataba de cruzar la avenida Braulio Alva-
rez, de esta ciudad, desde el parque José Trujillo Valdez, ha-
cia la acera opuesta, fué estropeado por el automóvil placa 
N 4049, manejado por el prevenido Manuel Guzmán Villa-
lona, el, chal transitaba en dirección de este a oeste; 

Considerando que para descargar al prevenido del de-
' lito que sé le imputó, los jueces del fondo se han fundado; 
a) en la declaración del testigo José Antonio Núñez, raso de 
la Policía Nacional, quien declaró "que en el Hospital Mor-
.gan le preguntó al policía que estaba allí de servicio cómo 
había ocurrido el caso y éste le informó que el accidentado 
le manifestó a él "que se había tirado inesperadamente de 
ra acera sin qbseryar si venía carro; que el accidente ocu-
rrió a dos o tres pasos de la acera del Parque José Trujillo 

, Valdez y no vio.  huellas en el lugar donde ocurrió el acci-
dente"; jp) en la declaración del testigo Tobías Casti-
llo Liriano, quien declaró que "estaba parado en la ave-
nida Braulio Alvarez cuando sucedió el casó, ví al señor que 
al pasar ese carro se le tiró arriba como un loco, como un 
desesperado; el chófer frenó de una vez. .. y que el señor 
le dijo, sin saber si él era un policía: "sólo siento que el 
Chófer no tiene la culpa"; y e) en la declaración de la propia 

\ víctima, quien explicó el suceso en esta forma: "yo atendí na-
da más a dos carros que venían a la derecha mía". .. "el ca-
rro que me dió venía a la izquierda; yo atravesaba de norte a 
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sur; yo atendía a dos carros que venían a mi derecha, que 
eran los que me quedaban más cerca; yo dejé pasar los 
carros que venían a la derecha y seguí caminando; yo no 
habla llegado a la mitad de la calle cuando recibí el golpe; 
yo no ví a la velocidad que venía el carro que me dió el 

golpe"; • 
Considerando que como consecuencia de la depuración 

de esos elementos de prueba la Corte a qua ha podido decla-
rar que el accidente de que se trata fué debido a la falta 
exclusiva de la víctima, al lanzarse ésta —como lo dice la 
sentencia impugnada— "a cruzar una calle de tanto trán-
sito como es la avenida Braulio Alvarez, sin cerciorarse an-
tes de que dicha vía estaba franca en las dos direcciones en 

"que puede ser y es recorrida por toda clase de vehículos de 

motor"; 

Considerando que la circunstancia de que el chófer es-
" tuviera mirando de frente la vía en el momento en que la - 

víctima se lanzó sobe el carro, no .puede constituir en la 
especie una falta a su cargo, puesto que ningún hecho o ac-
titud de la víctima hacía prever la imprudencia que ésta 
cometió, que lo obligara a tomar precauciones especiales; 

Considerando que para descartar la falta del prevenido 
la Corte a qua no ha desnaturalizado los hechos de la causa, 
y ha dado en, su fallo los motivos pertinentes; que, en conse-
cuencia, dicha Corte, al descargar al prevenido de toda res-
ponsabilidad civil, hizo una correcta aplicación de los prin-
cipios consagrados por el artículo 1382 del Código Civil, 
razón por la cual el presente medio de casación debe ser 

desestimado; 

Considerando que por su segundo y último medio se 
critica el fallo impugnado porque le atribuyó a la declara-
ción de la víctima "una virtud que no tiene" para exonerar 
de culpabilidád al prevenido, porque aún cuando aquélla 
dijera que el chófer del accidente no era culpable, a la 
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sur; yo atendía a dos carros que venían a mi derecha, que 
eran los que me quedaban más cerca; yo dejé pasar los 
carros que venían a la derecha y seguí caminando; yo no 
halla llegado a la mitad de la calle cuando recibí el golpe; 
yo no ví a la velocidad que venía el carro que me dió el 

golpe"; 
Considerando que como consecuencia de la depuración 

de esos élernentos de prueba la Corte a qua ha podido decla; 

 rar que el accidente de que se trata fué debido a la falta 
exclusiva de la víctima, al lanzarse ésta —como lo dice la 
sentencia impugnada— "a cruzar una calle de tanto trán- 

sito como es la avenida Braulio -  Alvarez, sin cerciorarse an- 

1' tes de que dicha vía estaba franca en las dos direcciones en 

fique puede set y es recorrida por toda clase de vehículos de 

motor"; 

Considerando que la circunstancia de que el chófer es-
' tuviera mirando de frente la vía en el momento en que la:- 

víctima se lanzó sobie el carro, no -puede constituir en la 
especie una falta a su cargo, puesto que ningún hecho o ac-
titud de la víctima hacía prever la imprudencia que ésta 
cometió, que lo obligara a tomar precauciones especiales; 

Considerando que para descartar la falta del preVenido 

la Corte a qua no ha desnaturalizado los hechos de la causa, 
y ha dado en, su fallo los motivos pertinentes; que, en conse-
cuencia, dicha Corte, al descargar al prevenido de toda res-
ponsabilidad civil, hizo una correcta aplicación de los prin-

cipios con-Sagradas por el artículo 1382 del Código Civil, 
razón por la cual el presente medio de casación' debe ser 

desestimado; 

Considerando que por su, segundo .y último medio se 
critica el fallo impugnado porque le atribuyó a la declara-
ción de la víctima "una virtud que no tiene" para exonerar 
de culpabilid(d al prevenido, porque aún cuando aquélla 
dijera que el chófer del accidente no era culpable, a la 

5, 

".■ 
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diera_ eso, sino qué sólo tenía que mirar para alante"; 
aún adMitiendo qué Vives fuera imprudente al lanzarle a 
cruzar la calle, "el accidente no se hubiera producido si el 
thófer hubiese estado mirando (como confiesa podía ha-
cerlo) todas las cosas que le quedaban en frente"; que. di-
ala Corte ha debido declarlar al prevenido, cuando menos 
en parte, culpable de los daños recibidos por la parte civil; 
pero, 

Considerando que son hechos constantes en el fallo im-
pugnado que el día veintiuno de-  diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, en horas de la mañana, mientras 
Pedro Gil Vives trataba de cruzar la avenida Braulio Alva-
ro-2, de esta ciudad, desde el parque José Trujillo Valdez, ha- 

la acera opuesta, fué estropeado por el automóvil placa 
N-9 4049, manejado por el prevenido Manuel Guzmán Villa-
lona, el cuál transitaba en dirección de este a oeste; 

Considerando que para descargar al prevenido del de-
lito que sé le impütó, los jueces del fondo se han fundado; 
a) en la declaración del testigo José Antonio Núñez, raso de 
la Policía Nacional, quien declaró "que en el Hospital Mor-
gan le preguntó al policía que estaba allí de servicio cómo 
había ocurrido el casó y éste le informó que el accidentado 
le manifestó a él "que se había tirado inesperadamente de 
ra acera sin ohseryar si venía carro; que el accidente ocu-
rrió a dos o tres pasos de la acera del Parque Jósé Trujillo 
Valdez y no vio huellas' en el lugar donde ocurrió el acci-
dente"; loo) en la declaración del testigo Tobías Casti-
llo Liviano, quien declaró que "estaba parado en la ave-
nida Braulio Alvarez cuando sucedió el casó, ví al señor qué 
al pasar ese carro se .1é tiró arriba como un loco como un 
desesperado; el chófer frenó de una vez. .. y que el señor 
le dijo, sin saber Si él era un policía: "sólo siento que el 
Chófer no tiene la culpa"; y e) en la declaración de la -propia 
víctima, quienexPliCó el suceso en esta forma: "yo atendí na-' 
da más a dos carros que venían a la derecha mía". . . "el ca-
rro que me: dió venía a la izquierda; yo atravesaba de norte a 
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Corte incumbía determinar si en la conducta observada por 
el prevenido había alguna falta que lo hiciera responsable; 
pero, 

Considerando que la Corte a qua, para retener la falta 
de la víctima como la única causa generadora del accidente 
no se basó tan sólo en lo dicho por la propia víctima, sino 
además en las declaraciones de los testigos ya mencionádos 
y en los otros elementos de prueba del proceso, como se 
ha visto en el examen del medio que precede; que, pór tanto, 
este otro medio carece de fundamento y debe sr también 
desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pedro Gil Vives, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
en sus atribuciones correccionales y en fecha doce de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 5 

de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Vásquez Quintero. 

Abogado: Dr. Guillermo Sánchez Gil. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. - 

En Nombre de la República; la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día siete del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 

sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por José Vás-

quez Quintero, español, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en la Sección de Jima Abajo, Mu-
nicipio y Provincia de La Vega, cédula 247, serie 34, sello 
118, contra sentencia de fecha cinco de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y siete, de la Corte de Apelación de 
La Vega, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se 

copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído eÍ dictamen del Magistrado Procurador General 

de *la República; 

• 
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Corte incumbía determinar si en la conducta observada por 
el prevenido había alguna falta que lo hiciera responsable; 
pero, 

Considerando que la Corte a qua, para retener la falta 
de la víctima como la única causa generadora del accidente 
no se basó tan sólo en lo dicho por la propia víctima, sino 
además en las declaraciones de los testigos ya mencionádos 
y en los otros elementos de prueba del proceso, como se 
ha visto en el examen del medio que precede; que, pcir tanto, 
este otro medio carece de fundamento y debe sr también 
desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pedro Gil Vives, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo 
en sus atribuciones correccionales y en fecha doce de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-

.tivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.-- F. E. Ravelo de la Fuente.-- Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 7 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 5 

de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Vásquez Quintero. 

Abogado: Dr. Guillermo Sánchez Gil. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana.. - 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Matéo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día siete del mes de mayo de mil 
novecientos cincúenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Vás-
quez Quintero, español, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en la Sección de Jima Abajo, Mu-
nicipio y Provincia de La Vega, cédula 247, serie 34, sello 
118, contra sentencia de fecha cinco de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y siete, de la Corte de Apelación de 
La Vega, en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha diez de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del Dr. 
Guillermo Sánchez Gil, cédula 14916, serie 47, sello 47489, 
en representacióñ de José Vásquez Quintero, en la cual el 

' recurrente declaró "qué -  no ha violado el Decreto N9 1798, 
porque únicamente se limitó a usar los sacos de yute y este 
uso no está regulado por dicho Decreto; porque tampoco 
el Decreto impone sanciones; porque la Corte al acoger los 
motivos de la sentencia de primer grado, le ha dado vigen-
cia a la Resolución N9 1 del Control de sacos, quien no es-

-taba legalmente autorizado para dictarla. Con todo lo cual 
se evidencia una insuficiencia de motivos y falta de base 
legal en la sentencia impugnada". 

Visto el memorial de casación de fecha .veintiuno de 
marzo de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Dr. Guillermo Sánchez Gil como abogado del recurrente, en 
el cual se alegan contra la sentencia impugnada los 'medios 
que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y siguientes, de la Ley N 9 

 2700, de 1951, sobre Medidas de Emergencia; 1 del Decreto 
N° 1798, de 1956, que crea el Control de Envases de Fibra 
y Vidrio; 13 y 49 de la Constitución de la República; 1 y 
siguientes, de la Ley N9  4235, de 1955; 1 y siguientes, del 
Decreto N9 2149, de 1956; 194 del Código de Procedimiento 
Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
docuMentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en 'fecha seis de agosto de mil novecientos cincuenta y 
siete fué sometidó a la acción de la Justicia José Vásquez 
Quintero por violación al Decreto N9  1798; del 2 de junio de 
1956 sobre control de iffiportación, exportación y venta de 
sacos y a la Resolución 1519  1 ,del Control de Importación, 
Exportación y Venta de Sacos, del 9 de junio de 1956;' b) • 
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que en fecha dieciocho de octubre de mil novecientos chi-
!' cuenta y siete, la Cámara Penal del Juzgado de Primera 

Instancia del Distrito Judicial de La Vega dictó acerca del 
caso una sentencia correccional con el dispositivo siguiente . : 
"Falla: Primero: Que debe declarar y declara al nombrado 
José Vásquez Quintero, de geñerales anotadas, culpable de 
haber violado el Decreto N9  1798, que crea la Resolución , 

N° 1 del Control de Importación, Exportación y Venta de 
Sacos, y en consecuencia se le condena a pagar una multa de 
RD$10.00; Segundo: Que debe condenarlo y lo condena ade-
más al pago de las costas" c) que, sobre apelación regular 
del ahora recurrente, la Corte de Apelación de La Vega 
dictó en fecha cinco de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, una sentencia, en atribuciones correcciona-
les, que es la ahora recurrida en casación, con el siguiente 
dispositivo: "Falla: Primero: Declara _regular y válido, en 
cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; Segun-
do: Confirma la sentencia dictada 'el dieciocho d9 -octubre 
del año mil novecientos cincuenta y siete, por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, que condenó al prevenido y apelante José Vás-
quez Quintero, de generales conocidas, al pago de una multa 
de diez pesos oro y las costas, por el delito de violación al 
Decreto N° 1798, que crea la Resolución N° 1 del Control 
de Importación, Exportación y Venta de' Sacos; Tercero: 
Condena ademáS á José Vásquez Quintero al pago de las 
costas de esta instancia"; 

Considerando, que, en su memorial de casación, el recu-
rrente alega contra la sentencia impugnada los siguientes 
medios: 19 : Violación de la Ley N9  2700, sobre Medidas de 
Emergencia, el Decreto N9 1798 que crea el Control de en-
vases de fibra y de vidrio y los artículos 13 y 49 inciso 3 
de la Constitución; y 29 : Violación del Decreto N 9  1798 y de 
la Ley N° 4235, de fecha 5 de agosto de 1935 y el Decreto 
N9  2149; 

Considerando que en el acta del recurso de casación y 
• en la primera parte de su memorial de casación, el recu- 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha diez de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del Dr. 
Guillermo Sánchez Gil, cédula 14916, serie 47, sello- 47489, 
en representacióñ de José Vásquez Quintero, en la cual el 

' recurrente declaró "que-  no ha violado el Decreto N° 1798, 
porque únicamente se limitó a usar los sacos de yute y este 
uso no está regulado por dicho Decreto; porque tampoeo 
el Decreto impone sanciones; porque la Corte al acoger los 
motivos de la sentencia de primer grado, le ha dado vigen-
cia a la Resolución N9 1 del Control de sacos, quien no es-

- taba legalmente autorizado para dictarla. Con todo lo cual 
se evidencia una insuficiencia de motivos y falta de base 
legal en la sentencia impugnada". 

Visto el memorial de casación de fecha .veintiuno de 
marzo de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Dr. Guillermo Sánchez Gil como abogado del recurrente, en 
el cual se alegan contra la sentencia impugnada los 'medios 
que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y siguienteá, de la Ley N9 
2700, de 1951, sobre Medidas de Emergencia; 1 del Decreto 

- N° 1798, de 1956, que crea el Control de Envases de Fibra 
y Vidrio; 13 y 49 de la Constitución de la República; 1 y 
siguientes, de la Ley N9  4235, de 1955; 1 y siguientes, del 
Decreto N° 2149, de 1956; 194 del Código de Procedimiento 
Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
docuMentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en 'fecha seis de agosto de mil novecientos cincuenta y 
siete fué sometido a la acción de la Justicia José Vásquez 
Quintero por violación al Decreto N° 1798, del 2 de junio de 
1956 sobre control de hhportación, exportación y venta de 
sacos y a la Resolución N 9  1 ,del Control de Importación, 
Exportación y Venta de Sacos, del 9 de junio de 1956;' b)  

que en fecha dieciocho de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega dictó acerca del 
qaso una sentencia correccional con el dispositivo siguiente . : 
"Falla: Primero: Que debe declarar y declara al nombrado 
José Vásquez Quintero, de geñerales anotadas, culpable de 
haber violado el Decreto N° 1798, que crea la Resolución 
N° 1 del Control de Importación, Exportación y Venta de 
Sacos, y en conáecuencia se le condena a pagar una multa de 
RD$10.00; Segundo: Que debe condenarlo y lo condena ade-
más al pago de las costas" c) que, sobre apelación regular 
del ahora recurrente, la Corte de Apelación de La Vega 
dictó en fecha cinco de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, una sentencia, en atribuciones correcciona-
les, que es la ahora recurrida en casación, con el siguiente 
dispositivo: "Falla: Primero: Declara _regular y válido, en 
cuanto a la forrna, el presente recurso de apelación; Segun-
do: Confirma la sentencia dictada 'el dieciocho de -octubre 
del año mil novecientos cincuenta y siete,_ por la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, que condenó al prevenido y apelante José Vás-
quez Quintero, de generales conocidas, al pago de una multa 
de diez pesos oro y las costas, por el delito de violación' al 

Decreto N°  1798, que crea la Resolución N° 1 del Control 
de Importación, Exportación y Venta de' Sacos; Tercero: 
Condena además a José Vásquez Quintero al pago de las 
costas de esta instancia"; 

Considerando, que, en su memorial de casación, el recu-
rrente alega contra la sentencia impugnada los siguientes 
medios: 19 : Violación de la Ley N° 2700, sobre Medidas de 

Emergencia, el Decreto W 1798 que crea el Control de en-

vases de fibra y de vidrio y los artículos 13 y 49 inciso 3 
de la Constitución; y 2°: Violación del Decreto N° 1798 y de 

la Ley N° 4235, de fecha 5 de agosto de 1935 y el Decreto 

I\19  2149; 
Considerando que en el acta del recurso de casación y 

en la primera parte de su memorial de casación, el recu- 
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rrente alega que no ha violado el Decreto N° 1798, porque 
únicamente se limitó a usar los sacos de yute de fabricación 
extranjera y este uso no está regulado por dicho Decreto; 
pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada se dá por 
establecido, mediante las pruebas regularmente aportadas 
en la ventilación del caso, que el recurrente hizo ventas 
de arroz envasados en sacos extranjeros; que estas operacio-
nes implicaban la venta de los sacos en que estaba envasado 
el arroz; que, por tanto, ésta parte de los medios de casa-
ción carece de fundamento y debe ser desestimada; 

Considerando, que en lo que sigue del acta del recurso 
de casación el recurrente alega que el Decreto N° 1798 no 
impone sanciones; pero, 

Considerando que de acuerdo con el artículo 3 de la 
Ley sobre Medidas de Emergencia, N^ 2700, de 1951, se es-
tablece que las infracciones a las medidas que se dicten de 
acuerdo con ella se castigarán con prisión correccional de 
seis días a dos años o con multa de RD$10.00 a RD$10,000.- 
00, o ambas a la vez, sin agregar el requisito de que las 
medidas que se dicten señalan las penas aplicables por su 
violación; que, por tanto, esta parte de los medios de ca-
sación carece también de fundamento y debe ser desesti-
mada; 

Considerando, que, en lo que sigue del acta del recurso 
de casación, el recurrente alega que la sentencia impugnada 
ha atribuído una indebida vigencia a la Resolución N° 1 del 
Control de Sacos, porque éste no estaba autorizado legal- 
mente para dictarla; que, por el primer medio del memo- 
rial de casación, el recurrente desarrolla ese mismo agra- 
vio, sosteniendo que "Las Resoluciones de los Controles pre- 
visoramente tienen que ser aprobadas por el Poder Ejecuti- 
vo que los ha creado, en virtud de la Ley de Emergencia, 
a fin de verificar si dichos organismos administrativos han 
sobrepasado el círculo de las atribuciones conferidas"; pero, 

Considerando que, según ha sido reconocido fundada- 
mente desde que se dictó la primera Ley sobre Medidas 

de Emergencia en 1941, por los mismos motivos y propósitos 
. que tienen las medidas que sobre cada materia se dictan 
sobre la base de esa legislación de necesidad, éstas pueden 
emanar tanto directamente del Poder Ejecutivo, como de 
funcionarios u organismos que, con el nombre de Controles 
u otros el Poder Ejecutivo instituya y establezca con este 
fin, con tal de que la atribución de poder que así haga el 
Poder Ejecutivo se refiera a materias determinadas y de 
que el régimen penal que proteja las medidas, no sobrepase 
los límites de la ley penal, ahora la Ley N9 2700, de 1951; 
que, en vista de estas razones, la sentencia impugnada no ha 
cometido ninguna violación a la Ley sobre Medidas de Emer-
gencia N° 2700 al atribuir vigencia o fuerza coercitiva la 
Resolución N° 1 del Control de Importación, Exportación 
y Venta de Sacos, de 1956; 

Considerando que en la parte final del primer medio 
de casación se alega que la sentencia impugnada ha violado 
los artículos 13 y 49 inciso 3 de la Constitución; pero, 

Considerando, que, de esos artículos de la Constitución, 
el 13 se refiere a las condiciones requeridas para la pose-
sión de la ciudadanía y el 49, que no tiene inciso alguno, 
se refiere al ejercicio, por el Presidente de la República, del 
Poder Ejecutivo; que esos textos constituciorales no tienen 
conexión alguna con las cuestiones legales planteadas en el 
Presente caso; que, si lo que quiere decir el recurrente al 
citar el artículo 49 de la Constitución es que, en virtud de la 
Ley sobre Medidas de Emergencia N° 2700, sólo pueden 
tener vigencia o fuerza coercitiva las medidas que el Presi-
dente de la República dicte directamente, y no por conduc-
to de Controles, este agravio ha sido contestado ya en ante-
riores motivaciones para desestimarlo; 

Considerando, que, por el segundo medio del recurso, 
el recurrente alega que la sentencia impugnada ha interpre-
tado erróneamente el Decreto N" 1798, al considerar o asi-
milar el uso o la utilización de sacos almacenados a la venta 
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rrente alega que no ha violado el Decreto N° 1798, porque 
únicamente se limitó a usar los sacos de yute de fabricación 
extranjera y este uso no está regulado por dicho Decreto; 
pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada se dá por 
establecido, mediante las pruebas regularmente aportadas 
en la ventilación del caso, que el recurrente hizo ventas 
de arroz envasados en sacos extranjeros; que estas operacio-
nes implicaban la venta de los sacos en que estaba envasado 
el arroz; que, por tanto, ésta parte de los medios de casa-
ción carece de fundamento y debe ser desestimada; 

Considerando, que en lo que sigue del acta del recurso 
de casación el recurrente alega que el Decreto N° 1798 no 
impone sanciones; pero, 

Considerando que de acuerdo con el artículo 3 de la 
Ley sobre Medidas de Emergencia, N" 2700, de 1951, se es-
tablece que las infracciones a las medidas que se dicten de 
acuerdo con ella se castigarán con prisión correccional de 
seis días a dos años o con multa de RD$10.00 a RD$10,000.- 
00, o ambas a la vez, sin agregar el requisito de que las 
medidas que se dicten señalan las penas aplicables por su 
violación; que, por tanto, esta parte de los medios de ca-
sación carece también de fundamento y debe ser desesti-
mada; 

Considerando, que, en lo que sigue del acta del recurso 
de casación, el recurrente alega que la sentencia impugnada 
ha atribuído una indebida vigencia a la Resolución N° 1 del 
Control de Sacos, porque éste no estaba autorizado legaj- 
mente para dictarla; que, por el primer medio del memo- 
rial de casación, el recurrente desarrolla ese mismo agra- 
vio, sosteniendo que "Las Resoluciones de los Controles pre- 
visoramente tienen que ser aprobadas por el Poder Ejecuti- 
vo que los ha creado, en virtud de la Ley de Emergencia, 
a fin de verificar si dichos organismos administrativos han 
sobrepasado el circulo de las atribuciones conferidas"; pero, 

Considerando que, según ha sido reconocido fundada- 
mente desde que se dictó la primera Ley sobre Medidas 

de Emergencia en 1941, por los mismos motivos y propósitos 
que tienen las medidas que sobre cada materia se dictan 
sobre la base de esa legislación de necesidad, éstas pueden 
emanar tanto directamente del Poder Ejecutivo, como de 
funcionarios u organismos que, con el nombre de Controles 
u otros el Poder Ejecutivo instituya y establezca con este 
fin, con tal de que la atribución de poder que así haga el 
Poder Ejecutivo se refiera a materias determinadas y de 
que el régimen penal que proteja las medidas, no sobrepase 
los límites de la ley penal, ahora la Ley N9 2700, de 1951; 
que, en vista de estas razones, la sentencia impugnada no ha 
cometido ninguna violación a la Ley sobre Medidas de Emer-
gencia N° 2700 al atribuir vigencia o fuerza coercitiva la 
Resolución N° 1 del Control de Importación, Exportación 
y Venta de Sacos, de 1956; 

Considerando que en la parte final del primer medio 
de casación se alega que la sentencia impugnada ha violado 
los artículos 13 y 49 inciso 3 de la Constitución; pero, 

Considerando, que, de esos artículos de la Constitución, 
el 13 se refiere a las condiciones requeridas para la pose-
sión de la ciudadanía y el 49, que no tiene inciso alguno, 
se refiere al ejercicio, por el Presidente de la República, del 
Poder Ejecutivo; que esos textos constituciorales no tienen 
conexión alguna con las cuestiones legales planteadas en el 
Presente caso; que, si lo que quiere decir el recurrente al 
citar el artículo 49 de la Constitución es que, en virtud de la 
Ley sobre Medidas de Emergencia N° 2700, sólo pueden 
tener vigencia o fuerza coercitiva las medidas que el Presi-
dente de la República dicte directamente, y no por conduc-
to de Controles, este agravio ha sido contestado ya en ante-
riores motivaciones para desestimarlo; 

Considerando, que, por el segundo medio del recurso, 
el recurrente alega que la sentencia impugnada ha interpre-
tado erróneamente el Decreto N^ 1798, al considerar o asi-
milar el uso o la utilización de sacos almacenados a la venta 
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de sacos vacíos, que es _a lo que se refiere dicho Decreto; 
pero, 

Considerando, que este medio no es sino la repetición, 
con otras palabras, de un agravio que ya ha sido desesti-
mado con las debidas motivaciones; que dicho Decreto, al 
referirse a la importación, exportación y venta de sacos 
vacíos ha estatuído de ea quod plerumque fit, o sea sobre 
el caso más corriente, pero que implícitamente se refiere 
también al caso de que los sacos sean importados, expor-
tados o vendidos conjuntamente con cualquier contenido, 
sirviendo a éste de envase, por todo lo cual este medio care-
ce también de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que, por el mismo segundo y último me-
dio, el recurrente alega la violación, por la sentencia impug-
nada, de la Ley 1\1 9  4235, del 5 de agosto de 1955, y él De-
creto N" 2149, del 13 de octubre de 1956, la Ley N" 4235, 
porque, según el recurrente, aunque se refiere "al uso de 
botellas y otros recipientes de vidrios", sus disposiciones son 
aplicables al uso de los sacos; el Decreto N' 2149, porque 
al establecer los requisitos que deben reunir los envases 
de .fibra cuando sean utilizados como envases, autorizó la 
utilización de tales envases sin limitación; pero, 

Considerando, que, las disposiciones de emergencia, por 
su misma naturaleza excepcional, no pueden ser extendidas 
de una materia a otra; que la Ley N" 4235, por referirse 
al uso de botellas y otros recipientes de vidrio no es exten-
sible .a los envases de fibra, que es una materia distinta; 
que el hecho de que se haya instituído un sólo Control para 
ambas materias no implica que ambas materias re rijan 
por las mismas disposiciones; que el hecho de que el Decre-
to N9  2149 haya establecido determinados requisitos para 
la utilización de envases de fibra no colide con la Resolución 
N° 1 del Control de Sacos regulando la proporción máxima 
de sacos extranjeros que puede entrar en cada venta de sa-
cos de fabricación mixta, esto es, de sacos extranjeros y 
sacos nacionales en surtido; que, por tanto, la Ley y el De- 
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creto citados no han podido ser objeto de violación alguna 
en la sentencia impugnada, por lo cual el segundo medio del" 
recurso carece también de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada . se d& 
por establecido que el recurrente José Vásquez Quintero, en 
el año mil novecientos cincuenta y siete, despachó su pro-
ducción de arroz envasado en sacos de yute de producción 
extranjera en una proporción superior al 25%; que, por 
tanto, al declarar a dicho factorista arrocero culpable de,  
violación a la Resolución N° 1, del Control de Sacos, de-
1956, se ha dado a ese hecho la calificación que le corres-
ponde; y que, al condenarlo a una multa de RD$10.00, dicha. 
sentencia ha hecho una correcta aplicación de la Ley NI' 
2700, de 1951, que establece para la violación de toda medi-
da de emergencia que se dicte sobre su fundamento, las pe-
nas de 6 días a dos años de prisión correccional y multa de 
RD$10.00 a RD$10,000.00, o ambas penas a la vez; 

Considerando que en la sentencia impugnada se ha 
hecho una completa exposición de los hechos y circunstan-
cias de la causa que ha permitido controlar la aplicación de 
la ley, por lo cual no presenta el vicio de falta de base legal 
que denuncia el recurrente al Siria] del acta del recurso de,  
casación; 

Considerando que los motivos que anteceden para fun,- 
damentar la sentencia impugnada le encuentran en ésta, 
en cuanto era procedente, por lo cual no presenta tampoco 
el vicio de falta de motivos que denuncia el recurrente, tam-
bién al final del acta del recurso; 

Considerando, que, examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos que puedan ser de interés para el 
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su anula-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por José Vásquez Quintero, contra la sen-
tencia de fecha cinco de diciembre de mil novecientos cin- 



BOLETiN JUDICIAL 
960 ROLETIN JUDICIAL 

   

   

   

de sacos vacíos, que es _a lo que se refiere dicho Decreto; 
pero, 

Considerando, que este medio no es sino la repetición, 
con otras palabras, de un agravio que ya ha sido desesti-
mado con las debidas motivaciones; que dicho Decreto, al 
referirse a la importación, exportación y venta de sacos 
vacíos ha estatuido de ea quod plerumque fit, o sea sobre 
el caso más corriente, pero que implícitamente se refiere 
también al caso de que los sacos sean importados, expor-
tados o vendidos conjuntamente con cualquier contenido, 
sirviendo a éste de envase, por todo lo cual este medio care-
ce también de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que, por el mismo segundo y último me-
dio, el recurrente alega la violación, por la sentencia impug-
nada, de la Ley 1\1 9  4235, del 5 de agosto de 1955, y él De-
creto N° 2149, del 13 de octubre de 1956, la Ley N° 4235, 
porque, según el recurrente, aunque se refiere "al uso de 
botellas y otros recipientes de' vidrios", sus disposiciones son 
aplicables al uso de los sacos; el Decreto N° 2149, porque 
al establecer los requisitos que deben reunir los envases 
de .fibra cuando sean utilizados como envases, autorizó la 
utilización de tales envases sin limitación; pero, 

Considerando, que, las disposiciones de emergencia, por, 
su misma natúraleza excepcional, no pueden ser extendidas 
de una materia a otra; que la Ley N° 4235, por referirse 
al uso de botellas y otros recipientes de vidrio no es exten-
sible ,a los envases dé fibra, que es una materia distinta; 
que el hecho de qué se haya instituido un sólo Control para 
ambas materias no implica que ambaá materias re rijan 
por las mismas disposiciones; que el hecho de que el Decre-: 
to N9  2149 haya establecido determinados requisitos para 

- la utilización de envases de fibra no colide con la Resolución 
N° 1 del Control de Sacos regulando la proporción máxima 
de sacos extranjeros que puede entrar en cada venta de sa-
cos de fabricación mixta, esto es, de sacos extranjeros y 
sacos nacionales en surtido; que, por tanto, la Ley y el De- 

creto citados no han podido ser objeto de violación alguna . 
en la sentencia impugnada, por lo cual el segundo medio del 
recurso carece también de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada se d& 
por establecido que el recurrente José Vásquez Quintero, en 
el año mil novecientos cincuenta y siete, despachó su pro-
ducción de arroz envasado en sacos de yute de producciónd 
extranjera en una proporción superior al 25%; que, por 
tanto, al declarar a dicho factorista arrocero culpable de 
violación a la Resolución N° 1, del Control de Sacos, de-
1956, se ha dado a ese hecho la calificación que le corres-
ponde; y que, al condenarlo a una multa de RD$10.00, dicha 
sentencia ha hecho una correcta aplicación de la Ley Na-
2700, de 1951, que establece para la violación de toda medi-
da de emergencia que se dicte sobre su fundamento, las pe-
nas de 6 días a dos años de prisión correccional y multa de 
RD$10.00 a RD$10,000.00, o ambas penas a la vez; 

Considerando que en la sentencia impugnada se ha 
hecho una completa exposición de los hechos y circunstan-
cias 'de la causa que ha permitido controlar la aplicación de 
la ley, por lo cual no presenta el vicio de falta de base legal: 
que denunéia el recurrente al final del acta del recurso de 
casación; 

Considerando que los motivos que anteceden para fun-
damentar la sentencia impugnada se encuentran en ésta, 
en cuanto era procedenté, por lo cual no presenta tampoco-
el vicio de falta de motivos que denuncia el recurrente, tam-
bién al final del acta del recurso; 

Considerando, que, examinada la sentencia impugnada 
en-los demás aspectos que pliedan ser de interés para el 
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su anula-
ción; 

Por tales motivos, PrimeroNechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por José Vásquez Quintero, contra la sen-
tencia de fecha cinco de diciembre de mil novecientos cin- 
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cuenta y siete de la Corte de Apelación de La Vega, dictada 
en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clo-
domiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
4ftencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada,  leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 7 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 19 de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Victoriano Amenodoro Pepén Garrido. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Hecríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día siete del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Victoriano 
Amenodoro Pepén Garrido, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, odontólogo, domiciliado y residente en Higüey, cédula 
42, serie 28, sello 6809, contra sentencia pronunciada por 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en sus 
atribuciones correccionales, de fecha diecinueve de noviem-
bre del mil novecientos cincuentisiete, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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<cuenta y siete de la Corte de Apelación de La Vega, dictada 
en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clo-
domiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
\General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
Zencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certffico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 7 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 19 de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Victoriano Amenodoro Pepén Garrido. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Hupríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y dio-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día siete del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Victoriano 
Amenodoro Pepén Garrido, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, odontólogo, domiciliado y residente en Higüey, cédula 
42, serie 28, sello 6809, contra sentencia pronunciada por 
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en sus 
atribuciones correccionales, de fecha diecinueve de noviem-
bre del mil novecientos cincuentisiete, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha diecinueve de no-
viembre del mil novecientos cincuentisiete, a requerimiento 
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355, modificado, y 463, inciso 
6‘), del Código Penal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
docutmentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha primero de julio del mil novecientos cincuenticinco, 
Damiana Severino de Reyes presentó querella, por ante el 
Comandante de la Policía Nacional en Higüey, contra el 
Doctor Victoriano Amenodoro Pepén Garrido, por el he-
cho de éste haber sostenido relaciones carnales con su 
hija menor Gregoria Severino, a consecuencia de las cuales 
quedó dicha menor en estado de gravidez; b) que apoderado 
del caso, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia pronunció, en fecha veintitrés de 
septiembre del mil novecientos cincuenticinco, en sus atri-
bucjres correccionales, una sentencia cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: Primero: que debe Pronunciar y 
Pronuncia, defecto contra el nombrado Dr. Victoriano Ame-
nodoro Pepén Garrido, por no haber comparecido a esta 
audiencia, no obstante haber sido legalmente citado; Se-
gundo: Que debe Declarar y Declara, al nombrado Dr. Vic-
toriano Amenodoro Pepén Garrido, de generales anotadas, 
culpable de haber cometido los delitos de sustracción y gra-
videz, en agravio de la joven Gregoria Severino, mayor de 
dieciséis años y menor de dieciocho en el momento del he-
cho, y en consecuencia y acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes, lo condena a pagar una multa de Cincuenta 
Pesos Oro (RD$50.00). Tercero: Que debe Condenar y Con-
dena, a dicho inculpado, al pago de las costas"; e) que so-
bre recurso de oposición del prevenido, el mencionado Juz- 
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gado dictó una sentencia, en fecha veintitrés de agosto del 
mil novecientos cincuenticinco, con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Que debe reenviar, como al efecto reen-
vía, la presente causa seguida contra el nombrado Dr. Vic-
toriano Amenodoro Pepén Garrido, de generales anotadas, 
prevenido del delito de sustracción y gravidez, en perjuicio 
de la joven Gregoria Severino, a fin de que se haga la 
prueba R-H de la sangre del prevenido, de la agraviada y del 
menor; Segundo: Que debe Fijar y Fija, el conocimiento de 
la presente causa para el día viernes que contaremos a 
veintitrés (23) del mes de septiembre del año e ncurso 
1955"; d) que en fecha diecisiete de enero del mil nove-
cientos cincuentiséis el referido Juzgado dictó una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Que debe 
Declarar y Declara, bueno y válido en cuanto a la forma 
eirecurso de oposición interpuesto por el nombrado Dr. Vic-
toriano Amenodoro Pepén Garrido, contra la sentencia dic-
tada por este Juzgado de Primera Instancia de fecha 23 de 
septiembre de 1955, que lo condenó al pago de una multa de 
RD$50.00, por los delitos de sustracción y gravidez en per-
juicio de la joven Gregoria Severino, de 16 años de edad 
en el momento del hecho; Segundo: Que en cuanto al fondo, 
debe Modificar, como al efecto Modifica, la sentencia objeto 
del señalado recurso, en el sentido de condenar al prevenido 
Dr. Victoriano Amenodoro Pepén Garrido, al pago de una 
multa de Treinta Pesos Oro (RD$30.00); acogiendo en su 
provecho circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe Con-
denar y Condena, a dicho prevenido, al pago de las costas"; 
e) que sobre recurso de apelación del prevenido Victoriano 
Amenodoro Pepén Garrido, la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís dictó en fecha once de abril de mil 
novecientos cincuentisiete, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
por el inculpado Dr. Victoriano Amenodoro Pepén Garrido, 
contra sentencia dictada, en atribuciones correccionales, por 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha diecinueve de no-
viembre del mil novecientos cincuentisiete, a requerimiento 
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 355, modificado, y 463, inciso 
6°, del Código Penal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
docupentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha primero de julio del mil novecientos cincuenticinco, 
Damiana Severino de Reyes presentó querella, por ante el 
Comandante de la Policía Nacional en Higüey, contra el 
Doctor Victoriano Amenodoro Pepén Garrido, por el he-
cho de éste haber sostenido relaciones carnales con su 
hija menor Gregoria Severino, a consecuencia de las cuales 
quedó dicha menor en estado de gravidez; b) que apoderado 
del caso, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de La Altagracia pronunció, en fecha veintitrés de 
septiembre del mil novecientos cincuenticinco, en sus atri-
buctres correccionales, una sentencia cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: Primero: que debe Pronunciar y 
Pronuncia, defecto contra el nombrado Dr. Victoriano Ame-
nodoro Pepén Garrido, por no haber comparecido a esta 
audiencia, no obstante haber sido legalmente citado; Se-
gundo: Que debe Declarar y Declara, al nombrado Dr. Vic-
toriano Amenodoro Pepén Garrido, de generales anotadas, 
culpable de haber cometido los delitos de sustracción y gra-
videz, en agravio de la joven Gregoria Severino, mayor de 
dieciséis años y menor de dieciocho en el momento del he-
cho, y en consecuencia y acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes, lo condena a pagar una multa de Cincuenta 
Pesos Oro (RD$50.00). Tercero: Que debe Condenar y Con-
dena, a dicho inculpado, al pago de las costas"; c) que so-
bre recurso de oposición del prevenido, el mencionado Juz- 

gado dictó una sentencia, en fecha veintitrés de agosto del 
mil novecientos cincuenticinco, con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Que debe reenviar, como al efecto reen-
vía, la presente causa seguida contra el nombrado Dr. Vic-
toriano Amenodoro Pepén Garrido, de generales anotadas, 
prevenido del delito de sustracción y gravidez, en perjuicio 
de la joven Gregoria Severino, a fin de que se haga la 
prueba R-H de la sangre del prevenido, de la agraviada y del 
menor; Segundo: Que debe Fijar y Fija, el conocimiento de 
la presente causa para el día viernes que contaremos a 
veintitrés (23) del mes de septiembre del año e ncurso 
1955"; d) que en fecha diecisiete de enero del mil nove-
cientos cincuentiséis el referido Juzgado dictó una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Que debe 
Declarar y Declara, bueno y válido en cuanto a la forma 
el recurso de oposición interpuesto por el nombrado Dr. Vic-
toriano Amenodoro Pepén Garrido, contra la sentencia dic-
tada por este Juzgado de Primera Instancia de fecha 23 de 
septiembre de 1955, que lo condenó al pago de una multa de 
RD$50.00, por los delitos de sustracción y gravidez en per-
juicio de la joven Gregoria Severino, de 16 años de edad 
en el momento del hecho; Segundo: Que en cuanto al fondo, 
debe Modificar, como al afecto Modifica, la sentencia objeto 
del señalado recurso, en el sentido de condenar al prevenido 
Dr. Victoriano Amenodoro Pepén Garrido, al pago de una 
multa de Treinta Pesos Oro (RD$30.00) ; acogiendo en su 
provecho circunstancias atenuantes; Tercero: Que debe Con-
denar y Condena, a dicho prevenido, al pago de las costas"; 
e) que sobre recurso de apelación del prevenido Victoriano 
Amenodoro Pepén Garrido, la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís dictó en fecha once de abril de mil 
novecientos cincuentisiete, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
por el inculpado Dr. Victoriano Amenodoro Pepén Garrido, 
contra sentencia dictada, en atribuciones correccionales, por 
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to de 1957, que condenó a cada una de las nombradas Da-
miana y Gregoria Severino, testigos de la presente causa, a 
pagar una multa de diez pesos oro, por no haber compa-
recido a la audiencia celebrada en esa fecha, no obstante 
haber sido legalmente citadas., y, en consecuencia, las des-
carga del pago de las corres3ondientes multas. CUARTO: 
Condena al recurrente al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecidos los siguientes hechos: a) que la agraviada, Grego-
ria Severino, "quien nació el once (11) de junio de mil 
novecientos treintiocho (1938) y al momento de la presea, 
tación de la querella (19 de julio de 1955) tenía diecisiete-, 

, años de edad (dieciséis si se toma como punto de partida el 
hecho delictuoso 10 de julio del 1954" ... "a invitación 
del prevenido, después de permanecer con ella en un baile 
en Higüey y haberla enamorado, concurrió a su consulto-
rio dental y sostuvieron relaciones carnales"; y b) "que de• 
esas relaciones quedó en estado de gravidez la referida me-, 
nor, cuya seriedad y honestidad no se han puesto en duda";; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad- 
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele- 
mentos constitutivos de los delitos de sustracción y gravidez, 
en perjuicio de la joven Gregoria Severino, mayor de dieci- 
séis años y menor de dieciocho, en el momento del hecho, y 
reputada hasta entonces como honesta, puestas a cargo de/ 
recurrente, previstos y penados por el artículo 355, modi- 
ficado, del Código Penal con las penas de seis meses a un 
año de prisión y multa de cien a trescientos pesos; que, en 
consecuencia, la Corte a qua le ha dado a los hechos de la 
prevención la calificación legal que les corresponde, y al 
condenar a dicho recurrente, después de declarar su culpabi- 
lidad, a la pena de treinta pesos oro de multa, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes y aplicando la regla del 
no cúmulo de 'penas, dicha Corte hizo una correcta aplica- 

966 	 ROLETÍN JUDICIAL 

el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, en fecha 17 de enero de 1956, cuya parte dis-
positiva figura copiada en otro lugar de la presente deci-
sión. SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el referido 
inculpado Dr. Victoriano Amenodoro Pepén Garrido, por 
no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber 
sido legalmente citado. TERCERO: Confirma la sentencia 
recurrida. CUARTO: Condena al repetido inculpado Dr. Vic-
toriano Amenodoro Pepén Garrido, al pago de las costas"; 

Considerando que sobre recurso de oposición del indicado 
prevenido la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís 
pronunció en fecha cuatro de octubre del mil novecientos 
cincuentisiete, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de 
Oposición interpuesto por el inculpado Dr. Victoriano Ame-
nodoro Pepén Garrido, contra sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales, por esta Corte de Apelación, en fe-
cha 11 de abril de 1957, cuya parte dispositiva dice así: 
'FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por el inculpa-
do Dr. Victoriano Amenodoro Pepén Garrido, contra sen-
tencia dictada, en atribuciones correccionales, por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Al-
tagracia, en fecha 17 de enero de 1956, cuya parte disposi-
tiva figura copiada en otro lugar de la presente decisión. 
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el referido incul-
pado Dr. Victoriano Amenodoro Pepén Garrido, por no ha-
ber: comparecido a la audiencia, no obstante haber sido 
legalmente citado; TERCERO: Confirma la sentencia recu-
rrida; CUARTO: Condena al repetido inculpado Dr. Victo-
riano Amenodoro Pepén Garrido, al pago de las costas'. SE-
GUNDO: Confirma la sentencia recurrida: TERCERO: Re-
voca, por las razones atendibles expuestas por el Magistra-
do Procurador General de esta Corte, el ordinal segundo 
de la sentencia dictada por esta Corte, en fecha 14 de agos- 
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el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia, en fecha 17 de enero de 1956, cuya parte dis-
positiva figura copiada en otro lugar de la presente deci-
sión. SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el referido 
inculpado Dr. Victoriano Amenodoro Pepén Garrido, por 
no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber 
sido legalmente citado. TERCERO: Confirma la sentencia 
recurrida. CUARTO: Condena al repetido inculpado Dr. Vic-
toriano Amenodoro Pepén Garrido, al pago de las costas"; 

Considerando que sobre recurso de oposición del indicado 
prevenido la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís 
pronunció en fecha cuatro de octubre del mil novecientos 
cincuentisiete, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de 
Oposición interpuesto por el inculpado Dr. Victoriano Ame-
nodoro Pepén Garrido, contra sentencia dictada, en atri-
buciones correccionales, por esta Corte de Apelación, en fe-
cha 11 de abril de 1957, cuya parte dispositiva dice así: 
`FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto a 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por el inculpa-
do Dr. Victoriano -Amenodoro Pepén Garrido, contra sen-
tencia dictada, en atribuciones correccionales, por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Al-
tagracia, en fecha 17 de enero de 1956, cuya parte disposi-
tiva figura copiada en otro lugar de la presente decisión. 
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el referido incul-
pado Dr. Victoriano Amenodoro Pepén Garrido, por no ha-
bel; comparecido a la audiencia, no obstante haber sido 
legalmente citado; TERCERO: Confirma la sentencia recu-
rrida; CUARTO: Condena al repetido inculpado Dr. Victo-
riano Amenodoro Pepén Garrido, al pago de las costas'. SE-
GUNDO: Confirma la sentencia recurrida: TERCERO: Re-
voca, por las razones atendibles expuestas por el Magistra-
do Procurador General de esta Corte, el ordinal segundo 
de la sentencia dictada por esta Corte, en fecha 14 de agos- 
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to de 1957, que condenó a cada una de las nombradas Da-
miana y Gregoria Severino, testigos de la presente causa, a 
pagar una multa de diez pesos oro, por no haber compa-
recido a la audiencia celebrada en esa fecha, no obstante 
haber sido legalmente citadas., y, en consecuencia, las des-
carga del pago de las corres3ondientes multas. CUARTO: 
Condena al recurrente al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecidos los siguientes hechos: a) que la agraviada, Grego-
ria Severino, "quien nació el once (11) de junio de mil 
novecientos treintiocho (1938) y al momento de la presen-
tación de la querella (19 de julio de 1955) tenía diecisiete. 
años de edad (dieciséis si se toma como punto de partida el 
hecho delictuoso 10 de julio del 1954" ... "a invitación 
del prevenido, después de permanecer con ella en un baile 
en Higüey y haberla enamorado, concurrió a su consulto-
rio dental y sostuvieron relaciones carnales"; y b) "que de. 
esas relaciones quedó en estado de gravidez la referida me-
nor, cuya seriedad y honestidad no se han puesto en duda";; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos de los delitos de sustracción y gravidez, 
en perjuicio de la joven Gregoria Severino, mayor de dieci-
séis años y menor de dieciocho, en el momento del hecho, y 
reputada hasta entonces como honesta, puestas a cargo del 
recurrente, previstos y penados por el artículo 355, modi-
ficado, del Código Penal con las penas de seis meses a un 
año de prisión y multa de cien a trescientos pesos; que, en 
consecuencia, la Corte a qua le ha dado a los hechos de la 
prevención la calificación legal que les corresponde, y al 
condenar a dicho recurrente, después de declarar su culpabi-
lidad, a la pena de treinta pesos oro de multa, acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes y aplicando la regla del 
no cúmulo de -penas, dicha Corte hizo una conecta aplica- 
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$ción del texto de ley citado y del artículo 463 ;  inciso 69  del 
-Código Penal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales. motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
, sación interpuesto por Victoriano Amenodoro Pepén Ga-
nido contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones correc-
cionales, de fecha diecisiete de noviembre de mil novecien-
tos cincuentisiete; cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 

'lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio I3eras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— 

.Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo Fernández.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabetamienio, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 7 DE MAYO DE 1958 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 27 de 

de mayo de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Sinencio Solano. 
Abogado: Lic. Federico Nina hijo. 

Recurridos: Felicita Contreras R. de Ramos y compartes. 
Abogado: Dr. Diógenes del Orbe hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente y Néstor Contín Aybar, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujiho, Distrito Nacional, hoy día 
siete del mes de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 95' de la Restauración y 28' 
.de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sinencio 
Solano, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en "Magarín", sección -  del Municipio' 
de El Seybo, cédula 2566, serie 25, sello 12860, contra 
sentencia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, 
de fecha veintisiete de mayo de mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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, ción del texto de ley citado y del artículo 463, inciso 6° del 
•Código Penal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Victoriano Amenodoro Pepén Ga-
rrido contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
ladón de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones correc-
cionales, de fecha diecisiete de noviembre de mil novecien-
tos cincuentisiete, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo Fernández.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabez'amiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

•certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 27 de 
de mayo de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Sinencio Solano. 
Abogado: Lic. Federico Nina hijo. 

Recurridos: Felicita Contreras R. de Ramos y compartes. 
Abogado: Dr. Diógenes del Orbe hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, P. esiclente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente y Néstor Contín Aybar, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujiho, Distrito Nacional, hoy día 
siete dej mes de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, 
años 115' de la Independencia, 95' de la Restauración y 28' 
de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sinencio 
Solano, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en "Magarín", sección -  del Municipio 
de El Seybo, cédula 2566, serie 25, sello 12860, contra 
sentencia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, 
de fecha veintisiete de mayo de mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el Lic. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23, 
sello 814, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el Dr. Diógenes del Orbe hijo, cédula 24215, serie 
47, sello 32776, abogado de los recurridos Felicita Contreras 
Rivera de Ramos, dominicana, mayor de edad, casada, de 
quehaceres domésticos, domiciliada y residente en Hato 
Mayor, provincia de El Seybo, cédula 5037, serie 27, cuyo 
sello de renovación no consta; Gregorio Contreras Rivera, 
dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domiciliado y 
residente en Ciudad Trujillo, cédula 2047, serie 47, cuyo 
sello de renovación no consta; José Contreras Rivera, do-
minicano, mayor de edad, soltero, chófer, domiciliado y 
residente en esta ciudad, cédula 16590, serie 1, sello 63345; 
Pedro Contreras Rivera, dominicano, mayor de edad, casa-
do, agricultor, domiciliado y residente en la sección El Gua-
yaba], municipio de Hato Mayor, cédula 1680, serie 27, cuyo 
sello de renovación no consta; Vetilio Contreras Rivera, do-
minicano, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado y 
residente en "La Enea", Villa Ramfis, municipio de Higüey, 
cédula 650, serie 28, cuyo sello de renovación no consta; Ale-
jandro Contreras, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en la sección Magarín, pro-
vincia de El Seybo. cédula 4691, serie 30, cuyo sello de re-
novación no consta, y Julio Contreras Rivera, dominicano, 
mayor de edad, soltero, negociante, domiciliado y residente 
en Ciudad Trujillo, cédula 488, serie 25, cuyo sello de reno-
vación no consta, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
ticinco de julio del mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Lic. Federico Nina hijo, abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado en fecha vein-
tinueve de agosto del mil novecientos cincuenta y siete, sus- 

crito por el Dr. Diógenes del Orbe hijo, abogado de los 
recurridos; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-

beraé.o, y vistos los artículos 84, 137 y 140 de la Ley de 
Registro de Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
por Decisión NY  13 del - Tribunal de Tierras de jurisdicción 
original de fecha veinticinco de marzo del mil novecientos 
cincuenta y cuatro se ordenó el registro del derecho de 
propiedad de la Parcela N" 424, del Distrito Catastral N9  
38/174  del Municipio del Seybo, y sus mejoras en favor de 
Sinencio Solano, la- cual fué revisada y aprobada por el 
Tribunal Superior de Tierras el diecisiete de mayo del mil 
novecientos cincuenta y cuatro; b) que el siete de junio del 
mil novecientos cincuenta y cinco el Dr. Diógenes del Orbe 
hijo, en representación de los Sucesores de Francisco Con-
treras, elevó una instancia en revisión por fraude, copia de 
la cual le fué notificada por acto de alguacil de fecha diez 
de junio del mil novecientos cincuenta y cinco a Sinencie 
Solano y a Juan Familia; e) que la Decisión N 9  1 del Tri-
bunal de Tierras de fecha veinticuatro de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y cinco, que acogió dicha instancia 
fué casada por sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de 
fecha cuatro de septiembre del mil novecientos cincuenta y 
seis, sobre recurso interpuesto por Sinencio Solano; 

Considerando que conocido nuevamente el caso el Tri-
bunal Superior de Tierras dictó la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
19—Se acoge la instancia en revisión por fraude intro-
ducida por el Dr. Diógenes del Orbe hijo, en fecha 7 de 
junio de 1955, a nombre de los Sucesores de Francisco Con-
treras;— 2°—Se deja sin efecto la Decisión N° 13 de juris-
dicción original del 25 de marzo de 1954, que ordena el re- 
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Oído el Lic. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23, 
sello 814, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el Dr. Diógenes del Orbe hijo, cédula 24215, serie 
47, sello 32776, abogado de los recurridos Felicita Contreras 
Rivera de Ramos, dominicana, mayor de edad, casada, de 
quehaceres domésticos, domiciliada y residente en Hato 
Mayor, provincia de El Seybo, cédula 5037, serie 27, cuyo 
sello de renovación no consta; Gregorio Contreras Rivera, 
dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domiciliado y 
residente en Ciudad Trujillo, cédula 2047, serie 47, cuyo 
sello de renovación no consta; José Contreras Rivera, do-
minicano, mayor de edad, soltero, chófer, domiciliado y 
residente en esta ciudad, cédula 16590, serie 1, sello 63345; 
Pedro Contreras Rivera, dominicano, mayor de edad, casa-
do, agricultor, domiciliado y residente en la sección El Gua-
yaba], municipio de Hato Mayor, cédula 1680, serie 27, cuyo 
sello de renovación no consta; Vetilio Contreras Rivera, do-
minicano, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado y 
residente en "La Enea", Villa Ramfis, municipio de Higüey, 
cédula 650, serie 28, cuyo sello de renovación no consta; Ale-
jandro Contreras, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en la sección Magarín, pro-
vincia de El Seybo. cédula 4691, serie 30, cuyo sello de re-
novación no consta, y Julio Contreras Rivera, dominicano, 
mayor de edad, soltero, negociante, domiciliado y residente 
en Ciudad Trujillo, cédula 488, serie 25, cuyo sello de reno-
vación no consta, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
ticinco de julio del mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Lic. Federico Nina hijo, abogado del recurrente, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado en fecha vein-
tinueve de agosto del mil novecientos cincuenta y siete, sus- 

crito por el Dr. Diógenes del Orbe hijo, abogado de los 
recurridos; 

Vistos los memoriales de ampliación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-

beralo, y vistos los artículos 84, 137 y 140 de la Ley de 
Registro de Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
por Decisión NY  13 del - Tribunal de Tierras de jurisdicción 
original de fecha veinticinco de marzo del mil novecientos 
cincuenta y cuatro se ordenó el registro del derecho de 
propiedad de la Parcela N" 424, del Distrito Catastral N9  
38/17k' del Municipio del Seybo, y sus mejoras en favor de 
Sinencio Solano, la- cual fué revisada y aprobada por el 
Tribunal Superior de Tierras el diecisiete de mayo del mil 
novecientos cincuenta y cuatro; b) que el siete de junio del 
mil novecientos cincuenta y cinco el Dr. Diógenes del Orbe 
hijo, en representación de los Sucesores de Francisco Con-
treras, elevó una instancia en revisión por fraude, copia de 
la cual le fué notificada por acto de alguacil de 'fecha diez 
de junio del mil novecientos cincuenta y cinco a Sinencie 
Solano y a Juan Familia; e) que la Decisión 1\1 9  1 del Tri-
bunal de Tierras de fecha veinticuatro de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y cinco, que acogió dicha instancia 
fué casada por sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de 
fecha cuatro de septiembre del mil novecientos cincuenta y 
seis, sobre recurso interpuesto por Sinencio Solano; 

Considerando que conocido nuevamente el caso el Tri-
bunal Superior de Tierras dictó la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
19--Se acoge la instancia en revisión por fraude intro-
ducida por el Dr. Diógenes del Orbe hijo, en fecha 7 de 
junio de 1955, a nombre de los Sucesores de Francisco Con-
treras;— 2°—Se deja sin efecto la Decisión N° 13 de juris-
dicción original del 25 de marzo de 1954, que ordena el re- 



BOLETÍN JUDICIAL 	 973 972 	 BOLETÍN JUDICIAL 

gistro del derecho de propiedad de la parcela N° 424 del 
Distrito Catastral N 9  38/171' del Municipio del Seybo y sus 
mejoras, en favor de Sinencio Solano, la cual fué revisada y 
aprobada por el Tribunal Superior de Tierras el 17 de mayo 
de 1954.— 3Q—Se ordena un nuevo saneamiento de dicha 
parcela y se designe para realizarlo al Juez del Tribunal de 
Tierras residente en El Seybo, Dr. Manuel de Jesús Vargas 
Peguero, a quien deberá serle comunicado el expediente"; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su 
recurso los siguientes medios: "Primer Medio: Violación de 
los artículos 137 y 140 de la Ley de Registro de Tierras por 
errónea interpretación de los mismos.— Segundo Medio: 
Violación al artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras 
por desnaturalización de los hechos de la causa"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que el re-
currente sostiene, en síntesis, que en la sentencia impugnada, 
"y en relación con el hecho de reticencia que los Sucesores 
de Francisco Contreras imputan a Juan Familia y que el 
Tribunal Superior de Tierras admite como la reticencia a 
que se refiere el artículo 140, se viola nuevamente el artícu-
lo 137 de la Ley de Registro de Tierras, ya que en lo que 
respecta a Juan Familia, no ha podido atribuirl  como 
lo ha hecho el Tribunal Superior de Tierra§, un designio 
previo y malicioso, de carácter intencional, formado y eje-
cutado para perjudicar a los demandantes en revisión por 
causa de fraude, Sucesores de Francisco Contreras, tenien-
do en cuenta los hechos retenidos como comprobados en 
la sentencia impugnada"; que, en lo que respecta a Sinencio 
Solano, 'su interés surge posteriormente al saneamiento, 
su adquisición data de una fecha posterior al dicho sanea-
miento de la parcela N^ 424 según se evidencia por el acto 
auténtico mediante el cual él adquirió los derechos sobre 
esa parcela de manos de Juan Familia"; que "su interven-
ción... se limitó a informar que él había comprado dicha 
parcela al reclamante Juan Familia"; pero 

Considerando que el Tribunal a quo, en la sentencia 
impugnada, admite como hechos comprobados los siguientes: 
"a) que Juan Familia es marido de una hija de Francisco 
Contreras; b) que las relaciones de amistad de Contreras 
y Familia eran tan cordiales que en un mismo día y hora, 
el 22 de septiembre de 1920, concurrieron por ante el No-
tario Público Felipe Goico, del Municipio de El Seybo, acom-
pañados de los señores Pablo y Manuel Damaso, terrate-
nientes del lugar, y le compraron 125 tareas de terreno 
cada uno, que son precisamente las que integran en su 
totalidad la parcela en discusión; c) que se instrumentaron 
sendas actas de ventas, distinguiéndose la correspondiente 
a Francisco Contreras con el N" 107 y la de Juan Familia 
con el N" 108, siendo registradas (Sic) ambas en la misma 
fecha en que 'fueron otorgadas; d) que inmediatamente com-
praron entraron en posesión de la porción de Francisco Con-
treras sus hijos Alejandro y Julio Contreras y de la suya 
el propio Juan Familia; posesiones promiscuas que conser-
varon desde entonces los interesados manteniéndolas cer-
cadas, con casa-vivienda algunos de ellos y con conucos 
cultivados de frutos en las diversas estaciones del año; e) 
que ambas posesiones, como se ha dicho antes, son las que 
integran la discutida Parcela N 9  424, la cual fué reclamada 
en su totalidad por Juan Familia el 8 de febrero de 1952 
sin informar al Juez del saneamiento, sino más bien ocul-
tándolo al reclamarla entera y sin discusión, que dentro de 
ella también tenían derechos legítimamente adquiridos los 
Sucesores de Francisco Contreras"; 

Considerando que, además, el mencionado Tribunal ex-
presa "que por las declaraciones de los testigos Antolín 
Carela y Lolo Ramos, oídos en la audiencia celebrada en 
ocasión del envío de la Suprema Corte de Justicia, se esta-
blece de manera clara y categórica, que los Sucesores de 
Francisco Contreras no han abandonado nunca su posesión, 
manteniéndola hasta este momento el señor Alejandro Con-
treras, quien tiene allí una casa en la que vive con su familia, 
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gistro del derecho de propiedad de la parcela N° 424 del 
Distrito Catastral N 9  38/17g del Municipio del Seybo y sus 
mejoras, en favor de Sinencio Solano, la cual fué revisada y 
aprobada por el Tribunal Superior de Tierras el 17 de mayo 
de 1954.— 3°—Se ordena un nuevo saneamiento de dicha 
parcela y se designe para realizarlo al Juez del Tribunal de 
Tierras residente en El Seybo, Dr. Manuel de Jesús Vargas 
Peguero, a quien deberá serle comunicado el expediente"; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su 
recurso los siguientes medios: "Primer Medio: Violación de 
los artículos 137 y 140 de la Ley de Registro de Tierras por 
errónea interpretación de los mismos.— Segundo Medio: 
Violación al artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras 
por desnaturalización de los hechos de la causa"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que el re-
currente sostiene, en síntesis, que en la sentencia impugnada, 
"y en relación con el hecho de reticencia que los Sucesores 
de Francisco Contreras imputan a Juan Familia y que el 
Tribunal Superior de Tierras admite como la reticencia a 
que se refiere el artículo 140, se viola nuevamente el artícu-
lo 137 de la Ley de Registro de Tierras, ya que en lo que 
respecta a Juan Familia, no ha podido atribuía como 
lo ha hecho el Tribunal Superior de Tierra§, un designio 
previo y malicioso, de carácter intencional, formado y eje-
cutado para perjudicar a los demandantes en revisión por 
causa de fraude, Sucesores de Francisco Contreras, tenien-
do en cuenta los hechos retenidos como comprobados en 
la sentencia impugnada"; que, en lo que respecta a Sinencio 
Solano, "su interés surge posteriormente al saneamiento, 
su adquisición data de una fecha posterior al dicho sanea-
miento de la parcela N° 424 según se evidencia por el acto 
auténtico mediante el cual él adquirió los derechos sobre 
esa parcela de manos de Juan Familia"; que "su interven-
ción ... se limitó a informar que él había comprado dicha 
parcela al reclamante Juan Familia"; pero 

Considerandó que el Tribunal a quo, en la sentencia 
impugnada, admite como hechos comprobados los siguientes: 
"a) que Juan Familia es marido de una hija de Francisco 
Contreras; b) que las relaciones de amistad de Contreras 
y Familia eran tan cordiales que en un mismo día y hora, 
el 22 de septiembre de 1920, concurrieron por ante el No-
tario Público Felipe Goico, del Municipio de El Seybo, acom-
pañados de los señores Pablo y Manuel Damaso, terrate-
nientes del lugar, y le compraron 125 tareas de terreno 
cada uno, que son precisamente las que integran en su 
totalidad la parcela en discusión; c) que se instrumentaron 
sendas actas de ventas, distinguiéndose la correspondiente 
a Francisco Contreras con el N° 107 y la de Juan Familia 
con el N0 108, siendo registradas (Sic) ambas en la misma 
fecha en que fueron otorgadas; d) que inmediatamente com-
praron entraron en posesión de la porción de Francisco Con-
treras sus hijos Alejandro y Julio Contreras y de la suya 
el propio Juan Familia; posesiones promiscuas que conser-
varon desde entonces los interesados manteniéndolas cer-
cadas, con casa-vivienda algunos de ellos y con conucos 
cultivados de frutos en las diversas estaciones del año; e) 
que ambas posesiones, como se ha dicho antes, son las que 
integran la discutida Parcela N 9  424, la cual fué reclamada 
en su totalidad por Juan Familia el 8 de febrero de 1952 
sin informar al Juez del saneamiento, sino más bien ocul-
tándolo al reclamarla entera y sin discusión, que dentro de 
ella también tenían derechos legítimamente adquiridos los 
Sucesores de Francisco Contreras"; 

Considerando que, además, el mencionado Tribunal ex-
presa "que por las declaraciones de los testigos Antolín 
Carela y Lolo Ramos, oídos en la audiencia celebrada en 
ocasión del envío de la Suprema Corte de Justicia, se esta-
blece de manera clara y categórica, que los Sucesores de 
Francisco Contreras no han abandonado nunca su posesión, 
manteniéndola hasta este momento el señor Alejandro Con-
treras, quien tiene allí una casa en la que vive con su familia, 
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y que las cercas de alambre de puas que ahí existen fueron 
levantadas por los mismos Contreras, sin poder precisar si 
Familia ayudó a construirla"; 

Considerando que, en lo que respecta al recurrente Si-
nencio Solano el Tribunal Superior de Tierras consigna que 
se comprobb que él "fué advertido antes de realizar la ope-
ración de compra, por el señor Pedro Zorrilla, entre otros, 
que no Pomprara eso, porque eso no era solamente de Juan 
Familia, sino que había una parte de los Contreras"; 

Considerando que de los hechos comprobados y admiti-
dos por el Tribunal a quo que acaban de ser transcritos, éste 
llega a la convicción de que "Juan Familia al reclamar Éin 
informar al Juez de que existían otros copropietarios entla 
parcela fué reticente; reticencia de carácter intencional y 
maliciosa, ya que tenía como única finalidad el hacérsela 
adjudicar en su totalidad con perjuicio de los demás con-
dueños"; que, asimismo, el referido Tribunal llega a la con-
vicción de que "el comprador Solano tenía pleno conocimien-
to de que Juan Familia le estaba ofreciendo en venta un 
bien cuya propiedad aparentemente no le pertenecía en su 
totalidad, sino en partes iguales con los sucesores de Fran-
cisco Contreras", que "compró toda la extensión superficial 
de la mencionada parcela a sabiendas de que los Contreras, 
sus vecinos y amigos de muchos años, discutían a su vende-
dor una gran parte de esas tierras, y de que el reclamante 
Familia no había informado al Juez esa circunstancia", y 
que "investido el señor Sinencio Solano con el derecho de 
propiedad antes de finalizar el proceso de saneamiento, y 
advertido como estaba de la controversia existente, quedó 
ligado a la obligación de informar a los jueces del sanea-
miento acerca de la posesión caracterizada de los Sucesores 
de Francisco Contreras; que al no hacerlo así, incurrió en 
la misma falta de reticencia atribuida a su causante Juan 
Familia, con el deliberado y preconcebido propósito de ha-
cerse transferir la totalidad de la referida parcela, en per-
juicio de su contra-parte, los recurrentes Contreras"; 

Considerando gue, en tales condiciones, el Tribunal a 
quo lejos de violar los artículos 137 y 140 de la Ley de 
Registro de Tierras por errónea interpretación, ha hecho 
de los mismos una correcta interpretación y aplicación, pues-
to que al amparo de los hechos comprobados no sólo se ha 
demostrado que el beneficiario del decreto de registro lo 
obtuvo fraudulentamente, por una reticencia relativa a un 
hecho decisivo que ejerció una influencia determinante en 
la obtención del decreto de registro, sino que esta reticencia 
fué maliciosa, con el deliberado propósito de conseguir un 
beneficio injustificado con daño para otro, y que tuvo por 
fin sorprender la religión de los jueces; que, por tanto, el 
primer medio carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se invoca la 
violación del artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras 
por desnaturalización de los hechos de la causa, y se sos-
tiene que "jamás Solano pudo tener conocimiento de que 
los Contreras discutían sobre la propiedad de esas tierras 
a Juan Familia, ni como colindante ni como habiendo sido 
informado por terceras personas"... que es en este nuevo 
conocimiento del asunto realizado como consecuencia del 
envío hecho por la Suprema Corte de Justicia, en funciones 
de Corte de Casación "que un testigo afirma, Lolo Ramos, 
el que un señor que responde al nombre de Pedro Zorrilla, 
le advirtió que no comprara porque eso era de los Contre-
ras"; que "está demás decir, que esa no es la persona a 
quien se atribuye tan peregrina actuación"; que "Lolo Ra-
mos como testigo ha dicho que Zorrilla advirtió esa cir-
cunstancia a Solano, pero aquel jamás ha depuesto por ante 
el Tribunal Superior de Tierras para informar a éste, si 
fué cierto o no, el consejo que según se alega, dió a Solano 
para que no comprara"; que, por otra parte, se desnatu-
ralizan los hechos de la causa cuando, se afirma "que Sinen-
cio Solano tenía conocimiento de que el reclamante, su ven-
dedor Juan Familia no había informado al Juez de Jurisdic-
ción Original esa circunstancia, es decir que no había decla- 
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y que las cercas de alambre de puas que ahí existen fueron 
levantadas por los mismos Contreras, sin poder precisar si 
Familia ayudó a construirla"; 

Considerando que, en lo que respecta al recurrente Si-
nencio Solano el Tribunal Superior de Tierras consigna que 
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ración de compra, por el señor Pedro Zorrilla, entre otros, 
que no comprara eso, porque eso no era solamente de Juan 
Familia, sino que había una parte de los Contreras"; 

Considerando que de los hechos comprobados y admiti-
dos por el Tribunal a quo que acaban de ser transcritos, éste 
llega a la convicción de que "Juan Familia al reclamar Én 
informar al Juez de que existían otros copropietarios erfa 
parcela fué reticente; reticencia de carácter intencional y 
maliciosa, ya que tenía como única finalidad el hacérsela 
adjudicar en su totalidad con perjuicio de los demás con-
dueños"; que, asimismo, el referido Tribunal llega a la con-
vicción de que "el comprador Solano tenía pleno conocimien-
to de que Juan Familia le estaba ofreciendo en venta un 
bien cuya propiedad aparentemente no le pertenecía en su 
totalidad, sino en partes iguales con los sucesores de Fran-
cisco Contreras", que "compró toda la extensión superficial 
de la mencionada parcela a sabiendas de que los Contreras, 
sus vecinos y amigos de muchos años, discutían a su vende-
dor una gran parte de esas tierras, y de que el reclamante 
Familia no había informado al Juez esa circunstancia", y 
que "investido el señor Sinencio Solano con el derecho de 
propiedad antes de finalizar el proceso de saneamiento, y 
advertido como estaba de la controversia existente, quedó 
ligado a la obligación de informar a los jueces del sanea-
miento acerca de la posesión caracterizada de los Sucesores 
de Francisco Contreras; que al no hacerlo así, incurrió en 
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Registro de Tierras por errónea interpretación, ha hecho 
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hecho decisivo que ejerció una influencia determinante en 
la obtención del decreto de registro, sino que esta reticencia 
fué maliciosa, con el deliberado propósito de conseguir un 
beneficio injustificado con daño para otro, y que tuvo por 
fin sorprender la religión de los jueces; que, por tanto, el 
primer medio carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se invoca la 
violación del artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras 
por desnaturalización de los hechos de la causa, y se sos-
tiene que "jamás Solano pudo tener conocimiento de que 
los Contreras discutían sobre la propiedad de esas tierras 
a Juan Familia, ni como colindante ni como habiendo sido 
informado por terceras personas". .. que es en este nuevo 
conocimiento del asunto realizado como consecuencia del 
envío hecho por la Suprema Corte de Justicia, en funciones 
de Corte de Casación "que un testigo afirma, Lolo Ramos, 
el que un señor que responde al nombre de Pedro Zorrilla, 
le advirtió que no comprara porque eso era de los Contre-
ras"; que "está demás decir, que esa no es la persona a 
quien se atribuye tan peregrina actuación"; que "Lolo Ra-
mos como testigo ha dicho que Zorrilla advirtió esa cir-
cunstancia a Solano, pero aquel jamás ha depuesto por ante 
el Tribunal Superior de Tierras para informar a éste, si 
fué cierto o no, el consejo que según se alega, dió a Solano 
para que no comprara"; que, por otra parte, se desnatu-
ralizan los hechos de la causa cuando,se afirma "que Sinen-
cio Solano tenía conocimiento de que el reclamante, su ven-
dedor Juan Familia no había informado al Juez de Jurisdic-
ción Original esa circunstancia, es decir que no había decla- 
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rado que los Contreras le discutían la propiedad de la Par-
cela N' 424"; pero, 

Considerando que el Tribunal a quo, tal como ya se 
ha puesto de manifiesto en el examen del primer medio, 
formó su convicción acerca de que el recurrente Sinencio 
Solano tenía conocimiento de que los Contreras discutían a 
Juan Familia "una gran parte de esas tierras" por las mis-
mas declaraciones de los testigos Antolín Carela y Lolo 
Ramos, según se expresa en su sentencia; que, además, la 
circunstancia de que Pedro Zorrilla no depusiera personal-
mente no desnaturaliza los hechos admitidos y comprobados 
por el Tribunal a quo puesto que éste se limita a comprobar 
lo que los mencionados testigos Carela y Ramos declararon 
respecto de la advertencia hecha por Pedro Zorrilla a Si-
nencio Solano". y, dando por cierto lo dicho por éstos, infie-
re de ahí el conocimiento de este último respecto de la con-
troversia existente entre su vendedor Juan Familia y los 
Sucesores Contreras; qué, por tanto, en la sentencia impug-
nada no se ha incurrido en la desnaturalización de los he-
chos de la causa señalada por el recurrente, por lo cual el 
segundo medio carece también de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Sinencio Solano contra sentencia pto-
nunciada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha vein-
tisiete de mayo del mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, con 
distracción de las mismas en provecho del doctor Diógenes 
del Orbe hijo, quien declara haberlas avanzado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señoreslueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu& 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
28 de noviembre cíe 1956. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Rogelio Tupete. 
.Abogado: Dr. Pablo Juan Brugal Muñoz. 

Recurrido: Apolinar Pérez Fernández. 
Abogado: Dr. Víctor E. Almonte Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
1. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodo-
miro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día siete del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rogelio 
"Tukete, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
domiciliado y residente en el Municipio de "Luperón", pro-
vincia de Puerto Plata, cédula 5464, serie 40, sello 2326713, 
contra sentencia pronunciada en sus atribuciones civiles por 
la Corte de Apelación de Santiago en fecha veinte y ocho de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el abogado del recurrente, Doctor Pablo Juan 

Brugal Muñoz, cédula 14705, serie 37, sello 22686, en 11 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Doctor Víctor E. Almonte Jiménez, cédula 39-
782, serie 1, sello 26662, abogado del recurrido, Apolinar 
Pérez Fernández, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor y propietario, domiciliado y residente en "El Ma-
mey",, jurisdicción del Municipio de "Luperón", en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha doce de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el abo-
gado del recurrente, en el cual se alegan los medios que des-
pués serán enunciados; 

' 	Visto el memorial de defensa, notificado al 'abogado del 
recurrente en fecha dos de septiembre del mismo año mil 
novecientos cincuenta y siete, suscrito por el abogado .de la 
parte recurrida el cual fué depositado en la Secretaría de 
esta Corte, en fecha cuatro del mes y año citados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 443, 480, 691, 715 y 728, del 
Código de Procedimiento Civil, modificados estos últimos por 
la Ley 764, del año 1944, y 1 y' 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) "que 
en fecha veinte y cinco de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y cinco, a requerimiento de Apolinar Pérez Fernán-
dez, el ministerial Luis M. Peralta Almonte, procedió al 
embargo de una propiedad rural situada en "El Ranchete", 
municipio de Puerto Plata, perteneciente a Rogelio Tupete, 
en virtud de una obligación hipotecaria otorgada en segundo 
rango, en lecha primero de abril de mil novecientos cin- 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE MAYO DE 1958 
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contra sentencia pronunciada en sus atribuciones civiles por 
la Corte de Apelación de Santiago en fecha veinte y ocho de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispo-
sitivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
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Oído el Doctor Víctor E. Almonte Jiménez, cédula 39-
782, serie 1, sello 26662, abogado del recurrido, Apolinar 
Pérez Fernández, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor y propietario, domiciliado y residente en "El Ma-
mey", jurisdicción del Municipio de "Luperón", en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha doce de ju-
lio de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el abo-
gado del recurrente, en el cual se alegan los medios que des-
pués serán enunciados; 

' 	Visto el memorial de defensa, notificado al 'abogado del 
recurrente en fecha dos .de septiembre del mismo año mil 
novecientos cincuenta y siete, suscrito por el abogado .de la 
parte recurrida el cual fué depositado en la Secretaría de 
esta Corte, en fecha cuatro del mes y año citados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
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documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) "que 
en fecha veinte y cinco de agosto de mil novecientos cin-
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dez, el ministerial Luis M. Peralta Almonte, procedió al 
embargo de una propiedad rural situada en "El Ranchete", 
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cuenta y tres a fin de obtener el pago de la suma de RD 
$2,626.29 (Dos mil seiscientos veinte y seis pesos con veinte 
y nueve centavos) que afecta al inmueble embargado, en 
favor de Apolinar Pérez Fernández, acreedor hipotecario 
de Luis María Fsayamps, de quien adquirió Rogelio Tupete 
el referido inmueble, en fecha ocho de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro por compra que del mismo hi-
ciera"; b) "que por acto de alguacil de la misma fecha el 
embargante Apolinar Pérez Fernández denunció el aludido 
embargo inmobiliar a Rogelio Tupete"; c) que por acto de 
fecha veinte y ocho de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y cinco, el embargante notificó al embargado que 
el Pliego de Condiciones del referido embargo había sido 
depositado el veinte y dos del mismo mes en la Secretaría del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puer-
to Plata, con intimación para que tomara comunicación del 
mismo e hiciera los reparos y observaciones que juzgara 
convenientes y asistiese a la lectura y publicación del men-
cionado pliego de cargas. .. lo cual tendría efecto a las diez 
horas de la mañana del día veinte y uno de octubre del 
año 1955, en la audiencia que al efecto fué fijada para tal fin 
por el indicado tribunal; d) que "según consta en certifica-
ción expedida por el Director del Registro y Conservador 
de Hipotecas del Municipio y Provincia de Puerto Plata, en 
los archivos a su cargo existe una factura de hipoteca judi-
cial inscrita en el año mil novecientos cincuenta y cuatro, 
en favor de Aurelio Rojas (Bululo) y contra Luis Payamps, 
—en virtud de una sentencia comercial dictada en defecto 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, en fecha 19 de agosto de 1954, mediante 
la cual se rescindió un contrato bajo firma privada de 
fecha 29 de noviembre de 1951, celebrado entre las perso-
nas mencionadas, por falta de cumplimiento de Payamps y 
se condena a éste al pago de la suma de RD$1,787.67, al 
pago de los intereses legales correspondientes y al de las 
costas—, inscripción tomada sobre todos los bienes pre- 

sentes y futuros de Luis Payams en la Provincia de Puer-
to Plata, para garantía de la suma antes indicada y gastos 
de ejecución, al día ocho de septiembre de 1954"; e) que a re-
querimiento de Rogelio Tupete, fué demandado incidental-
mente Apolinar Pérez Fernández, embargante, a fin de oír 
pedir que fuese pronunciada la nulidad de todos los actos 
del embargo practicado por éste en perjuicio de aquél, "pos-
teriores al depósito del Pliego de Cargas, Cláusulas y Con-
diciones. .. por no haber intimado el embargante al acree-
dor inscrito Aurelio Rojas en el plazo determinado por la 
ley, para que tomara comuqicación de dicho pliego, ni le 
notificó tampoco el día en que tendría lugar la lectura del 
mencionado pliego de condiciones, en virtud de lo que dis-
ponen los artículos 691 y 715 reformados del Código de 
Procedimiento Civil y en subrogación de los derechos del 
dicho acreedor. .."; f) que el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Puerto Plata, apoderado de di-
cha demanda incidental de embargo, la resolvió por sen-
tencia de fecha veinte y tres de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y cinco, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
1" Que debe desestimar y desestima el pedimento de la parte 
embargada; 2' Que debe ordenar y ordena que la lectura del 
Pliego de Condiciones se lleve a efecto en la audiencia que 
se fije a solicitud de parte interesada; 3" Que debe compen-
sar y compensa las costas"; 

Considerando que con motivo del recurso de apelación 
interpuesto por el demandante incidental, Rogelio Tupete, 
la Corte de Apelación de Santiago pronunció la sentencia 
ahora impugnada, de la cual es el dispositivo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular. y válido en la forma el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Acoge las con-
clusiones principales del intimado señor Apolinar Pérez Fer-
nández, y en consecuencia confirma la sentencia apelada 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, en fecha veintitrés del mes de 
diciembre del año mil novecientos cincuenta y cinco, en 
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en favor de Aurelio Rojas (Bululo) y contra Luis Payamps, 
—en virtud de una sentencia comercial dictada en defecto 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, en fecha 19 de agosto de 1954, mediante 
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ley, para que tomara comunicación de dicho pliego, ni le 
notificó tampoco el día en que tendría lugar la lectura del 
mencionado pliego de condiciones, en virtud de lo que dis-
ponen los artículos 691 y 715 reformados del Código de 
Procedimiento Civil y en subrogación de los derechos del 
dicho acreedor. .."; f) que el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Puerto Plata, apoderado de di-
cha demanda incidental de embargo, la resolvió por sen-
tencia de fecha veinte y tres de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y cinco, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
1 0  Que debe desestimar y desestima el pedimento de la parte 
embargada; 2> Que debe ordenar y ordena que la lectura del 
Pliego de Condiciones se lleve a efecto en la audiencia que 
se fije a solicitud de parte interesada; 3" Que debe compen-
sar y compensa las costas"; 

Considerando que con motivo del recurso de apelación 
interpuesto por el demandante incidental, Rogelio Tupete, 
la Corte de Apelación de Santiago pronunció la sentencia 
ahora impugnada, de la cual es el dispositivo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular. y válido en la forma el 
presente recurso de apelación; SEGUNDO: Acoge las con-
clusiones principales del intimado señor Apolinar Pérez Fer-
nández, y en consecuencia confirma la sentencia apelada 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, en fecha veintitrés del mes de 
diciembre del año mil novecientos cincuenta y cinco, en 
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exclusivamente. .."; ya que en su sentencia el juez declaró 
"no tener facultad para afectar a quien no era parte en la 
causa"; que "además, Apolinar Pérez en ningún momento 
pidió a la Corte... el rechazamiento del recurso de apela-
ción fundándose en la caducidad de la demanda, sino la 
confirmación de la sentencia apelada por falta de interés 
del apelante; que, en consecuencia, al afirmar la Corte a. 

qua que Pérez invocó ante ella la caducidad de la demanda 
incidental y pronunciar ésta... desnaturalizó los hechos 
de la causa e incurrió en extra y ultra petita... al acordar 
más de lo pedido y lo que no le fuésolicitado. .."; y, en 
segundo término, que "al pronunciar la Corte a qua la ca-
ducidad de la demanda incidental del embargo, intentada 
por el actual recurrente... hizo una falsa aplicación de los, 
artículos 691, 715 y 728 del Código de Procedimiento Civil 
...ya que las nulidades del procedimiento de embargo in-
mobiliario pueden ser propuestas por todo el que tenga in-
terés. .."; que "el hecho de que el persiguiente Apolinar 
Pérez no notificara al acreedor inscrito Aurelio Rojas.. _ 
tomar conocimiento del Pliego de Condiciones que regiría 
la venta del inmueble embargadó. . . en el plazo determinado. 
por la Ley... podía ser invocado como medio de nulidad del 
procedimiento, no sólo por dicho acreedor inscrito, sino tam-
bién por el embargado, por tener éste interés... en la con-
currencia del acreedor inscrito... para el aumento del pre-
cio 'de la subasta . . ."; que, además, "el embargado. . . en es-
te aspecto, se encontraba subrogado en los derechos de &- 
cho acreedor inscrito. .. y podía alegar dicha nulidad..."; 
pero 

Considerando que, por el efecto devolutivo del recurso 
de apelación, la jurisdicción de segundo grado está llamada 
a conoc.  er de todos los puntos de hecho y de derecho que se 
refieran al litigio; que dicha jurisdicción procede —dentro 
de los límites de la apelación— a un nuevo examen del 
asunto, en las mismas condiciones en que lo hicieron las 
jueces del primer grado; que consecuentemente, nada se 

• 
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cuanto desestimó la demanda incidental en nulidad parcial 
de embargo inmobiliar, intentada por el señor Rogelio Tupe-
te, y ordenó la lectura del Pliego de Condiciones en la au-
diencia que promueva la parte interesada, pero únicamen-
te por caduca, esto es, por haber sido intentada después del 
plazo señalado expresamente por la ley; y en cuanto com-
pensó las costas; TERCERO: Condena al intimante al pago 
de las costas del incidente en la presente alzada"; 

Considerando que el recurrente invoca los medios de 
casación siguientes: "Primero: Violación a la regla del apo-
deramiento como de su competencia y a los párrafos 3° y 4 
del artículo 480 del Código de Procedimiento Civil o sean 
los vicios de ultra y extra-petita y desnaturalización de 
los hechos de la causa; Segundo: Contradicción de motivos; 
y Tercero: Violación por falsa aplicación de los artículos 
691, 715 y 728, reformados, del Código de Procedimiento 
Civil"; 

Considerando en cuanto a los medios primero y ter-
cero, los cuales se reúnen para su examen; que, el recu-
rrente alega, en primer término, que al rechazar el recurso 
de apelación interpuesto por Rogelio Tupete y considerar 
que la defnanda incidental incoada por éste contra Apoli-
nar Pérez era caduca, la Corte a qua "violó las reglas del 
apoderamiento así como las de su propia competencia; des-
na*iralizó los hechos de la causa e incurrió en los vicios de 
ultra y extra petita ... puesto que el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, rechazó 
tácitamente las conclusiones principales presentadas por 
Apolinar Pérez, por las cuales invocaba la caducidad de di-
cha demanda en nulidad. .."; que "Apolinar Pérez no apeló 
de esa decisión y por tanto... la Corte no estaba apodera-
da de dicha caducidad y mucho menos su competencia po-
día deducirse del recurso de apelación de Rogelio Tupete, 
quien se limitó a impugnar la sentencia en el punto que le 
perjudicaba o sea en el rechazamiento de sus pretensiones 
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cuanto desestimó la demanda incidental en nulidad parcial 
de embargo inmobiliar, intentada por el señor Rogelio Tupe-
te, y ordenó la lectura del Pliego de Condiciones en la au-
diencia que promueva la parte interesada, pero únicamen-
te por caduca, esto es, por haber sido intentada después del 
plazo señalado expresamente por la ley; y en cuanto com-
pensó las costas; TERCERO: Condena al intimante al pago 
de las costas del incidente en la presente alzada"; 

Considerando que el recurrente invoca los medios de 
casación siguientes: "Primero: Violación a la regla del apo-
deramiento como de su competencia y a los párrafos 3° y 4° 
del artículo 480 del Código de Procedimiento Civil o sean 
los vicios de ultra y extra-petita y desnaturalización de 
los hechos de la causa; Segundo: Contradicción de motivos; 
y Tercero: Violación por falsa aplicación de los artículos 
691, 715 y 728, reformados, del Código de Procedimiento 
Civil"; 

Considerando en cuanto a los medios primero y ter-
cero, los cuales se reúnen para su examen; que, el recu-
rrente alega, en primer término, que al rechazar el recurso 
de apelación interpuesto por Rogelio Tupete y considerar 
que la defnanda incidental incoada por éste contra Apoli-
nar Pérez era caduca, la Corte a qua "violó las reglas del 
apoderamiento así como las de su propia competencia; des-
naliralizó los hechos de la causa e incurrió en los vicios de 
ultra y extra petita... puesto que el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, rechazó 
tácitamente las conclusiones principales presentadas por 
Apolinar Pérez, por las cuales invocaba la caducidad de di-
cha demanda en nulidad. .. "; que "Apolinar Pérez no apeló 
de esa decisión y por tanto... la Corte no estaba apodera-
da de dicha caducidad y mucho menos su competencia po-
día deducirse del recurso de apelación de Rogelio Tupete, 
quien se limitó a impugnar la sentencia en el punto que le 
perjudicaba o sea en el rechazamiento de sus pretensiones 

 

exclusivamente. .."; ya que en su sentencia el juez declaró 
"no tener facultad para afectar a quien no era parte en la 
causa"; que "además, Apolinar Pérez en ningún momento 
pidió a la Corte... el rechazamiento del recurso de apela-
ción fundándose en la caducidad de la demanda, sino la 
confirmación de la sentencia apelada por falta de interés 
del apelante; que, en consecuencia, al afirmar la Corte a 

qua que Pérez invocó ante ella la caducidad de la demanda 
incidental y pronunciar ésta. .. desnaturalizó los hechos 
de la causa e incurrió en extra y ultra petita... al acordar 
más de lo pedido y lo que no le fuésolicitado. .."; y, en 
segundo término, que "al pronunciar la Corte a qua la ca-
ducidad de la demanda incidental del embargo, intentada 
por el actual recurrente... hizo una falsa aplicación de los. 
artículos 691, 715 y 728 del Código de Procedimiento Civil 
...ya que las nulidades del procedimiento de embargo in-
mobiliario pueden ser propuestas por todo el que tenga in-
terés. .. "; que "el hecho de que el persiguiente Apolinar • 
Pérez no notificara al acreedor inscrito Aurelio Rojas.. _ 
tomar conocimiento del Pliego de Condiciones que regiría 
la venta del inmueble embargadb. . . en el plazo determinado. 
por la Ley. .. podía ser invocado como medio de nulidad del 
procedimiento, no sólo por dicho acreedor inscrito, sino tam-
bién por el embargado, por tener éste interés... en la cón-
currencia del acreedor inscrito... para el aumento del pre-
cio ele la subasta . . ."; que, además, "el embargado. . . en es-
te aspecto, se encontraba subrogado en los derechos de di-
cho acreedor inscrito... y podía alegar dicha nulidad ..."; 
pero 

Considerando que, por el efecto devolutivo del recurso 
de apelación, la jurisdicción de segundo grado está llamada 
a conoc.  er de todos los puntos de hecho y de derecho que se 
refieran al litigio; que dicha jurisdicción procede —dentro 
de los límites de la apelación— a un nuevo examen de) 
asunto, en las mismas condiciones en que lo hicieron Ios 
jueces del primer grado; que consecuentemente, nada se 
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opone a que la jurisdicción de apelación examine las excep-
dones, nulidades y caducidades que como medios de defen-
sa hubiera opuesto el demandado a la demanda ante los 
jueces de primer grado, aunque esos medios de defensa no 
sean reiterados expresamente en apelación, siempre que, el 
demandado originario, intimado en apelación, que ha obtet 
nido ganancia de causa en primera instancia, pida en sus 
conclusiones, frente al recurso de apelación del deman-
dante, sucumbiente ante los primeros jueces en sus pre-
tensiones, que dicho recurso sea rechazado, ya que tal pe-
dimento, reproduce necesariamente los medios de defensa 
invocados en primera instancia y por ello, obliga a los jue-
ces de segundo grado a examinarlos; 

Considerando que, en la especie, es constante en el fa-
llo impugnado que Rogelio Tupete en ocasión del procedi-
miento de embargo inmobiliario perseguido en su contra 
por Apolinar Pérez, demandó incidentalmente a éste en 
"nulidad de los actos del procedimiento anteriores a la lec-
tura del Pliego de Condiciones que regiría la venta de di-
cho inmueble". .. , "porque el acreedor inscrito Aurelio Ro-
jas (a) Bululo, no había sido intimado a tomar conocimien-
to de dicho Pliego de Condiciones y a hacer sus reparos, ni 
tampoco se le había notificado la fecha en que tendría lu-
gar, en la audiencia pública correspondiente, la lectura de 
dicho Pliego de Condiciones . . .", tal como dispone el ar-
tículo 691 modificado del Código de Procedimiento Civil; 
que, a dicha demanda opuso el embargante Apolinar Pérez, 
principalmente "la caducidad de dicha demanda, fundándo-
se en que el plazo para interponerla, de conformidad con el 
artículo 728 del mismo Código, (diez días antes de la lectura 
del Pliego de Condiciones) había vencido"; que, el juez de 
primer grldo desestimó dicha demanda por motivos que 
suplió de oficio y ordenó la lectura del Pliego de Condicio-
nes, la cual tendría efecto en la audiencia pública que sería 
Ijada a solicitud de parte interesada; ya que el día fijado 
para el cumplimiento de esta formalidad había pasado, a 

BOLETÍN JUDICIAL 	 985 

la fecha en que intervino la decisión sobre el incidente; que, 

ante la Corte a qua,. Rogelio Tupete concluyó pidiendo "la 
revocación del fallo de, que había apelado y que se aco-
giera su demanda en nulidad"; que a su vez, el intimado, 
o sea el embargante Apolinar Pérez pidió "que dicho re-
curso fuese rechazado por improcedente y mal fundado. .."; 
agregando que también (y además) "por falta de interés en 
la acción" del apelante, ya que el acreedor inscrito Aurelio 
Rojas (a) Bululo, había radiado después de pronunciada 
la sentencia incidental la hipoteca judicial que tenía contra 
L. M. Payams, causante de Rogelio Tupete, el inmueble 
embargado por dicho concluyente; 

Considerando que, en vista de los principios sentados 
precedentemente, nada impedía a la Corte a qua, al conocer 

del asunto, examinar los puntos de hecho y de derecho que 
le fueron devueltos por el recurso de apelación de Rogelio 
Tupete, y examinar también las nulidades, excepciones y 
caducidades que, como medios de defensa a dicha demanda, 
había opuesto ante los pi'imeros jueces el demandado Apo-
linar Pérez, ya que éste pidió en sus conclusiones a la citada 
Corte que dicho recurso fuese rechazado por improcedente 
e infundado. .. ; que, por tanto, al estatuir la Corte a qua 
acerca de la excepción de caducidad propuesta por Apolinar 
Pérez ante el Juzgado a quo, no ha incurrido en la alegada 
violación de "las reglas de la competencia y el apodera-
miento", según lo sostiene el recurrente, ni ha violado tam-
poco el derecho de defensa, ni ha incurrido en el vicio de la 
desnaturalización de los hechos de la causa; 

Considerando por otra parte, que aún cuando sea cier-
to, como lo afirma el recurrente, que "el juez a quo para 

rechazar la demanda en nulidad" interpuesta por Rogelio 
Tupete, "no se 'fundó en la caducidad propuesta por Apo-
linar Pérez", sino que dió otros motivos (los cuales fue-
ron suplidos de oficio) y que Apolinar Pérez "no apeló de 
esa decisión", para concluir de ahí que el intimado en ape-
lación no podía beneficiarse del recurso de apelación por 
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opone a que la jurisdicción de apelación examine las excep-
ciones, nulidades y caducidades que como medios de defen-
sa hubiera opuesto el demandado a la demanda ante los 
jueces de primer grado, aunque esos medios de defensa no 
sean reiterados expresamente en apelación, siempre que, el 
demandado originario, intimado en apelación, que ha obtet. 

 nido ganancia de causa en primera instancia, pida en sus 
conclusiones, frente al recurso de apelación del deman-
dante, sucumbiente ante los primeros jueces en sus pre-
tensiones, que dicho recurso sea rechazado, ya que tal pe-
dimento, reproduce necesariamente los medios de defensa 
invocados en primera instancia y por ello, obliga a los jue-
ces de segundo grado a examinarlos; 

Considerando que, en la especie, es constante en el fa-
llo impugnado que Rogelio Tupete en ocasión del procedi-
miento de embargo inmobiliario perseguido en su contra 
por Apolinar Pérez, demandó incidentalmente a éste en 
"nulidad de los actos del procedimiento anteriores a la lec-
tura del Pliego de Condiciones que regiría la venta de di-
cho inmueble". .., "porque el acreedor inscrito Aurelio Ro-
jas (a) Bululo, no había sido intimado a tomar conocimien-
to de dicho Pliego de Condiciones y a hacer sus reparos, ni 
tampoco se le había notificado la fecha en que tendría lu-
gar, en la audiencia pública correspondiente, la lectura de 
dicho Pliego de Condiciones. ..", tal como dispone el ar-
tículo 691 modificado del Código de Procedimiento Civil; 
que, a dicha demanda opuso el embargante Apolinar Pérez, 

principalmente "la caducidad de dicha demanda, fundándo-
se en que el plazo para interponerla, de conformidad con el 
artículo 728 del mismo Código, (diez días antes de la lectura 
del Pliego de Condiciones) había vencido"; que, el juez de 
primer grado desestimó dicha demanda por motivos que 
suplió de oficio y ordenó la lectura del Pliego de Condicio-
nes, la cual tendría efecto en la audiencia pública que sería 
fijada a solicitud de parte interesada; ya que el día fijado 
para el cumplimiento de esta formalidad había pasado, a  

la fecha en que intervino la decisión sobre el incidente; que, 
ante la Corte a qua,. Rogelio Tupete concluyó pidiendo "la 
revocación del fallo de que había apelado y que se aco-
giera su demanda en nulidad"; que a su vez, el intimado, 
o sea el embargante Apolinar Pérez pidió "que dicho re-
curso fuese rechazado por improcedente y mal fundado. . ."; 
agregando que también (y además) "por falta de interés en 
la acción" del apelante, ya que el acreedor inscrito Aurelio 
Rojas (a) Bululo, había radiado después de pronunciada 
la sentencia incidental la hipoteca judicial que tenía contra 
L. M. Payams, causante de Rogelio Tupete, el inmueble 
embargado por dicho concluyente; 

Considerando que, en vista de los principios sentados 
precedentemente, nada impedía a la Corte a qua, al conocer 

del asunto, examinar los puntos de hecho y de derecho que 
le fueron devueltos por el recurso de apelación de Rogelio 
Tupete, y examinar también las nulidades, excepciones y' 
caducidades que, como medios de defensa a dicha demanda, 
había opuesto ante los pi .imeros jueces el demandado Apo-
linar Pérez, ya que éste pidió en sus conclusiones a la citada 
Corte que dicho recurso fuese rechazado por improcedente 
e infundado... ; que, por tanto, al estatuir la Corte a qua 

acerca de la excepción de caducidad propuesta por Apolinar 

Pérez ante el Juzgado a quo, no ha incurrido en la alegada 
violación de "las reglas de la competencia y el apodera-
miento", según lo sostiene el recurrente, ni ha violado tam-
poco el derecho de defensa, ni ha incurrido en el vicio de la 
desnaturalización de los hechos de la causa; 

Considerando por otra parte, que aún cuando sea cier-
to, como lo afirma el recurrente, que "el juez a quo para 

rechazar la demanda en nulidad" interpuesta por Rogelio 
Tupete, "no se fundó en la caducidad propuesta por Apo-
linar Pérez", sino que dió otros motivos (los cuales fue-
ron suplidos de oficio) y que Apolinar Pérez "no apeló de 
esa decisión", para concluir de ahí que el intimado en ape-
lación no podía beneficiarse del recurso de apelación por 
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él interpuesto y que al fallar la Corte la caducidad... como 
lo hizo, sin habérsele pedido, incurrió en los vicios de extra 
y ultra petita...", estos agravios carecen de fundamento, 
y para nada afectan a lo antes expuesto, ya que, como se 
ha dicho precedentemente, la Corte a qua podía estatuir 
acerca de la caducidad invocada por el intimado como me-
dio de defensa, al examinar los puntos de hecho y de dere-
cho relativos al litigio, los cuales le fueron devueltos por 
el recurso de apelación y las conclusiones de las partes; que, 
además, si Apolinar Pérez obtuvo ganancia de causa ante 
el juez de primer grado, un recurso de apelación por él 
interpuesto —según lo pretende el recurrente— hubiese ca-
recido en absoluto de interés, ya que no podía invocar agra-
vio alguno contra esta decisión que le beneficiaba; 

Considerando en cuanto a la violación de los artículos 
691, 715 y 728 del Código de Procedimiento Civil; que, para 
declarar la caducidad de la demanda incidental de Rogelio 
Tupete, la Corte a qua no ha negado a éste su calidad para 
intentar dicha demanda, ya que como embargado podía 
hacerlo, e invocar en ella todos los medios de nulidad de 
forma y de fondo, contra el procedimiento de embargo pre-
cedente a la lectura del pliego de condiciones, ni tampoco 
ha negado a dicho demandante, si podía o no invocar como 
medio de nulidad, la denunciada omisión en que incurriera el 
embargante de hacer al acreedor inscrito Aurelio Rojas 
(a) Bululo, la notificación y advertencia a que se refiere el 
artículo 691 del Código de Procedimiento Civil; que, el fallo 
impugnado lo que pone de manifiesto es que la Corte a qua 
dió por establecido, que en fecha veinte y ocho de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y cinco, el embargante 
Apolinar Pérez notificó al embargado Rogelio Tupete, que 
el Pliego de Condiciones que regiría la venta del inmueble 
embargado, había sido depositado en la Secretaría del Tri-
bunal apoderado del procedimiento, en fecha veinte y dos 
de ese mismo mes y que lá lectura de dicho pliego de con-
diciones tendría lugar en la audiencia pública que a las 
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diez horas de la mañana, celebraría el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, en 'fecha 
veinte y uno de octubre del mismo año y además, que la 
demanda incidental de embargo, fué interpuesta por el em-
bargado Rogelio Tupete en esta última fecha, es decir, mu-
cho después de vencido el plazo de diez días anteriores a la 
mencionada audiencia; que, en tales condiciones, al pro-
nunciar la Corte a qua la caducidad de dicha demanda inci-
dental, por haber sido interpuesta fuera del plazo legal, el 
artículo 728 del Código de Procedimiento Civil ha sido co-
rrectamente aplicado y consecuentemente los artículos 691 
y 715 del mismo Código no han podido ser violados; que, 
en mérito a los procedentes desarrollos, los medios que se 
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando finalmente, en cuanto al segundo medio, 
que el recurrente alega la contradicción de motivos en el 
fallo impugnado y aduce, en apoyo de ese agravio, en sín-
tesis, "que la Corte a qua rechazó la apelación (del recu-
rrente Rogelio Tupete) alegando (entiéndase declarando) 
la caducidad de la demanda incidental. .. y por la misma 
sentencia confirma la del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Puerto Plata que rechazó tácitamente 
las conclusiones de Apolinar Pérez, por las cuales se invo-
caba dicha caducidad"; pero, 

Considerando que el tribunal de apelación puede dar 
motivos diferentes a los del juez de primer grado para jus-
tificar su decisión; ciue el hecho de que en el fallo impug-
nado conste que se confirma el de primera instancia, esa cir-
cunstancia, en ausencia de la mención de que se adoptan 
los motivos externados por el juez de primer grado, no 
puede implicar en forma alguna la contradicción a que se 
refiere el recurrente; que, en efecto, en la especie, lo que 
la Corte a qua ha confirmado según se expresa en su parte 
dispositiva, pero por los motivos expuestos en esa decisión, 
es el dispositivo del fallo apelado, en cuanto éste desesti-
ma la demanda incidental de embargo, interpuesta por el 
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él interpuesto y que al fallar la Corte la caducidad... como 
lo hizo, sin habérsele pedido, incurrió en los vicios de extra 
y ultra petita...", estos agravios carecen de fundamento, 
y para nada afectan a lo antes expuesto, ya que, como se 
ha dicho precedentemente, la Corte a qua podía estatuir 
acerca de la caducidad invocada por el intimado como me-
dio de defensa, al examinar los puntos de hecho y de dere-
cho relativos al litigio, los cuales le fueron devueltos por 
el recurso de apelación y las conclusiones de las partes; que, 
además, si Apolinar Pérez obtuvo ganancia de causa ante 
el juez de primer grado, un recurso de apelación por él 
interpuesto —según lo pretende el recurrente— hubiese ca-
recido en absoluto de interés, ya que no podía invocar agra-
vio alguno contra esta decisión que le beneficiaba; 

Considerando en cuanto a la violación de los artículos 
691, 715 y 728 del Código de Procedimiento Civil; que, para 
declarar la caducidad de la demanda incidental de Rogelio 
Tupete, la Corte a qua no ha negado a éste su calidad para 
intentar dicha demanda, ya que como embargado podía 
hacerlo, e invocar en ella todos los medios de nulidad de 
forma y de fondo, contra el procedimiento de embargo pre-
cedente a la lectura del pliego de condiciones, ni tampoco 
ha negado a dicho demandante, si podía o no invocar como 
medio de nulidad, la denunciada omisión en que incurriera el 
embargante de hacer al acreedor inscrito Aurelio Rojas 
(a) Bululo, la notificación y advertencia a que se refiere el 
artículo 691 del Código de Procedimiento Civil; que, el fallo 
impugnado lo que pone de manifiesto es que la Corte a qua 
dió por establecido, que en fecha veinte y ocho de septiem-
bre de mil novecientos cincuenta y cinco, el embargante 
Apolinar Pérez notificó al embargado Rogelio Tupete, que 
el Pliego de Condiciones que regiría la venta del inmueble 
embargado, había sido depositado en la Secretaría del Tri-
bunal apoderado del procedimiento, en fecha veinte y dos 
de ese mismo mes y que lá lectura de dicho pliego de con-
diciones tendría lugar en -la audiencia pública que a las 
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diez horas de la mañana, celebraría el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, en fecha 
veinte y uno de octubre del mismo año y además, que la 
demanda incidental de embargo, fué interpuesta por el em-
bargado Rogelio Tupete en esta última fecha, es decir, mu-
cho después de vencido el plazo de diez días anteriores a la 
mencionada audiencia; que, en tales condiciones, al pro-
nunciar la Corte a qua la caducidad de dicha demanda inci-
dental, por haber sido interpuesta fuera del plazo legal, el 
artículo 728 del Código de Procedimiento Civil ha sido co-
rrectamente aplicado y consecuentemente los artículos 691 
y 715 del mismo Código no han podido ser violados; que, 
en mérito a los procedentes desarrollos, los medios que se 
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando finalmente, en cuanto al segundo medio, 
que el recurrente alega la contradicción de motivos en el 
fallo impugnado y aduce, en apoyo de ese agravio, en sín-
tesis, "que la Corte a qua rechazó la apelación (del recu-
rrente Rogelio Tupete) alegando (entiéndase declarando) 
la caducidad de la demanda incidental... y por la misma 
sentencia confirma la del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Puerto Plata que rechazó tácitamente 
las conclusiones de Apolinar Pérez, por las cuales se invo-
caba dicha caducidad"; pero, 

Considerando que el tribunal de apelación puede dar 
motivos diferentes a los del juez de primer grado para jus-
tificar su decisión; que el hecho de que en el fallo impug-
nado conste que se confirma el de primera instancia, esa cir-
cunstancia, en ausencia de la mención de que se adoptan 
los motivos externados por el juez de primer grado, no 
puede implicar en forma alguna la contradicción a que se 
refiere el recurrente; que, en efecto, en la especie, lo que 
la Corte a qua ha confirmado según se expresa en su parte 
dispositiva, pero por los motivos expuestos en esa decisión, 
es el dispositivo del fallo apelado, en cuanto éste desesti-
ma la demanda incidental de embargo, interpuesta por el 
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actual recurrente; que, por tanto, el agravio a que se con- 
trae el medio que se examina, también carece de funda- . 
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rogelio Tupete, contra la sentencia 
pronunciada en sus atribuciones civiles por la Corte de Ape-
lación de Santiago, en 'fecha veinte y ocho de noviembre 
del año mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clo-
domiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 29 de no-

viembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bruno Phillips. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regt4larmente .constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández y Manuel A. Amiama, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
diecinueve del mes de mayo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bruno 
Phillips, dominicano, mayor de edad, comerciante, domi-
ciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 39976, serie 
1, sello 285, contra sentencia pronunciada por la Tercera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia , del Distri-
to Nacional, en atribuciones correccionales, en fecha vein-
tinueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe declarar y declara buenos y válidos los recur-
sos de apelación interpuestos por los nombrados Bruno Phil- 
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actual recurrente; que, por tanto, el agravio a que se con- 
trae el medio que se examina, también carece de funda- . 
mento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rogelio Tupete, contra la sentencia 
pronunciada en sus atribuciones civiles por la Corte de Ape-
lación de Santiago, en 'fecha veinte y ocho de noviembre 
del año mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
se copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B. Luis Logroño C.— Carlos MI. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clo-
domiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-: 
diencia pública dél día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 195 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 29 de no-

viembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Bruno Phillips. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regglarmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández y Manuel A. Amiama, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
diecinueve del mes de mayo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bruno 
Phillips, dominicano, mayor de edad, comerciante, domi-
ciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 39976, serie 
1, sello 285, contra sentencia pronunciada por la Tercera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, en atribuciones correccionales, en fecha vein-
tinueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe declarar y declara buenos y válidos los recur-
sos de apelación interpuestos por los nombrados Bruno Phil- 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veintinueve de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y siete, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta levantada en fecha catorce de mayo del 
corriente ario (1958), en la Secretaría de la Suprema Corte 
de Justicia, en la cual consta que el recurrente Bruno Phil-
lips desistió, pura y simplemente, del recurso de casación 
interpuesto por él contra sentencia de la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, del veintinueve de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y visto el artículo 1 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que con posterioridad a la fecha en que 
fué conocido en audiencia pública el presente recurso de 
casación, y antes de su deliberación y fallo, el recurrente 
Bruno Phillips compareció a la Secretaría de esta Corte y 
declaró formalmente que desistía de su recurso, según cons-
ta en el acta levantada ál efecto, en fecha catorce de mayo 
del corriente año (1958); 

Por tales motivos, Da acta a Bruno Phillips del desisti-
miento de que se trata y ordena que el presente expediente 
sea archivado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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lips, y el Ing. Ignacio Agramonte, este último en su condi-
ción de parte civil constituida, contra la sentencia dictada 
en fecha 9 de agosto de 1957, del Juzgado de Paz de la Se - 
gunda Circunscripción del Distrito Nacional, cuyo dispost-
tivo dice así:— 'FALLA: PRIMERO: Que debe descargar, 
como al efecto descarga, al nombrado Bruno Philips del 
hecho que se le imputa;— SEGUNDO: Que debe declarar, 
como al efecto declara, la parte civil regularmente consti-
tuida; TERCERO: Que debe condenar, como al efecto con-
dena, al nombrado Bruno Phillips, al pago de una indem-
nización de un mil pesos oro (RD$1,000.00), en provecho 
de la parte civil regularmente constituida, como justa repa-
ración a los daños que le ha cauSado a dicha parte civil; 
CUARTO: Que debe condenar:, como al efecto condena, al 
nombrado Bruno Phillips, al pago de las costas civiles; y 
por esta nuestra sentencia, así se pronuncia, ordena, manda 
y firma';— SEGUNDO: Que debe rechazar y rechaza, por 
improcedente, la excepción de incompetencia formulada por 
la parte demandada en cuanto solicita que sea declarada la 
incompetencia del Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción del Distrito Nacional para conocer de la demanda 
en daños y perjuicios interpuesta por el señor Ingeniero Ig-
nacio Agramonte en contra del señor Bruno Phillips; TER-
CERO: Que debe modificar y modifica el ordinal tercero de 
la sentencia recurrida, y en consecuencia condena al nom-
brado Bruno Phillips al pago de una indemnización a justi-
ficar por estado en provecho de la parte civil constituida, 
Ing. Ignacio Agramonte, por los daños materiales ocasio-
nados a dicha parte civil a consecuencia de haber sido cho-
cado un vehículo de su propiedad por el nombrado Bruno 
Phillips; y CUARTO: Que debe condenar y condena al nom-
brado Bruno Phillips, 'al pago de las costas civiles de esta 
alzada, con distracción de las mismas en provecho de los doc-
tores Rafael Augusto Sánchez Sanlley y Dr. Narciso Abreu 
Pagán, abogados de la parte demandante, quienes afirman 
haberlas avanzado"; 
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lips, y el Ing. Ignacio Agramonte, este último en su condi-
ción de parte civil constituída, contra la sentencia dictada 
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ficar por estado en provecho de la parte civil constituida, 
Ing. Ignacio Agramonte, por los daños materiales ocasio-
nados a dicha parte civil a consecuencia de haber sido cha 
cado un vehículo de su propiedad por el nombrado Bruno 
Phillips; y CUARTO: Que debe condenar y condena al nom-
brado Bruno Phillips, 'al pago de las costas civiles de esta 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha veintinueve de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y siete, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta levantada en fecha catorce de mayo del 
corriente año (1958), en la Secretaría de la Suprema Corte 
de Justicia, en la cual consta que el recurrente Bruno Phil-
lips desistió, pura y simplemente, del recurso de casación 
interpuesto por él contra sentencia de la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, del veintinueve de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y visto el artículo 1 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que con posterioridad a la fecha en que 
fué conocido en audiencia pública el presente recurso de 
casación, y antes de su deliberación y fallo, el recurrente 
Bruno Phillips compareció a la Secretaría de esta Corte y 
declaró formalmente que desistía de su recurso, según cons-
ta en el acta levantada ál efecto, en fecha catorce de mayo 
del corriente año (1958); 

Por tales motivos, Da acta a Bruno Phillips del desisti-
miento de que se trata y ordena que el presente expediente 
sea archivado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal. de 
fecha 22 de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Teolinda Santana. 
Abogado: Lic. Angel Salvador Canó Pelletier. 

• 
Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana.. 

EnNombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlds Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández y Manuel A. Amiama, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día diecinueve 
del mes de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, años 
115' de la Independencia, 95' de la Restainración y 29' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teolinda 
Santana, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios 
domésticos, de este domicilio y residencia, cédula 5857, serie 
10, sello 60468, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, en fecha veintidós de no-
viembre, de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8376, serie 12, 

sello 59852, en representación del Lic. Angel Salvador Canó 
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peiletier, cédula 334, serie 10, sello 3179, abogado de la 
recurrente, en la ,lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

4- 	Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha cuatro de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, abogado de la recurren- . 

* te, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

„Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. Angel 
Salvador Canó Pelletier, abogado de la recurrente, de fe-
cha veintidós de marzo del corriente año, en el cual se invo-

- can los medios que luego se indican; 
La Suprema Corte de Justicia, déspués de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1 y 5 de la Ley N 9  385, de 
1932, sobre Accidente del Trabajo; 3, 163 y 194 del Código 
de Procedimiento Criminal; 1382 y siguientes del Código 
Civil; 130 y 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si- - 
guiente: 1) "que en fecha 4 del mes de' julio del añb 1957,. 
los nombrados Eladio Rodríguez y Rafael Ramírez, fueron 
sometidos a la acción de la justicia, 'por el hecho de haberle 
ocasionado golpes en distintas partes del cuerpo de pronós-
ticos reservados al nombrado: Octaviano Santana, con un 
Tractor de los llamados "Mosquito”, propiedad de la aa_. 
Dominican Fruit, C. por A., Violación a la Ley N9  2022„ 
sobre tránsito de vehículos"; 2) que apoderado del hecho> 
el Juigado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Azua, dictó en fecha ocho de agosto de mil novecientos 
cincuenta y siete, una sentencia que contiene el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe variar como-
al efecto varía la prevención del delito de violación a la 
Ley 2022 (golpes involuntarios que le ocasionaron la muer-
te a Octaviano Santana, con el manejo de un vehículo de. 

Al 
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10, sello 60468, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, en fecha veintidós de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispo-
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Pelletier, cédula 334, serie 10, sello 3179, abogado de la 
recurTente, en la .lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua„ en fecha cuatro de cliciemlbre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, abogado de la recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado -de 
casación; 

,Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. Angel 
Salvador Canó Pelletier, abogado de la recurrente, de fe-
cha veintidós de marzo del corriente año, en el cual se invo-
can los medios que luego se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, de'spués de haber deW-- 
berado, y viátos los artículos 1 y 5 de la Ley N9 385, de 
1932, sobre Accidente del Trabajo; 3, 163 y 194 del Código 
de Procedimiento Criminal; 1382 y siguientes del Cócligo 
Civil; 130 y 141 del Código de Procedimiento Civil, y 1 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado consta lo si-
guiente: 1) "que en fecha 4 del mes de\ julio del afío 1957,. 
los nombrados Eladio Rodríguez y Rafael Ramírez, fueron 
sometidos a la acción de la justicia, 'por el hecho de haberle 
ocasionado golpes en distintas partes del cuerpo de pronós-
ticos reservados al nombrado: Octaviano Santana, con un 
Tractor de los llamados "Mosquito", propiedad de la Cla.. 
D-ominican Fruit, C. por A., Violación a la Ley N9 202Z. 
sobre tránsito de vehículos"; 2) que apoderado del hecha 
el Ju2gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Azua, dictó en fecha ocho de agosto de mil novecientos 
cincuenta y siete, una sentencia que contiene el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe variar ciamo. 
al  efecto varía la prevención del delito de violación a lit 
Ley 2022 (golpes involuntarios que le ocasionaron la muer-
te a Octaviano Santana, con el manejo de un vehículo de. 
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amotor), por el delito de golpes involuntarios que le ocasio-
liaron la muerte a Octaviano Santana( violación al artículo 
.310 del Código Penal), y al declarar al nombrado Rafael 
Ramírez culpable de este último hecho se le condena a su-
frir dos (2) arios de prisión correccional en la árcel pública 
de esta ciudad, y al pago de una multa de cien pesos oro 
(RD$100.00) ; SEGUNDO: Que debe descargar y descarga 
al nombrado Eladio Rodríguez, inculpado del mismo hecho 
<golpes involuntarios que le ocasionaron la muerte a Oc-
taviano Santana), por no haber cometido el hecho que se 
le imputa; TERCERO: Que debe declarar y declara regular 
y válida la constitución en parte civil hecha en estrados 
por la señora Teolinda Santana, en contra de la Dominican 
Fruit and Steamship Co., por haberse realizado de acuerdo 
con la Ley; CUARTÓ: Que debe pronunciar y pronuncia 
el defecto contra la Dominican Fruit and Steamship Co., por 
no haber comparerido no obstante haber sido legalmente 
emplazada y puesta en causa como persona civilmente res-
ponsable; Q1UINTO: Que debe rechazar y rechaza las con-
clusiones de la parte civil constituida, señora Teolinda San-
tana, en cuanto a la indemnización solicitada, por no ser 
justas oi reposar-en prueba legal; SEXTO: Que debe conde-
nar y condena al prevenido Rafael Ramírez al pago de las 
costas penales; SEPTIMO: Que debe condenar y condena 
a la parte civil constituida, señora Teolinda Santana, al 
pago de las costas civiles"; 

Considerando ciue sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Rafael Ramírez, por la parte civil, 
Teolinda Santana, y por el Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de Azua, la Corte a qua, dictó la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos 
los recursos de apelación interpuestos por el prevenido Ra-
fael Ramírez, por el Lic. Angel S. Canó Pelletier, a nombre 
y representación de la señora Teolinda Santana, parte civil 
constituida, y por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial  

de Azua, a nombre y representación del Magistrado Procura-
dor General de la Corte de Apelación de San Cristóbalf con-
tra sentencia dictada en fecha 8 de agosto de 1957 por el Juz-
gado de Primera Instancia de aquel Distrito Judicial, cuyo 
dispositivo se encuentra transcrito en otro lugar del presente-
fallo; SEGUNDO: Modifica la sentencia apelada y, en con-
secuencia, condena a Rafael Ramírez a un (1) ario de pri-
sión coreccional, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, por el delito de homicidio involuntario en la per-
sona de quien se llamó Octaviano Santana; TERCERO: De-
clara la incompetencia de esta Corte para conocer de la 
demanda en daños y perjuicios intentada por Teolinda San-
tana, contra la Dominican Fruit and Steamship Co., C. por 
A., por tratarse en la especie de un accidente de Trabajo, re-
gido por un procedimiento especial, previsto en la ley de la 
materia; CUARTO: Condena al inculpado Rafael Ftamírez 
al pago de las costas penales; QUINTO: Confirma la sen-
tencia apelada en cuanto descargó al prevenido Eladio Ro-
dríguez, por no haber cometido el delito que se le imputa; 
SEXTO: Condena a la señora Teolinda Santana, parte civil 
constituida que sucumbe, al pago de las . costas"; 

Considerando que el recurrente alega los siguientes me-
dios: "Primer Medio: Desnaturalización de los documentos 
de la causa y, como consecuencia, violación del Art. 5 de la 
Ley sobre Accidentes del Trabajo, marcada con el N9 385, 
de fecha 3 de noviembre del 1932, y del Art. 1384 del Código 
Civil"; "Segundo Medio: Falsa motivación y, en consecuen-
cia, violación del Art. 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil o del Art. 190 del Código de Procedimiento Criminal"; y 
"Tercer Medio.— Violación del Art. 130 del Código de Pro-
cedimiento Civil"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que el recu-
rrente sostiene que-el día en que ocurrió el accidente, o sea 
el cuatro de julio de mil novecientos cincuenta y siete, la 
Dominican Fruit and Steamship Co., C. por A., no había 
obtenido la Póliza X-2221.3076, expedida por la Caja Do- 
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motor), por el delito de golpes involuntarios que le ocasio-
naron la muerte a Octaviano Santana( violación al artículo 
.310 del Código Penal), y al declarar al nombrado Rafael 
Ramírez culpable de este último hecho se le condena a su-
frir dos (2) años de prisión correccional en la árcel pública I 
de esta ciudad, y al pago de una multa de cien pesos oro 
(RD$100.00); SEGUNDO: Que debe descargar y descarga 
al nombrado Eladio Rodríguez, inculpado del mismo hecho 
(golpes involuntarios que le ocasionaron la muerte a Oc-
taviano Santana), por no haber cometido el hecho que se 
le imputa; TERCERO: Que debe declarar y declara regular 
y válida la constitución en parte civil hecha en estrados 
por la señora Teolinda Santana, en contra de la Dominican 
Fruit and Steamship Co., por haberse realizado de acuerdo 
con la Ley; CUARTO: Que debe pronunciar y pronuncia 
el defecto contra la Dominican Fruit and Steamship Co., por 
no haber compareOdo no obstante haber sido legalmente 
emplazada y puesta en causa como persona civilmente res-
ponsable; QUINTO: Que debe rechazar y rechaza las con-
clusiones de la parte civil constituida, señora Teolinda San-
tana, en cuanto a la indemnización solicitada, por no ser 
justas ni reposar- en prueba legal; SEXTO: Que debe conde-
nar y condena al prevenido Rafael Ramírez al pago de las 
costas penales; SEPTIMO: Que debe condenar y condena 
a la parte civil constituida, señora Teolinda Santana, al 
pago de las costas civiles"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Rafael Ramírez, por la parte civil, 
Teolinda Santana, y por el Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de Azua, la Corte a qua, dictó la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos 
los recursos de apelación interpuestos por el prevenido Ra-
iael Ramírez, por el Lic. Angel S. Canó Pelletier, a nombre 
y representación de la seíbra Teolinda Santana, parte civil 
constituida, y por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial  

de Azua, a nombre y representación del Magistrado Procura-
dor General de la Corte de Apelación de San Cristóbal f  con-
tra sentencia dictada en fecha 8 de agosto de 1957 por el Juz-
gado de Primera Instancia de aquel Distrito Judicial, cuyo 
dispositivo se encuentra transcrito en otro lugar del presente -
fallo; SEGUNDO: Modifica la sentencia apelada y, en con-
secuencia, condena a Rafael Ramírez a un (1) año de pri-
sión coreccional, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, por el delito de homicidio involuntario en la per-
sona de quien se llamó Octaviano Santana; TERCERO: De-
clara la incompetencia de esta Corte para conocer de la 
demanda en daños y perjuicios intentada por Teolinda San-
tana, contra la Dominican Fruit and Steamship Co., C. por 
A., por tratarse en la especie de un accidente de Trabajo, re-
gido por un procedimiento especial, previsto en la ley de la 
materia; CUARTO: Condena al inculpado Rafael Ramírez 
al pago de las costas penales; QUINTO: Confirma la sen-
tencia apelada en cuanto descargó al prevenido Eladio Ro-
dríguez, por no haber cometido el delito que se le imputa; 
SEXTO: Condena a la señora Teolinda Santana, parte civil 
constituida que sucumbe, al pago de las .costas"; 

Considerando que el recurrente alega los siguientes me-
dios: "Primer Medio: Desnaturalización de los documentos 
de la causa y, como consecuencia, violación del Art. 5 de la 
Ley sobre Accidentes del Trabajo, marcada con el N9  385, 
de fecha 3 de noviembre del 1932, y del Art. 1384 del Código 
Civil"; "Segundo Medio: Falsa motivación y, en consecuen-
cia, violación del Art. 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil o del Art. 190 del Código de Procedimiento Criminal"; y 
"Tercer Medio.— Violación del Art. 130 del Código de Pro-
cedimiento Civil"; 

Considerando, en cuanto al pri,mer medio, que el recu-
rrente sostiene que el día en que ocurrió el accidente, o sea 
el cuatro de julio de mil novecientos cincuenta y siete, la 
Dominican Fruit and Steamship Co., C. por A., no había 
obtenido la Póliza X-2221-3076, expedida por la Caja Do- 
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minicana de Seguros Sociales, Departamento.de  Accidentes 
del Trabajo, el dos de agosto del mismo ario, y que la sen-
tencia no expresa "si después de ocurrido un accidente de 
la naturaleza del que ahora se discute, le es permitido a 

lin patrono gestion,ar y obtener una póliza de seguro con 
efecto retroactivo que cubra las mejoras"; pero, 

Considerando que la cuéstión de saber si la antes men-
cionada póliza cubre o no cubre los riesgos del accidente 
acaecido el cuatro de julio de mil novecientos cincuenta y 
siete, en el cual perdió la vida el trabajador Octaviano San-
tana, es indiferente para la solución de este caso, pues el 
úhico efecto que produce el seguro es, según lo dispone el 
artículo 5 de la Ley N" 385, de 1932, liberar al patrono de 
las obligaciones que le impone dicha ley, las cuales son 
asumidas por el asegurador; 

Considerando que, en la especie, lo indispensable es de-
terminar si la Corte a qua es incompentente —como lo ha 
admitido-- o si no lo es para estatuir sobre la demanda en 
daños y perjuicios, fundada en el artículo 1384 del Código 
Civil, que ha intentado la actual recurrente contra la Do-
minican Fruit and Steamship Company, C. por A.; 

• Considerando que el artículo 1 de la Ley NI' 385, de 
1932, sobre Accidentes del Trabajo,- declara acciderite de 
trabajo toda lesión corporal que sufra el obrero, trabajador 
o empleado con ocasión o por consecuencia del trabajo que 
ejecuta por cuenta ajena; que, por consiguiente, debe re-
putarse accidente de trabajo el que ha sobrevenido durante 
el tiempo y en el lugar del trabajo, aún cuando, en el mo-
mento en que se produjo, el obrero no trabajaba; que, ade-
más, la mencionada ley, que es de carácter imperativo, so-
mete los accidentes de trabajo a un régimen taxativo de 
reparación, al cual no se aplica el derecho común de la res-
ponsabilidad a que se refieren los artículós 1382 y siguientes 
del Código Civil, y organiza, finalmente, un procedimiento 
especial para reclamar la reparación; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 

de conformidad con los elementos de prueba aportados en 
la instrucción de la causa, lo siguiente: "a) que él día 4 de 
julio de 1957, los inculpados Eladio Rodríguez y Rafael Ra-
mírez, así como Octaviano Santana y otros compañeros, se 
encontraban trabajando en una finca de la Compañía Do-
minican Fruit and Steamship Co., C. por A., como trabaja-
dores asalariados de dicha entidad, bajo la dirección del ca-
pataz Francisco Díaz"; "b) que el trabajo que estaban rea-
lizando ese día, el cual iniciaron a las 6 a.m., consistía en 
fumigar las plantaciones de guineo de la referida compañía, 
para cuya labor se utilizaba un tractor Internacional, que 
era manejado por el tractorista Eladio Rodríguez"; "c) que 
el inculpado Rafael Ramírez y Octaviano Santana, actuaban 
como fumigadores en el trabajo que se realizaba ese día"; 
"ch) que siendo aproximadamente las 9:30 a.m., se terminó 
el líquido de fumigar, y el inculpado Eladio Rodríguez fué 
a buscarlo en el mismo tractor, para a su regreso continuar 
el trabajo de fumigación que estaban llevando a cabo"; "d) 
que aprovechando esa circunstancia, fué preparado el des-
ayuno de los trabajadores, y cuando regresó Eladio Rodrí-
guez de abastecer de líquido el tractor, el capataz Francisco 
Díaz dispuso que se desayunaran"; "e) que mientras se en-
contraban desayunando, el inculpado Rafael Ramírez subió 
sobre el tractor que estaba "prendido" para seguir el traba-
jo, y lo puso en marcha tan torpemente, que golpeó mortal-
mente a Octaviano Santana, quien se hallaba durmiendo, co-
mo a veinte metros de distancia, en espera de que se re-

. anudara el trabajo"; 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente que 
las lesiones que le produjeron la muerte al trabajador Octa-
viano Santana constituyen un acddente de trabajo, en el sen-
tido del artículo 1 de la citada ley, tal cual ha sido inter-
pretado; que, por otra parte, como la misma ley establece 
reglas especiales de competencia y un procedimiento particu- 
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minicana de Seguros Sociales, Departamento de Accidentes 
del Trabajo, el dos de agosto del mismo año, y que la sen-
tencia no expresa "si después de ocurrido un accidente de 
la naturaleza del que ahora se discute, le es permitido a 

"Un patrono gestionar y obtener una póliza de seguro con 
efecto retroactivo que cubra las mejoras"; pero, 

Considerando que la cuestión de saber si la antes men-
cionada póliza cubre o no cubre los riesgos del accidente 
acaecido el cuatro de julio de mil novecientos cincuenta y 
siete, en el cual perdió la vida el trabajador Octaviano San-
tana, es indiferente para la solución de este caso, pues el 
único efecto que produce el seguro es, según lo dispone el 
artículo 5 de la Ley N" 385, de 1932, liberar al patrono de 
las obligaciones que le impone dicha ley, las cuales son 
asumidas por el asegurador; 

Considerando que, en la especie, lo indispensable es de-
terminar si la Corte a qua es incompentente —como lo ha 
admitido— o si no lo es para estatuir sobre la demanda en 
daños y perjuicios, fundada en el artículo 1384 del Código 
Civil, que ha intentado la actual recurrente contra la Do-
minican Fruit and Steamship Company, C. por A.; 

• Considerando que el artículo 1 de la Ley N" 385, de 
1932, sobre Accidentes del Trabajo,• declara acciderite de 
trabajo toda lesión corporal que sufra el obrero, trabajador 
o empleado con ocasión o por consecuencia del trabajo que 
ejecuta por cuenta ajena; que, por consiguierite, debe re-
putarse accidente de trabajo el que ha sobrevenido durante 
el tiempo y en el lugar del trabajo, aún cuando, en el mo-
mento en que se produjo, el obrero no trabajaba; -  que, ade-
más, la mencionada ley, que es de carácter imperativo, so-
mete los accidentes de trabajo a un régimen taxativo de 
reparación, al cual no se aplica el derecho común de la res-
ponsabilidad a que se refieren los artículós 1382 y siguientes 
del Código Civil, y organiza, finalmente, un procedimiento 
especial para reclamar la reparación; 

Considerando que la Corte a qua. dió por establecido, 
de conformidad con los elementos de prueba aportados en 
la instrucción de la causa, lo siguiente: "a) que él día 4 de 
julio de 1957, los inculpados Eladio Rodríguez y Rafael Ra-
mírez, así como Octaviano Santana y otros compañeros, se 
encontraban trabajando en una finca de la Compañía Do-
minican Fruit and Steamlhip Co., C. por A., como trabaja-
dores asalariados de dicha entidad, bajo la dirección del ca-
pataz Francisco Díaz"; "b) que el trabajo que estaban rea-
lizando ese día, el cual iniciaron a las 6 a.m., consistía en 
fumigar las plantaciones de guineo de la referida compañía, 
para cuya labor se utilizaba un tractor Internacional, que. 
era manejado por el tractorista Eladio Rodríguez"; "e) que 
el inculpado Rafael Ramírez y Octaviano Santana, actuaban 
como fumigadores en el trabajo que se realizaba ese día"; 
"ch) que siendo aproximadamente las 9:30 a.m., se terminó 
el líquido de fumigar, y el inculpado Eladio Rodríguez fué 
a buscarlo en el mismo tractor, para a su regreso continuar 
el trabajo de fumigación que estaban llevando a cabo"; "d) 
que aprovechando esa circunstancia, fué preparado el des-
ayuno de los trabajadores, y cuando regresó Eladio Rodrí-
guez de abastecer de líquido el tractor, el capataz Francisco 
Díaz dispuso que se desayunaran"; "e) que mientras se en-
contraban desayunando, el inculpado Rafael Ramírez subió 
sobre el tractor que estaba "prendido" para seguir el traba-
jo, y lo puso en marcha tan torpemente, que golpeó mortal-
mente a Octaviano Santana, quien se hallaba durmiendo, co-
mo a veinte metros de distancia, en espera de que se re-

anudara el trabajo"; 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente que 
las lesiones que le produjeron la muerte al trabajador Octa-
viano Santana constituyen un accidente de trabajo, en el sen-
tido del artículo 1 de la citada ley, tal cual ha sido inter-
pretado; que, por otra parte, como la misma ley establece 
reglas especiales de competencia y un procedimiento particu- 
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lar para obtener la reparación del perjuicio, la Corte a qua 
no cometió ninguna violación de la ley al declarar su in-
competencia para conocer de la demanda en daños y per-
juicios intentada por Teolinda Santana contra la Dominican 
Fruit and Steamship Co., C. por A., por lo cual el medio que 
se examina debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al segundo y al tercer medios 
reunidos, en los cuales se denuncia falta de motivos y la 
violación del artículo 130 del Código de Procedimiento Civil, 
que todo lo anteriormente expuesto demuestra que la sen-
tencia impugnada contiene motivos suficientes que justifican 
plenamente lo decidido por la Corte a qua en cuanto a la com-
petencia; que, además, la condenación de la parte civil al 
pago de las costas correspondientes a la acción civil era 
procedente, pues dicha parte sucumbió en la demanda y la 
condenación fué solicitada por la persona puesta en causa 
como civilmente responsable; que, consecuentemente, estos 
medios, como el anterior carecen de fundamento y deben ser 
desestimados; 

Considerando que la recurrente, aunque ha sucumbido 
en casación no puede ser condenada al pago de las costas, 
pues como la persona civilmente responsable no ha inter-
venido en esta instancia, no ha podido concluir en tal sentido 
y esta condenación no puede ser pronunciada de oficio; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Teolinda Santana, contra sentencia pronunciada 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal el veintidós de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-
tivo se copia en otra parte del presente fallo; 

(Firrnados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-
ma.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. , _ 
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, La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

au-

diencia 
pública del día, mes y ario en él expresados y fu& 

firrnada; leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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lar para obtener la reparación del perjuicio, la Corte a qua 
no cometió ninguna violación de la ley al declarar su in-
competencia para conocer de la demanda en daños y per-
juicios intentada por Teolinda Santana contra la Dominican 
Fruit and Steamship Co., C. por A., por lo cual el medio que 
se examina debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al segundo y al tercer medios 
reunidos, en los cuales se denuncia falta de motivos y la 
violación del artículo 130 del Código de Procedimiento Civil, 
que todo lo anteriormente expuesto demuestra que la sen-
tencia impugnada contiene motivos suficientes que justifican 
plenamente lo decidido por la Corte a qua en cuanto a la com-
petencia; que, además, la condenación de la parte civil al 
pago de las costas correspondientes a la acción civil era 
procedente, pues dicha parte sucumbió en la demanda y la 
condenación fué solicitada por la persona puesta en causa 
como civilmente responsable; que, consecuentemente, estos 
medios, como el anterior carecen de fundamento y deben ser 
desestimados; 

Considerando que la recurrente, aunque ha sucumbido 
en casación no puede ser condenada al pago de las costas, 
pues como la persona civilmente responsable no ha inter-
venido en esta instancia, no ha podido concluir en tal sentido 
y esta condenación no puede ser pronunciada de oficio; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Teolinda Santana, contra sentencia pronunciada 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal el veintidós de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-
tivo se copia en otra parte del presente fallo; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amia-
ma.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- , 

diencia pública del día, mes y ario en él expresados y fu& 
firmada; leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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:SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

-atta/encía impugnada; Tribunal Superior de Tierras, de fecha 6 
de mayo de 1957. 

Materia: Tierras. 

Ateeurrentes: Meregildo o Hermenegildo Fernández y Compartes. 
migado: Lic. José Gabriel Rodríguez L.. 

liteekirridos: Alejandro Jiménez y Compartes. 

Abogados: Dr. Federico C. Alvarez hijo y Lic. Federico C. Alvarez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte. de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Juan A. More_ l, Segundo Sus-41-uto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén; 
]Dr. Carlos Manuel Lamarché Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín" Aybar y Clodo-
lniro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario. General, en 
la, Sala donde celebra sus audiencias„ en Ciudad Trujillo; 
DiltritOr  Nacional, hoy día diecinueve del mes de mayo de 

- mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, die- 

:la en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
:sentencia:  

-Sobre el recurso de casáéión interpuesto por Meregildo 
o Hermenegildo Fernández, cédula 1243, serie 33, sello 3044510; Leonidas Fernández, cédula 726, serie 1 3, sello 
2749301; Esperanza Fernández, cédula 1461, serie 33, sello 
1108412; María E. Fernández, cédula 2724, serie 33, sello 
1076758; Juan Fernánd-n, cédula 4081, serie 33, exonerado 

•.igor invalidez física; Petronila Mercedes Fernández, cédula 
.3800, serie 33, sello 1078633, y Luz. María Fernández, cédula  

3586, serie 33, sello 978299, agricultores los varones y de 
oficios domésticos las mujeres, mayores de edad, domicilia-
dos y residentes en la sección Jinamagao, del Municipio de' 
Valverde, Provincia de Santiago, los dos primeros en su 
calidad de hijos legítimos del finado José María Fernández 
(a) Maroa, y los últimos en calidad de hijos de la señora 
Fermina Fernández, hija esta última, también lesítirria de 
José María .Fernáirdez (a) Maroa, contra Decisión 1`4 9  uno 

del Tribunal Superior de Tierras, de fecha seis de mayo 
del año de mil novecientos cincuenta y siete, cuyO disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del. rol; 
Oído el doctor Manuel Tomás Rodríguez Martínez, cé-

dula 42155, serie 1a ,, sello 49689, en representación del Lic. 
José Gabriel Rodríguéz L., cédula 4607, serie 31, sello 7727, 
abogado de la parte recurrente, en la lectura de sus con- , 
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procuradór .General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein 
tiocho de junio de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el licenciado J. Gabriel Rodríguez L., abogado de 
los recurrentes, en el cual se invocan los medios que luego 
se indican; - 

Visto el memorial, de defensa suscrito por el Dr. Fede-

ríco C. Alvarez hijo, cédula 38684, serie 31, sello 7459, por 
sí y a nombre- del licenciado Federico C. Alvarez, -cédula 
4041, serie 1, sello 267, abogados de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber déli-
berado, y vistos los artículos 2265 del.Código Civil; 86 de la 
Ley de Registro de Tierras; 133 del Código de Procedimiento 
Civil, y1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha diecisiete - de mayo de mil novecientos cuarenta 
y tres, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, dictó 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

-aentencia 
impugnada: Tribunal Superior, de Tierras, de fecha 6 

de mayo de 1957. 

Materia: Tierras. 

Cecurrentes: 
Meregildo o Hermenegildo Fernández y Compartes. 

Abogado: Lic. José Gabriel Rodríguez L.. 

liteeuxridos: Alejandro Jiménez y Compartes. 

bogados: Dr. Federico C. Alvarez hijo y Lic. Federico C. Alvarez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte. de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
11. Herrera Billini, Presidente; Juan A,. More_ l, Segundo Sus-tituto 

de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. 'Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Confin' Aybar y Clodo-
niim Mateo-Fernández, asistidos del Secretario. General, en 

Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo; 
Diátrito Nacional, hoy día diecinueve del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 29' déla Era de Trujillo, clic- 

-ta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente _sentencia:  

-Sobre el recurso de casaCión interpuesto por Meregildo 
o Hermenegildo Fernández, cédula 1243, serie 33, sello 
3044510; Leonidas Fernández, cédula 726, serie 1 3, sello 
2749301; Esperanza Fernández, cédula 1461, serie 33, sello 
1108412; María E. Fernández, cédula 2724, serie '33, sello 
1076758; Juan Fernández, cédula 4081, serie 33, exonerado 
per invalidez física.; Petronila Mercedes Fernández, cédula 
3800, serie 33, sello 1078633, y Luz 

María Fernández, cédula  

3586, serie 33, sello 978299, agricultores los varones y de 
oficios domésticos las mujeres, mayores de edad, domicilia-
dos y residentes en la sección Jinamagao, del Municipio de . 

 Valverde, Provincia de Santiago, los dos primeros en su 
calidad de hijos legítimos del finado José María Fernández 
(a) Maroa, y los últimos en calidad de hijos de la señora 
Fermina Fernández, hija esta última, también legítima de 
José María .Fernández (a) Maroa, contra Decisión NQ uno 
del Tribunal Superior de Tierras, de fecha seis de mayo 
del año de mil novecientos cincuenta y siete, 'cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del. rol; 
Oído el doctor Manuel Tomás Rodríguez Martínez, cé-

dula 42155, serie la-, sello 49689, en representación del Lic. 
José Gabriel Rodríguez L., cédula 4607, serie 31, sello 7727, 
abogado de la parte recurrente, en la lectura de sus con-

- clusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procuradór .General 

de la República; 
Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-

tiocho de junio de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el licenciado J. Gabriel Rodríguez L., abogado de 
los recurrentes, en el cual se invocan los medios que luego 
se indican; - 

Visto el memorial, de defensa suscrito por el Dr. Fede-
rico C. Alvarez hijo, cédula 38684, serie 31, sello 7459, por 
sí y a nombre- del licenciado Federico C. Alvarez, -cédula 
4041, serie 1, sello 267, abogados de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después' de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2265 del.Código Civil; 86 de la 
Ley de Registro de Tierras; 133 del Código de Procedimiento 
Civil, y1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha diecisiete- de mayo de mil novecientos cuarenta 
y tres, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, dictó 
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su decisión número 2, la cual en sus ordinales 3' y 49 se 
expresa así: "Parcela N° 135.—Se ordena el registro del de- 
recho de título de propiedad de ochenta tareas nacionales, 
o sean 5 Has. 53 As. y 40 Cas., con sus mejoras, dentro de 
esta parcela, las cuales constituyen la porción 
a los Sucs. de José María Fernández () Maroa, en favor Comprada 

de los señores Benita Jiménez y Sucs. de Baudilio Jiménez, 
dominicanos, mayores de edad, agricultbres, domiciliados 
y residentes en el sitio de Jinamagao, juriscl iCción de 

	C mún de Valverde (Mao); Rechazándose la reclamación for- o- 

mulada por estos reclamantes sobre la totalidad de dicha 
Parcela, por improcedente y mal fundada ; y 4.—El resto de 
la Parcela, se declara comunero"; b) que por decisión nú- 
mero 1 de fecha primero de julio de mil• novecientos cua- re 	

y tres, el Tribunal Superior de Tierras confirmó el su- 
sodicho fallo de jurisdicción original; c) que en fecha vein- 
tiocho de' febrero de mil novecientos cincuenta y cinco, el 
señor Merégildo Fernández, causahabiente de José María 
Fernández (a) Maroa, dirigió una instancia al Secretario 
del Tribunal de Tierras, con el texto siguiente: "Me permito 
por la presente suplicarle se sirva informarme sobre lo si-

guiente: sucede que mi padre José M° Fernández (Maroa) era 
el dueño de la parcela N° 135 constante de 412 tareas, la cual 
poseyó hasta su muerte; máá tarde mi hermano Leonidas 
Fernández vendió al señor Baudilio Jiménez 80 tarea de la re-
ferida parcela y más tarde, tanto él como yo, emigramos a 

otros lugares, alejándonos de los predios paternos, a mi regre-
gres° hace algunos años encontré que nuestras tierras ya no 
eran nuestras. Que el Tribunal de Tierras en ausencia de re-
clamadores, había declarado una parte comunera pero ha-
bía reconocido y adjudicado las 80 tareas que mi hermano ha-
bía vendido al señor Jiménez. De esta manera se estableció 
nuestro derecho sobre las tierras pues se aceptó la legitimi-
dad de la venta hecha por mi hermano.— Quisiera que Ud. 
me informara si existe algún medio legal para recuerar 
nuestras tierras"; d) que en fecha ocho de septiembre de 
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mil novecientos cincuenta y cinco, el Presidente del Tribu-
nal de Tierras dictó un auto designando al Juez residente 

l̀en Santiago, para conocer de dicha instancia en jurisdicción 
original, y decidir si la mencionada parcela había perdido o 
no su carácter de comunera, y en favor de quien se hiciera 
el registro; e) que el Juez apoderado del caso, después de 
celebrar dos audiencias públicas y contradictorias, dictó su 
decisión N9  1 de 'fecha trece de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y seis, cuyo texto es el siguiente: "PARCELA 
NUMERO 135.— 1° Que debe rechazar y rechaza la recla-
mación formulada por los Sucesores de Baudilio Jiménez y 
Benita Viuda Jiménez, domiciliados y residentes en Ponton- - 
cito, Municipio de Esperanza, por improcedente e infundada; 
declarando de mala fé las mejoras fomentadas por éstos, 
las cuales se encuentran regidas por la primera parte del 
artículo 555 del Código Civil; 2° Que debe ordenar y orde-
na el registro del derecho de propiedad del resto dé esta par-
cela, declarando comunero por decisión del primero de ju-
lio de 1943, en favor de Leonidas Fernández, Meregildo o 
Hermenegildo Fernández y Sucesores de Fermina Fernán-
dez, domiciliados y residentes en Remate, Municipio de Val-
verde, en comunidad y para que se dividan conforme sea de 
derecho"; f) que disconforme con esta decisión la señora . 

 Benita Vda. Jiménez y los' sucesores de Baudilio Jiménez, in-
terpusieron recurso de apelación en tiempo hábil, mediante 
carta dirigida al Secretario del Tribunal de Tierras el 20 
de diciembre de 1956, a nombre de los apelantes, por el Dr. 
Federico C. Alvarez hijo; g) que de este recurso conoció 
el Tribunal Superior de Tierras, dictando sobre el caso en 
fecha seis de mayo del año mil novecientos cincuenta y siete, 
la decisión ahora recurrida, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: 1°—Se acoge el recurso de apelación interpuesto por 
el Dr. Federico C. Alvarez hijo, en nombre de la señora 
Benita Vda. Jiménez y de los Sucs. del finado Baudilio Ji-
ménez, contra la Decisión N° 1 dictada por el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 13 de diciembre 
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su decisión número 2, la cual en sus ordinales 30 y 49 se 
expresa así: "Parcela N° 135.—Se ordena el registro del de- 
recho de título de propiedad de ochenta tareas nacionales, 
o sean 5 Has. 53 As. y 40 Cas., con sus mejoras, dentro de 
esta parcela, las cuales constituyen la porción 
a los Sucs. de José María Fernández () Maroa, en favor Comprada 

de los señores Benita Jiménez y Sucs. de Baudilio Jiménez, 
dominicanos, mayores de edad, agricultóres, domiciliados 
y residentes en el sitio de Jinamagao, juricción de 

	C mún de 'Valverde (Mao); Rechazándose lasdf 
reclamación

la 
 for- 

o- 

mulada por estos reclamantes sobre la totalidad de dicha 
Parcela, por improcedente y mal fundada ; y 4.—E1 resto de 
la Parcela, se declara comunero"; b) que por decisión nú-
mero 1 de fecha primero de julio de mil• novecientos cua-re 	

y tres, el Tribunal Superior de Tierras confirmó el su- 
sodicho fallo de jurisdicción original; c) que en fecha vein-
tiocho de' febrero de mil novecientos cincuenta y cinco, el 
señor Merégildo Fernández, causahabiente de José María 
Fernández (a) Maroa, dirigió una instancia al Secretario 
del Tribunal de Tierras, con el texto siguiente: "Me permito 
por la presente suplicarle se sirva informarme sobre lo si-

guiente: sucede que mi padre José Ma Fernández (Maroa) era 
el dueño de la parcela No 

135 constante de 412 tareas, la cual 
poseyó hasta su muerte; máá tarde mi hermano Leonidas 
Fernández vendió al señor Baudilio Jiménez 80 tarea de la re-
ferida parcela y más tarde, tanto él como yo, emigramos a 
otros lugares, alejándonos de los predios paternos, a mi regre-
gres° hace algunos años encontré que nuestras tierras ya no 
eran nuestras. Que el Tribunal de Tierras en ausencia de re-
clamadores, había declarado una parte comunera pero ha-
bía reconocido y adjudicado las 80 tareas que mi hermano ha-
bía vendido al señor Jiménez. De esta manera se estableció 
nuestro derecho sobre las tierras pues se aceptó la legitimi-
dad de la venta hecha por mi hermano.— Quisiera que Ud. 
me informara si existe algún medio legal para recuperar 
nuestras tierras"; d) que en fecha ocho de septiembre de 
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mil novecientos cincuenta y cinco, el Presidente del Tribu-
nal de Tierras dictó un auto designando al Juez residente 

ffpn Santiago, para conocer de dicha instancia en jurisdicción 
original, y decidir si la mencionada parcela había perdido o 
no su carácter de comunera, y en favor de quien se hiciera 
el registro; e) que el Juez apoderado del caso, después de 
celebrar dos audiencias públicas y contradictorias, dictó su 
decisión N9  1 de 'fecha trece de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y seis, cuyo texto es el siguiente: "PARCELA 
NUMERO 135.— 10  Que debe rechazar y rechaza la recla-
mación formulada por los Sucesores de Baudilio Jiménez y 
Benita Viuda Jiménez, domiciliados y residentes en Pontón- -
cito, Municipio de Esperanza, por improcedente e infundada; 
declarando de mala fé las mejoras fomentadas por éstos, 
las cuales se encuentran regidas por la primera parte del 
artículo 555 del Código Civil; 2° Que debe ordenar y orde-
na el registro del derecho de propiedad del resto dé esta par-
cela, declarando comunero por decisión del primero de ju-
lio de 1943, en favor de Leonidas Fernández, Meregildo o 
Hermenegildo Fernández y Sucesores de Fermina Fernán-
dez, domiciliados y residentes en Remate, Municipio de Val-
verde, en comunidad y para que se dividan conforme sea de 
derecho"; f) que disconforme con esta decisión la señora . 

 Benita Vda. Jiménez y los'sucesores de Baudilio Jiménez, in-
terpusieron recurso de apelación en tiempo hábil, mediante 

.carta dirigida al Secretario del Tribunal de Tierras el 20 
de diciembre de 1956, a nombre de los apelantes, por el Dr. 
Federico C. Alvarez hijo; g) que de este recurso conoció 
el Tribunal Superior de Tierras, dictando sobre el caso en 
fecha seis de mayo del año mil novecientos cincuenta y siete, 
la decisión ahora recurrida, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: 1°—Se acoge el recurso de apelación interpuesto por 
el Dr. Federico C. Alvarez hijo, en nombre de la señora 
Benita Vda. Jiménez y de los Sucs. del finado Baudilio Ji-
ménez, contra la Decisión N° 1 dictada por el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original en fecha 13 de diciembre 
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de 1956, relativa a la porción declarada comunera dentro ' 
de la parcela N9 13, del D. C. No 6 del Municipio de Valver- .  de.— 29—Se revoca en todas sus partes la decisión impug  
nada.— 3°—Se mantiene la decisión N9 2 dictada por el 
Tribunal Superior de Tierras en fecha 17 de mayo de 1943, 

. en cuanto declara comunera una porción de la parcela N9 
135, del referido Distrito Catastral"; 

Consideran_do que los recurrentes invocan en su memo-
rial kis medios que se indican a continuación: "Primer Me-
dio: Violación de los artículos 2229, 2235 y 2265 o 2262 del 
Código Civil, combinados con los artículos 128 y 271 de la 

• Ley 1542 sobre Registro de Tierras; Segundo Medio: Viola-
ción concomitante de los artículos 128 y 271 de la Ley 1542; 
Tercer Medio: Violación del artículo 84 de la Ley 1542 com-
binado con el 141 del Código de Procedimiento Civil y el 
1315 del Código Civil. Falta de base legal. Motivos ambiguos, 
oscuros y contradictorios"; 

Considerando, en lo que concierne al primer medio, que 
los recurrentes alegan que-"para revocar la sentencia del 
trece de diciembre de mil novecientos cincuenta _y seis, se 
funda el Tribunal Superior de -Tierras en una doctrina real-
mente inadmisible, puesto que desconoce la letra y el espíri-
tu de los artículos 2262 y 2265 del Código Civil y, por vía 
de consecuencia, disposiciones de la Ley 1542 sobre Registro 

- de Tierras"; qge "en efecto, el Tribunal Superior de Tierras, 
.delpués de admitir" que si bien es cierto que el hecho de. 
que una porción de terreno sea declarada comunera en el 
proceso de saneamiento, no supone un estado permanente 
sino provisional, más adelante contradice esa proposición 
para afirmar, contra toda lógica y contra los preceptos le-
gales contenidos en los artículos 2262 y 2265 del Código Ci-
vil y del artículo 271 de la Ley 1542, "que el cese de tal es-
tado transitorio no puede tener efecto por causa de hechos 
ocurridos en su totalidad con anterioridad a la decisión defi-
nitiva que_ha reconocidp la naturaleza comunera del terreno 
.en-cuestión, sino por la ocurrencia de hechos posteriores"; 

BOLETÍN JUDICIAL 

Considerando que los recurrentes alegaron en apoyo de 

SUS 
reclamaciones por ante el Tribunal a quo que ellos ha-

bían adquirido a la fecha de la decisión del Juez de Jurisdic• • 
ción Original que declaró comunera el resto de la parcela 
N9 135 del Distrito Catastral N I>  6, por efecto de una pose-

sión-  de más de treinta años, "ejercida entre los años 1910. 
a 1942", año este último en que, después de haber vendido 
ochenta tareas a Baudilio. Jiménez, trasladaron su residencia 
a La Lomota, jurisdicción de Puerto Plata; 

Considerando que el Tribunal a quo para desestimar 
la reclamación de los recurrentes se fundó, efectivamente, 
tal como ha sido llegado, en que "si bien es cierto que el 
hecho' de que una posesión de terreno sea declarada comu-
nera en el proceso de saneamiento, no supone un estado 

• permanente, sino provisional, no es menos cierto que el ce- 
-. se de.tal estado transitorio no puede tener efecto por causa 

.de hechos ocurridos en su totalidad con anterioridad a la 
decisión definitiva que ha reconocida la naturaleza comu- 
nera del terreno en cuestión, sino Orla ocurrencia de he- 
chos posteriores; qué en la especie los alegatos del señor 
Leonidas Fernández y compartes, según los cuales ellos ha- 
bían adquirido la propiedad de dicha porción de terreno 
declarada comunera; exclusivamente por efecto . de una po- 

sesión ejercida entre los años 1910 y 1942 hubieran podido 
tener eficacia ante los jueces del saneamiento cuando dichos 
señores hubiesen formulado su reclamación durante el pro- 
ceso de .saneamiento que tuvo; lugar en mil novecientos 
cuarenta y tres, pero no después de haber transcurrido más 
de doce años con posterioridad a la decisión del Tribunal 
Superior de Tierras que puso punto final al saneamiento"; 

Considerando que las sentencias qué declaran un terre-
no comunero, no pueden surtir el efecto de aniquilar dere-
chos no invocados o situaciones jurídicas anteriores; que 
ese efecto, sólo lo producen, al tenor del artículo 86 de -la 
Ley de Registro de Tierras, las sentencias "dictadas en fa-
vor de la persona que tenga derecho al registro del terreno 

111—  
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de 1956, relativa a la porción declarada comunera dentro 
de la parcela N9 13, del D. C. No 6 del Municipio de Valver-
de.— 29—Se revoca en todas sus partes la decisión impug-
nada.— 3°—Se mantiene la decisión N9 2 dictada por el 
Tribunal Superior de Tierras en fecha 17 de mayo de 1943, 

. en cuanto declara comunera una porción de la parcela N'? 
135, del referido Distrito Catastral"; 

Consideran_do que los recurrentes invocan en su memo- 
rial lbs medios que se indican a continuación: "Primer Me- 
dio: Violación de los artículos 2229, 2235 y 2265 o 2262 del 
Código Civil, combinados con los artículos 128 y 271 de la 

• Ley 1542 sobre Registro de Tierras; Segundo Medio: Viola- 
,ción concomitante de los artículos 128 y 271 de la Ley 1542; 
Tercer Medio: Violación del artículo 84 de la Ley 1542 com- 
binado con el 141 del Código de Procedimiento Civil y el 
1315 del Código Civil. Falta de base legal. Motivos ambiguos; 
oscuros y contradictorios"; 

Considerando, en lo que concierne al primer medio, que 
los recurrentes alegan que.-"para revocar la sentencia del 
trece de diciembre de mil novecientos cincuenta _y seis, se 
funda el Tribunal Superior de -Tierras en una doctrina real-
mente inadmisible, puesto que desconoce la letra y el espíri-
tu de los artículos 2262 y 2265 del Código Civil y, por vía 
de consecuencia, disposiciones de lá Ley 1542 sobre Registro 

- de Tierras"; que "en efecto, el Tribunal Superior de Tierras, 
después de, admitir" que si bien es cierto que el hecho de _ 
que una porción de terreno sea declarada comunera en el 
proceso de saneamiento, no supone un estado permanente 
sino provisional, más adelante contradice esa proposición 
para afirmar, contra toda lógica y contra los preceptos le-
gales contenidos en los artículos 2262 y 2265 del Código Ci-
vil y del artículo 271 de la Ley 1542, "que el cese de tal es- - 
tado transitorio no puede tener efecto por causa de hechos 
ocurridos en su totalidad con anterioridad a la decisión defi- 
nitiva que ha reconocido la naturaleza comunera del terreno 
.en cuestión, sino por la ocurrencia de hechos posteriores"; 

Considerando que los recurrentes alegaron en apoyo de 

sus reclamaciones por ante el Tribunal a quo que ellos ha-
bían adquirido a la fecha de la decisión del Juez de Jurisdic• • 
ción Original que declaró comunera el resto de la parcela 

N9  135 del Distrito Catastral N° 6, por efecto de una pose-

sión-  de más de treinta años, "ejercida entre los años 1910. 
a 1942", año este último en que, después de haber vendido 
ochenta tareas a Baudilio Jiménez, trasladaron su residencia 
a La Lomota, jurisdicción de Puerto Plata; 

Considerando que el Tribunal a quo para desestimar 
la reclamación de los recurrentes se fundó, efectivamente, 
tal como ha sido alegado, en que "si bien es cierto que el 
hecho• de que una posesión de terreno sea declarada comu-
nera en el proceso de saneamiento, no supone un estado 

. permanente, sino provisional, no es menos cierto que el ce-
se de.tal estado transitorio no puede tener efecto por causa 
.de hechos ocurridos en su totalidad con anterioridad a la 
decisión definitiva qué ha reconocido -  la naturaleza comu-
nera del terreno en cuestión, sino Orla ocurrencia de he-
chos posteriores; qué en la especie los alegatoá del señor 
Leonidas Fernández y compartes, según los cuales ellos ha-

bían adquirido la propiedad de dicha porción de terreno 
declarada comunera; exclusivamente por efecto de una po-
sesión ejercida entre los años 1910 y 1942 hubieran podido 
tener eficacia ante los jueces del saneamiento cuando dichos 
señores hubiesen formulado su reclamación durante el pro-
ceso de saneamiento que tuvo: lugar en mil novecientos 
cuarenta y tres, pero no después de haber transcurrido más 
de doce años con posterioridad a la decisión del Tribunal 
Superior de Tierras que puso punto final al saneamiento"; 

(.! Considerando que las sentencias que -declaran un terre-
no comunero, no pueden surtir el efecto de aniquilar dere-
chos no invocados o situaciones jurídicas anteriores; que 
ese efecto, sólo lo producen, al tenor del artículo 86 de -la 
Ley de Registro de Tierras, las sentencias "dictadas en fa-
vor de la persona que tenga derecho al registro del terreno 
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o parte del mismo"; que, por consiguiente, a menos-que se 
haya-  iniciado el proceso ,de depuración de títulos y de par-
tición, y haya surgido, eh conformidad al artículo 104 de la 
misma ley, una sentencia que distribuya los terrenos comu-
neros de un sitio entre las acciones ya depuradas, será siem-

. pre posible invocar la prescripción, independientemente de 
que ésta se haya cumplido antes o después de la decisión que 
declaró el carácter comunero al terreno, pues es la forma 
de poder excluir del sitio a partir, aquellas extensiones "so-
bre las cuales tenga derecho por prescripción otra persona", 
según lo establece el artículo 2 de la Ley de Registro de 
Tierras; Iluesen este orden de ideas se pone de manifiesto que 
al negar el Tribunal a quo a los recurrentes, quienes no fue-
ron reclamantes en el juicio de saneamiento original, el dere-
cho a invocar la prescripción, ha violado por 'desconocimien- • 
to, el artículo' 2265 del Código Civil y consecuentemente, 
ha desconocido también el artículo 86 de la de Registro de 
Tierras, por lo que sin necesidad de examinar los demás me-
dios del recurso, la decisión recurrida debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la decisión pronun-
ciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha seis de 
mayo de.mil  novecientos cincuenta y siete, en relación con 
la Parcela N 9  135 del Distrito Catastral N° 6, del Municipio 
de Valverde, cuyo dispositivo ha sido transcrito en otro lu-
gar del presente tallo, y envía el asunto por ante el indicado 
Tribunal Superior de Tierras; y Segundo: condena a los in-
timados al pago de las costas, declarándolas distraídas en 
provecho del Lic. José Gabriel Rodríguez Largier, abogado 
de los 'recurrentes, quien ha afirmado haberlas avanzado 
en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— LuiS Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

1  
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
« señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

o 
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Tribunal Superior de Tierras; y Segundo: condena a los in-
timados al pago de las costas, declarándolas distraídas en 
provecho del Lic. José Gabriel Rodríguez Largier, abogado 
de los `recurrentes, quien ha afirmado haberlas avanzado 
en su mayor parte. 
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mián Báez B.— LuiS Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

BOLETIN JUDICIAL 
	 1007 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Benefactor de fecha 10 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Livio Amador. 

Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida .por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. More], Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día diecinueve del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-

- dencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Livio Ama-
dor, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domi-
ciliado y residente en el paraje "El Naranjo", sección "Las 
Carreras", municipio de Las Matas de Farfán, cédula 6394, 
serie 11, sello 823164, contra sentencia pronunciada en gra-
do de apelación, en sus atribuciones correccionales,' por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bene-
factor, en fecha diez de diciembre del año mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha once de diciembre 
del año mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
del Lic. Angel S. Cánó Pelletier, cédula 334, serie 10, sello 
3743, abogado del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado, de casación; 

Visto el nfemorial de casación de fecha cinco de mara} 
del año en curso (1958), en el cual se invoca "la violación 
del derecho de defensa y en consecuencia violación del Art. 
9 bis de la Ley N° 1688 sobre conservación Forestal, y ade-
más, violación del Art. 155 del Código de Procedimiento 
Criminal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber Mi.. 
berado, y vistos los artículos 2, 9 bis y 14 de la Ley N° 1688,„ 
del año 1948, modificada por la Ley N° 1746 del mismo año?, 
y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha primero de abril de mil novecientos cincuenta y 
siete, Braudilio Sierra, Policía Forestal, levantó un acta en 
la que consta que Livio Amador "había hecho un desmonte-
a la orilla del arroyo "Morón" sin haber dejado los metrm 
correspondientes que establece la Ley N° 1688 sobre Con-
servación Forestal"; b) qtle el Juzgado de Paz de Las Ma-
tas de Ferian, apoderado del hecho, prohnció en fecha vein-
te y nueve de abril del año mil novecientos cincuenta y sie-
te, la sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: 
Que debe condenar y condena al nombrado Livio Amador-
de generales anotadas, a pagar veinticinco pesos oro de mul-
ta, compensables con prisión a razón de un día por cada 
peso dejado de pagar y a sufrir la pena de un mes de pri-
sión correccional y al pago de las costas, por el hecho de , 

 haber efectuado un desmonte a orillas del arroyo Morón,„ 
sin el permiso correspondiente"; 

o"' 
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SENTENCIA DE - FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito-

Judicial de Benefactor de fecha 10 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Livio Amador. 

Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana- 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces -  licenciados 
H. Fierren. Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy' día diecinueve del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia; 95' de la Restauración y 29' de la Era \  de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Livio Ama-. 
dor, dominicano, mayor de edad, soltero, agricUitor, domi-
ciliado y residente en el paraje "El Naranjo", sección "Las 
Carreras", municipio de Las Matas de Farfán, cédula 6394, 
serie 11, sello 823164, contra sentencia pronunciada en gra-
do de apelación, en sus-atribuciones correccionales, -por el 
Juzgado de Primera Instancia del 'Distrito Judicial de Bene-
factor, en fecha diez de diciembre del año mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se , copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General.  

411e la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha once de diciembre 
del año mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
del Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula 334, serie 10, sello 
3743, abogado del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado, de casación; 

Visto el nfemorial de casación de fecha cinco de marzo. 
del año •en curso (1958), en el cual se invoca "la violación 
del derecho de defensa y en consecuencia violación del Art. 
9 bis de la Ley N 1688 sbbre conservación Forestal, y ade-
más, violación del Art. 155 del Código de Procedimiento 
Criminal"; 

La Suprema Corte de Justicia, después de- haber deli-
beradó, y vistos los artículos 2, 9 bis y 14 de la Ley N 9  1688"„ 
del año 1948, modificáda por la Ley N9  1746 del mismo año, 
y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Casadón; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que-  ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha primero de abril, de mil novecientos cincuenta y 
siete, Braudilio Sierra, Policía Forestal, levantó un acta ea 
la que conste que Livio Amador "había hecho un desmonte-
a la orilla del arroyo "Morón" sin haber dejado los metros. 
correspondientes que establece la Ley Ng 1688 sobre Con-
servación Forestal"; b) -que el Juzgado de Paz de Las Ma-
tas de Farfán, apoderado del lecho, proNnció en fecha vein-
te y nueve de abril del año mil novecientos cincuenta y sie-
te, la sentenc ia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: 
Que debe - condenar y condena al nombrado Livio Amador 
de generales anotadas, a pagar veinticinco pesos oro de mul-
ta, compensables con prisión a razón de un día por cada. 
peso dejado de pagar y á. sufrir la pena de un mes de pri-
sión correccional y al pago de las costas, por el hecho de 
haber efectuado ,un desmonte a orillas del arroyo Moróní. 
sin el permiso correspondiente"; 



Considerando; que sobre el recurso de apelación del pre‘ 
venido el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Benefactor, pronunció la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Se declara re-
gurar y válido el recurso de apelación intentado por el pre-
venido; Segundo: Se modifica la sentencia apelada y se de-
clara al prevenido culpable de violación al artículo 9 bis de 
la Ley N9  1688, y se condena a Un Mes de Prisión Correc-
cional, y a pagar una multa de veinticinco pesos y al pago 
de las costas"; 

Considerando que el recurrente alega en síntesis, que 
*".fué sometido por el delito de desmonte a orillas del arro-
yo "Morón" y que, por ese delito le condenó el Juzgado de 
Paz del municipio de Las Matas de Farfán... que, "en 
cambio, sobre su recurso de apelación... el Tribunal de 
Primera Instancia de _Benefactor, le condenó por el delito 
de tumba de árboles, sin estar provisto del permiso corres-
pondiente; que, por tanto, hubo un cambio de prevención y 
no de calificación de los hechos, y su derecho de defensa ha 
sido violado. . ."; 

Considerando que, en efecto, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto, que el recurrente Livio Ama-
dor, fué sometido a la justicia por el hecho de "desmonte a 
la orilla del arroyo "Morón", sin haber- dejado los metros 
correspondientes (treinta a cada lado) que establece la Ley 
IV" 1688 sobre Conservación Forestal", según consta en el 
acta levantada en fecha primero de abril del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, por el Policía Forestal Braudilio 
Sierra; y que por ese hecho, el cual constituye un delito, al 
tenor del artículo 2 de la indicada Ley, el mencionado pre-
venido fué condenado por el Juzgado de Paz de Las Matas 
de Farfán, a las penas de un mes de prision y veinticinco pe- 
,sos oro de multa, aplicándole las disposiciones del artículo 
14 de la misma ley; que sobre el recurso de apelación del 
mencionado prevenido, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Benefactor, modificó la sentencia apela- 

da y condenó al apelante a las penas antes indicadas, como 
autor del delito de violación al artículo 9 bis, de la indicada 
ley, que incrimina el hecho de cortar árboles maderables, 
de cualquier clase, sin estar provisto del permiso de la 
Secretaría de Estado de Agricultura; 

Considerando que lo anteriormente expuesto pone de 
manifiesto que el Tribunal a quo no ha hecho un cambio de 
calificación, lo que está permitido y aún impuesto a los jue-
ces, sino que ha cambiado la prevención, sustituyendo el 
hecho incriminado por otro distinto, lo que está prohibido; 
que al estatuir de ese modo, dicho Tribunal ha violado el dé-
recho de defensa del recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en grado de apelación en sus atribuciones correccio-
nales por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Benefactor en fecha diez de diciembre del año mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se transcribe 
en parte anterior del presente fallo y envía el asunto ante 

' el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Azua; y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.—Juan A. Morel.— Da-
mián Báez"B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Ayb .ar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que sobre el recurso de apelación del pre%, 
-venido el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Benefactor, pronunció la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Se declara re-
gurar y válido el recurso de apelación intentado por el pre-
venido; Segundo: Se modifica la sentencia apelada y se de-
clara al prevenido culpable de violación al artículo 9 bis de 
la Ley 1•19  1688, y se condena a Un Mes de Prisión Correc-
cional, y a pagar una multa de veinticinco pesos y al pago 
de las costas"; 

Considerando que el recurrente alega en síntesis, que 
"`fué sometido por el delito de desmonte a orillas del arro-
yo "Morón" y que, por ese delito le condenó el Juzgado de 
Paz del municipio de Las Matas de Farfán... que, "en 
cambio, sobre su recurso de apelación. .. el Tribunal de 
Primera Instancia de Benefactor, le condenó por el delito 
de tumba de árboles, sin estar provisto del permiso corres-
pondiente; que, por tanto, hubo un cambio de prevención y 
no de calificación de los hechos, y su derecho de defensa ha 
sido violado . . ."; 

Considerando que, en efecto, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto, que el recurrente Livio Ama-
dor, fué sometido a la justicia por el hecho de "desmonte a 
la orilla del arroyo "Morón", sin haber. dejado los metros 
correspondientes (treinta a cada lado) que establece la Ley 
351^ 1688 sobre Conservación Forestal", según consta en el 
acta levantada en fecha primero de abril del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, por el Policía Forestal Braudilio 
Sierra; y que por ese hecho, el cual constituye un delito, al 
tenor del artículo 2 de la indicada Ley, el mencionado pre-
venido fué condenado por el Juzgado de Paz de Las Matas 
de Farfán, a las penas de un mes de prision y veinticinco pe-
sos oro de multa, aplicándole las disposiciones del artículo 
14 de la misma ley; que sobre el recurso de apelación del 
mencionado prevenido, el Juzgado de Primera Instancia del • 
Distrito Judicial de Benefactor, modificó la sentencia apela- 

da y condenó al apelante a las penas antes indicadas, como 
autor del delito de violación al artículo 9 bis, de la indicada 
ley, que incrimina el hecho de cortar árboles maderables, 
de cualquier clase, sin estar provisto del permiso de la 
Secretaría de Estado de Agricultura; 

Considerando que lo anteriormente expuesto pone de 
manifiesto que el Tribunal a quo no ha hecho un cambio de 
calificación, lo que está permitido y aún impuesto a los jue-
ces, sino que ha cambiado la prevención, sustituyendo el 
hecho incriminado por aro distinto, lo que está prohibido; 
-
que al estatuir de ese modo, dicho Tribunal ha violado el de-
recho de defensa del recurrente; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en grado de apelación en sus atribuciones correccio-
nales por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Benefactor en fecha diez de diciembre del año mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se transcribe 
en parte anterior del presente fallo y envía el asunto ante 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Azua; y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.—Juan A. Morel.— Da-
mián Báez'B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Ayb .ar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 10 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Eudes Rodriguez Lazala. 
Abogado: Dr. Tomás Suzaña H. 

Interviniente: Pedro Valenzuela. 
Abogado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblicq, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados . Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecinueve del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eudes Ro-
dríguez Lazala, dominicano, mayor de edad, soltero, em-
pleado, domiciliado y residente en Las Matas de Fallan, 
cédula 8369, serie 11, sello 121, contra sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en 
atribuciones correccionales, en fecha diez de diciembre de  

mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia-
rá más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Julio C. Brache C., cédula 21229, serie 47, 

sello 4786, en representación del Dr. Tomás Suzaña, cédula 
11089, serie 12, sello 25690, abogado de la parte recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el doctor Pedro Fanduiz, cédula 932, serie 56, se-
llo 49070, en representación del Dr. J. O. Viñas Bonnelly, 
cédula 18849, serie 56, sello 25711, abogado de la parte civil 
constituida e interviniente en el presente recurso, Pedro 
Valenzuela, cédula 1250, serie 28, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el memorial de casación de fecha veinticuatro 
de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho suscrito por 
el Dr. Tomás Suzaña, abogado del recurrente, en el cual 
se alegan contra la sentencia impugnada los medios que 
más adelante se indican; 

Visto el escrito de intervención de fecha veinticuatro 
de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho suscrito por 
el Dr. J. O. Viñas Bonnelly,- abogado de la parte civil cons-
tituida e interviniente en este recurso; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 355, reformado y 463 apartado 
69, del Código Penal; 5 de la Ley N 9  1822, párrafo primero; 
1382 del Código Civil; 133 del Código de Procedimiento 
Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 10 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Eudes Rodriguez Lazala. 
Abogado: Dr. Tomás Suzaña H. 

Interviniente: Pedro Valenzuela. 

Abogado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly. 

Dios, Patria y Libertad. 
República. Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecinueve del mes de mayo de mil 
novecientos eincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eudes Ro-
dríguez Lazala, dominicano, mayor de edad, soltero, em-
pleado, domiciliado y residente en Las Matas de Farfán, 
cédula 8369, serie 11, sello 121, contra sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en 
atribuciones correccionales, en fecha diez de diciembre de  

mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia-
rá más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Julio C. Brache C., cédula 21229, serie 47, 

sello 4786, en representación del Dr. Tomás Suzaña, cédula 
11089, serie 12, sello 25690, abogado de la parte recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el doctor Pedro Fanduiz, cédula 932, serie 56, se-
llo 49070, en representación del Dr. J. O. Viñas Bonnelly, 
cédula 18849, serie 56, sello 25711, abogado de la pgrte civil 
constituida e interviniente en el presente recurso, Pedro 
Valenzuela, cédula 1250, serie 28, cuyo sello de renovación 
no consta en el expediente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren-
te, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el memorial de casación de fecha veinticuatro 
de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho suscrito por 
el Dr. Tomás Suzaña, abogado del recurrente, en el cual 
se alegan contra la sentencia impugnada los medios que 
más adelante se indican; 

Visto el escrito de intervención de fecha veinticuatro 
de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho suscrito por 
el Dr. J. O. Viñas Bonnelly,- abogado de la parte civil cons-
tituida e interviniente en este recurso; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 355, reformado y 463 apartado 
69, del Código Penal; 5 de la Ley N 9  1822, párrafo primero; 
1382 del Código Civil; 133 del Código de Procedimiento 
Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 

ji 
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en fecha quince de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y siete, presentó querella contra el nombrado Eudes Ro-
dríguez Lazala la señora Juana Rijo de Valenzuela, por el 
hecho de haber sustraído su hija menor Elba Lucía Valen-
zuela; b) que apoderado del caso el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Benefactor conoció y falló 
en fecha veintiuno de octubre de ese año mediante sentencia 
cuyo dispositivo está copiado íntegramente en el del fallo 
que es motivo de este recurso de casación; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el prevenido Eudes Ródriguez, por Pedro Va-
lenzuela, en su calidad de parte civil constituida, así como 
por el Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana, dicha Corte dictó la sen-
tencia contra la cual se recurre, cuyo dispositivo es del tenor 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y váli-
dos en cuanto a la forma, por haber sido interpuesto en 
los plazos y mediante el cumplimiento de los demás requisi-
tos legales los recursos de apelación intentados por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación y la parte civil 
constituida, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Benefactor dictada en atri-
buciones correccionales en fecha 21 del mes de octubre del 
presente año cuyo dispositivo es como sigue: 'PRIMERO: 
Se declara regulai• y válida la constitución en parte civil 
hecha en la audiencia por el señor Pedro Valenzuela, en su 
calidad de padre y tutor legal de la menor Elba Lucía Va-
lenzuela Rijo, por mediación de su abogado, Dr. José Oscar 
Viñas Bonnelly. contra el inculpado Eudes Rodríguez; SE-
GUNDO: Se descarga a dicho prevenido del delito de sus-
tracción de la menor Elba Lucía Valenzuela Rijo, por insu-
ficiencia de pruebas; TERCERO: Se rechazan las conclu-
siones de la parte civil por improcedentes y mal fundadas 
y se declaran las costas de oficio'; SEGUNDO: Revoca la 
sentencia recurrida y en consecuencia, condena a. Eudes 
Rodríguez Lazala, a dos meses de prisión correccional y  

al pago de una multa de sesenta pesos oro, compensable 
a razón de un día de prisión correccional por cada peso de-

, jado de pagar, por el delito de sustracción (momentánea) 
de la menor Elba Lucía Valenzuela Rijo, de más de 16 años 
y de menos de 18 años, en el momento del delito, acogiendo 
circunstancias atenuantes;— TERCERO: Condena al pre-
venido al pago de una indemnización de mil pesos oro, ea 
favor de la parte civil constituida Pedro Valenzuela, como 
justa reparación de los daños morales y materiales, causa-
dos con motivo del hecho delictuoso; CUARTO: Condena a 
Eudes Rodríguez Lazala, al pago de las costas, con distrac-
ción de las civiles de ambas instancias en provecho del doc-
tor José Oscar Viñas Bonnelly, abogado de la parte civil 
constituida, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte;— QUINTO: Se ordena que la indemnización será 
también compensable a razón de un día de prisión correccio-
nal por cada peso dejado de pagar en caso de insolvencia"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios: "Primero: Violación del artículo 5 de 
la Ley N9  1822 párrafo-primero; Segundo: Violación del 
artículo 355 del Código Penal; Tercero: Violación del dere-
cho de defensa; y Cuarto: Desnaturalización de los hechos 
de la causa, e insuficiencia de motivos"; 

Considerando que, en el desarrollo de su primer medio 
el recurrente alega, en síntesis, "que la Corte a qua violó 
el artículo 5 de la Ley N^ 1822, párrafo primero, porque 
dicha Corte no estaba legalmente constituida, ya que estan-
do en licencia el Procurador titular Lic. José Altagracia. 
Paniagua, estaba ejerciendo interinamente dicho cargo el 
Abogado de Oficio de esa Corte Dr. Alcedo Arturo Ramírez 
F., quien en la mañana del día diez de diciembre de 1957, 
día de la causa, se excusó por estar enfermo; que no obstan-
te eso, la Corte mandó a buscar al Lic. Humberto Terrero 
y á las nueve horas de la mañana se le dió apertura a la au-
diencia sin haber sido llamado ni comunicado dicho ahoga- 
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en fecha quince de septiembre de mil novecientos cincuenta 
y siete, presentó querella contra el nombrado Eudes Ro-
dríguez Lazala la señora Juana Rijo de Valenzuela, por el 
hecho de haber sustraído su hija menor Elba Lucía Valen-
zuela; b) que apoderado del caso el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Benefactor conoció y falló 
en fecha veintiuno de octubre de ese año mediante sentencia 
cuyo dispositivo está copiado íntegramente en el del fallo 
que es motivo de este recurso de casación; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el prevenido Eudes Ródríguez, por Pedro Va-
lenzuela, en su calidad de parte civil constituída, así como 
por el Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana, dicha Corte dictó la sen-
tencia contra la cual se recurre, cuyo dispositivo es del tenor 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y váli-
dos en cuanto a la forma, por haber sido interpuesto en 
los plázos y mediante el cumplimiento de los demás requisi-
tos legales los recursos de apelación intentados por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación y la parte civil 
constituida, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Benefactor dictada en atri-
buciones correccionales en fecha 21 del mes de octubre del 
presente año cuyo dispositivo es como sigue: 'PRIMERO: 
Se declara regulai" y válida la constitución en parte civil 
hecha en la audiencia por el señor Pedro Valenzuela, en su 
calidad de padre y tutor legal de la menor Elba Lucía Va-
lenzuela Rijo, por mediación de su abogado, Dr. José Oscar 
Viñas Bonnelly, contra el inculpado Eudes Rodríguez; SE-
GUNDO: Se descarga a dicho prevenido del delito de sus-
tracción de la menor Elba Lucía Valenzuela Rijo, por insu-
ficiencia de pruebas; TERCERO: Se rechazan las conclu-
siones de la parte civil por improcedentes y mal fundadas 
y se declaran las costas de oficio'; SEGUNDO: Revoca la 
sentencia recurrida y en consecuencia, condena a Eudes 
Rodríguez Lazala, a dos meses de prisión correccional y  

al pago de una multa de sesenta pesos oro, compensable 
a razón de un .  día de prisión correccional por cada peso de-

, jado de pagar, por el delito de sustracción (momentánea) 
de la menor Elba Lucía Valenzuela Rijo, de más de 16 años 
y de menos de 18 años, en el momento del delito, acogiendo 
circunstancias atenuantes;— TERCERO: Condena al pre-
venido al pago de una indemnización de mil pesos oro, en 
favor de la parte civil constituida Pedro Valenzuela, como 
justa reparación de los daños morales y materiales, causa-
dos con motivo del hecho delictuoso; CUARTO: Condena a 
Eudes Rodríguez Lazala, al pago de las costas, con distrac-
ción de las civiles de ambas instancias en provecho del doc-
tor José Oscar Viñas Bonnelly, abogado de la parte civil 
constituída, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte;— QUINTO: Se ordena que la indemnización será 
también compensable a razón de un día de prisión correccio-
nal por cada peso dejado de pagar en caso de insolvencia"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios: "Primero: Violación del artículo 5 de 
la Ley N9  1822 párrafo-primero; Segundo: Violación del 
artículo 355 del Código Penal; Tercero: Violación del dere-
cho de defensa; y Cuarto: Desnaturalización de los hechos 
de la causa, e insuficiencia de motivos"; - 

Considerando que, en el desarrollo de su primer medio 
el recurrente alega, en síntesis, "que la Corte. a qua violó 
el artículo 5 de la Ley N^ 1822, párrafo primero, porque 
dicha Corte no estaba legalmente constituida, ya que estan-
do en licencia el Procurador titular Lic. José Altagracia. 
Paniagua, estaba ejerciendo interinamente dicho cargo el 
Abogado de Oficio de esa Corte Dr. Alcedo Arturo Ramírez 
F., quien en la mañana del día diez de diciembre de 1957, 
día de la causa, se excusó por estar enfermo; que no obstan-
te eso, la Corte mandó a buscar al Lic. Humberto Terrero 
y á las nueve horas de la mañana se le dió apertura a la au-
diencia sin haber sido llamado ni comunicado dicho aboga- 
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'do por el Procurador General de la República, lo que se 
puede probar por la hora en qué llegó el telegrama"' pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada se declara 
*que la Corte a qua estuvo regularmente constituida; que, 
en principio, debe presumirse la constitución regular, de 
todos los tribunales para la celebración de las audiencias y 
el pronunciamiento de las sentencias, y es` a la parte que 
'alega la composición ilegal de la jurisdicción a quien incum-
be aportar la prueba de sus afirmaciones; 

Considerando que en la especie, el actual recurrente 
no ha establecido la prueba de que la Corte a qua estuvo 
ilegalmente constituida.; que, en efecto, él se ha limitado a 
invocar, sin demostrarlo, -  que el telegrama que designó al - 
Lic. J. Humberto Herrero como Procurador General interi-
no, llegó a su destino después de iniciada la audiencia; que, 
por tanto, el primer medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo y el' cuarto,medios, 
los cuales procede examinar conjuntamente ;  el recurrente 
sostiene "que se hizo una errónea aplicación del artículo 355 
del Código Penal, toda vez que en ningún momento se pudo 
establecer el desplazamiento de la menor -sustraída; y ade-
más que se desnaturalizaron los hechos de la causa, porque 
a las declaraciones de los' testigos a cargo se les dió una 
interpretación contraria a lo que declararon, y que además 
ta sentencia carece de .motivos"; pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada se da por 
establecido mediante la ponderación de los elementos de 
prueba que fueron legalmente aportados en la instrucción 
Ze la causa lo siguiente: "a) que el prevenido sostenía rela-
ciones amorosas con la joven agraviada. .. ; b) que en la 
mañana del seis de marzo-de mil novecientos cincuenta y 
siete, aprovechando la soledad en que se encontraba la re-
sidencia de los padres de dicho prevenido, invitó a la menor 
a visitarlo con el pretexto de entregarle una novela; c) que 
con este ardid hizo que la. agraviada abandonara la casa 
de sus padres- y sostuviera con él relaciones sexuales, con 
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promesa de matrimonio; que de acuerdo con el certificado 
médico legal que obra en el expediente, la menor está des-
florada; d) que en varias citas fuera de la casa y autoridad 
de los padres, de ella, Eúdes Rodríguez Lazala sostuvo rei-
teradas relaciones carnales -con la expresada menor Elbá 
Lucía Valenzuela Rijo; y e) que de estas relaciones sexuales 
referidas por la agraviada, están robustecidas especialmen-
te las sostenidas el 10 de septiembre del presente año (1957) 
en el sitio denominado Zanja Honda, carretera San Juan-
Las Mátas, de acuerdo co,n los testimonios de Pedro Báez 
y Octavio Feliz, apreciados por la Corte como la expresión 
de la verdad; que si -bien la escena' como es presentada por 
dichos testigos no establece que ellos vieron al prevenido 
en el acto carnal, es lógico presumir que el acto se realizó 
tal como en su testimonio firme lo sostiene la menor en sus 
declaraciones; que dicha menor en el momento de la sustrac-
ción era mayor de dieciséis años y menor de dieciocho"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y.ad-

mitidos por la Corte a qua está caracterizado el delito de 
sustracción de una menor de la edad ya expresada en, el 
momento de la comisión del hecho puesto a cargo del recu-

rrente; que i  en efecto, los jueces del fondo comprobaron 
soberanamente que la mencionada menor fué sustraída -de 
la casa paterna y de la potestad de sus padres a la cual 
estaba sometida y. trasladada a otro sitio con fines desho-
nestos; que, por otra par-te, el examen de la sentencia im-
pugnada pone de manifiesto que los jueces del fondo no in-
currieron en ninguna desnaturalización de los -  hechos de / 

la causa; que, por consiguiente, el medio fundado en la vio-
lación del artículo 355 del Código Penal, y en la desnatura-
lización de los hechos carecen de fundamento y deben ser 

desestimados; . 
Considqando que por su:tercer medio el recurrente 

alega violación del derecho  de defensa, fundándose para 

ello en que la Corte a qua rechazó el pedimento hecho por 
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:do por el Procurador General de la República, lo que se 
puede probar por la hora en qué llegó el telegrama"' pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada se declara 
que la Corte a qua 'estuvo regularmente constituida; que, 
en principio, debe presumirse la constitución regular, de 
todos los tribunales para la celebración de las audiencias y 
el pronunciamiento de las sentencias, y es` a la parte que 
alega la composición ilegal de la jurisdicción a quien incum-
be aportar la prueba de sus afirmaciones; 

Considerando que en la especie, el actual recurrente 
no ha establecido la prueba de que la Corte a qua estuvo 
ilegalmente constituida.; que, en efecto, él se .ha limitado a 
invocar, sin demostrarlo,• que el telegrama que designó al 
Lic. J. Humberto Herrero como Procurador General interi-
m, llegó a su destino después de' iniciada la audiencia; que, 
por tanto, el primer medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo y el' cuarto, medios, 
los cuales procede examinar conjuntamente, el recurrente 
sostiene "que se hizo una errónea aplicación del artículo 355 
del Código Penal, toda vez que en ningún momento se pudo 
establecer el desplazamiento de la menor sustraída; y ade-
más que 'se desnaturalizaron los hechos de la causa, porque 
a las declaraciones de los testigos a cargo se les dió una 
interpretación contraria a lo que declararon, y que además.., 
ta sentencia carece de ,motivos"; pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada se da por 
establecido mediante la ponderación de los elernenbas de 
prueba que fueron legalmente aportados en la instrucción 
-de la causa lo siguiente: "a) que el prevenido sostenía rela-
dones amorosas con la joven agraviada. .. ; b) que en la 
mañana del seis de marzo -de mil novecientos cincuenta y 
siete, aprovechando la soledad en que se encontraba la re-
sidencia de dos padres de dicho prevenido, invitó a la menor 
a 'visitarlo Con él pretexto de entregarle una novela; c) que 
con este ardid hizo que la agraviada abandonara la casa 
de sus padres- y sostuviera con él relaciones sexuales, con -  

promesa de matrimonio; que de acuerdo con el certificado 
médico legal que obra en el expediente, la menor está des-
florada; .d) que en varias citas fuera de la casa y autoridad 
de los padres, de ella, Eúdes Rodríguez Lazala sostuvo rei-
teradas relaciones carnales con la expresada menor Elbá 
Lucía Valenzuela Rijo; y e) que de estas relaciones sexuales 
referidas por la agraviada, están robustecidas especialmen-
te las sostenidas el 10 de septiembre del presente año (1957) 
en el sitio denominado Zanja Honda, , carretera San Juan-
Las Mátas, de acuerdo con los testimonios de Pedro Báez 
y Octavio Féliz, apreciados por la Corte como la expresión 
de la verdad; que si -bien la escena como es presentada por 
dichos testigos no establece que ellos vieron al prevenido 
en el acto carnal, es lógico presumir que el acto se realizó 
tal como en su testimonio firme lo sostiene la menor en sus 
declaraciones; que dicha menor en el momento de la sustrac-
ción era mayor de dieciséis años y menor de dieciocho"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y .ad-

mitidos por la Corte a qua está caracterizado el delito de 
sustracción de una menor de la edad ya expresada en, el 
momento de la cómisión del hecho puesto a cargo del recu-

rrente; que l  en efecto, los jueces del fondo comprobaron 
soberanamente que la mencionada menor fué sustraída -de 
la casa paterna y de la potestad de sus padres a la cual 
estaba sometida y. trasladada a otro sitio con fines desho-
nestos; que, por otra parte, el examen de la sentencia im-
pugnada pone de manifiesto que los jueces del fondo no in-
currieron en ninguna desnaturalización de los hechos de 
la causa; que, por consiguiente, el medio fundado en la vio-
lación del artículo 355 del Código Penal, y en la desnatura-
lización de los hechos carecen de fundamento y deben ser 

desestimados; . 
Considqando que por su_tercer medio el recurrente 

alega violación del derecho de defensa, fundándose para 

ello en que la Corte a qua rechazó el pedimento hecho por 
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Considerando, además, que en la sentencia impugnada 
se expresa que tanto la multa como la indemnización a que 
ha sido condenado el prevenido se compensarán en caso 
de insolvencia, con prisión a razón de un día por cada peso 
dejado de pagar, con lo cual se ha dejado cumplido el voto 
del artículo 355 del Código Penal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene en , cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca- 

sación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 

a Pedro Valenzuela en su calidad de parte civil constituida; 

Segundo: Rechaza el - recurso de casación interpuesto por 
Eudes Rodríguez Lazala contra sentencia de la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana, de fecha diez de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, dictada en 
atribuciones correccionales cuyo dispositivo está copiado en 
otro lugar del presente' fallo; Tercero: Condena al recurren-
te al pago de las costas, penales y civiles, con distracción de 
las mismas en provecho del Dr. J. O. Viñas Bonnelly, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto 

Curiel -  hijo, Secretario Gtneral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día,ames y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, SéCretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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la defensa de "que la causa fuera reenviada para una pró-
xima audiencia para citar testigos"; pero 

Considerando que en el acta de auiencia consta 
los abogados de la defensa solicitaron el reenvío del cónocque

i-miento de la causa para oir los testigos Miguel A. 
Otto Walter Bauer no comparecientes a la audiencia, Muñiz y 

e frente a ese pedimento, la Corte a qua reser'vó 
	

y que 
 orenar el reenvío solicitado por la defensa, en caso de considerdar esas 

declaraciones pertinentes para la mejor 
	an ciación de causa; y que después de ordenar la lecturasust 

de
ancia, la C 

las declara- ciones dadas por esos testigos en primera instancia, 
decidió que no era necesario el reenvío_ solicitado por la de- 
fensa; que, en tal virtud, y al no acoger el pedimento de 
reenvío, la Corte no violó como lo pretende el recurrente 
el derecho de defensa, y este medio al igual que lois ante- 

. riores carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando en lo que respecta a las condenaciones 
civiles, que al tenor del artículo 1382 del Código Civil, la 
condenación en daños y perjuicios, cuya cuantía e 

es apr-s 
ciada so

beranamente por los jueces del fondo, queda justi- 

perjuicio ocasionado a 

fiada 	
hayan comprobado; 1 

ndo éstos ha
) la existencia de una falta;

u 

 2) un quien reclama la 
falta y el perjuicio; reparación; y 3) una relación de causa a ,efecto entre la 

Considerando que a este respecto la Corte 
a qua, dio_ por establecido que -el delito de sustracción de la menor 

por el 	Eudes 

	

Elba Lucía Valenzuela Rijo cometido 
	prevenido 

Rodríguez causó daños morales y materiales a la parte civil 
constituida, o sea a Pedro Valenzuela, padre de la' menor 
sustraída; que, por consiguiente, al condenar al prevenido 
Eudes Rodríguez a pagar a la parte civil constituida una in

demnización de mil pesos oro, cuyo monto fué soberana- 
mente apreciado por los jueces del fondo, la Corte 

a 
vil; 	 artículo 	hi- zo una correcta aplicación del rtículo 1382 del Código Ci- 
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la defensa de "que la causa fuera reenviada para una pró-
xima audiencia para citar testigos"; pero 

Considerando que en el acta de audiencia con sta 
los abogados de la defensa solicitaron el reenvío del có que 

noci- miento de la causa para oir los testigos Miguel A. Muñiz y Otto a Walter Bauer no comparecientes a la audiencia, frente ese pedimento, la Corte a 	 y que 

reenvío solicitado por la defensa , en caso de considerar esas 
qua reserVó ordenar el 

declaraciones pertinentes para la mejor sustanciación de la 
causa; y que después de ordenar la lectura de las declara-
ciones dadas por esos testigos en primera instancia, la Corte 
decidió que no era necesario el reenvío_ solicitado por la de-
fensa; que, en tal virtud y al no acoger el pedimento de 
reenvío, la Corte no violó como lo pretende el recurrente 
el derecho de defensa, y este medio al igual que lots. ante-
riores carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando en lo que respecta a las condenaciones 

condenación en daños civiles, que al tenor del artículo 1382 del Código Civil, la 

cada s 	 y perjuicios, cuya cuantía es apre-: aoberanamente p 
	queda justi- 

perjuicio ocasionado a 

ficada cuan; 
	comprobado;  1 

ndo éstos ha
) 

 r los jueces del fondo la existencia 

de una falta; 2) un quien reclama la 

falta y el perjuicio; reparación; y 3) una relación de causa a ,efecto entre la 

Considerando que a este respecto la Corte 
a qua dio_ por establecido que -el delito de pe 

sustracción de la menor 
por el prevenido 

morales 

Elba Lucía Valenzuela Rijo cometido 
	

Eudes Rodríguez causó daños 	
y materiales a la parte il 

constituida, o sea a Pedro Valenzuela, padre de la mn 
sustraída; que, por consiguiente, al condenar al Eudes Rodrí 	a pagar a la 	 prevenido parte civi 	

ecivor 

l constituida una 
menor 	 n de mil pesos oro, cuyo monto fué soberana- apreciado por l 
zo una correcta aplicaos jueces del fondo, la Corte a ua hi-vil; ción del artículo 1382 del Código Ci- 

BOLETÍN JUDICIAL 
	 1019 

Considerando, además, que en la sentencia impugnada 
se expresa que tanto la multa como la indemnización a que 
ha sido condenado el prevenido se compensarán en caso 
de insolvencia, con prisión a razón de un día por cada peso 
dejado de pagar, con lo cual se ha dejado cumplido el voto 
del artículo 355 del Código Penal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca- 

sación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 

a Pedro Valenzuela en su calidad de parte civil constituida; 

Segundo: Rechaza el - recurso de casación interpuesto por 
Eudes Rodríguez Lazala contra sentencia de la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana, de fecha diez de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, dictada en 
atribuciones correccionales cuyo dispositivo está copiado en 
otro lugar del presente' fallo; Tercero: Condena al recurren-
te al pago de las costas, penales y civiles, con distracción de 
las mismas en provecho del Dr. J. O. Viñas Bonnelly, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio l3eras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto 

Curiel -  hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día,ames y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de ApelaCiÓn de Ciudad Trujillo, de 
Trujillo, de fecha 6 de febrero.de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Sociedad Comercial Pan American 'World Airways Inc. 
Abogados: Lic. Juan Arce Medina y Dr. Bernardo Aurelio Fernán-

dez Pichardo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República D_ominicana. 

. 

Ep Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tiiuto de Presidente; Damián Báez. B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche HenríqueA licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández, 1VIanuel A .Amiama y doctor. Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebi'a sus audiencias, en Ciudad TrUjillo, 
Distrito Nacional, hoy día diecinueve del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' dela, Indepen-
dencia, 95! de la Restauración 57429' de la Era de Trujillo, 
dicta' en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Socie- 
, 

dad Comercial Pan Americari World Airways Inc., organi-
zada de acuerdo con las leyes del Estado de Delaware, E.U., 
domiciliada. en Ciudad' Trujillo, Distrito Nacional, contra 
sentencia -de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en 
sus atribuciones correccionales, de fecha seis de febrero del 
mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Juan Arce Medina, cédula 12854, serie 1/, 

sello 1291, por sí y por el Dr. Bernardo Aurelip Fernández 
Pichardo cédula 56973, serie 1/, sello 24159, abogados de ,\ 
la recurrente, en la lectura de Sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la Ftepública; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Sr. Geor-
ge Albert Lyall, norteamericáno, mayor de edad, casado, do-
miciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 73349, se-
rie 1/, cuyo sello de renovación no se menciona en el expe-
diente, en su calidad de representante de la Pan American 
World Air-Ways Inc., actuando a nombre de dicha Compañía, 
en la cual expone no está conforme con la sentencia recu-
rrida y que los motivos "serán expuestos. en el memorial de 
casación que oportunamente será depositado"; 

Visto el memorial dé casación de. fecha diecisiete de 
abril de mil noVecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Lic. Juan Arce Medina, por sí y por el Dr. Bernardo Aure-
lio Fernández Pichardo, en nombre de la recurrente, en el 

cual se invocw contra la sentencia impugnada los motivos 
que más, adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber ;deli-
berado, y vistos 'los artículos 4 del .Código Penal; 3 de la 
Ley N° .2700, del 1951; 1 del Decreto N° 8569, de 1952, y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que-en la sentencia *impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta, lo siguiente: a) que 
en fecha siete de septiembre del mil,n6vecientos cincuenta 
y siete, el Jefe del Servicio de Seguridad dirigió a las Com-
pañías de Transporte Marítimo y Aéreo en la República, 
una Circular n'O 115, indicándoles las nuevas medidas en 
vigor sobre uso de tarjetas, de turismo y visas de pasapor-
tes; b) que en fecha primero de oetubre del mil novecien-
tos cincuenta y siete el Jefe del Servicio de Seguridad some- 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 
Sentencia impugnada:• 

Corte de ApelaCiÓn de Ciudad Trujillo, de 
Trujillo, de fecha 6 de febrero. de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: 
Sociedad Comercial Pan American World Airways Inc. Abogados: 

Lic. Juan Arce Medina y Dr. Bernardo
. Aurelio Fernán. dez Pichardo, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

• 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 

ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-

mer Sustitúto de Preáidente; Juan A. Morel, Segundo 
Sus-tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 

Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríque4 licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández, Manuel A .Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebi'a sus audiencias, en Ciudad TrUjillo, 
Distrito Nacional, hoy día diecinueve del mes de mayo 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen- ele 
dencia, 95' de la Restauración yo29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Socie-
dad Comercial Pan American World Airways Inc., organi-
zada de acuerdo con las leyes del Estado de Delaware, E.U., 

'
domiciliada, en Ciudad' Trujillo, Distrito Nacional, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus 

atribuciones correccionales, de fecha seis de febrero del • 
mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Juan Arce Medina, cédula 12854, serie 1 1, 

sello 1291, por sí y por el Dr. Bernardo Aurelip Fernández 
Pichardó, cédula 56973, serie 1/, sello 24159, abogados de 
la recurrente, en la lectura de tus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Sr. Geor-
ge Albert Lyall, norteamericano, mayor de edad, casado, do-
miciliado y residente en Ciudad Trujillo, cédula 73349, se-
rie 13, cuyo sello de renovación no se menciona en el expe-
diente, en su calidad de representante de la Pan American 
Woild Airs-lays Inc., actuando a nombre de dicha Compañia, 
en la cual expone no está conforme con la sentencia recu-
rrida y que los motivos "serán expuestos en el memorial de 
casación que oportunamente será depositado"; ' 

Visto el memorial de casación de. fecha diecisiete de 
abril de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Lic. Juan Arce Medina; por sí y por el Dr. Bernardo Aure-
lio Fernández Pichardo, en nombre de la recurrente, en el 
cual se invoca contra la sentencia impugnada los motivos 
que más, adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos 'los artículos 4 del Código Penal; 3 de la 
Ley Nü 2700, del 1951; 1 del Decreto N" 8569, de 1952, y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que-en la sentencia 'impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha siete de septiembre del mil,n6vecientos cincuenta 
y siete, el Jefe del Servicio de Seguridad dirigió a las Com-
pañías de Transporte Marítimo y Aéreo en la República, 
una Circular 10 115, indicándoles las nuevas medidas 'en 
vigor sobre uso de tarjetas, de turismo y visas de pasapor-
tes; b) que en fecha primero de octubre del mil novecien-
tos cincuenta y siete el Jefe del Servicio de Seguridad some- 
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tió al Procurador Fiscal del Distrito Nacional, a la Pan 
American World Airways, por violación de la referitia cir-
cular; c) que apoderada del caso la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dic-
tó en fecha quince de octubre del mil novecientos cincuenta 
y siete, una sentencia cuyo dispositivo dice 'así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, y declara, culpable a la Pan 
American World Airways, en nombre de su representante 
George Lyall (Gerente) en consecuencia, se condena al pa-
go de un Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) por violación al 
Decreto N^ ,8569 del 4 de octubre de 1952 y Ley N9 2700, 
del 31 de enero de 1951, así como a otras disposiciones de 
Inmigración y Segur7idad; SEGUNDO: Se condena, al pago 
de las costas'; d) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por. la  Pan American World Airways, la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo dictó en fecha seis de febrero 
de mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia ahora im- 
pugnada en casación, la cual contiene el siguiente dispositi-

i vo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válida en la 
forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Recha-
za, en el fondo, dicha apelación, y, en consectrcia, declara 
a la Pan American World Airways culpable de violación del 
Decteto del Poder Ejecutivo número 8569, del ctiatro de 
octubre del ario mil novecientos cincuenta y dos, sanciona-
do con las penas establecidas en el artículo 3 de la Ley N° 
2700, del veintiocho de enero de mil novecientos cincuenta 

- y uno, y la condena al pago de una multa de mil pesos oro 
(RD$1,000.00) moneda de curso legal; TERCERO: Condena 
a la Pan American World Airways, representada en esta 
audiencia por George Albert Lyall, al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente alega en el memorial 
de casación los siguientes medios: Primero: violación del 
artículo 4 del Código Penal; Segundo: falta de base legal en - 
un primer aspecto y, Tercero: falta de base legal en un se- 
gundo aspecto; 
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Considerando que la recurrente alega en su primer me-
dio la violación del artículo 4 del Código Penal, porque, se-
gún sostiene, la circular que se dice violada se. refiere a pa-
saleros que vengan al país con carácter temporal o perma-
nente, y que los señores Serralta y Albornoz vinieron al 
país de tránsito para el Brasil, por lo cual no necesitaban 
el visado de su pasaporte por el cónsul dominicano corres-
pondiente, invocando también las disposiciones del regla-
glamento de inmigración NQ 279, del 1/ de mayo del 1939, 
en el cual se define cuales son los pasajeros temporales y 
se concede un tratamiento especial a los transéuntes, para 
quienes "se considerará drdinariamente suficiente un perío-
do de 10 días para poder pasar al través de la República"; 
que de todo esto infiere la recurrente que la Circular del 
Jefe del Servicio de Seguridad no puede extenderse al caso 
de los tres pasajeros ya mencionados, quienes tenían reser-
vados sus pasajes en la línea "Varig" para continuar hacia 
el Brasil, reservaciones que había hecho desde el diecinueve 
de septiernbre del mil novecientos cincuenta y siete o sea 
8 días antes de llegar a Ciudad Trujillo; pero, 

Considerando que si bien en a reglamento N^ 279 del 
12 de mayo del 1939 se distingue entre pasajeros temporales 
y de tránsito, reglamento que fué luego modificado por el 
Decreto N" 6417 del 25 de abril del 1950, es evidente que 
tanto el reglamento como el Decreto citados, son anteriores 
al Decreto N° 8569 del Poder Ejecutivo de fecha 4 de octu-
bre-ael 1952, basado en la Ley de Emergencia del 1951, en 
conformidad al cual se declararon obligatorias para las Com-
pañías de Transporte Marítimo y Aéreo, las instrucciones 
y órdenes que se dicten en materia de inmigración, y siendo 
esta una legislación de tipo especial, que tiene por base 
medidas de seguridad para el Estado, es obvio que el Jefe 
de ese Servicio ha podido dicta/. nuevas disposiciones, cuya 
violación quede sancionada, aún cuando sus elementos ca-
racterísticos sean diferentes a como hubiesen tenido que 
ser, apreciados bajo la sola vigencia del reglamento del 
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tió al Procurador Fiscal del Distrito Nacional, a la Pan 
American World Airways, por violación de la referitla cir-
cular; c) que apoderada del caso la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dic-
tó en fecha quince de octubre del mil novecientos cincuenta 
y siete, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, y declara, culpable a la Pan 
American World Airways, en nombre de su representante 
George Lyall (Gerente) en consecuencia, se condena al pa-
go de un Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) por violación al 
Decreto N^ 8569 del 4 de octubre de 1952 y Ley N° 2700, 
del 31 de enero de 1951, así como a otras disposiciones de 
Inmigración y Seguridad; SEGUNDO: Se condena, al pago 
de las costas'; d) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por. la  Pan American World Airways, la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo dictó en fecha seis de febrero 
de mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia ahora im-
pugnada en casación, la cual contiene el siguiente dispositi-
vo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válida en la 
forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Recha-
za, en el fondo, dicha apelación, y, en consectyncia, declara 
a la Pan American World Airways culpable de violación del 
Decreto del Poder Ejecutivo número 8569, del cuatro de 
octubre del año mil novecientos cincuenta y dos, sanciona-
do con las penas establecidas en el artículo 3 de la Ley N°  
2700, del veintiocho de enero de mil novecientos cincuenta 
y uno, y la condena al pago de una multa de mil pesos oro 
(RD$1,000.00) moneda de curso legal; TERCERO: Condena 
a la Pan American World Airways, representada en esta 
audiencia por George Albert Lyall, al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente alega en el memorial 
de casación los siguientes medios: Primero: violación del 
artículo 4 del Código Penal; Segundo: falta de base legal en -
un primer aspecto y, Tercero: falta de base legal en un se- 
gundo aspecto; 
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Considerando que la recurrente alega en su primer me-
dio la violación del artículo 4 del Código Penal, porque, se-
gún sostiene, la circular que se dice violada se refiere a pa-
saleros que vengan al país con carácter temporal o perma-
nente, y que los señores Serralta y Albornoz vinieron al 
país de tránsito para el Brasil, por lo cual no necesitaban 
el visado de su pasaporte ppr el cónsul dominicano corres-
pondiente, invocando también las disposiciones del regla-
glamento de inmigración 1\1 9  279, del 12 de mayo del 1939, 

en el cual se define cuales son los pasajeros temporales y 
se concede un tratamiento especial a los transéuntes, para 
quienes "se considerará drdinariamente suficiente un perío-
do de 10 días para poder pasar al través de la República"; 
que de todo esto infiere la recurrente que la Circular del 
Jefe del Servicio de Seguridad no puede extenderse al caso 
de los tres pasajeros ya mencionados, quienes tenían reser-
vados sus pasajes en la línea "Varig" para continuar hacia 
el Brasil, reservaciones que había hecho desde el diecinueve 
de septienibre del mil novecientos cincuenta y siete o sea 
8 días antes de llegar a Ciudad Trujillo; pero, 

Considerando que si bien en el reglamento N° 279 del 
12 de mayo del 1939 se distingue entre pasajeros temporales 
y de tránsito, reglamento que fué luego modificado por el 
Decreto N° 6417 del 25 de abril del 1950, es evidente que 
tanto el reglamento como el Decreto citados, son anteriores 
al Decreto N" 8569 del Poder Ejecutivo de fecha 4 de octu-
bre él 1952, basado en la Ley de Emergencia del 1951, en 
conformidad al cual se declararon obligatorias para las Com-
pañías de Transporte Marítimo y Aéreo, las instrucciones 

y órdenes que se dicten en materia de inmigración, y siendo 
esta una legislación de tipo especial, que tiene por base 
medidas de seguridad para el Estado, es obvio que el Jefe 
de ese Servicio ha podido dicta/.  nuevas disposiciones, cuya 

violación quede sancionada, aún cuando sus elementos ca-
racterísticos sean diferentes a como hubiesen tenido que 
ser, apreciados bajo la sola vigencia del reglamento del 
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1939, modificado en el 1950; que en tales condiciones, la 
Corte a qua no ha violado el artículo 4 del Código Penal, por 
lo cual el primer medio del recurso" debe ser desestimado; 

Considerando que, en cuanto al segundo medio en el 
cual se alega falta de base legal en un primer aspecto, por-
que la Corte a qua no ponderó ni mencionó, según se afirma, 
la carta de la "Varig" del 14 de octubre del 1957, depositada 
en interés de probar que los pasajeros habían hecho sus 
reservaciones 8 días antes de su llegada a Ciudad Trujillo, 
para su viaje al Brasil, es evidente que para que la falta de 
estudio o ponderación de un documento pueda constituir el 
alegado vicio de falta de base legal, es preciso, que ese do-
cumento hubiera podido influir decisivamente en la solución 
de la causa de un molo diferente a como fué juzgada, lo que 
no ocurre en la especie, pues aún dando por establecido que 
la reservación de los pasajes se efectuó con la anticipación 
antes dicha, ello no descartaba la comisión del delito, el cual 
quedaba caracterizado por el hecho de entrar en el país sin 
el visado correspondiente en el pasaporte, en las condiciones 
preanalizadas; que, por consiguiente, el segundo medio debe 
ser desestimado; 

Considerando en cuanto al tercer medio, en el que se 
sostiene que la sentencia impugnada incurrió en el vicio de 
falta de base legal en otro aspecto, porque hizo referencia 
a las tarjetas de turismo que tenían los pasajeros señores 
Serralta y Albornoz, y se alega que se ha imputado injus-
tamente a la hoy recurrente el hecho de haberlas vendido, 
"imputación que carece de base", y agrega la recurrente que 
"no existe acta del Inspector en que se expresen las circuns-
tancias de la contravención y se describa el contenido de las 
tarjetas, lo cual habría sido la manera de probar los hechos 
constitutivos de la infracción, a saber: que Pan American 
las vendió y que la venta tuvo lugar antes del 7 de septiem-
bre (fecha de la circulay del Jefe del Servicio de Seguridad") ; 
que, "las tarjetas mismas, que normalmente -son retenidas 
por las autoridades a la partida del extranjero turista, no  

aparecen en el expediente, ni han aparecido en las instan-
cias anteriores"; y que "una información 'a posteriori' del 
Inspector no puede ser suficiente para destruir la negativa 
categórica de Pan-American", ya que "realmente ella no 
vendió las tarjetas; y sería sorprendente que se pusiera a 
su cargo una prueba negativa, `Actori incumba probatio"; 

pero- , 
Considerando que es superabundante la mención que. 

de esta tarjeta de turismo hace el fallo recurrido, pues la. 
violación de la Circular del Jefe del Servicio de Seguridad. 
resulta justificada en la especie, por los otros hechos que 
se dan por estúlecidos en dicho fallo, sobre todo que si 
esos pasajeros, por no ser de la nacionalidad exceptuada eiv 
la circular, no podían obtener tarjetas de turismo para en-

trar a nuestro país, caían en forma itremisible en la nece-
sidad del visado de sus pasaportes por el- cónsul dominica-
no, formalidad que no fué cumplida; que, por tanto, el 
tercer medio del recurso interpuesto, debe ser también des-

estimado; 
Considerando que en la sentencia impugnada se dan por 

establecido mediante la ponderación de los elementos de 
prueba regularmente aportados en la instrucción de la causa 
los hechos siguientes: "a) que la compañía de Tr,ansporte 
Pan American World Airways fué sometida a la acción de 
la justicia represiva y condenada por haber violado las dis-
posiciones de la circular NQ 115 del 7 de septiembre de 1957, 
del Servicio de Seguridad y el Decreto I\T9 8569 del 4 de oc-
tubre del 1952"; "b) que esta circular, cuya sanción se 
encuentra establecida en la Ley N9 2700 del 31 de enero de-

1951, dispone lo siguiente: 'a) Las tarjetas de turismo serán 
vendidas por las empresas de Transporte única y exclusiva-
mente a los ciudadanos norteamericanos, canadienses e in-
gleses, previa identificación del interesado, por el documento< 
de lugar, no siendo necesario el visado consular para utWzár-
las; b) En cuanto a los ciudadanos de los demás países, con 
los cuales la República Dominicana mantiene buenas y estre-, 
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1939, modificado en el 1950; que en tales condiciones, la 
Corte a qua no ha violado el artículo 4 del Código Penal, por 
lo cual el primer medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que, en cuanto al segundo medio en el 
cual se alega falta de base legal en un primer aspecto, por-
que la Corte a qua no ponderó ni mencionó, según se afirma, 
la carta de la "Varig" del 14 de octubre del 1957, depositada 
en interés de probar que los pasajeros habían hecho sus 
reservaciones 8 días antes de su llegada a Ciudad Trujillo, 
para su viaje al Brasil, es evidente que para que la falta de 
estudio o ponderación de un documento pueda constituir el 
alegado vicio de falta de base legal, es preciso, que ese do-
cumento hubiera podido influir decisivamente en la solución 
de la causa de un modo diferente a como fué juzgada, lo que 
no ocurre en la especie, pues aún dando por establecido que 
la reservación de los pasajes se efectuó con la anticipación 
antes dicha, ello no descartaba la comisión del delito, el cual 
quedaba caracterizado por el hecho de entrar en el país sin 
el visado correspondiente en el pasaporte, en las condiciones 
preanalizadas; que, por consiguiente, el segundo medio debe 
ser desestimado; 

Considerando en cuanto al tercer medio, en el que se 
sostiene que la sentencia impugnada incurrió en el vicio de 
falta de base legal en otro aspecto, porque hizo referencia 
a las tarjetas de turismo que tenían los pasajeros señores 
Serralta y Albornoz, y se alega que se ha imputado injus-
tamente a la hoy recurrente el hecho de haberlas vendido, 
"imputación que carece de base", y agrega la recurrente que 
"no existe acta del Inspector en que se expresen las circuns- • 
tancias de la contravención y se describa el contenido de las 
tarjetas, lo cual habría sido la manera de probar los hechos 
constitutivos de la infracción, a saber: que Pan American 
las vendió y que la venta tuvo lugar antes del 7 de septiem-
bre (fecha de la circulay del Jefe del Servicio de Seguridad") ; 
que, "las tarjetas mismas, que normalmente "son retenidas 
por las autoridades a la partida del extranjero turista, no  

aparecen en el expediente, ni han aparecido en las instan-
cias anteriores"; y que "una información 'a posteriori' del 
Inspector no puede ser suficiente para destruir la negativa 
categórica de Pan-American", ya que "realmente ella no 
vendió las tarjetas; y sería sorprendente que se pusiera a 
su cargo una prueba negativa, `Actori incumbit probatio"; 

pero, 
Considerando que es superabundante la mención que,  

de esta tarjeta de turismo hace el fallo recurrido, pues la 
violación de la Circular del Jefe del Servicio de Seguridad, 
resulta justificada en la especie, por los otros hechos que 
se dan por establecidos en dicho fallo, sobre todo que si 
esos pasajeros, por no ser de la nacionalidad exceptuada ene 
la circular, no podían obtener tarjetas de turismo para en-
trar a nuestro país, caían en forma irremisible en la nece-
sidad del visado de sus pasaportes por el- cónsul dominica-
no, formalidad que no fué cumplida; que, por tanto, el 
tercer medio del recurso interpuesto, debe ser también des-

estimado; 
Considerando que en la sentencia impugnada se dan por 

establecido mediante la ponderación de los elementos de 
prueba regularmente aportados en la instrucción de la causa 
los hechos siguientes: "a) que la compañía de Transporte 
Pan American World Airways fué sometida a la acción de 
la justicia represiva y condenada por haber violado las dis-

posiciones de la circular N° 115 del 7 de septiembre de 1957, . 
del Servicio de Seguridad y el Decreto I\1 9  8569 del 4 de oc-

tubre del 1952"; "b) que esta circular, cuya sanción se 
encuentra establecida en la Ley N' ,  2700 del 31 de enero de 
1951, dispone lo siguiente: 'a) Las tarjetas de turismo serán 
vendidas por las empresas de Transporte única y exclusiva-
mente a los ciudadanos norteamericanos, canadienses e in-

gleses, previa identificación del interesado, por el documento, 
de lugar, no siendo necesario el visado consular para utilizar-
las; b) En cuanto a los ciudadanos de los demás países, con 
los cuales la República Dominicana mantiene buenas y estre- 



BOLETÍN JUDICIAL 	 1027 1026 	 BOLETÍN JUDICIAL 

chas relaciones, y salvo las excepciones consiguientes, es ne-
cesario que obtengan la visa dominicana correspondiente, pa-
ra poder viajar al país, ya sea con carácter temporal o per-
manente"; "c) que tanto por lo que se expresa en el oficio del 
sometimiento de que se trata, cuanto por la declaración en 
la audiencia de esta Corte del testigo Víctor Oliva García, 
Inspector Especial del Servicio de Seguridad, y la de George 
Albert Lyall, la Pan American World Airways transportó 
al país en el avión N° 6105, C, vuelo 433, el día 27 de sep-
tiembre de 1957, procedentes de Miami, Florida U.S.A., a 
los señores Luis A. Serralta, Jovista Albornoz de Serralta 
y Celina Serralta de Albornoz, de nacionalidad uruguaya 
el primero y brasileña las dos últimas, sin la visa dominicana 
correspondiente y con tarjetas de turismo"; d) que, "las per-
sonas antes mencionadas no son de la nacionalidad que de 
conformidad con la citada Circular N9 155 pueden viajar a 
este país con tarjetas de turismo"; e) "que dichas personas 
permanecieron en la República Dominicana huéspedes de 
un hotel de Ciudad Trujillo desde el día 27 de septiembre del 
1957 hasta la tarde del otro día 28 del mismo mes"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
-comprobados y admitidos por la Corte a qua, está caracte-
riz' ado el delito previsto por el artículo 1 del Decreto N" 
8569 de 1952, y sancionado por el artículo 3 de la Ley N^ 
2700 de 1951, con las penas de seis días a dos arios de pri-
sión correccional o multa de diez a diez mil pesos, o con 
ambas penas a la vez; que, en consecuencia, al declarar cul-
pable a la Pan American World Airways Inc. del referido 
-delito, dicha Corte ,atribuyó al hecho de la prevención la 
calificación legal que le corresponde, y al condenarla a la 
pena de mil pesos de multa, le aplicó una sanción ajustada 
a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Sociedad Comercial Pan American 

World Airways Inc., contra sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en atribuciones co-
rreccionales, y en fecha seis de febrero de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo ha sido transcrito en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: condena a la 

recurrente al pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Manuel Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández:— Manuel 
A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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chas relaciones, y salvo las excepciones consiguientes, es ne-
cesario que obtengan la visa dominicana correspondiente, pa-
ra poder viajar al país, ya sea con carácter temporal o per-
manente"; "e) que tanto por lo que se expresa en el oficio del 
sometimiento de que se trata, cuanto por la declaración en 
la audiencia de esta Corte del testigo Víctor Oliva García, 
Inspector Especial del Servicio de Seguridad, y la de George 
Albert Lyall, la Pan American World Airways transportó 
al país en el avión N° 6105, C, vuelo 433, el día 27 de sep-
tiembre de 1957, procedentes de Miami, Florida U.S.A., a 
los señores Luis A. Serralta, Jovista Albornoz de Serralta 
y Celina Serralta de Albornoz, de nacionalidad uruguaya 
el primero y brasileña las dos últimas, sin la visa dominicana 
correspondiente y con tarjetas de turismo"; d) que, "las per-
sonas antes mencionadas no son de la nacionalidad que de 
conformidad con la citada Circular 1\19 155 pueden viajar a 
este país con tarjetas de turismo"; e) "que dichas personas 
permanecieron en la República Dominicana huéspedes de 
un hotel de Ciudad Trujillo desde el día 27 de septiembre del 
1957 hasta la tarde del otro día 28 del mismo mes"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
-comprobados y admitidos por la Corte a qua, está caracte- 

ado el delito previsto por el artículo 1 del Decreto N" 
8569 de 1952, y sancionado por el artículo 3 de la Ley N" 
2700 de 1951, con las penas de seis días a dos arios de pri-
sión correccional o multa de diez a diez mil pesos, o con 
ambas penas a la vez; que, en consecuencia, al declarar cul-
pable a la Pan American World Airwayá Inc. del referido 
-delito, dicha Corte ,atribuyó al hecho de la prevención la 
calificación legal que le corresponde, y al condenarla a la 
pena de mil pesos de multa, le aplicó una sanción ajustada 
-a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Sociedad Comercial Pan American 

World Airways Inc., contra sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en atribuciones co-
rreccionales, y en fecha seis de febrero de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo ha sido transcrito en 
parte anterior del presente fallo; y Seg-undo: condena a la 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Manuel Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández:— Manuel 
A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la. Ma-
guana de fecha 17 de enero de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón de Mora. 
Abogado: Dr. José Escalante Díaz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y Dr. Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distritg Na-
cional, hoy día diecinueve del mes de mayo de mil novecien-
tos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre . el recurso de casación interpuesto por Ramón 
de Mora, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado y residente ealección de La Jagua, del Munici-
pio de San Juan de la ana, cédula 3044, serie 12, sello 
920813, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape- - 

 lación de San Juan de la Maguana, en sus atribuciones co-
rreccionales, en fecha diecisiete de enero del mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el Dr. José Escalante Díaz, cédula 28405, serie P, 
sello 5917, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la . 
 Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 

en fecha diecisiete de enero del mil novecientos cincuenta y 
ocho, en la cual expone, "que no está conforme con la men-
cionada sentencia y que oportunamente depositará el me-
morial correspondiente en apoyo del mismo"; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. José 
Escalante Díaz, en fecha veinticuatro de abril del mil nove-
cientos cincuenta y ocho, en el cual se invocan contra la 
sentencia impugnada, los medios que más adelante se in-
dican; 

La Suprema Corle de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 405 del Código Penal y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en'  echa veintitrés de diciembre del mil novecientos cincuen-
ta y siete, fué sometido Ramón de Mora a la acción de la Jus-
ticia, prevenido del delito de estafa en perjuicio de varias 
personas, por haber recibido dinero de ellas, haciéndoles 
creer que orando ante una cruz frente a su casa vivienda, 
curaban sus dolencias por medios milagrosos; b) que apo-
derado del caso el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Benefactor, rindió sentencia en esa misma 
fecha, descargando al prevenido; c) que, contra ese fallo 
recurrió en apelación ese mismo día, el Magistrado Procu-
rador Fiscal de dicho Distrito Judicial; 

Considerando que sobre el recurso de apelación antes 
dicho, la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, dic-
tó la sentencia ahora impugnada en casación, la cual contie-
ne el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara 

'4 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana de fecha 17 de enero de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón de Mora. 
Abogado: Dr. José Escalante Díaz. 

Dios, Pg.tria, y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. More], Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y Dr. Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Na-
cional, hoy día diecinueve del mes de mayo de mil novecien-
tos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la 
Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre -el recurso de casación interpuesto por Ramón 
de Mora, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado y residente erLlá. sección de La Jagua, del Munici-
pio de San Juan de la kuana, cédula 3044, serie 12, sello 
920813, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape- - 

 lación de San Juan de la Maguana, en sus atribuciones co-
rreccionales, en fecha diecisiete de enero del mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. José Escalante Díaz, cédula 28405, serie 1 1, 
sello 5917, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la . 
 Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 

en fecha diecisiete de enero del mil novecientos cincuenta y 
ocho, en la cual expone, "que no está conforme con la men-
cionada sentencia y que oportunamente depositará el me-
morial correspondiente en apoyo del mismo"; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. José 
Escalante Díaz, en fecha veinticuatro de abril del mil nove-

' cientos cincuenta y ocho, en el cual se invocan contra la 
sentencia impugnada, los medios que más adelante se in-
dican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 405 del Código Penal y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintitrés de diciembre del mil novecientos cincuen-
ta y siete, fué sometido Ramón de Mora a la acción de la Jus-
ticia, prevenido del delito de estafa en perjuicio de varias 
personas, por haber recibido dinero de ellas, haciéndoles 
creer que orando ante una cruz frente a su casa vivienda, 
curaban sus dolencias por medios milagrosos; b) que apo-
derado del caso el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Benefactor, rindió sentencia en esa misma 
fecha, descargando al prevenido; e) que, contra ese fallo 
recurrió en apelación ese mismo día, el Magistrado Procu-
rador Fiscal de dicho Distrito Judicial; 

Considerando que sobre el recurso de apelación antes 
dicho, la -Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, dic-
tó la sentencia ahora impugnada en casación, la cual contie-
ne el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara 
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regular y válido en cuanto a la forma, por haber sido inter-
puesto en los plazos y mediante el cumplimiento de los demás 
requisitos legales el recurso de apelación intentado en fecha 
23 del mes de diciembre del año 1957 por el Procurador Fis-
cal contra sentencia derJuzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Benefactor dictada en atribuciones co-
rreccionales en la fecha indicada, cuyo dispositivo es como 
sigue: 'PRIMERO: Se descarga al inculpado Ramón de Mora 
del delito de estafa que se le imputa, en perjuicio de varias 
personas, por no haberse establecido en la audiencia, la 
prueba de que se hayan reunidos los elementos constitutivos 
del delito, y las costas se declaran de oficio';— SEGUNDO: 
Revoca la sentencia recurrida, y en consecuencia: declara al 
prevenido culpable del delito de estafa en perjuicio de va-
rias personas, y lo condena a seis meses de prisión correccio-
nal y al pago de una multa de cincuenta pesos oro, com-
pensable a razón de un día de prisión por cada peso dejado 
de pagar;— TERCERO: Condena a Ramón de Mora al pago 
de las costas de ambas instancias"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: primero, violación del 
artículo 405 del Código Penal y, segundo, desnaturalización 
y descalificación de los hechos, así como errada interpreta-
ción y aplicación de los mismos y falta de base legal; 

Considerando ;  que en cuanto al primer medio el recu-
rrente alega que los hechos puestos a su cargo no caracte-
rizan el delito de estafa y que por tanto se ha violado el 
artículo 405 del Código Penal, ya que según sostiene, él no 
usó falsos nombres ni falsas calidades ni obtuvo valores 
con ayuda de esos medios; que además, los hechos que se le 
imputan no constituyen maniobras fraudulentas ni fueron 
ejecutadas con la intención de producir un error; pero, 

Considerando que en cuanto al uso de falsas calidades 
no es imprescindible que se haya ostentado impropiamente 
una investidura oficial o profesional, sino que basta, en el 
sentido de la ley, el haber hecho creer erradamente, que se  

tiene facultades similares, por ejemplo a las de un ministro 
de un culto o que se pueden hacer curaciones por medios 
sobrenaturales o imaginarios, siempre que se haya obtenido 
la remisión o percepción de valores a base de la confianza. 
que se ha logrado inspirar en los demás; que, por otra parte, 
al tenor del artículo 405 del Código Penal, son reos de esta-
la, entre otros, los que para alcanzar el objeto enunciado en 
dicho texto, hacen nacer la esperanza o el temor de cual-
quier acontecimiento quimérico; que, en este orden de ideas,, 
basta que los medios empleados sean de tal naturaleza que 
puedan engañar a las personas contra quienes van dirigidos 
y que hayan podido engendrar en su espíritu la esperanza 
de tales hechos, siempre que se logre, como se dijo antes, 
la obtención de valores o capitales, y se haga con intención 
delictuosa; que según consta en la sentencia impugnada la 
Corte dió por establecido que el prevenido plantó una cruz 
y propagó la noticia en el vecindario de "La Jagua", donde 
él reside con su familia de que "gracias al milagro de esa_ 

Itruz él, Ramón de Mora, curó de la locura que había sufri-
do"; que las personas que allí acuden dejan sobre las piedras 
de la cruz valores de los cuales el prevenido se ha aprovecha-
do; que de esos hechos, y de los demás de la causa, los jueces 
del fondo han deducido los elementos constitutivos del delito, 
por lo cual el alegado medio de violación al artículo 405.  

del Código Penal debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se invoca que 
"tanto de la declaración de los testigos, como la del señor 
Mora, éste no ha tenido nunca la intención de hacerse entre-
gar sumas de dinero", agregando que, "por otra parte, de las 
mismas declaraciones se infiere que, el recurrente, Ramón 
de Mora, en ningún momento ha hecho uso de una falsa 
calidad, o falso poder"; que también sostiene el recurrente 
que la sentencia impugnada "no está fundamentada en de-
recho sino en una mera suposición de que Ramón de Mora 
pueda convertirse en un personaje que en una ocasión dejó 
una funesta historia para San Juan de la Maguana"; pero, 
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regular y válido en cuanto a la forma, por haber sido inter-
puesto en los plazos y mediante el cumplimiento de los demás 
requisitos legales el recurso de apelación intentado en fecha 
23 del mes de diciembre del año 1957 por el Procurador Fis-
cal contra sentencia derJuzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Benefactor dictada en atribuciones co-
rreccionales en la fecha indicada, cuyo dispositivo es como 
sigue: 'PRIMERO: Se descarga al inculpado Ramón de Mora 

, del delito de estafa que se le imputa, en perjuicio de varias 
personas, por no haberse establecido en la audiencia, la 
prueba de que se hayan reunidos los elementos constitutivos 
del delito, y las costas se declaran de oficio';— SEGUNDO: 
Revoca la sentencia recurrida, y en consecuencia: declara al 
prevenido culpable del delito de estafa en perjuicio de va-
rias personas, y lo condena a seis meses de prisión correccio-
nal y al pago de una multa de cincuenta pesos oro, com-
pensable a razón de un día de prisión por cada peso dejado 
de pagar;— TERCERO: Condena a Ramón de Mora al pago 
de las costas de ambas instancias"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: primero, violación del 
artículo 405 del Código Penal y, segundo, desnaturalización 
y descalificación de los hechos, así como errada interpreta-
ción y aplicación de los mismos y falta de base legal; 

Considerando,- que en cuanto al primer medio el recu-
rrente alega que los hechos puestos a su cargo no caracte-
rizan el delito de estafa y que por tanto se ha violado el 
artículo 405 del Código Penal, ya que según sostiene, él no 
usó falsos nombres ni falsas calidades ni obtuvo valores 
con ayuda de esos medios; que además, los hechos que se le 
imputan no constituyen maniobras 'fraudulentas ni fueron 
ejecutadas con la intención de producir un error; pero, 

Considerando que en cuanto al uso de falsas calidades 
no es imprescindible que se haya ostentado impropiamente 
una investidura oficial o profesional, sino que basta, en el 
sentido de la ley, el haber hecho creer erradamente, que se  

tiene facultades similares, por ejemplo a las de un ministro 
de un culto o que se pueden hacer curaciones por medios 
sobrenaturales o imaginarios, siempre que se haya obtenido , 

 la remisión o percepción de valores a base de la confianza_ 
que se ha logrado inspirar en los demás; que, por otra parte, 
al tenor del artículo 405 del Código Penal, son reos de esta-
fa, entre otros, los que para alcanzar el objeto enunciado en 
dicho texto, hacen nacer la esperanza o el temor de cual-
quier acontecimiento quimérico; que, en este orden de ideas,. 
basta que los medios empleados sean de tal naturaleza que 
puedan engañar a las personas contra quienes van dirigidos 
y que hayan podido engendrar en su espíritu la esperanza 
de tales hechos, siempre que se logre, como se dijo antes, 
la obtención de valores o capitales, y se haga con intención 
delictuosa; que según consta en la sentencia impugnada la 
Corte dió por establecido que el prevenido plantó una cruz 
y propagó la noticia en el vecindario de "La Jagua", donde 
él reside con su familia de que "gracias al milagro de esa.: 
'cruz él, Ramón de Mora, curó de la locura que había sufri-
do"; que las personas que allí acuden dejan sobre las piedras 
de la cruz valores de los cuales el prevenido se ha aprovecha-
do; que de esos hechos, y de los demás de la causa, los jueces 
del fondo han deducido los elementos constitutivos del delito, 
por lo cual el alegado medio de violación al artículo 405 
del Código Penal debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se invoca que 
"tanto de la declaración de los testigos, como la del señor 
Mora, éste no ha tenido nunca la intención de hacerse entre-
gar sumas de dinero", agregando que, "por otra parte, de las 
mismas declaraciones se infiere que, el recurrente, Ramón 
de Mora, en ningún momento ha hecho uso de una falsa 
calidad, o falso poder"; que también sostiene el recurrente 
que la sentencia impugnada "no está fundamentada en de-
recho sino en una mera suposición de que Ramón de Mora 
pueda convertirse en un personaje que en una ocasión dejó 
una funesta historia para San Juan de la Maguana"; pero, 
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Considerando que en la sentencia impugnada se dan por 
establecidos mediante la ponderación de los elementos de 
pruebas regularmente aportados en la instrucción de la 
causa, los hechos siguientes: que el veintitrés de diciembre 
del mil novecientos cincuenta y siete, el sargento del E. N. 
Pedro E. Pichardo condujo en calidad de preso ante el Oficial 
comandante al nombrado Ramón de Mora, por "el hecho de 
recibir dinero de varias personas, haciendo creer que orando 
ante una cruz, curaban de sus dolencias por medios, mila-
grosos", que el prevenido "para engañar a sus víctimas y 
atraerlos al lugar donde hacía creer que era un sitio mi-
lagroso, colocó una cruz y propagó la noticia en el vecindario 
de la Jagua... de que gracias al milagro de esa cruz, él 
Ramón de Mora, curó de la locura que había sufrido"; y que, 
"difundió con tanto éxito esta propaganda, que la mentirosa 
virtud curativa llegó a conocerse no sólo en las secciones y 
parajes aledaños a la Jagua y demás poblaciones del Sur, si-
no hasta en diferentes localidades del país, muy distantes"- 
que "mediante esta maniobra fraudulenta el prevenido ha. '* 

 ganado tantos beneficios . . . que posee -un Jeep, gastán-
dose el lujo de los servicios de un chófer"; que el preve-
nido, quien había sido sometido anteriormente por brujo 
y descargado, confesó estos dos hechos: primero, que a su 
casa "asisten numerosas personas de diferentes sitios del 
país, con objeto de curarse ante la cruz o en el sitio milagro-
so"; y, segundo, "que ha recibido dinero, (cincuenta centa-
vos y un peso) de los numerosos creyentes" y aunque dice 
que no lo recibió en sus propias manos, confiesa "que obtuvo 
-beneficios del dinero que dejaban las personas"; 

Considerando que de lo precedentemente expuesto se 
infiere, que contrariamente a como lo pretende el recurrente, 
la Corte a , qua, al establecer los hechos de la causa no ha 
incurrido en la desnaturalización y descalificación alegadas, 
sino que la conclusión a que llegaron los jueces del fondo fué 
el resultado de la ponderación que ellos hicieron de los ele-
mentos de prueba aportados al debate; que además, el fallo  

impugnado contiene una exposición completa de los hechos 
y una descripción correcta de las circunstancias de la causa 
que ha permitido a la Suprema Corte verificar que la ley 
ha sido bien aplicada; que al condenar al prevenido a seis 
meses de prisión correccional y al pago de una multa de 
cincuenta pesos, la citada Corte no ha hecho más que apli-
car las sanciones establecidas en el artículo 405 del Código 
Penal, dentro de los límites fijados por éste; que, por tanto, 
el segundo medio debe ser también desestimado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada, no contiene ningún vicio que justifi-
que su 'casación; 

\Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón de Mora, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de SQ11.. Juan de la 
Maguana, en sus atribuciones correccionales y en fecha die-
cisiete de enero de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del presente 
'fallo; y Segundo: .Condena a dicho recurrente al pago de las 

costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Larnarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 

-Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

'La presente sentencia ha sido "dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Considerando que en la sentencia impugnada se dan por 
establecidos mediante la ponderación de los elementos de 
pruebas regularmente aportados en la instrucción de la 
causa, los hechos siguientes: que el veintitrés de diciembre 
del mil novecientos cincuenta y siete, el sargento del E. N. 
Pedro E. Pichardo condujo en calidad de preso ante el Oficial 
comandante al nombrado Ramón de Mora, por "el hecho de 
recibir dinero de varias personas, haciendo creer que orando 
ante una cruz, curaban de sus dolencias por medios, mila-
grosos", que el prevenido "para engañar a sus víctimas y 
atraerlos al lugar donde hacía creer que era un sitio mi-
lagroso, colocó una cruz y propagó la noticia en el vecindario 
de la Jagua... de que gracias al milagro de esa cruz, él 
Ramón de Mora, curó de la locura que había sufrido"; y que, 
"difundió con tanto éxito esta propaganda, que la mentirosa 
virtud curativa llegó a conocerse no sólo en las secciones y 
parajes aledaños a la Jagua y demás poblaciones del Sur, si-
no hasta en diferentes localidades del país, muy distantes"; 
que "mediante esta maniobra fraudulenta el prevenido ha' 
ganado tantos beneficios. . . que posee un Jeep, gastán-
dose el lujo de los servicios de un chófer"; que el preve-
nido, quien había sido sometido anteriormente por brujo 
y descargado, confesó estos dos hechos: primero, que a su 
casa "asisten numerosas personas de diferentes sitios del, 
país, con objeto de curarse ante la cruz o en el sitio milagro-
so"; y, segundo, "que ha recibido dinero, (cincuenta centa-
vos y un peso) de los numerosos creyentes" y aunque dice 
que no lo recibió en sus propias manos, confiesa "que obtuvo 
• beneficios del dinero que dejaban las personas"; 

Considerando que de lo precedentemente expuesto se 
infiere, que contrariamente a como lo pretende el recurrente, 
la Corte a qua, al eStablecer los hechos de la causa no ha 
incurrido en la desnaturalización y descalificación alegadas, 
sino que la conclusión a que llegaron los jueces del fondo fué 
el resultado de la ponderación que ellos hicieron de los ele-
mentos de prueba aportados al debate; que además, el fallo  

impugnado contiene una exposición completa de los hechos 
y una descripción correcta de las circunstancias de la causa 
que ha permitido a la Suprema Corte verificar que la ley 
ha sido bien aplicada; que al condenar al prevenido a seis 
meses de prisión correccional y al pago de una multa de 
cincuenta pesos, la citada Corte no ha hecho más que apli-
car las sanciones establecidas en el artículo 405 del Código 
Penal, dentro de los límites fijados por éste; que, por tanto, 
el segundo medio debe ser también desestimado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada, no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón de Mora, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, en sus atribuciones correccionales y en fecha die-
cisiete de enero de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del presente 
'fallo; y Segundo: Colderia a dicho recurrente al pago de las 

costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Sánchez Ramírez de fecha 26 de noviembre 
de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Mateo. 

Abogado: Lic. Armando Portalatín Sosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidenté; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henriquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, asistidos - del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecinueve del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Mateo, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado y residente en "La Cueva", Sección del Munici-
pio de Cevicos, cédula 11944, serie 37, cuyo sello de renova-
ción no se menciona en el expediente, contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sán-
chez Ramírez, en grado de apelación, de fecha veintiséis de  

noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Diógenes del Orbe hijo, cédula 24215, serie 

47, sello 59912, en representación del Lic. E. Armando Por-
talatín Sosa, cédula 2181, serie 1, sello 27327, abogado de 
la parte recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Lic. E. 
Armando Portalatín Sosa, en nombre y representación del 
recurrente Francisco Mateo, (a) Pancho, en fecha tres de 
diciembre del mil novecientos cincuenta y siete; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. E. Ar-
mando Portalatín Sosa, abogado del recurrente, de fecha 
veinticinco de abril del mil novecientos cincuenta y ocho, 
y en el cual se invoca contra la sentencia impugnada el me-
dio que más adelante se indica; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 410 párrafo 2°, del Código Pe-
nal, reformado por la Ley 3664, de 1953, y 1, 20 y 43 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en 'fecha veintiocho de octubre del mil novecientos cin-
cuenta y siete, el Oficial Comandante de la Policía Nacional 
de Cotuí, sometió ante el Juzgado de Paz del Municipio de 
Cevicos a Francisco Mateo (a) Pancho, por los delitos de 
celebración de rifas de aguante y de ejercicio ilegal de la 
medicina; b) que en fecha veintiocho de octubre del mismo 
año (1957), el Juzgado de Paz dictó una sentencia conde-
nando al prevenido a la pena de un año de prisión correccio-
nal y mil pesos de multa y al pago de las costas, por los men-
cionados delitos; c) que contra ese fallo interpuso el pre-. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Skichez Ramírez de fecha 26 de noviembre 
de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Mateo. 
Abogado: Lic. Armando Portalatín Sosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidenta; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, asistidos 'del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día diecinueve del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Mateo, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado y residente en "La Cueva", Sección del Munici-
pio de Cevicos, cédula 11944, serie 37, cuyo sello de renova-
ción no se menciona en el expediente, contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sán-
chez Ramírez, en grado de apelación, de fecha veintiséis de  

noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Diógenes del Orbe hijo, cédula 24215, serie 

47, sello 59912, en representación del Lic. E. Armando Por-
talatín Sosa, cédula 2181, serie 1, sello 27327, abogado de 
la parte recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Lic. E. 
Armando Portalatín Sosa, en nombre y representación del 
recurrente Francisco Mateo, (a) Pancho, en fecha tres de 
diciembre del mil novecientos cincuenta y siete; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. E. Ar-
mando Portalatín Sosa, abogado del recurrente, de fecha 
veinticinco de abril del mil novecientos cincuenta y ocho, 
y en el cual se invoca contra la sentencia impugnada el me-
dio que más adelante se indica; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 410 párrafo 2°, del Código Pe-
nal, reformado por la Ley 3664, de 1953, y 1, 20 y 43 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en 'fecha veintiocho de octubre del mil novecientos cin-
cuenta y siete, el Oficial Comandante de la Policía Nacional 
de Cotuí, sometió ante el Juzgado de Paz del Municipio de 
Cevicos a Francisco Mateo (a) Pancho, por los delitos de 
celebración de rifas de aguante y de ejercicio ilegal de la 
medicina; b) que en fecha veintiocho de octubre del mismo 
año (1957), el Juzgado de Paz dictó una sentencia conde-
nando al prevenido a la pena de un año de prisión correccio-
nal y mil pesos de multa y al pago de las costas, por los men-
cionados delitos; c) que contra ese fallo interpuso el pre-. 
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venido recurso de apelación en la forma y en el plazo indi-
cados por la ley; 

Considerando que sobre el recurso de apelación antes 
dicho, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Sánchez Ramírez dictó la sentencia ahora impugnada én 
casación la cual contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el nombrado Francisco Mateo (Pancho), de 
generales anotadas, prevenido del delito de celebrar rifa de 
aguante y ejercer la medicina ilegal, por haberlo hecho en 
tiempo oportuno, cuyo dispositivo dice: 'Primero: Que debe 
condenar y condena al nombrado Francisco Mateo (Pancho) 
de generales anotadas a sufrir una condena de un año de 
prisión correccional, al pago de una multa de mil pesos 
oro; al pago de las costas y confiscación de RD$2.25, una 

_ lista, un lápiz amarillo y una jeringuilla, cuerpos del delito 
que se le imputa, por el hecho de estar celebrando rifas de 
aguante y ejercer la medicina ilegalmente'; SEGUNDO: Des-
carga del delito de ejercicio ilegal de medicina al prevenido 
por no haberlo cometido y obrando por contrario imperio 
lo condena a dos meses de prisión correccional y RD$500.00 
de multa, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes 
por el delito de rifa no autorizadas por la Ley; TERCERO: 
Confirma la sentencia anterior en sus demás partes; CUAR-
TO: Condena al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente alega tanto en el acta 
del recurso interpuesto, como en su memorial de casación, 
la falta de base legal; 

Considerando que los hechos comprobados y admitidos 
por el Juez del fondo, son los siguientes: que en el expedien-
te figuraban como medios de pruebas, "una libreta conte-
niendo apuntes y una numeración completa del 1 hasta el 
100"; pero, 

Considerando que para que exista el delito a que se 
refiere el artículo 410, reformado, del Código Penal, es 
preciso que el prevenido haya sido sorprendido celebrando  

una rifa, esto es, vendiendo o distribuyendo los números o 
cuando menos en condiciones tales que pueda hacer presu-
mir que ya los números habían sido ofrecidos o vendidos; 

Considerando que en la especie, según resulta del fallo 
impugnado, los jueces del fondo no establecieron que el pre-
venido estuviera vendiendo o proponiendo a alguna persona 
la venta de números para una rifa; que lo único que se ha 
comprobado es que dicho prevenido poseía un papel numera-
do del 1 al 100, el cual se señala como pieza de convicción 
en la sentencia; que no se ha puesto de manifiesto que en el 
mencionado papel o en el cuaderno que también se cita en 
la sentencia, figuren algunos números como anotados o ven-
didos a terceras personas; que, por tanto, el examen de la 
sentencia impugnada revela que ella no contiene los ele-
mentos de hecho necesarios que permitan reconocer si la 
ley ha sido bien aplicada; que, en consecuencia, la sentencia 
impugnada carece de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Sánchez Ramírez, en grado de apelación y en fecha 
veintiséis de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega; y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- . 

 diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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venido recurso de apelación en la forma y en el plazo indi-
cados por la ley; 

Considerando que sobre el recurso de apelación antes 
dicho, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Sánchez Ramírez dictó la sentencia ahora impugnada én 
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PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el nombrado Francisco Mateo (Pancho), de 
generales anotadas, prevenido del delito de celebrar rifa de 
aguante y ejercer la medicina ilegal, por haberlo hecho en 
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lo condena a dos meses de prisión correccional y RD$500.00 
de multa, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes 
por el delito de rifa no autorizadas por la Ley; TERCERO: 
Confirma la sentencia anterior en sus demás partes; CUAR-
TO: Condena al prevenido al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente alega tanto en el acta 
del recurso interpuesto, como en su memorial de casación, 
la falta de base legal; 

Considerando que los hechos comprobados y admitidos 
por el Juez del fondo, son los siguientes: que en el expedien-
te figuraban como medios de pruebas, "una libreta conte-
niendo apuntes y una numeración completa del 1 hasta el 
100"; pero, 

Considerando que para que exista el delito a que se 
refiere el artículo 410, reformado, del Código Penal, es 
preciso que el prevenido haya sido sorprendido celebrando  

una rifa, esto es, vendiendo o distribuyendo los números o 
cuando menos en condiciones tales que pueda hacer presu-
mir que ya los números habían sido ofrecidos o vendidos; 

Considerando que en la especie, según resulta del fallo 
impugnado, los jueces del fondo no establecieron que el pre-
venido estuviera vendiendo o proponiendo a alguna persona 
la venta de números para una rifa; que lo único que se ha 
comprobado es que dicho prevenido poseía un papel numera-
do del 1 al 100, el cual se señala como pieza de convicción 
en la sentencia; que no se ha puesto de manifiesto que en el 
mencionado papel o en el cuaderno que también se cita en 
la sentencia, figuren algunos números como anotados o ven-
didos a terceras personas; que, por tanto, el examen de la 
sentencia impugnada revela que ella no contiene los ele-
mentos de hecho necesarios que permitan reconocer si la 
ley ha sido bien aplicada; que, en consecuencia, la sentencia 
impugnada carece de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Sánchez Ramírez, en grado de apelación y en fecha 
veintiséis de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega; y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- • 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 6 de febrero de 1957. 	• 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Mercedes A. Gómez y José Ramón Gómez. 
Abogados: Lic. Milcíades Duluc y Dr. Luis E. Jourdain H. 

Recurridos: Carolina Ramírez Vda. Veloz y Sucs. de Javier Veloz. 
Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día veintiuno del mes de mayo 
de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Truji-
llo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mercedes 
A. Gómez, dominicana, mayor de edad, soltera, de queha-
ceres domésticos, cédula 22783, serie 47, sello 1164999, y 
José Ramón Gómez, dominicano, mayor de edad, casado, 
plomero, cédula 13502, serie 47, sello 199763, quien actúa en 
su calidad de reprwentante legal de su hija menor Mirtha 
Mercedes Gómez, domiciliados todos en esta ciudad, contra 
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sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha seis de febrero de mil novecientos cincuen-
ta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Luis E. Jourdain H., cédula 7783, serie 1, 
sello 50322, por sí y en representación del Lic. Milcíades 
Duluc, cédula 50164, serie 1, sello 50164, abogados de los 
recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Juan Ml. Pellerano Gómez, cédula 49307, 
serie 1, sello 29539, en representación del Lic. Quírico Elpi-
dio Pérez B., cédula 3726, serie 1, sello 5956, abogado de los 
recurridos Carolina Ramírez Vda. Veloz, dominicana, ocu-
pada en los quehaceres del hogar, con cédula 10031, serie 1, 
sello 18767, y quien actúa en su calidad de cónyuge super-
viviente y de tutora legal de sus hijos menores Zoila Rosa 
Veloz Ramírez y Jesús Francisco Veloz Ramírez, estudian-
tes, así como de los señores José Altagracia Veloz Hernán-
dez, dominicano, empleado, cédula 2454, serie 1, sello 733-
922, domiciliado y residente en esta ciudad, al igual que la 
primera, Horacio Rafael -  Veloz Hernández, dominicano, ofi-
cinista, cédula 25028, serie 1, sello 227456, de este domi-
cilio y residencia, Altagracia Veloz Vda. Bello, dominicana, 
de los quehaceres del hogar, cédula 35584, serie 1, sello 
34668, de este domicilio, Bienvenido E. Veloz Escalante, do-
minicano, oficinista, cédula 22025, serie 2, sello 2658662, de 
este domicilio, Javier Francisco Veloz hijo, dominicano, em-
pleado, cédula 22497, serie 2, sello 2661513, y Víctor Antonio 
Veloz Valdez, dominicano, oficinista, cédula 65814, serie 1, 
sello 2648500, domiciliado y residente en esta ciudad, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el once de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por e] Lic. Milcíades Duluc y el Dr. Luis E. Jourdain H., abo- 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE MAYO DE 1958 

Sentencia Impugnada: Corte. de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 6 de febrero de 1957. 	• 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Mercedes A. Gómez y José Ramón Gómez. 
Abogados: Lic. Milcíades Duluc y Dr. Luis E. Jourdain H. 

Recurridos: Carolina Ramírez Vda. Veloz y Sucs. de Javier Veloz. 
Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día veintiuno del mes de mayo 
de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Truji-
llo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mercedes 
A. Gómez, dominicana, mayor de edad, soltera, de queha-
ceres domésticos, cédula 22783, serie 47, sello 1164999, y 
José Ramón Gómez, dominicano, mayor de edad, casado, 
plomero, cédula 13502, serie 47, sello 199763, quien actúa en 
su calidad de representante legal de su hija menor Mirtha 
Mercedes Gómez, domiciliados todos en esta ciudad, contra  

sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha seis de febrero de mil novecientos cincuen-
ta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Luis E. Jourdain H., cédula 7783, serie 1, -
sello 50322, por sí y en representación del Lic. Milcíades 
Duluc, cédula 50164, serie 1, sello 50164, abogados de los 
recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Juan Ml. Pellerano Gómez, cédula 49307, 
serie 1, sello 29539, en representación del Lic. Quírico Elpi-
dio Pérez B., cédula 3726, serie 1, sello 5956, abogado de los 
recurridos Carolina Ramírez Vda. Veloz, dominicana, ocu-
pada en los quehaceres del hogar, con cédula 10031, serie 1, 
sello 18767, y quien actúa en su calidad de cónyuge super-
viviente y de tutora legal de sus hijos menores Zoila Rosa 
Veloz Ramírez y Jesús Francisco Veloz Ramírez, estudian-
tes, así como de los señores José Altagracia Veloz Hernán-
dez, dominicano, empleado, cédula 2454, serie 1, sello 733-
922, domiciliado y residente en esta ciudad, al igual que la 
primera, Horacio Rafael -  Veloz Hernández, dominicano, ofi-
cinista, cédula 25028, serie 1, sello 227456, de este domi-
cilio y residencia, Altagracia Veloz Vda. Bello, dominicana, 
de los quehaceres del hogar, cédula 35584, serie 1, sello 
34668, de este domicilio, Bienvenido E. Veloz Escalante, do-
minicano, oficinista, cédula 22025, serie 2, sello 2658662, de 
este domicilio, Javier Francisco Veloz hijo, dominicano, em-
pleado, cédula 22497, serie 2, sello 2661513, y Víctor Antonio 
Veloz Valdez, dominicano, dficinista, cédula 65814, serie 1, 
sello 2648500, domiciliado y residente en esta ciudad, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado el once de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por el Lic. Milcíades Duluc y el Dr. Luis E. Jourdain H., abo- 
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gados de los recurrentes, en el cual se invocan los medios 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Quírico 
Elpidio Pérez B., abogado de los recurridos, notificado el 
diez y seis de octubre di-  mil novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1384 del Código Civil; 133 del 
Código de Procedimiento Civil, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que "en fecha 19 de septiembre de 1952, María 
Acevedo García y José Ramón Gómez, actuando como re-
presentante legal de su hija menor Mirtha Mercedes Gómez, 
emplazaron a Javier Veloz para que compareciera en la 
octava franca legal por ante la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito de Santo 
Domingo, ahora Distrito Nacional, en atribuciones civiles, 
a fin de que: 'Atendido: que fué infructuoso el preliminar 
de conciliación por acto de mi propio ministerio inkiaron 
mis requerientes el día 13 del mes de agosto del año en 
curso, ya que el señor Javier Veloz, no compareció, como 
lo evidencia el Acta que se copia en cabeza de este acto; 
Atendido: que el día 27 de febrero del año que transcurre, 
mientras transitaba la guagua del servicio N" 4087, propie-
dad del señor Javier Veloz, por la calle Barahona en direc-
ción este a oeste, al llegar a la esquina de la Avenida Brau-
lio Alvarez, dicho vehículo se desvió violentamente hacia 
la derecha llevándose de encuentro a las menores, Merce-
dez Aspacia Gómez Acevedo y Mirtha Mercedes Gómez, 
yendo a chocar con la casa N° 240 de la indicada calle Ba-
rahona, habiéndoles ocasionado como consecuencia del ac-
cidente, golpes y heridas gravísimas a las pre-indicadas me-
nores, a nombre y representación de quienes actúan mis 
requerientes, como representantes legales de ellas; Atendi-
do: que el accidente se debió a la comisión de una grave 
falta delictuosa en la que incurrió el chófer que guiaba  

dicha guagua en el momento en el que ocurrió el accidente,. 
según ha quedado comprobado debidamente ante la juris-
dicción penal, la que, por aplicación de lo que dispone la 
ley N9  2022, condenó a dicho chófer señor Rafael Eugenio 
Martínez Núñez, a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional; Atendido: que de conformidad con lo que pre-
ceptúa el artículo 1384 del Código Civil, no solamente se es 
responsable de lo que causa un hecho suyo, sino tambiérL 
del que se causa por hechos de las personas de quienes sea 
debe responder; que los amos y comitentes, los son del daño 
causado por sus criados y apoderados en las funciones ea 
que estén empleados; que un comitente es civilmente res-
ponsable de los hechos perjudiciales cometidos por los ter-: 
ceros en quienes el preposé o empleado se hubiere sustituido , 

 para cumplir esas funciones, especialmente por los terceros: 
que hubiesen substituido a un preposé o empleado en la con-
ducción de un vehículo automóvil; Atendido: que, conse-
cuentemente, el señor Javier Veloz, propietario de la gua-
g ua de que se trata, debe considerarse, legalmente, como 
responsable civilmente de los hechos perjudiciales que hará 
experimentado las menores Mercedes Aspacia Gómez Ace-
vedo y Mirtha Mercedes Gómez, como consecuencia del pre-
dicho accidente que se debió exclusivamente a la falta delic-
tuosa cometida por el chófer Rafael Eugenio Martínez Nú-
ñez, quien conducía la guagua ya indicada en el momento 
en el que ocurrió el accidente lamentable; Atendido: que ea 
la especie existen . pruebas fehacientes del gran perjuicio 
experimentado como consecuencia directa del hecho perju-
dicill, por las indicadas menores; que es indiscutible o in-
negable la relación de causalidad entre la falta y el hecho 
perjudicial", oiga "Javier Veloz pedirle al juez y ser fallado 
por éste: Primero: que se condene al señor Javier Veloz en 
su calidad de comitente del señor Rafael Eugenio Martínez. 
Núñez, chófer que guiaba o conducía la guagua placa NI> 

4087, que el día 27 de febrero del año en curso, por la falta 
delictuosa probada de dicho chófer, fué el culpable del ac--• 
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gados de los recurrentes, en el cual se invocan los medios 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Quírico 
Elpidio Pérez B., abogado de los recurridos, notificado el 
diez y seis de octubre dé mil novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1384 del Código Civil; 133 del 
Código de Procedimiento Civil, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que "en fecha 19 de septiembre de 1952, María 
Acevedo García y José Ramón Gómez, actuando como re-
presentante legal de su hija menor Mirtha Mercedes Gómez, 
emplazaron a Javier Veloz para que compareciera en la 
octava franca legal por ante la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito de Santo 
Domingo, ahora Distrito Nacional, en atribuciones civiles, 
a fin de que: 'Atendido: que fué infructuoso el preliminar 
de conciliación por acto de mi propio ministerio inkianon 
mis requerientes el día 13 del mes de agosto del año en 
curso, ya que el señor Javier Veloz, no compareció, como 
lo evidencia el Acta que se copia en cabeza de este acto; 
Atendido: que el día 27 de febrero del año que transcurre, 
mientras transitaba la guagua del servicio N" 4087, propie-
dad del señor Javier Veloz, por la calle Barahona en direc-
ción este a oeste, al llegar a la esquina de la Avenida Brau-
lio Alvarez, dicho vehículo se desvió violentamente hacia 
la derecha llevándose de encuentro a las menores, Merce-
dez Aspacia Gómez Acevedo y Mirtha Mercedes Gómez, 
yendo a chocar con la casa NQ 240 de la indicada calle Ba-
rahona, habiéndoles ocasionado como consecuencia del ac-
cidente, golpes y heridas gravísimas a las pre-indicadas me-
nores, a nombre y representación de quienes actúan Os 
requerientes, como representantes legales de ellas; Atendi-
do: que el accidente se debió a la comisión de una grave 
falta delictuosa en la que incurrió el chófer que guiaba  

dicha guagua en el momento en el que ocurrió el accidente,. 
según ha quedado comprobado debidamente ante la juris-
dicción penal, la que, por aplicación de lo que dispone la 

ley N9  2022, condenó a dicho chófer señor Rafael Eugenio 
Martínez Núñez, a sufrir la pena de seis meses de prisión. 
correccional; Atendido: que de conformidad con lo que pre-
ceptúa el artículo 1384 del Código Civil, no solamente se es 
responsable de lo que causa un hecho suyo, sino también 
del que se causa por hechos de las personas de quienes se-
debe responder; que los amos y comitentes, los son del daña 
causado por sus criados y apoderados en las funciones ea 
que estén empleados; que un comitente es civilmente res-
ponsable de los hechos perjudiciales cometidos por los ter-

ceros en quienes el preposé o empleado se hubiere sustituido-
para cumplir esas funciones, especialmente por los terceros: 
que hubiesen substituido a un preposé o empleado en la con-

ducción de un vehículo automóvil; Atendido: que, conse-
cuentemente, el señor Javier Veloz, propietario de la gua-
gua de que se trata, debe considerarse, legalmente, como 
responsable civilmente de los hechos perjudiciales que han 
experimentado las menores Mercedes Aspada Gómez Ace-
vedo y Mirtha Mercedes Gómez, como consecuencia del pre-
dicho accidente que se debió exclusivamente a la falta delic-
tuosa cometida por el chófer Rafael Eugenio Martínez Nú-
ñez, quien conducía la guagua ya indicada en el momento 
en el que ocurrió el accidente lamentable; Atendido: que ert 
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experimentado como consecuencia directa del hecho pedu-
dicill, por las indicadas menores; que es indiscutible o in-
negable la relación de causalidad entre la falta y el hecho 
perjudicial", oiga "Javier Veloz pedirle al juez y ser fallado 
por éste: Primero: que se condene al señor Javier Veloz en 
su calidad de comitente del señor Rafael Eugenio Martínez. 
Núñez, chófer que guiaba o conducía la guagua placa N9' 
4087, que el día 27 de febrero del año en curso, por la falta 
delictuosa probada de dicho chófer, fué el culpable del ac• 
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icidente ocurrido en la calle Barahona, al desviarse la gua-
gua indicada alcanzando e hiriendo y golpeando gravemen-
te a los menores Mercedes Aspada Gómez Acevedo y Mir-
tha Mercedes Gómez, a pagar en provecho de dichos meno-
res perjudicados a título de daños y perjuicios, la suma de 
cuatro mil pesos (RD$4,000.00) moneda de curso legal, más 
los intereses legales de dicha suma a partir de la fecha de 
la sentencia que acuerde la indemnización; Segundo: que se 
condene al demandado al pago de las costas. Bajo toda clase 
de reservas de ley"; 2) "que en fecha veintiocho de junio del 
año mil novecientos cincuenta y seis, la Cámara de lo Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
`FALLA: Primero: Acoge por ser justa y reposar sobre 

prueba legal la demanda civil en reparación de daños y 
perjuicios interpuesta por Mercedes A. Gómez (antes, en• 
su minoridad representada por su madre María Acevedo) 
y José Ramón Gómez) contra Javier Veloz Sánchez, recha-
zando por infundadas las conclusiones de éste, y, en conse-
cuencia, condena a dicha parte demandada a pagarle a títu-
lo de indemnización y por los motivos precedentemente ex-
puestos la suma de mil quinientos pesos oro (RD$1,500.00) 
.en favor de la primera y de quinientos pesos oro (RD$500.-
00) en favor de la segunda; así como los intereses legales 
de la suma acordada a partir del día de la demanda; Segun-
do: Condena igualmente a dicha parte demandada al pago 
de las costas distrayéndolas en favor del Lic. Milcíades Du-
luc y del Dr. Luis Emilio Jourdain Heredia quienes afirman 
haberlas avanzado en su totalidad"; 3) "que en fecha seis 
(6) de octubre del citado año mil novecientos cincuenta y 
seis, por acto del mismo ministerial Eladio Maldonado So-
lano, los señores Carolina Ramírez Vda. Veloz, en su cali-
dad de cónyuge superviviente común en bienes con el fina-
do Javier Veloz Sánchez, y de tutora legal de sus hijos me-
nores Zoila Rosa Veloz Ramírez y Jesús Francisco Veloz 
Ramírez; José Altagracia Veloz Hernández, Horacio Ra- 

1 

1 
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Tul Veloz Hernández, Altagracia Veloz Viuda Bello, Bien-
venido E. Veloz Escalante, Javier Francisco Veloz hijo y 
Víctor Antonio Veloz. teniendo por abogado constituido al 
licenciado Quírico Elpidio Pérez B., interpusieron formal 
recurso de apelación contra la preindicada sentencia"; y 4) 
que sobre dicho recurso la Corte a qua dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: que debe declarar y declara regular 
y válido en la forma el recurso de apelación interpuesto por 
los intimantes contra sentencia de la Cámara Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha 28 de junio, de 1956, en atribuciones civiles; 
SEGUNDO: que debe excluir y excluye de los debates del 
presente asunto, la contrarréplica notificada por el abogado 
de los intimantes a los abogados de los intimados, el 6 de 
diciembre, de 1956, por ser extemporáriea y violar el dere-
cho de defensa; TERCERO: que debe revocar y revoca, en 
todas sus partes, la sentencia de la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, de fecha 28 de junio, de 1956, cuyo dispositivo dice así: 
`FALLA: PRIMERO: Acoge por ser justa y reposar sobre 
prueba legal la demanda civil en reparación de daños y per-
juicios interpuesta por Mercedes A. Gómez (antes, en su 
minoridad representada por su madre María Acevedo) y Jo-
sé Ramón Gómez) contra Javier Veloz Sánchez, rechazando 
por infundadas las conclusiones de éste, y en consecuencia, 
condena a dicha demandada a pagarle a título de indemni-
zación y por los motivos precedentemente expuestos la su-
ma de mil quinientos pesos oro (RD$1,500.00) en favor de 
la primera y de quinientos pesos oro (RD$500.00) en favor 
de la segunda; así como los intereses de la suma acordada 
a partir del día de la demanda; SEGUNDO: Condena igual-
mente a dicha parte demandada al pago de las costas dis-
trayéndolas en favor 'del Lic. Milcíades Duluc y del Dr. Luis 
Emilio Jourdain Heredia, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad'; por improcedente y mal fundada; 
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a partir del día de la demanda; SEGUNDO: Condena igual-
mente a dicha parte demandada al pago de las costas dis-
trayéndolas en favor 'del Lic. Milcíades Duluc y del Dr. Luis 
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CUARTO: que debe condenar y condena a los intimados, 
señores José Ramón Gómez y Mercedes A. Gómez, al pago 
de las costas, con distracción en favor del Lic. Quírico Elpi-
dio Pérez B., quien declara que las ha avanzado en su mayor 
parte"; 

Considerando que los recurrentes invocan el siguiente 
medio de casación: "Violación de los artículos 1315 y 1384 
30  parte del Código Civil.— Desnaturalización de los hechos 
de la causa.— Falta de base legal y violación por falta de 
motivos del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil"; 

Considerando en cuanto a lá violación del artículo 1384 
del Código Civil, que de conformidad con dicho texto legal 
los comitentes son responsables del daño causado por sus 
empleados en el ejercicio de sus funciones; que, además, 
los comitentes son responsables del daño causado por sus 
empleados en ocasión de sus funciones, o sea Cuando existe 
entre éstas y el mecho perjudicial un lazo de causalidad o 
de conexidad; que, para apreciar la relación de causalidad 
debe tenerse en cuenta el tiempo y el lugar del trabajo, el 
móvil de la acción y los medios puestos a disposición del 
empleado; que, además, el comitente se reputa haber actua-
do voluntariamente por mediación de su empleado; 

Considerando,que la Corte a qua ha admitido en el fa-
llo impugnado lo siguiente: 1) que el cobrador de la guagua 
placa N° 4087, perteneciente a Javier Veloz, confió al chófer 
Rafael Eugenio Martínez Núñez, el manejo de dicho vehícu-
lo, en vista de que el chófer titular Rafael Alvarez, se encon-
traba momentáneamente imposibilitado para trabajar; y 2) 
que el chófer Rafael Eugenio Martínez Núñéz, designado 
por el cobrador de la guagua en sustitución de Rafael Al-
varez, fué condenado penalmente como autor del delito de 
golpes y heridas por imprudencia en perjuicio de los actua-
les recurrentes, causados con el manejo de la guagua que le 
había sido confiada; 

Considerando que, en consecuencia, es evidente que el 
cobrador de la guagua, al confiarle el manejo del vehículo 

propiedad de Javier Veloz, en el cual prestaba sus servicios, 
al chófer Rafael Eugenio Martínez Núñez, actuó en ocasión 
de las funciones en que estaba empleado, pues el ejercicio cíe 
estas funciones hizo posible el acto por él realizado; 

Considerando que, por otra parte, al haber sido selec-
cionado el chófer Martínez Núñez para el manejo de la 
guagua que causó el daño, por un empleado que actuaba en 
ocasión de sus funciones, el dueño de dicha guagua, es res-
ponsable, en su calidad de comitente, de las consecuencias 
perjudiciales del delito de golpes y heridas por imprudencia 
cometido por el chófer accidental del vehículo, de acuerdo 
con las disposiciones del artículo 1384 del Código Civil; 

Considerando que, por consiguiente, al estatuir en sen-
tido contrario, la Corte a qua ha violado dicho texto legal, 
y sin que sea necesario examinar los demás vicios y viola-
ciones de la ley denunciados en el único medio del recurso, 
el fallo impugnado debe ser anulado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha 
seis de febrero de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía 
el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y 
Segundo: Condena a los recurridos al pago de las costas, 
cuya distracción se ordena en provecho del Lic. Milcíades 
Duluc y del Dr. Luis Emilio Jourdain H., abogados de los 
recurrentes, quienes afirman haberlas avanzado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio ,Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar. — Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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propiedad de Javier Veloz, en el cual prestaba sus servicios, 
al chófer Rafael Eugenio Martínez Núñez, actuó en ocasión 
de las funciones en que estaba empleado, pues el ejercicio cíe 
estas funciones hizo posible el acto por él realizado; 

Considerando que, por otra parte, al haber sido selec-
cionado el chófer Martínez Núñez para el manejo de la 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 24 de 
febrero de 1956. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Guillermo Fernández Suero. 
Abogado: Dr. Aristides Alvarez Sánchez. 

Recurrido: Hilda Esperanza Gómez de Jiménez. 
Abogado: Lic. Digno Sánchez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente y Néstor Contín Aybar, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiuno del mes de mayo de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restauración 
y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Guillermo 
Fernández Suero, dominicano, mayor de edad, casado,. em-
pleado particular, de este domicilio y residencia, cédula 1978, 
serie 1 4, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, 
contra sentencia pronunciada por el Tribunal Superior de 
Tierras, de 'fecha veinticuatro de febrero del mil novecien-
tos cincuentiséis, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 
1"—Que debe acoger y acoge, el recurso de apelación inter-
puesto por la señora Hilda Esperanza Gómez de Jiménez, 
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en fecha 5 de julio de 1955; 29—Que debe modifiar y mcxli-
fica, la Decisión N9  1 dictada por el Tribunal de Tierras de 
Jurisdicción Original en fecha 21 de junio de 1955, relati-
vamente al Solar N9  28 de la Manzana N9 197, del D.C. N9  1 

del Distrito Nacional, y en consecuencia, ordena el registro 
del derecho de propiedad de este solar, con sus •mejoras 
consistentes en una casa de concreto, de una planta, techada 
de zinc, y sus anexidades y dependencias, incluyendo la faja•. 
de terreno medida en discusión con el señor Guillermo Fer-
nández Suero, en favor de la señora Hilda Esperanza Gó-
mez Jiménez, dominicana, mayor de edad, casada, de que-
haceres domésticos, domiciliada y residente en Ciuddd Tru-
jillo, D.N.— 39—Que debe rechazar y rechaza, por infun-
dada, la reclamación que sobre una parte de esta faja for-
mulara el señor Guillermo Fernández Suero; SE ORDENA 
al Secretario del Tribunal de Tierras que una vez recibidos 
por él los planos definitivos de esta parcela, preparado por 
el Agrimensor Contratista y aprobados por la Dirección Ge-
neral de Mentaras Catastrales, de acuerdo con los términos 
de esta Decisión, proceda a la expedición del Decreto de Re-
gistro correspondiente"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rogelio Sánchez, cédula 8156, serie 1 4, sello 

24586, en representación del Lic. Digno Sánchez, cédula 
2819, serie la, sello 21752, abogado de la recurrida Hilda 
Esperanza Gómez de Jiménez, dominicana, mayor de edad„ 
casada, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente 
en Azua, cédula 2829, serie 54, sello 937750, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fechsí 
treinta de abril de mil novecientos cincuenta y seis, suscrito 
por el Dr. Arístides Alvarez Sánchez, abogado del recu-
rrente, en el cual se invocan la violación del derecho de 
defensa y falta de base legal; 
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puesto por la señora Hilda Esperanza Gómez de Jiménez, 
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en fecha 5 de julio de 1955; 29—Que debe modifiar y modi-
fica, la Decisión N9  1 dictada por el Tribunal de Tierras de 
Jurisdicción Original en fecha 21 de junio de 1955, relati-
vamente al Solar 1\19 28 de la Manzana N9  197, del D.C. N° 1 
del Distrito Nacional, y en consecuencia, ordena el registro 
del derecho de propiedad de este solar, con sus •mejoras 
consistentes en una casa de concreto, de una planta, techada 
de zinc, y sus anexidades y dependencias, incluyendo la faja•, 
de terreno medida en discusión con el señor Guillermo Fer-
nández Suero, en favor de la señora Hilda Esperanza Gó-
mez Jiménez, dominicana, mayor de edad, casada, de que-
haceres domésticos, domiciliada y residente en Ciudál Tru-
jillo, D.N.— 39—Que debe rechazar y rechaza, por infun-
dada, la reclamación que sobre una parte de esta faja for-
mulara el señor Guillermo Fernández Suero; SE ORDENA 
al Secretario del Tribunal de Tierras que una vez recibidos 
por él los planos definitivos de esta parcela, preparado por 
el Agrimensor Contratista y aprobados por la Dirección Ge-
neral de Mentaras Catastrales, de acuerdo con los términos 
de esta Decisión, proceda a la expedición del Decreto de Re-
gistro correspondiente"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rogelio Sánchez, cédula 8156, serie 1 3, sello 

24586, en representación del Lic. Digno Sánchez, cédula 
2819, serie in , sello 21752, abogado de la recurrida Hilda 
Esperanza Gómez de Jiménez, dominicana, mayor de edad, 
casada, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente 
en Azua, cédula 2829, serie 54, sello 937750, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha 
treinta de abril de mil novecientos cincuenta y seis, suscrita 
por el Dr. Arístides Alvarez Sánchez, abogado del recu-
rrente, en el cual se invocan la violación del derecho de 
defensa y falta de base legal; 
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Visto el memorial de defensa notificado en fecha dos 
-de julio de .mil novecientos cincuenta y seis, suscrito por 
el licenciado Digno Sánchez, abogado de la recurrida; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia, de 
fecha veintidós de noviembre de mil novecientos cincuen-
tisiete, por medio de la cual se declara excluido a Guiller-
mo Fernández Suero, del derecho de presentarse en audien-
cia a exponer sus medios de defensa, en el recurso de casa-
felón del cual se trata; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
`berack, y vistos los artículos 118, 119, 132 y 134 de la Ley 
de Registro de Tierras, y 1033 del Código de Procedimiento 
Civil, 1, 5; 7, 65 y 66 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

En cuanta a la admisibill~ del recurso: 

Considerando que la recurrida alega en su escrito de de-
fensa qué el recurso es inadmisible, entre otras razones, por-
'que la sentencia impugnada fué dictada por el Tribunal Su-

. perior de Tierras el día veinticuatro de febrero del mil no-
.vecientos cincuentiséis, y fijada el mismo día en la puerta 
principal del mencionado tribunal y que el memorial de 
casación fué depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia el día treinta de abril del citado año, "esto es, 
cinco días después del plazo hábil para hacerlo"; 

Considerando que de acuerdo con los artículos 132 y 
134 de la Ley de Registro de Tierras "el recurso de casa-
ción podrá ejercerse contra las sentencias definitivas del 
Tribunal Superior de Tierras y contra las de los jueces de 
jurisdicción original en los casos en que sean dictadas en 
illtirmo recurso",  y dicho recurso "será interpuesto, instruido 
y juzgado, tanto en materia civil como en materia Penal, 
conforme a las reglas del derecho común"; 

'Considerando que de conformidad oon las disposiciones 
del artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 
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en materia civil y comercial, el recurso de casación deberá 
interponerse, "en los dos meses de la notificación de la 
sentencia"; y que al tenor del artículo 66 de la misma Ley 
todos los plazos establecidos en ella, en favor de las partes, . 
son francos; y "si el último día del -plazo es festivo, se pro-
rrogará el plazo hasta el día siguiente"; 

Considerando que el artículo 119 de la Ley de Registro 
de Tierras, después de reglamentar la forma en que debe-
rán notificarse las sentencias del Tribunal de Tierras, dis-
pone en su parte final: "De todas maneras, los plazos para 
ejercer los recursos seguirán contándose desde la fecha de 
la fijación del dispositivo de la sentencia en la puerta prin-
cipal del Tribunal que la dictó"; 

Considerando que en la especie es constante que, aunque 
en la notificación que le fué hecha a la recurrida por el Se-
cretario del. Tribunal de Tierras, autorizada por la firma 
autógrafa de éste, consta que la copia de la decisión im-
pugnada "ha sido fijada en la puerta principal del Tribunal 
el día 24 de febrero da 1956", en cambio, en la Certificación 
puesta al pie, autorizada con la firma auténtica del referido 
Secretario, se hace constar que la misma decisión fué publi-
cada el (veintiocho de 'febrero del mil novecientos cinctien-
tiséis; que, consecuentemente, es a partir de esta fecha que 
debe empezar a computarse el plazo de dos meses fijado 
por la ley para interponer el recurso de casación, por lo 
cual éste debía concluir el veintiocho de abril del mil nove-
cientos cincuenta y seis (dies ad quem), y el día veintinueve 
de los mismos mes y año por ser el plazo franco, hubiera 
sido el último día hábil para interponer el recurso, sino fue-
ra porque este último día hábil, fué festivo y por tanto el 
plazo debe prorrogarse hasta el día siguiente, o sea el trein-
ta de abril de mil novecientos cincuenta y seis, fecha en que, 
precisamente, según consta en el expediente, el recurrente 
interpuso su recurso de casación, por lo cual éste es válido 
y el medio de , 

inadmisión que se examina debe ser desesti-
mado; 



1048 	 BOLETÍY JUDICIAL 
	

BOLETfN JUDICIAL 	 1049 

Visto el memorial de defensa notificado en 'fecha dos 
lde julio de mil novecientos cincuenta y seis, suscrito por 
el licenciado Digno Sánchez, abogado de la recurrida; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia, de 
fecha veintidós de noviembre de mil novecientos cincuen-
tisiete, por medio de la cual se declara excluido a Guiller-
mo Fernández Suero, del derecho de presentarse en audien-
cia a exponer sus medios de defensa, en el recurso de casa-
ción del cual se trata; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
beracip, y vistos los artículos 118, 119, 132 y 134 de la Ley 
de Registro de Tierras, y 1033 del Código de Procedimiento 
Civil, 1, 5, 7, 65 y 66 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

• 
En cuanto a la a.dmisibilidAd del recurso: 

Considerando que la recurrida alega en su escrito de de-
fensa que el recurso es inadmisible, entre otras razones, por-
que la sentencia impugnada fué dictada por el Tribunal Su-
perior de Tierras el día veinticuatro de febrero del mil no-
vecientos cincuentiséis, y fijada el mismo día en la puerta 
principal del mencionado tribunal y que el memorial de 
casación fué depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia el día treinta de abril del citado año, "esto es, 
cinco días después del plazo hábil para hacerlo"; 

Considerando que de acuerdo con los artículos 132 y 
134 de la Ley de Registro de Tierras "el recurso de casa-
ción podrá ejercerse contra las sentencias definitivas del 
Tribunal Superior de Tierras y contra las de los jueces de 
jurisdicción original en los casos en que sean dictadas en 
último recurso" y dicho recurso "será interpuesto, instruido 
y juzgado, tanto en materia civil como en materia penal, 
conforme a las reglas del derecho común"; 

Considerando que de conformidad oon las disposiciones 
del artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,  

en materia civil y comercial, el recurso de casación deberá 
interponerse, "en los dos meses de la notificación de la 
sentencia"; y que al tenor del artículo 66 de la misma Ley 
todos los plazos establecidos en ella, en favor de las partes, 
son francos; y "si el último día del plazo es festivo, se pro-

rrogará el plazo hasta el día siguiente"; 
Considerando que el artículo 119 de la Ley de Registro 

de Tierras, después de reglamentar la forma en que debe-
rán notificarse las sentencias del Tribunal de Tierras, dis-
pone en su parte final: "De todas maneras, los plazos para 
ejercer los recursos seguirán contándose desde la fecha de 
la fijación del dispositivo de la sentencia en la puerta prin-
cipal del Tribunal que la dictó"; 

Considerando que en la especie es constante que, aunque 
en la notificación que le fué hecha a la recurrida por el Se-
cretario del Tribunal de Tierras, autorizada por la firma 
autógrafa de éste, consta que la copia de la decisión im-
pugnada "ha sido fijada en la puerta principal del Tribunal 
el día 24 de febrero da 19.36", en cambio, en la Certificación 
puesta al pie, autorizada•oon la firma auténtica del referido 
Secretario, se hace constar que la misma decisión fué publi-
cada el 'veintiocho de 'febrero del mil novecientos cincuen-
tiséis; que, consecuentemente, es a partir de esta fecha que 
debe empezar a computarse el plazo de dos meses fijado 
por la ley para interponer el recurso de casación, por lo 
cual éste debía concluir el veintiocho de abril del mil nove-
cientos cincuenta y seis (dies ad quem), y el día veintinueve 
de los mismos mes y año por ser el plazo franco, hubiera 
sido el último día hábil para interponer el recurso, sino fue-
ra porque este último día hábil, fué festivo y por tanto el 
plazo debe prorrogarse hasta el día siguiente, o sea el trein-
ta de abril de mil novecientos cincuenta y seis, fecha en que, 
precisamente, según consta en el expediente, el recurrente 
interpuso su recurso de casación, por lo cual éste es válido 
y el medio de inadmisión que se examina debe ser desesti-
mado; 
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En cuanto a la caducidad del recurso: 

Considerando que la recurrida invoca, además, la cadu-
cidad del recurso alegando que el auto del Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia por el cual se autoriza al recu-
rrente a emplazar en fecha treinta de abril del mil nove-
cientos cincuenta y seis, y "le fué notificado a la exponente 
el día 22 de junio, según acto N° 82 del ministerial Ramón 
A. Pérez, de los Estrados del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua, esto es veinte días después del 
plazo hábil para hacerlo; incluyendo el plazo en razón de la 
distancia"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 7 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación habrá caducidad del 
recurso de casación, cuando el recurrente no emplazare al 
recurrido en el témino de treinta días, a contar de la fecha 
en que fué proveído por el Presidente el auto en que se auto-
riza el emplazamiento y que, al tenor de lo dispuesto por el 
artículo 66 de la misma Ley, dicho plazo es franco, y debe 
aumentarse en razón de la distancia, según resulta del ar-
tículo 67; 

Considerando que tal como lo aduce la recurrida, consta 
en el expediente que el auto en que se autoriza al recu-
rrente a emplazar a la recurrida fué dictado en fecha treinta 
de abril del mil novecientos cincuenta y seis, y por tanto, 
el plazo de treinta días para emplazar vencía el treintiuno 
de mayo; pero que la distancia entre Ciudad Trujillo, lugar 
en que fué proveído el mencionado auto de autorización y 
la ciudad de Azua, en donde está domiciliada la recurrida 
es de 121 kilómetros, por lo cual dicho plazo debía aumen-
tarse en cuatro días más, por aplicación del articuló 1033 
del Código de Procedimiento Civil; que, por tanto, el acto 
de emplazamiento que, según consta en el expediente, es de 
fecha veintidós de junio de mil novecientos cincuenta y seis, 
fué notificado por el recurrente fuera del plazo legal, por 
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lo cual el pedimento de caducidad hecho por la parte recu-
rrida debe ser acogido; 

Por tales motivos, Primero: Declara la caducidad del 
recurso de casación interpuesto por Guillermo Fernández 
Suero, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de 
fecha veinticuatro de febrero del mil novecientos cincuenta 
y seis, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas, distrayéndolas, en provecho del Lic. Digno 
Sánchez, abogado de la recurrida, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad; 

(Firmados) H. Fierren. Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y públicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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En cuanto a la caducidad del recurso: 

Considerando que la recurrida invoca, además, la cadu-
cidad del recurso alegando que el auto del Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia por el cual se autoriza al recu-
rrente a emplazar en fecha treinta de abril del mil nove-
cientos cincuenta y seis, y "le fué notificado a la exponente 
el día 22 de junio, según acto N° 82 del ministerial Ramón 
A. Pérez, de los Estrados del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua, esto es veinte días después del 
plazo hábil para hacerlo; incluyendo el plazo en razón de la 
distancia"; 

• Considerando que de conformidad con el artículo 7 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación habrá caducidad del 
recurso de casación, cuando el recurrente no emplazare al 
recurrido en el témino de treinta días, a contar de la fecha 
en que fué proveído por el Presidente el auto en que se auto-
riza el emplazamiento y que, al tenor de lo dispuesto por el 
artículo 66 de la misma Ley, dicho plazo es franco, y debe 
aumentarse en razón de la distancia, según resulta del ar-
tículo 67; 

Considerando que tal como lo aduce la recurrida, consta 
en el expediente que el auto en que se autoriza al recu-
rrente a emplazar a la recu-rrida fué dictado en fecha treinta 
de abril del mil novecientos cincuenta y seis, y por tanto, 
el plazo de treinta días para emplazar vencía el treintiuno 
de mayo; pero que la distancia entre Ciudad Trujillo, lugar 
en que fué proveído el mencionado auto de autorización y 
la ciudad de Azua, en donde está domiciliada la recurrida 
es de 121 kilómetros, por lo cual dicho plazo debía aumen-
tarse en cuatro días más, por aplicación del artículo 1033 
del Código de Procedimiento Civil; que, por tanto, el acto 
de emplazamiento que, según consta en el expediente, es de 
fecha veintidós de junio de mil novecientos cincuenta y seis, 
fué notificado por el recurrente fuera del plazo legal, por  

lo cual el pedimento de caducidad hecho por la parte recu-
rrida debe ser acogido; 

Por tales motivos, Primero: Declara la caducidad del 
recurso de casación interpuesto por Guillermo Fernández 
Suero, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de 
fecha veinticuatro de 'febrero del mil novecientos cincuenta 
y seis, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas, distrayéndolas, en provecho del Lic. Digno 
Sánchez, abogado de la recurrida, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos MI. Lamarche H. 

—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sqntencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana de fecha 18 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ana Aminta Alcántara. 
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier. 

Prevenidos: Euripides Coss-7 y la Hannover Fire Assurance Co. 
Abogado: Dr. Arturo Ramírez F. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ana Amin-
ta Alcántara, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios 
domésticos, domiciliada y residente en la sección de Juan 
Herrera, del municipio de San Juan de la Maguana, cédula 
12369, serie 12, sello 1447250, contra sentencia pronunciada 
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en 
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fecha dieciocho de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y siete, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 

copia en otro lugar del presente fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8376, serie 12, 

sello 59853, en representación del Lic. Angel Salvador Canó 
Pelletier, cédula 334, serie 10, sello 3748, abogado de la re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veinte de diciembre 
del mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiedto del 
Lic. Angel S. Canó Pelletkr, en nombre y representación 
de Aminta Alcántara, en la cual se expresa, que interpone 
el recurso "por no estar conforme la recurrente con la men- - 

 donada sentencia y que oportunamente depositará el me-
morial correspondiente en apoyo del mismo"; 

Visto el memorial de casación de fecha veintiocho de 
abril del mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Lic. Angel S. Canó Pelletier, a nombre de la recurrente, en 
el cual se invocan los medios que más adelante se indican; 

Visto el escrito de defensa de fecha veintiuno de abril 
de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Dr. 
Arturo Ramírez F. cédula 8294, serie 12, sello 10739, a nom-
bre del preve_nido Eurípides Coss, dominicano, mayor de 
edad, casado, chófer, domiciliado y residente en San Juan 
de la Maguana, cédula 3774, serie 1, sello 37532, y de la 
Hannover Fire Assurance Co. of New York, compañía de 
Seguros legalmente establecida en la República, domiciliada 
en Ciudad Trujillo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 155, 163, 189 y 215 del Código 
de Procedimiento Criminal; 3 de la Ley I\1 9  2022, de 1949; 
92 de la Ley N^ 3573, y 1, 23, inciso 5" y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana de fecha 18 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ana Aminta Alcántara. 
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier. 

Prevenidos: Eurípides Coss—  y la Hannover Fire Assurance Co. 
Abogado: Dr. Arturo Ramírez F. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiuno del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ana Amin-
ta Alcántara, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios 
domésticos, domiciliada y residente en la sección de Juan 
Herrera, del municipio de San Juan de la Maguana, cédula 
12369, serie 12, sello 1447250, contra sentencia pronunciada 
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en  

fecha dieciocho de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y siete, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8376, serie 12, 

sello 59853, en representación del Lic. Angel Salvador Canó 
Pelletier, cédula 334, serie 10, sello 3748, abogado de la re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha veinte de diciembre 
del mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
Lic. Angel S. Canó Pelletier, en nombre y representación 
de Aminta Alcántara, en la cual se expresa, que interpone 
el recurso "por no estar conforme la recurrente con la men-
cionada sentencia y que oportunamente depositará el me-
morial correspondiente en apoyo del mismo"; 

Visto el memorial de casación de fecha veintiocho de 
abril del mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Lic. Angel S. Canó Pelletier, a nombre de la recurrente, en 
el cual se invocan los medios que más adelante se indican; 

Visto el escrito de defensa de fecha veintiuno de abril 
de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Dr. 
Arturo Ramírez F. cédula 8294, serie 12, sello 10739, a nom-
bre del prevenido Eurípides Coss, dominicano, mayor de 
edad, casado, chófer, domiciliado y residente en San Juan 
de la Maguana, cédula 3774, serie 1, sello 37532, y de la 
Hannover Fire Assurance Co. of New York, compañía de 
Seguros legalmente establecida en la República, domiciliada 
en Ciudad Trujillo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 155, 163, 189 y 215 del Código 
de Procedimiento Criminal; 3 de la Ley N 9  2022, de 1949; 
92 de la Ley N" 3573, y 1, 23, inciso 5 9  y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: "a) 
que conforme acta levantada por el cabo de la policía na-
cional, Mario Germán Veras Henríquez, Jefe de puesto en la 
sección de Juan Herrera, de este municipio de San Juan de 
la Maguana, en fecha 31 del mes de diciembre del año 1956, 
en horas de la tardé., 'el carro placa Núm. 5922, conducido 
por su propio dueño - Eurípides Coss, mientras transitaba por 
la carretera que conduce de la ciudad de San Juan de la 
Maguana a la mencionada sección de Juan de Herrera, cho-
có con la parte delantera de su vehículo a la señora Aminta 
Alcántara, quien transitaba en la misma dirección, produ-
ciéndole golpes y heridas por lo cual fué internada en el 
hospital Santomé para recibir la atención médica de lugar"; 
"b) que apoderado del caso el Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de Benefactor, lo sometió a dicho tri-
bunal, el cual después de llenar los requisitos del procedi-
miento y después de varias audiencias de reenvío produci-
das en interés de su mejor sustanciación, finalmente en au-
diencia del día Ocho del mes de marzo del año 1957, rindió 
sentencia del siguiente modo: 'PRIMERO: Declarar y de-
clara regular y válida en cuanto a la forma la constitución 
en parte civil hecha por la señora Ana Aminta Alcántara, 
por medio de su abogado constituido, Lic. Angel S. Cano 
Pelletier; SEGUNDO: Descargar y descarga, al prevenido 
Eurípides Coss, del hecho que se le imputa, por insuficiencia 
de pruebas; TERCERO: Rechazar y rechaza las conclusio-
nes de la parte civil, por improcedente y se condena al pago 
de las costas civiles y penales"; "c) que no conforme con 
esa decisión la agraviada Ana Aminta Alcántara, constituida 
en parte civil, en fecha once del mismo mes y año indicados, 
en_ su nombre y representación compareció por ante la Se-
cretaría del Tribunal a quo el licenciado Angel S. Canó Pe-
lletier interponiendo formal recurso de apelación 'por no es-
tar conforme con la referida sentencia"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Aminta Alcántara, parte civil constituída, la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, dictó en 
fecha dieciocho de diciembre del mil novecientos cincuenta 
y siete, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma, por haber sido interpuesto en .  los 
plazos y mediante el cumplimiento de los demás requisitos 
legales el recurso de apelación intentado en fecha 11 del 
mes de marzo del presente año por el Lic. Angel Salvador 
Canó Pelletier a nombre y representación de Ana Aminta 
Alcántara (parte civil constituida) contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bene-
factor dictada en atribuciones correccionales en fecha 8 
del mes y año indicados, cuyo dispositivo es como sigue: 
`PRIMERO: Declarar y declara regular y válida en cuanto 
a la forma la constitución en parte civil hecha por la señora 
Ana Aminta Alcántara, por medio de su abogado constituí-
do, Lic. Angel S. Canó Pelletier; SEGUNDO: Descargar y 
descarga al prevenido Eurípides Coss del hecho que se le 
imputa, por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Rechazar 
y rechaza las conclusiones de la parte civil, por improce-
dente y se condena al pago de las costas civiles y penales'; 
SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida;— TERCE-
RO: Condena a la apelante al pago de las costas de la al-
zada"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primero: violación de los artículos 155, 189, 190 
y 215 del Código de Procedimiento Criminal; Segundo: des-
naturalización de los hechos, circunstancias y testimonios 
de la causa y en consecuencia violación del artículo 3, de la 
Ley 2022, del 1949, y 92 de la Ley N° 3573, de 1953, y 
Tercero: motivación insuficiente y en consecuencia violación 
del artículo 190 del Código de Procedimiento Criminal"; 

Considerando que en el desarrollo de su primer medio 
la recurrente alega que "el expediente revela qué las actas 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: "a) 
que conforme acta levantada por el cabo de la policía na-
cional, Mario Germán Veras Henríquez, Jefe de puesto en la 
sección de Juan Herrera, de este municipio de San Juan de 
la Maguana, en fecha 31 del mes de diciembre del año 1956, 
en horas de la tardé, 'el carro placa Núm. 5922, conducido 
por su propio dueño -Eurípides Coss, mientras transitaba por 
la carretera que conduce de la ciudad de San Juan de la 
Maguana a la mencionada sección de Juan de Herrera, cho-
có con la parte delantera de su vehículo a la señora Aminta 
Alcántara, quien transitaba en la misma dirección, produ-
ciéndole golpes y heridas por lo cual fué internada en el 
hospital Santomé para recibir la atención médica de lugar"; 
"b) que apoderado del caso el Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de Benefactor, lo sometió a dicho tri-
bunal, el cual después de llenar los requisitos del procedi-
miento y después de varias audiencias de reenvío produci-
das en interés de su mejor sustanciación, finalmente en au-
diencia del día Ocho del mes de marzo del año 1957, rindió 
sentencia del siguiente modo: 'PRIMERO: Declarar y de-
clara regular y válida en cuanto a la forma la constitución 
en parte civil hecha por Fa señora Ana Aminta Alcántara, 
por medio de su abogado constituído, Lic. Angel S. Canó 
Pelletier; SEGUNDO: Descargar y descarga, al prevenido 
Eurípides Coss, del hecho que se le imputa, por insuficiencia 
de pruebas; TERCERO: Rechazar y rechaza las conclusio-
nes de la parte civil, por improcedente y se condena al pago 
de las costas civiles y penales"; "c) que no conforme con 
esa decisión la agraviada Ana Aminta Alcántara, constituida 
en parte civil, en fecha once del mismo mes y año indicados, 
en_ su nombre y representación compareció por ante la Se-
cretaría del Tribunal a quo el licenciado Angel S. Canó Pe-
Iletier interponiendo formal recurso de apelación 'por no es-
tar conforme con la referida sentencia"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Aminta Alcántara, parte civil constituida, la 
Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, dictó en 
fecha dieciocho de diciembre del mil novecientos cincuenta 
y siete, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma, por haber sido interpuesto en .  los 
plazos y mediante el cumplimiento de los demás requisitos 
legales el recurso de apelación intentado en fecha 11 del 
mes de marzo del presente año por el Lic- Angel Salvador 
Canó Pelletier a nombre y representación de Ana Aminta . 

Alcántara (parte civil constituida) contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bene-
factor dictada en atribuciones correccionales en fecha 8 
del mes y año indicados, cuyo dispositivo es como sigue: 
`PRIMERO: Declarar y declara regular y válida en cuanto 
a la forma la constitución en parte civil hecha por la señora 
Ana Aminta Alcántara, por medio de su abogado constituí-
do, Lic. Angel S. Canó Pelletier; SEGUNDO: Descargar y 
descarga al prevenido Eurípides Coss del hecho que se le 
imputa, por insuficiencia de pruebas; TERCERO: Rechazar 
y rechaza las conclusiones de la parte civil, por improce-
dente y se condena al pago de las costas civiles y penales'; 
SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida;— TERCE-
RO: Condena a la apelante al pago de las costas de la al-
zada"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primero: violación de los artículos 155, 189, 190 
y 215 del Código de Procedimiento Criminal; Segundo: des-
naturalización de los hechos, circunstancias y testimonios 
de la causa y en consecuencia violación del artículo 3, de la 
Ley 2022, del 1949, y 92 de la Ley N° 3573, de 1953, y 
Tercero: motivación insuficiente y en consecuencia violación 
del artículo 190 del Código de Procedimiento Criminal"; 

Considerando que en el desarrollo de su primer medio 
la recurrente alega que "el expediente revela qué las actas 
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de audiencias correspondientes a la instrucción de la causa 
por antetel Juzgado de Primera Instancia ... no están 
firmadas por el Secretario ni por el Juez"; que los testigos 
fueron mal juramentados, y que a uno de ellos, a Octaviano 
Paniagua, no se le tómó juramento, de donde infiere que 
la sentencia del citado Juzgado rendida el ocho de marzo de 
mil novecientos cincuenta y siete, "resulta nula por inobser-
vancia de las reglas establecidas respecto de la solemnidad 
del juramento de los testigos", concluyendo, que la Corte 
a qua debió haber anulado la sentencia apelada y avocar el 
fondo y que, al no hacerlo así violó el artículo 245 del 
Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando que en la sentencia recurrida consta que 
el pedimento de nulidad fué formulado ante la Corte a qua 
y que ésta lo rechazó sobre el fundamento de que no se 
le ofreció la prueba de la alegada nulidad, y porque "por el 
contrario, examinada las actas de audiencia del Juzgado 
a quo no presentan nulidad alguna que incluya (debe ser 
implique) por vía'de consecuencia la nulidad del fallo ape-
lado"; que como lo que se alegaba era que el Secretario 
y el Juez no .habían firmado tales actas, al convencerse en 
sentido opuesto la Corte a qua, por medio de las comproba-
ciones que hiciera, es claro que no podía pronunciar la nuli-
dad pedida; que, en cuanto al juramento de los testigos es 
evidente que el artículo 155 del Código de Procedimiento 
Criminal exige a pena de nulidad, la prestación del jura-
mento, y que, para que el voto de la Ley quede cumplido, 
es preciso que se haga constar por lo menos, que el jura-
mento fué prestado en conformidad al artículo 155 citado; 
que, en la especie, se ha sostenido que la fórmula empleadd 
fué ésta: "Juramentado de acuerdo con la ley"; que, sin 
embargo, el resultado que produce esa nulidad es que el 
juramento se tendrá por no prestado, por lo cual la Corte 
para fundamentar su fallo, tenía el deber, como lo hizo, de 
volver a oir los testigos propuestos y de juramentarlos en 
forma correcta, de todo lo cual da constancia el fallo recu- 
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rrido en casación; que, en cuanto al testigo que no fué jura-
mentado la sentencia sería nula por esa circunstancia, si la . 
Corte a qua se hubiera fundado para fallar en la declara-
ración de ese testigo, lo que no ocurrió; que, en esas condi-
ciones no han podido ser violados los artículos 155 y 1811 
del Código de Procedimiento Criminal; que, por otra parte. 
en cuanto a la alegada violación del artículo 215 del--mismo. 
Código, la Corte sólo estaba en el deber de avocar el fondo 
en el caso de que hubiese anulado la sentencia de primera 
instancia, "por violación u omisión no reparada de formas 
prescritas por la ley a pena de nulidad"; que, habiendo sido 
rechazado el pedimento de nulidad, y habiéndose mantenido 
la validez de las actas de audiencia y de la sentencia apelada,. 
la Corte a qua no tenía que proceder según lo estatuye ese. 
texto legal, por vía de avocación, sino en virtud del efecto,. 
devolutivo del recurso de que estaba apoderada, por lo cual 
no pudo haber incurrido en la violación del texto mencio-
nado; que, por consiguiente, el primer medio del recurso de 
casación debe ser desestimado; 

Considerando, que en el desarrollo del segundo medio, 
para invocar la desnaturalización de los hechos, circunstan-
cias y testimonios de la causa, y en consecuencia violación 
del artículo 3 de la Ley NQ 2022 sobre accidentes causados 
con el manejo de un vehiculo de motor y del artículo 93 de-
la Ley sobre Tránsito de Vehículo, sostiene que la circuns-
tancia de que ella "venía el día del accidente del paseo dere-
cho de la carretera al paseo izquierdo, pone de manifiesto-
que si el conductor Coss no hubiese sido torpe al guiar, no 
se la lleva de encuentro"; y agrega: "si el conductor de que 
se trata inteligentemente dirige su vehículo hacia la dere-
cha . no la hubiese alcanzado", estimando la recurrente-
que ese era "el deber legal del conductor", por lo cual a su 
juicio, este hecho fué mal calificado violándose el.artícula 
92 de la Ley 3573, de 1953, pues según ese texto "el que 
dirige el vehículo de motor tendrá que dar avisos y reducir- • 
la velocidad a un límite tal que garantice la seguridad de- 
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de audiencias correspondientes a la instrucción de la causa 
por antetel Juzgado de Primera Instancia ... no están 
firmadas por el Secretario ni por el Juez"; que los testigos 
fueron mal juramentados, y que a uno de ellos, a Octaviano 
Paniagua, no se le tomó juramento, de donde infiere que 
la sentencia del citado Juzgado rendida el ocho de marzo de 
mil novecientos cincuenta y siete, "resulta nula por inobser-
vancia de las reglas establecidas respecto de la solemnidad 
del juramento de los testigos", concluyendo, que la Corte 
a qua debió haber anulado la sentencia apelada y avocar el 
fondo y que, al no hacerlo así violó el artículo 245 del 
Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando que en la sentencia recurrida consta que 
el pedimento de nulidad fué formulado ante la Corte a quI ►  
y que ésta lo rechazó sobre el fundamento de que no se 
le ofreció la prueba de la alegada nulidad, y porque "por el 
contrario, examinada las actas de audiencia del Juzgado 
a quo no presentan nulidad alguna que incluya (debe ser 
implique) por vía'de consecuencia la nulidad del fallo ape-
lado"; que como lo que se alegaba era que el Secretario 
y el Juez no .hablan firmado tales actas, al convencerse en 
sentido opuesto la Corte a qua, por medio de las comproba-
ciones que hiciera, es claro que no podía pronunciar la nuli-
dad pedida; que, en cuanto al juramento de los testigos es 
evidente que el artículo 155 del Código de Procedimiento 
Criminal exige a pena de nulidad, la prestación del jura-
mento, y que, para que el voto de la Ley quede cumplido, 
es preciso que se haga constar por lo menos, que el jura-
mento fué prestado en conformidad al artículo 155 citado; 
que, en la especie, se ha sostenido que la fórmula empleadd 
fué ésta: "Juramentado de acuerdo con la ley"; que, sin 
embargo, el resultado que produce esa nulidad es que el 
juramento se tendrá por no prestado, por lo cual la Corte 
para fundamentar su fallo, tenía el deber, como lo hizo, de 
volver a oir los testigos propuestos y de juramentarlos en 
forma correcta, de todo lo cual da constancia el fallo recu- 

rrido en casación; que, en cuanto al testigo que no fué jura-
mentado la sentencia sería nula por esa circunstancia, si la . 
Corte a qua se hubiera fundado para fallar en la declara-
ración de ese testigo, lo que no ocurrió; que, en esas ~M-
elones no han podido ser violados los artículos 155 y 185-  
del Código de Procedimiento Criminal; que, por otra parte„ 
en cuanto a la alegada violación del artículo 215 dol7misma 
Código, la Corte sólo estaba en el deber de avocar el fondo 
en el caso de que hubiese anulado la sentencia de primera 
instancia, "por violación u omisión no reparada de formas 
prescritas por la ley a pena de nulidad"; que, habiendo sido 
rechazado el pedimento de nulidad, y habiéndose mantenido 
la validez de las actas de audiencia y de la sentencia apelada,. 
la Corte a qua no tenía que proceder según lo estatuye ese. 
texto legal, por vía de avocación, sino en virtud del efecto*. 
devolutivo del recurso de que estaba apoderada, por lo cual/ 
no pudo haber incurrido en la violación del texto mencio-
nado; que, por consiguiente, el primer medio del recurso de 
casación debe ser desestimado: 

Considerando, que en el desarrollo del segundo medio, 
para invocar la desnaturalización de los hechos, circunstan-
cias y testimonios de la causa, y en consecuencia violaciónt 
del artículo 3 de la Ley NQ 2022 sobre accidentes causados-
con el manejo de un vehiculo de motor y del artículo 93 de-
la Ley sobre Tránsito de Vehículo, sostiene que la circuns-
tancia de que ella "venía el día del accidente del paseo dere-
cho de la carretera al paseo izquierdo, pone de manifiesto-
que si el conductor Coss no hubiese sido torpe al guiar, no 
se la lleva de encuentro"; y agrega: "si el conductor de que 
se trata inteligentemente dirige su vehículo hacia la dere-
cha . no la hubiese alcanzado", estimando la recurrente-
que ese era "el deber legal del conductor", por lo cual a su 
juicio, este hecho fué mal calificado violándose el.artículo • 

92 de la Ley 3573, de 1953, pues según ese texto "el que 
dirige el vehículo de motor tendrá que dar avisos y reducir-
la velocidad a un límite tal que garantice la seguridad de- 
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la persona que alcance o pase"; y agrega todavía la recu-
rrente que: "al guiar, su automóvil en esas condiciones, a 
20 km. por hora resultaba una imprudencia, una falta de 
imprevisión, una torpeza", y que la Corte se basó para deter-
minar la marcha del vehículo en la declaración del con-
ductor"; pero, 

Considerando que la Corte a qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados al debate dió por establecido lo siguiente: "a) que 
el 31 de diciembre de 1956, más o menos a las 5 y 30 minu-
tos de la tarde, mientras el carro placa pública N^ 5922, 
conducido por su- dueño, Eurípides Coss, transitaba por la 
carretera que conduce desde esta ciudad hasta el poblado 
Adíe Juan de Herrera, de este municipio de San Juan de la 

. .Maguana, ocurrió un accidente ocasionado con dicho vehícu-
lo y en el cual accidente resultó la nombrada Ana Aminta 
Alcáritara con las fracturas y lesiones mencionadas en el 
certificado Médico legal expedido el 1') de enero de 1957 
por el Dr. Danilo Ramírez Fernández, y que consta en el 
expediente; b) que la agraviada estuvo internada en el 
hospital Santomé de esta ciudad, e imposibilitada de dedi-
carse a su trabajo durante 59 días a consecuencia de las le-
siones recibidas en el accidente; c) que dicha agraviada tran-
sitaba a pie, a su derecha, por la carretera mencionada, en 
la misma dirección del vehículo de que se trata, mientras 
su marido, que la acompañaba, caminaba por la izquierda; 
d) que el chófer tocó bocina antes de alcanzar a la víctima, 
percatándose ésta de la presencia del vehículo y de que el 
:mismo marchaba en igual dirección que ella; é) que la 
dicha agraviada, no obstante notar que el vehículo iba a re-
basarla, se lanzó violentamente a cruzar la carretera para 
juntarse con su marido que caminaba por el lado opuesto; 
-siendo alcanzada por el l'eh° vehículo, que, frenado en el 
acto y desviado hacia la izquierda por el chófer en una 
maniobra tendiente a evitar el accidente, fué a detenerse 
-a" menos de dos metros del lugar del accidente, y quedando 
la agraviada tendida en el pavimento junto al automóvil"; 

•  
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Considerando que de los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a quq, no resultan 
las violaciones denunciadas por la recurrente; que, en efecto, 
de ellos dedujeron los jueces del fondo, que el prevenido, 
"tuvo la máxima prudencia, al conducir su vehículo", lle-
gando a la convicción, sin desnaturalización alguna, de que 
"el accidente ocurrió por una falta imputable únicamente 
a la agraviada"; que, en tales condiciones, lejos de violarse 
el artículo 3 de la Ley 2022 de 1949, se hizo una correcta 
aplicación del mismo; que, en cuanto a la violación del ar-
tículo 92 de la Ley sobre Tránsito de Vehículos, los jueces 
del fondo comprobaron que el conductor dió ei aviso co-
rrespondiente y redujo velocidad; y el apreciar que esta 
reducción fué llevada hasta el límite necesario para garan-
tizar la seguridad de la persona a quien debía alcanzar o 
pasar, es una cuestión de hecho de la soberana apreciación 
de los jueces del fondo que escapa a la censura de esta Cor-
te; que, por consiguiente, los textos legales arriba citados 
no han sidq violados, y el segundo medio debe ser desesti-
mado; 

Considerando, que en el tercer medio de su recurso de,  
casación, la recurrente invoca motivación insuficiente, y en 
consecuencia, violación del artículo 190 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, y sostiene, que los jueces del fondo 
no dijeron "que con¿'epto les merecía la velocidad a que 
guiaba en la especie el conductor Coss"; y agrega que dichos 
jueces se limitaron a admitir que el conductor, según su 
propia confesión, guiaba a 20 km. por hora, y que, estaban 
en el deber de decir si esa velocidad, está o no ajustada a 
lo que debe exigírsele a un conductor prudente y previsor"; 
pero, 

Considerando que por la exposición que se hizo anterior-
mente, se advierte que la sentencia impugnada dió motivos 
suficientes para justificar Su dispositivo, y que los jueces 
del fondo apreciaron que la velocidad era moderada cuando 
después de ponderar los hechos afirmaron que el conductor 
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la persona que alcance o pase"; y agrega todavía la recu-
rrente que: "al guiar, su automóvil en esas condiciones, a 
20 km. por hora resultaba una imprudencia, una falta de 
imprevisión, una torpeza", y que la Corte se basó para deter-
minar la marcha del vehículo en la declaración del con-
ductor"; pero, 

Considerando que la Corte a qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
aportados al debate dió por establecido lo siguiente: "a) que 
el 31 de diciembre de 1956, más o menos a las 5 y 30 minu-
tos de la tarde, mientras el carro placa pública N^ 5922, 
conducido por su- dueño, Eurípides Coss, transitaba por la 
carretera que conduce desde esta ciudad hasta el poblado 
de Juan de Herrera, de este municipio de San Juan de la 

. 11/lag-Liana, ocurrió un accidente ocasionado con dicho vehícu-
lo y en el cual accidente resultó la nombrada Ana Aminta 
Alcáritara con las fracturas y lesiones mencionadas en el 
certificado Médico legal expedido el 1') de enero de 1957 
por el Dr. Danilo Ramírez Fernández, y que consta en el 
expediente; b) que la agraviada estuvo internada en el 
Bospital Santomé de esta ciudad, e imposibilitada de dedi-
carse a su trabajo durante 59 días a consecuencia de las le-
siones recibidas en el accidente; c) que dicha agraviada tran-
sitaba a pie, a su derecha, por la carretera mencionada, en 
la misma dirección del vehículo de que se trata, mientras 
su marido, que la acompañaba, caminaba por la izquierda; 
.d) que el chófer tocó bocina antes de alcanzar a la víctima, 
percatándose ésta de la presencia del vehículo y de que el 
:mismo marchaba en igual dirección que ella; é) que la 
dicha agraviada, no obstante notar que el vehículo iba a re-
basarla, se lanzó violentamente a cruzar la carretera para 
juntarse con su marido que caminaba por el lado opuesto; 
-siendo alcanzada por el /cho vehículo, que, frenado en el 
acto y desviado hacia la izquierda por el chófer en una 
Maniobra tendiente a evitar el accidente, fué a detenerse 
á.' menos de dos metros del lugar del accidente, y quedando 
la agraviada tendida en el pavimento junto al automóvil"; 

• 

Considerando que de los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a gag, no resultan 
las violaciones denunciadas por la recurrente; que, en efecto, 
de ellos dedujeron los jueces del fondo, que el prevenido, 
"tuvo la máxima prudencia, al conducir su vehículo", lle-
gando a la convicción, sin desnaturalización alguna, de que 
"el accidente ocurrió por una falta imputable únicamente 
a la agraviada"; que, en tales condiciones, lejos de violarse 
el artículo 3 de la Ley 2022 de 1949, se hizo una correcta 
aplicación del mismo; que, en cuanto a la violación del ar-
tículo 92 de la Ley sobre Tránsito de Vehículos, los jueces 
del fondo comprobaron que el conductor dió ej aviso co-
rrespondiente y redujo velocidad; y el apreciar que esta 
reducción fué llevada hasta el límite necesario para garan-
tizar la seguridad de la persona a quien debía alcanzar o 
pasar, es una cuestión de hecho de la soberana apreciación 
de los jueces del fondo que escapa a la censura de esta Cor-
te; que, por consiguiente, los textos legales arriba citados 
no han sidq violados, y el segundo medio debe ser desesti-
mado; 

Considerando, que en el tercer medio de su recurso de 
casación, la recurrente invoca motivación insuficiente, y en 
consecuencia, violación del artículo 190 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, y sostiene, que los jueces del fondo 
no dijeron "que con¿•epto les merecía la velocidad a que 
guiaba en la especie el conductor Coss"; y agrega que dichos 
jueces se limitaron a admitir que el conductor, según su 
propia confesión, guiaba a 20 km. por hora, y que, estaban 
en el deber de decir si esa velocidad, está o no ajustada a 
lo que debe exigírsele a un conductor prudente y previsor"; 
pero, 

Considerando que por la exposición que se hizo anterior-
mente, se advierte que la sentencia impugnada dió motivos 
suficientes para justificar su dispositivo, y que los jueces 
del fondo apreciaron que la velocidad era moderada cuando 
después de ponderar los hechos afirmaron que el conductor 
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había actuado con máxima prudencia y que iba a una velo-
cidad de 20 km. por hora; que, para llegar a esa conclusión 
la Corte a qua no se apoyó únicamente en la declaración 
del prevenido, sino que hace constar en la sentencia recu-
rrida que había formado su convicción al respecto "muy es-
pecialmente por las declaraciones de los testigos Clodomiro 
Duval y Emiliano Ramírez"; que, por tanto, el tercer medio 
debe Ser también desestimado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al 
interés de la recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primera: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ana Aminta Alcántara contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana, en sus atribuciones correccionales y en fe-
cha dieciocho de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena a dicha recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en 'él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 11 de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Obdulio Melo Sánchez. 
Abogado: Dr. J. Velillo Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblici, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 3us-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiuno del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Obdulio 
Melo Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado y residente en Azua, cédula 6860, serie 
10, sello 1278, contra la sentencia dictada por la .Corte de 
Apelación de San Cristóbal, en atribuciones correcciona-
les, el once de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General -

de la República; 
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había actuado con máxima prudencia y que iba a una velo-
cidad de 20 km. por hora; que, para llegar a esa conclusión 
la Corte a qua no se apoyó únicamente en la declaración 
del prevenido, sino que hace constar en la sentencia recu-
rrida que había formado su convicción al respecto "muy es-
pecialmente por las declaraciones de los testigos Clodomiro 
Duval y Emiliano Ramírez"; que, por tanto, el tercer medio 
debe ser también desestimado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al 
interés de la recurrente, ningún 'vicio que justifique su ca-
sación; » 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ana Aminta Alcántara contra sen-
tencia pronunciada por la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana, en sus atribuciones correccionales y en fe-
cha dieciocho de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena a dicha recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en « él expresados, y 'fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE MAYO DE 1958 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

lecha 11 de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Obdulio Melo Sánchez. 
Abogado: Dr. J. Vetilio Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad. 
República, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de :Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiuno del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Obdulio 
Melo Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado y residente en Azua, cédula 6860, serie 
10, sello 1278, contra la sentencia dictada por la ,Corte de 
Apelación de San Cristóbal, en atribuciones correcciona-
les, el once de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha catorce de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
del prevenido, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el memorial de fecha cinco de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Dr. J. Vetilio 
Valenzuela, cédula 8208, serie 12, sello 25694, para el año 
1957, abogado del recurrente, en el cual se invocan contra 
la sentencia impugnada los medios que más adelante serán 
expuestos; - 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 367, 371, 373, 463, apartado 
69, del Código Penal; 1382 del Código Civil y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
el prevenido Obdulio Melo Sánchez fué sometido a la acción 
de la justicia por querella presentada e] tres de junio de 
mil novecientos cincuenta y siete por Fedora Iluminada Ma-
tos de Melo, por el delito de difamación; 2) que apoderado 
del hecho el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Azua, lo falló el doce de agosto de mil novecientos 
cincuenta y siete por sentencia cuyo dispositivo se copia en 
el de la sentencia' ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, Obdulio Melo Sánchez, la Corte de 
Apelación de San Cristóbal pronunció la sentencia ahora 
impugnada, la cual fué notificada a dicho prevenido en 
fecha catorce de noviembre del pasado año, cuyo disposi-
tivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Declara regulares y vá-
lidos los recursos dé apelación interpuestos por el preveni-
do Obdulio Melo Sánchez y por la parte civil constituida, 
Fedora Iluminada Matos de Melo, contra sentencia de fecha 
12 de julio de 1957, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, cuyo dispositivo se en- 

cuentra copiado en otra parte del presente fallo;— SEGUN-
DO: Confirma en el aspecto penal la sentencia recurrida, que 
condenó al prevenido Obdulio Melo Sánchez a pagar una 
multa de 'RD$10.00 y costas, por el delito de difamación en 
perjuicio de Fedora Iluminada Matos de Melo, y se modifi-
ca en cuanto a la indemnización acordada y fija ésta en la 
suma de RD$500.00, como justa reparación de los daños 
morales y materiales experimentados por la señora Fedora 
Iluminada. Matos de Melo, parte civil constituida, a conse-
cuencia del hecho antijurídico cometido por el prevenido Ob-
dulio Melo Sánchez; y TERCERO: Condena al prevenido 
Obdulio Melo Sánchez al pago de las costas penales y civiles, 
distrayendo las últimas en provecho del Lic. Noel Gradan() 
C., abogado constituido de la parte civil, por afirmar, haber-
las avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que, en apoyo de su recurso, el recurren= 
te invoca los siguientes medios de casación; 1) Désnatura-
lización de los hechos de la causa; insuficiencia de los mo-
tivos y contradicción de motivos; y 2) Violación de los 
artículos 367, 371 y 373 del Código Penal; 

Considerando que como fundamento del primer media, 
el recurrente alega, en síntesis, que el nombre de la agra-
viada no fué pronunciado directa ni indirectamente por el 
prevenido; que la frase "váyase de aquí que Ud. le está sien- 
do infiel a mi hermano con su mujer", no débe necesaria-_ 
mente apreciarse como dicha contra la querellante Fedora 
Iluminada Matos de Melo, porque si bien es cierto que ella 
es esposa de su hermano Luis, él tiene también casados a sus 
hermanos Alejandro, Pedro, Sergio y Aquiles; que "no ha-
biendo mencionado el recurrente a la presunta agraviada ni 
directa ni indirectamente, la Corte a qua no ha podido apre-
ciar que las palabras que los mencionados testigos dicen 
que pronunció éste fueran dirigidaá contra la recurrida, si-
no cuando Luis, esposo de Fedora, fuese eI único hermano 
de él, o, por lo menos cuando Luis fuese el único hermano 
casado"; que "se comprobó que mientras se hacía la mudan- 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha catorce de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
del prevenido, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

Visto el memorial de fecha cinco de marzo de mil no-
vecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Dr. J. Vetilio 
Valenzuela, cédula 8208, serie 12, sello 25694, para el año 
1957, abogado del recurrente, en el cual se invocan contra 
la sentencia impugnada los medios que más adelante serán 
expuestos; - 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 367, 371, 373, 463, apartado 
69, del Código Penal; 1382 del Código Civil y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
el prevenido Obdulio Melo Sánchez fué sometido a [a acción 
de la justicia por querella presentada e] tres de junio de 
mil novecientos cincuenta y siete por Fedora Iluminada Ma-
tos de Melo, por el delito de difamación; 2) que apoderado 
del hecho el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Azua, lo falló el doce de agosto de mil novecientos 
cincuenta y siete por sentencia cuyo dispositivo se copia en 
el de la sentencia \ ahora impugnada; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, Obdulio Melo Sánchez, la Corte de 
Apelación de San Cristóbal pronunció la sentencia ahora 
impugnada, la cual fué notificada a dicho prevenido en 
fecha catorce de noviembre del pasado año, cuyo disposi-
tivo dice así: TALLA: PRIMERO: Declara regulares y vá-
lidos los recursos de apelación interpuestos por el preveni-
do Obdulio Melo Sánchez y por la parte civil constituida, 
Fedora Iluminada Matos de Melo, contra sentencia de fecha 
12 de julio de 1957, dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, cuyo dispositivo se en- 

cuentra copiado en otra parte del presente fallo;— SEGUN-
DO: Confirma en el aspecto penal la sentencia recurrida, que 
condenó al prevenido Obdulio Melo Sánchez a pagar una 
multa de RD$10.00 y costas, por el delito de difamación en 
perjuicio de Fe dora Iluminada Matos de Melo, y se modifi-
ca en cuanto a la indemnización acordada y fija ésta en la 
suma de RD$500.00, como justa reparación de los daños 
morales y materiales experimentados por la señora Fedora 
Iluminada. Matos de Melo, parte civil constituida, a conse-
cuencia del hecho antijurídico cometido por el prevenido Ob-
dulio Melo Sánchez; y TERCERO: Condena al prevenido 
Obdulio Melo Sánchez al pago de las costas penales y civiles, 
distrayendo las últimas en provecho del Lic. Noel Graciano 
C., abogado constituído de la parte civil, por afirmar haber-
las avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que, en apoyo de su recurso, el recurren-
te invoca los siguientes medios de casación; 1) Desnatura-
lización de los hechos de la causa; insuficiencia de los mo-
tivos y contradicción de motivos; y 2) Violación de los , 

artículos 367, 371 y 373 del Código Penal; 
Considerando que como fundamento del primer medía, 

el recurrente alega, en síntesis, que el nombre de la agra-
viada no fué pronunciado directa ni indirectamente por el 
prevenido; que la frase "váyase de aquí que Ud. le está sien-
do infiel a mi hermano con su mujer", no débe necesaria-
mente apreciarse como dicha contra la querellante Fedora 
Iluminada Matos de Melo, porque si bien es cierto que ella 
es esposa de su hermano Luis, él tiene también casados a sus 
hermanos Alejandro, Pedro, Sergio y Aquiles; que "no ha-
biendo mencionado el recurrente a la presunta agraviada ni 
directa ni indirectamente, la Corte a qua no ha podido apre-
ciar que las palabras que los mencionados testigos dicen 
que pronunció éste fueran dirigidaá contra la recurrida, si-
no cuando Luis, esposo de Fedora, fuese el único hermano 
de él, o, por lo menos cuando Luis fuese el único hermano 
casado"; que "se comprobó que mientras se hacía la mudan- 
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•2a de los muebles, la recurrida visitaba Ciudad Trujillo, es 
decir, que existía una imposibilidad material de que se en-
montrara presente en la casa donde los muebles eran recibi-
dos", que, en consecuencia, la Corte a qua no puede inferir 
que "la expresión 'esta vapbunda' iba dirigida contra ella y 
no en contra de cualquiera otra mujer presente en el lugar 
o ausente de él"; y, en Tin, que dicha Corte "estaba en la 
obligación de justificar con una motivación más amplia . 
por qué edificó su convicción en tal sentido"; pero, 

Considerando que la cuestión de saber a quien se dirigen 
los términos injuriosos o difamatorios, es una cuestión de 
hecho de la apreciación soberana de los jueces del fondo, 
que escapa a la censura de la casación; que, en la especie, 
según se expresa en el fallo impugnado, la Corte a qua apre-
mió  que las frases difamatorias proferidas por Obdulio Melo 
<Sánchez, las cuales serán reproducidas después, se refiere, 
por "laá circunsfancias y desenvolvimiento de la causa", 
a Fedora Iluminada Matos de Melo, querellante y parte ci-
vil constituida en el proceso; 

Considerando que en cuanto a la alegada falta de mo-
tivos sobre la indemnización acordada a la parte civil cons-
tituida, porque la Corte a qua tuvo en cuenta daños morales 

. y materiales, sin precisar estos últimos, es evidente que la 
Corte ha ligado de un modo tan estrecho los daños morales 
con los materiales en los motivos que sirven de fundamento 

--a su fallo, qtre no era imprescindible que hiciera un detalle 
de estos últimos; que, en consecuencia, la Corte a qu-t. no ha 
:incurrido en los vicios que denuncia el recurrente, en su 
primer medio, el cual debe ser por tanto, desestimado; 

Considerando en cuanto al segundo medio, o sea la 
violación de los artículos 367, 371 y 373 del Código Penal, 
que el recurrente alega que "para que el prevenido pudiera 
ser condenado por el delito de difamación contra la quere-
llante, 'la corte a qua estaba en la obligación de compro 
bar que cualquiera alegación o imputación de un hecho pre-
ciso que atacara el honor o la consideración de una dama  

y proferida por aquel iba dirigida contra ésta y no contra 
otra mujer cualquiera', y ya había avanzado en el desarro-
llo de su primer medio, que las palabras difamatorias que se 
le atribuyen no podían ser dirigidas contra dicha señora, 
porque ésta no se encontraba en Azua sino en Ciudad Tru-
jillo"; y agrega que "en la integración de los elementos 
constitutivos del delito de difamación, la designación de la 
persona atacada y la publicidad tienen una relación tan es-
trecha que se confunden"; pero, 

Considerando que el aspecto del medio que se examina, 
relacionado con la identidad de la persona a quien las frases 
difamatorias eran dirigidas, ha sido contestado - en el exa-
men del medio anterior; que, en lo relativo a la violación de 
los artículos 367, 371 y 373 del Código Penal, la Corte a qua 
retuvo como hechos que fueron establecidos al amparo de 
las pruebas aportadas al debate, que Obdulio Melo Sánchez, 
refiriéndose a la querellante Fedora Iluminada Matos de Me-
lo, dijo en cierta ocasión que "ésta le era infiel a su esposo"; 
y que esta imputaciLi iué hecha en un lugar público; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos que caracterizan el delito de difamación, puesto a 
cargo del prevenido, ya que éste imputó a la querellante, pú-
blicamente, un hecho preciso que ataca su honor y conside-
ración; que, por otra parte, al condenar al prevenido a la 
pena de diez pesos de multa, acogiendo circunstancias ate-

nuantes, la Corte a qua hizo una correcta aplicación de los 
citados textos legales combinados con el apartado 6 del ar-
tículo 463 del Código Penal; que, por tanto, el medio que se 
examina debe, como el anterior, ser desestimado; 

Considerando en cuanto a las reparaciones civiles, que 
el recurrente en su primer medio alega como único agravio 
a la sentencia impugnada, pura y simplemente, "que la Cor-

te a qua aprecia la existencia de daños materiales, pero ni 
los define ni los señala, ni los menciona, ni los enumera"; 
pero 
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aa de los muebles, la recurrida visitaba Ciudad Trujillo, es 
-decir, que existía una imposibilidad material de que se en-
contrara presente en la casa donde los muebles eran recibi-
dos", que, en consecuencia, la Corte a qua no puede inferir 
que "la expresión 'esta vagAbunda' iba dirigida contra ella y 
no en contra de cualquiera otra mujer presente en el lugar 
o ausente de él"; y, en 'fin, que dicha Corte "estaba en la 
obligación de justificar con una motivación más amplia. .. 
por qué edificó su convicción en tal sentido"; pero, 

Considerando que la cuestión de saber a quien se dirigen 
los términos injuriosos o difamatorios, es una cuestión de 
hecho de la apreciación soberana de los jueces del fondo, 
que escapa a la censura de la casación; que, en la especie, 
según se expresa en el fallo impugnado, la Corte a qua apre-
adió que las frases difamatorias proferidas por Obdulio Melo 
`Sánchez, las cuales serán reproducidas después, se refiere, 
por "lag circunstancias y desenvolvimiento de la causa", 
a Fedora Iluminada Matos de Melo, querellante y parte ci-

. vil constituida en el proceso; 
Considerando que en cuanto a la alegada falta de mo-

tivos sobre la indemnización acordada a la parte civil cons-
tituida, porque la Corte a qua tuvo en cuenta daños morales 

. y materiales, sin precisar estos últimos, es evidente que la 
Corte ha ligado de un modo tan estrecho los daños morales 
con los materiales en los motivos que sirven de fundamento 

su fallo, qu'e no era imprescindible que hiciera un detalle 
de estos últimos; que, en consecuencia, la Corte a quq, no ha 
incurrido en los vicios que denuncia el recurrente, en su 
primer medio, el cual debe ser por tanto, desestimado; 

Considerando en cuanto al segundo medio, o sea la 
violación de los artículos 367, 371 y 373 del Código Penal, 
que el recurrente alega que "para que el prevenido pudiera 
ser condenado por el delito de difamación contra la quere-
llante, 'la corte a qua estaba en la obligación de compro 
bar que cualquiera alegación o imputación de un hecho pre-
ciso que atacara el honor o la consideración de una dama  

y proferida por aquel iba dirigida contra ésta y no contra 
otra mujer cualquiera', y ya había avanzado en el desarro-
llo de su primer medio, que las palabras difamatorias que se 
le atribuyen no podían ser dirigidas contra dicha señora, 
porque ésta no se encontraba en Azua sino en Ciudad Tru-
jillo"; y agrega que "en la integración de los elementos 
constitutivos del delito de difamación, la designación de la 
persona atacada y la publicidad tienen una relación tan es-
trecha que se confunden"; pero, 

Considerando que el aspecto del medio que se examina, 
relacionado con la identidad de la persona a quien las frases 
difamatorias eran dirigidas, ha sido contestado - en el exa-
men del medio anterior; que, en lo relativo a la violación de 
los artículos 367, 371 y 373 del Código Penal, la Corte a qua 
retuvo como hechos que fueron establecidos al amparo de 
las pruebas aportadas al debate, que Obdulio Melo Sánchez, 
refiriéndose a la querellante Fedora Iluminada Matos de Me-
lo, dijo en cierta ocasión que "ésta le era infiel a su esposo"; 
y que esta imputación luí; hecha en un lugar público; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos que caracterizan el delito de difamación, puesto a 
cargo del prevenido, ya que éste imputó a la querellante, pú-
blicamente, un hecho preciso que ataca su honor y conside-
ración; que, por otra parte, al condenar al prevenido a la 
pena de diez pesos de multa, acogiendo circunstancias ate-

. fluentes, la Corte a qua hizo una correcta aplicación de los 
citados textos legales combinados con el apartado 6 del ar- 

-- 	ticulo 463,del Código . Penal; que, por tanto, el medio que se 

- 	_ examina debe, como el anterior, ser desestimado; 
Considerando en cuanto a las reparaciones civiles, que 

el recurrente en su primer medio alega como único agravio 
a la sentencia impugnada, pura y simplemente, "que la Cor- 

_, • 

.41  te a qua aprecia la existencia de daños materiales, pero ni 
los define ni los señala, ni los menciona, ni los enumera"; 
pero 
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Considerando que de conformidad con el artículo 1382 
del Código Civil, la condenación en daños y perjuicios, cuya 
cuantía es soberanamente apreciada por los jueces del fondo, 
queda justificada cuando éstos hayan comprobado: 1 9) la 
existencia de una falta imputable al demandado; 2') un per-
juicio ocasionado a quien reclama la reparación; y 39) una 
relación de causa a efecto entre la falta y el perjuicio; 

Considerando que según la sentencia impugnada, el de-
lito cometido por el prevenido Obdulio Melo Sánchez ha 
causado daños morales y materiales a Fedora Iluminada 
Matos de Melo, parte civil constituida, daños que los jueces 
del fondo estimaron soberanamente en la suma de quinien-
tos pesos (RD$500.00); que, por consiguiente, en el fallo 
recurrido se hizo una correcta aplicación del artículo 1382 
del \Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Obdulio Melo Sánchez, contra senten-
cia pronunciada en atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, en fecha once de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da- 
, 

mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos MI. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.-
Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
' señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,. que 
certifico.— (Fdo.) Erneáto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 11 de abril de 1957. 

Materia: Civil. 

Recurrente: 'Maria Elena Sánchez Barredo. 
Abogados: Dres. Caonabo Jiménez paulino y Juan Tomás Mejía 

Feliú: 

Recurrido: Milagros Alfaro Vda. Barredo. 

Abogado: Dr. Juan Ml. Pellerano G. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Juan A. Morel, Segundo Sustituto en funciones de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando t. Ravelo de la Fuente, Néstor 
Contín Aybar y Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional hoy día veintitrés del 
mes de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, años 
115' de la Independencia, 95' de la Restauráción y 29' de la 

Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 

casación la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por María Ele-

na Sánchez Barredo, española, viuda, mayor de edad, ocu-
pada en los quehaceres domésticos, domiciliada y residente 
en el poblado de Aloa, Consejo de Ribadesella, Provincia de 
Oviedo, Españá, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones civiles de fecha once 
de abril de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositi- 

vo se copia más adelante; 
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Considerando que de conformidad con el artículo 1382 
del Código Civil, la condenación en daños y perjuicios, cuya 
cuantía es soberanamente apreciada por los jueces del fondo, 
queda justificada cuando éstos hayan comprobado: 19) la 
existencia de una falta imputable al demandado; 2'') un per-
juicio ocasionado a quien reclama la reparación; y 39) una 
relación de causa a efecto entre la falta y el perjuicio; 

Considerando que según la sentencia impugnada, el de-
lito cometido por el prevenido Obdulio Melo Sánchez ha 
causado daños morales y materiales a Fedora Iluminada 
Matos de Melo. parte civil constituida, daños que los juéées 
del fondo estimaron soberanamente en la suma de quinien-
tos pesos (RDS500.00); que, por consiguiente, en el fallo 
recurrido se hizo una correcta aplicación del artículo 1382 
del \Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al 
inter& del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Obdulio Melo Sánchez, chntra senten-
cia pronunciada en atribuciones correccionales por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, en fecha once de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) FI. Herrera Biilini.— Juan A. Morel.— Da- 
, 

mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos MI Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.-- Néstor Contín Aybar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- ' 

diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,.que 
certifico.— (Fdo.) ErneSto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 11 de abril de 1957. 

Materia: Civil. 

Recurrente: 'María Elena Sánchez Barredo. 
Abogados: Dres. Caonabo Jiménez baulino y Juan Tomás Mejía 

Feliú: 

Recurrido: Milagros Alfaro Vda. Barredo. 

Abogado: Dr. Juan MI. Pellerano G. 

Dios, Patria, y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Juan A. Morel, Segundo Sustituto en funciones de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando t. Ravelo de la Fuente, Néstor 
Contín Aybar y Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional hoy día veintitrés del 
mes de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, años 
115' de la Independencia, 95' de la Restauración y 29' de la 

Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 

casación la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por María Ele-

na Sánchez Barredo, española, viuda, mayor de edad, ocu-
pada en los quehaceres cibmésticos, domiciliada y residente 
en el poblado de Aloa, Conséjo de Ribadesella, Provincia de 
Oviedo, España', contra sentencia de la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones civiles de fecha once 
de abril de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositi- 

vo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Juan Tomás Mejía F., cédula 39706, serie 

1, sello 24161, por sí y por el Dr. Caonabo Jiménez Paulino, 
cédula 32037, serie 1, sello 7734, abogados constituídos por 
la parte recurrent,' en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Juan Ml. Pellerano G., cédula 49307, serie 
1, sello 23962, abogado de la parte recurrida Milagros Alfa-
ro Vda. Barred°, española, mayor de edad, ocupada en los 
quehaceres domésticos, domiciliada y residente en esta ciu- 
dad cédula 8499, serie 11, sello 970, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados 
del recurrente, deppsitado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia el día treinta de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete, y notificado a la parte recurrida por acto 
de fecha tres de agosto del mismo año; 

Visto el memorial de defensa notificado a los abogados , 
de la parte recurrente, a requerimiento del abogado de la 
recurrida, por acto_de fecha trece de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y siete; 

Visto el escrito de réplica de los abogados de la recu-
rrente, notificado al abogado de la parte adversa, por acto 
de fecha veinticuatro de febrero de mil- novecientos cin-
cuentá y ocho; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, párrafo 29,- y 2123 del Có-
digo Civil; 133, y 546 del Código de Procedimiento Civil; 
2 de la Ley N9 985, del ario 1945, 1, 20 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Coniderando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: "a) que en fecha 
seis de junio de mil novecientos cincuenta y cinco, la Cá-
mara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó una sentencia cuyo dis- 
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positivo dice así: "FALLA: Primero: Da acta a la recurrente 
Milagros Alfaro Viuda Barredo, de generales ya indicadas, 
de su demanda de envío en posesión de los bienes relictos por 
su finado esposo José Barredo Caldevilla; y Segundo: Orde-
na, antes de decidir sobre los méritos del envío en posesión 
solicitado, que esta demanda se haga pública, mediante la re-
dacción de edictos que contengan un extracto de la presente 
sentencia, los cuales serán fijados en los lugares acostum-
brados; esto es: en la puerta principal del Palacio del Conse-
jo Administrativo; en la del Juzgado de Santo Domingo; en 
la casa residencia de la recurrente y en la Sala de Audiencia 
de este Tribunal, por tres veces, con intervalo de quince 
días entre una y otra fijación, y la publicación del mismo 
Edicto, en el mismo plazo, en el periódico "El Caribe", de 
esta chidad"; b) que por acto de alguacil de fecha 'veinte 
de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, María Elena 
Sánchez Barredo interpuso formal recurso de oposición-con-
tra la sentencia antes mencionada,*expresando en dicho ac-
to lo siguiente: "Atendido: a que -la aludida sentencia de 
envío en posesión, de -fecha 19 de septiembre de 1955, es 
infundada en derecho, y encierra por tanto errores que la 
hacen revocable, -toda vez, que la misma fué dictada sobre 
el fundamento de que .no existían parientes o herederas del 
Tinado José Antonio Barredo Caldevilla, en grado hábil para 
sucederle; Atendido; a que conforme lo probará por ante el 
Tribunal amparado,- la señora María Sánchez Barredo, ocu-
pa un gr-ado preferente como heredera del de cujus, frente 
a la señora Milagros Alfaro Vda. Barredo, por ser prima 
hermana de dicho finado, conforme el artículo 753 del Có-
digo Civil; Atendido: a que la sentencia aludida de, fecha 
1", de septiembre de 1955, merece ser: revocada, además, 
por no haper cumplido la beneficiaria de la misma, con el 
requisito de "inversión o empleo" del mobiliario del de cujus, 
o de fijación de fianza, exigido por los Arts. 771 y '772 del 
Código Civil; Atendido: a que procede demandar en petición 
de herencia, cuantas veces se le niegue a una persorra su 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Juan Tomás Mejía F., cédula 39706, serie 

1, sello 24161, por sí y por el Dr. Caonabo Jiménez Paulino, 
cédula 32037, serie 1, sello 7734, abogados constituidos por 
la parte recurrenté,' en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Juan MI. Pellerano G., cédula 49307, serie 
1, sello 23962, abogado de la parte recurrida Milagros Alfa-
ro Vda. Barred°, española, mayor de edad, ocupada en los 
quehaceres domésticos, domiciliada y residente en esta ciu- 
dad cédula 8499, serie 14, sello 970, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados 
del recurrente, deppsitado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia el día treinta de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete, y notificado a la parte recurrida por acto 
de fecha tres de agosto del mismo año; . 

Visto el memorial de defensa notificado a los abogados 
de la parte recurrente, a requerimiento del abogado de la 
recurrida, por acto_de fecha trece de agosto de mil nove-
cientos dncuenta y siete; 

Visto el escrito de réplica de los abogados de la recu-
rrente, notificado al abogado de la parte adversa, por acto 
de fecha veinticuatro de febrero de mil- novecientos cin-
cuenta y ocho; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, párrafo 2%. y 2123 del Có-
digo Civil; 133, y 546 del Código de Procedimiento Civil; 
2 de la Ley N° 985, del ario 1945, 1, 20 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Conáiderando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: 'a) que en fecha 
seis de junio de mil novecientos cincuenta y cinco, la Cá-
mara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó una sentencia cuyo dis- 
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positivo dice así: "FALLA: Primero: Da acta a la recurrente 
Milagros Alfaro Viuda ,Barredo, de generales ya indicadas, 
de su demanda de envío en posesión de los bienes relictos por 
su finado esposo José Barredo Caldevilla; y Segundo: Orde-
na, antes de decidir sobre los méritos del envío en posesión 
solicitado, que esta demanda se haga pública, mediante la re-
dacción de edictos que contengan un extracto de la presente 
sentencia, los cuales serán fijados en los lugares acostum-
brados; esto es: en la puerta principal del Palacio del Conse-
jo Administrativo; en la del Juzgado de Santo Domingo; en 
la casa residencia de la recurrente y en la Sala de Audiencia 
de este Tribunal, por tres veces, con intervalo de quince 
días entre una y otra fijación, y la publicación del mismo 
Edicto, en el mismo plazo, en el periódico "El Caribe", de 
esta ciádad"; b) que por acto de alguacil de fecha Veinte 
de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, María Elena 
Sánchez Barredo interpuso formal recurso de oposición.con-
tra la sentencia antes mencionada, 'expresando en dicho ac-
to lo siguiente: "Atendido: a que -la aludida sentencia de 
envío en posesión, de -fecha 19 de septiembre de 1955, es 
infundada en derecho, y encierra por tanto errores que la 
hacen revocable, -toda vez, que la misma fué dictada sobre 
el fundamento de que ,no existían parientes o herederos del 
'finado José Antonio Barredo Caldevilla, en grado hábil para 
sucederle; Atendido; a que conforme lo probará por ante el 
Tribunal amparado: la señora María Sánchez Barredo, ocu-
pa un gr-ado preferente como heredera del de eujus, frente 
a la señora Milagros Alfar° Vda. Barredo, por ser prima 
hermana de dicho finado, conforme el artículo 753 del Có-
digo Civil; Atendido: a que la sentencia aludida de fecha 
1°, de septiembre de 1955, merece ser: revocada, además, 
por no halger cumplido la beneficiaria de la misma, con el 
requisito de "inversión o empleo" del mobiliario del de eujus, 
o de fijación de fianza, exigido por los Arts. 771 y 772 del 
Código Civil; Atendido: a que procede demandar en petición 
de herencia, cuantas veces se le niegue a una persona su 
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calidad de heredero de determinada persona o en hecho se 
detenten los bienes o no se quieran entregar o partir los 
bienes relictos por la persona de la cual se pretende ser el 
heredero preferente; Atendido: a que conforme se eviden-

-cia por el acta de no comparecencia que encabeza este acto, 
la señora Milagros Alfaro Vda. Barredo, no ha obtemperado 
a la intimación de conciliación y de entrega de bienes del 
de cujus que se le ha hecho formalmente; Atendido: a que 
dicha señora estuvo casada con dicho finado desde el año 
1928 hasta el 2 de enero de 1955, y durante dicho período, 
fueron edquiridos por ambos esposos diversos bienes mue-
bles e inmuebles que deben ser partidos y liquidados en la 
forma indicada por la ley; Atendido: a que la señora María 
Elena Sánchez Barredo, en su calidad de prima hermana 
y de única heredera del de cujus, es copropietaria en un 
50% de todos los bienes adquiridos en comunidad con la 
cónyuge citada, y, de conformidad con el Art. 815 y siguien-
tes del Código Civil, nadie puede ser obligado a perma'necer 
en estado de indivisión y la partición puede ser solicitada en 
todo momento; Atendido: a que toda parte que sucumbe en 
justicia será condenada al pago de las costas; Por tales 
motivos, y Por los demás que se harán Valer ante el Tribunal 
indicado: Oiga la señora Milagros Alfar° Vda. Barredo, en 
sus dichas calidades; Primero: Declarar bueno y válido, el 
recurso de oposición precedentemente descrito; Segundo: 
Revocar en todas sus partes, la aludida sentencia de fecha 
1" de septiembre de 1955, dictada por la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en atribuciones civiles, enviando en posesión a 
mi requerida de los bienes relictos de que se trata; Tercero: 
Declarar a la señora María Elena Sánchez Barredo, única 
heredera de todos los bienes relictos por el finado José Ba-
rredo Caldevilla, con todas sus consecuencias legales; Cuar-
to: Ordenar que sobre la persecución de mi requeriente, se 
procederá ante el Juez que se comisione y para el detalle 
de las operacionés ante el Notario Público que se designe y  

-bajo la supervigilancia del Juez Comisario, a las operaciones 
de cuenta, liquidación y partición de los bienes que inte-
gran la comunidad matrimonial del finado José Antonio 
Barredo Caldevilla y su cónyuge superviviente, Sra. Mila-
gros Alfaro Vda. Barredo, al establecimiento del activo y 

el pasivo, a la formación de los lotes y sorteo de éstos, todo 
en la forma previaa por la ley; Quinto: Ordenar que las 
costas del procedimiento sean distraídas en provecho del 
abogado requeriente, quien las ha avanzado, y sean emplea-
das como gastos judiciales privilegiados, y como tales, so-
portados por la masa a partir; Sexto: Decidir que las costas 
ocasionadas por las contestaciones infundadas serán soporta-
das por las partes que sucumbieren; Bajo las más expresas 
reservas de todo otro derecho o acción"; c) que en fecha 
veintiuno de junio de mil novecientos cincuenta y seis dicha 
Cámara de lo Civil 'y Comercial dictó una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Rechaza, por ser 
infundada, la excepción de fianza presentada por Milagros 
Alfaro Vda. Barredp en el recurso de oposición interpuesto 
por María Elena Sánchez Barredo contra la sentencia de 
este 'Tribunal de fecha 1" de septiembre de 1955, dictada en 
el procedimiento de envío en posesión en favor de Milag-ros 
Alfaro Vda. Barredo de los bienes relictos por su finado 
esposo José Barredo Caldevilla; Segundo: Acoge las con-
clusiones subsidiarias de dicha parte intimada, por los mo-
tivos precedentemente *expuestos, desestimando las de la opo-
nente por infundada y, en consecuencia, Rechaza dicha opo-
sición y Confirma la sentencia recurrida para que sea eje-
cutada en su forma y tenor; Tercero: Condena a dicha parte 
oponente que sucumbe al pago de las costas distrayéndolas 
a favor del Dr.. Juan Manuel Pellerano G., quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; d) que contra esta 
última sentencia interpuso María Elena Sánchez Barredo 
recurso de apelación, en el tiempo y en la forma indicados 
por la Ley; 
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calidad de heredero de determinada persona o en hecho se 
detenten los bienes o no se quieran entregar o partir los 
bienes relictos por la' persona tie la cual se pretende ser el 
heredero preferente; Atendido: a que conforme se eviden-

-cia por el acta de no comparecencia que encabeza este acto, 
la señora Milagros Alfaro Vda. BarredO, no ha obtemperado 
a la intimación de conciliación y de entrega de bienes del 
de cujus que se le ha hecho formalmente; Atendido: a que 
dicha señora estuvo casada con dicho finado desde el año 
1928 hasta el 2 de enero de 1955, y durante dicho período, 
fueron edquiridos por ambos esposos diversos bienes mue-
bles e inmuebles que deben ser partidos y liquidados en la 
forma indicada por la ley; Atendido: a que la señora María 
Elena Sánchez Barredo, en su calidad de prima hermana 
y de única heredera del de cujus, es copropietaria en un 
50% de todos los bienes adquiridos en comunidad con la 
cónyuge citada, y, de conformidad con el Art. 815 y siguien-
tes del Código Civil, nadie puede ser obligado a permabecer 
en estado de indivisión y la partición puede ser solicitada en 
todo momento; Atendido: a que toda parte que sucumbe en 
justicia será condenada al pago de las costas; Por tales 
motivos, y por los demás que se harán Valer ante el Tribunal 
indicado: Oiga la señora Milagros Alfaro Vda. Barredo, en 
sus dichas calidades; Primero: Declarar bueno y válido, el 
recurso de oposición precedentemente descrito; Segundo: 
Revocar en todas sus partes, la aludida sentencia de fecha 
1" de septiembre de 19,55, dictada por la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en atribuciones civiles, enviando en posesión a 
mi requerida de los bienes relictos de que se trata; Tercero: 
Declarar a la señora María Elena Sánchez Barreclo, única 
heredera de todos los bienes relictos por el finado José Ba-
rredo Caldevilla, con todas sus consecuencias legales; Cuar-
to: Ordenar que sobre la persecución de mi requeriente, se 
procederá ante el Juez que se comisione y para el detalle 
de las operaciones ante el Notario Público que se designe y 
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bajo la supervigilancia del Juez Comisario, a las operaciones 
de cuenta, liquidación y partición de los bienes que inte- 
gran la comunidad matrimonial del finado José Antonio 
Barredo Caldevilla y su cónyuge superviviente, Sra. Mila- 
gros Alfaro Vda. Barredo, al establecimiento del activo y 

ei pasivo, a la formación de los lotes y sorteo de éstos, todo 
, en la forma previita por la ley; Quinto: Ordenar que las 
,r costas del procedimiento sean distraídas en provecho del 

abogado requeriente, quien las ha avanzado, y sean emplea-
das como gastos judiciales privilegiados, y como tales, so-
portados por la masa a partir; Sexto: Decidir que las costas 
ocasionadas por las contestaciones infundadas serán soporta-
das por las partes que sucumbieren; Bajo las más expresas 
reservas de todo otro derecho o acción"; c) que en fecha 
veintiuno de junio de mil novecientos cincuenta y seis dicha 
Cámara de lo Civil 'y Comercial dictó una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Ftechaza, por ser 
infundada, la excepción de fianza presentada por Milagros 
Alfaro Vda. Barredo en el recurso de oposición interpuesto 
por María Elena Sánchez Barredo contra la sentencia de 
este 'Tribunal de fecha 1" de septiembre de 1955, dictada en 
el procedimiento de envío en posesión en favor de Milagros 
Alfaro Vda. Barredo de los bienes relictos por su finado 
esposo José Barredo Caldevilla; Segundo: Acoge las con-
clusiones subsidiarias de dicha parte intimada, por los mo-
tivos precedentemente 'expuestos, desstimando las de la opo-
nente por infundada y, en consecuencia, Rechaza dicha opo-

-4sición y Confirma la sentencia recurrida para que sea eje- 
cutada en su forma y tenor; Tercero: Condena a dicha parte 
oponente que sucumbe al pago de las costas distrayéndolas 
a favor del Dr. Juan Manuel Pellerano G., quien afirma ha- 
berlas avanzado en su mayor parte"; d) que contra esta 
última sentencia interpuso María Elena Sánchez Barredo 
recurso de apelación, en el tiempo y en la forma indicados 
por la Ley; 
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Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe admitir como regular y válido en la forma, 
el recurso de apelación interpuesto por Maria Elena Sánchez 
Barredo; SEGUNDO: Que debe confirmar y confirma la 
sentencia dictada en fecha veintiuno (21) del mes de junio 
del año mil novecientos cincuenta y seis, por la Cámara de 
lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional en sus atribuciones civiles, en lo que se 
refiere a los ordinales SEGUNDO y TERCERO, dispositivo 
que dice así: "SEGUNDO: Acoge las conclusiones subsidia-
rias de dicha parte intimada, por los motivos precedente-
mente expuestos, desestimando las de la oponente por in-
fundada y, en consecuencia, RECHAZA dicha oposición y 
CONFIRMA la sentencia recurrida para que sea ejecutada en 
su forma y tenor; TERCERO: Cc). ndena a dicha parte opo-
nente que sucumbe al pago de las costas distrayéndoles a 
favor del Dr. Juan Manuel Pellérano G., quien afirma ha-
berles avanzado en su mayor parte"; TERCERO: Que debe 
condenar y condena en costas a la parte intimante"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violáción 
del artículo 3 del Código Civil.— Desconocimiento de la 
jurisprudencia fijada por la Suprema Corte de Justicia, de 
fecha 13 de febrero de 1957; Segundo Medio: Violación y 
falsa aplicación de los artículos 46, 319 a á24, 334, 726, 732, 
753, 755, 767 y 1315 del Código Civil.— Desconocimiento 
de la jurisprudencia contenida en las sentencias del 25 de 
noviembre de 1952 y 23 de marzo de 1956 de la Suprema 
Corte de Justicia; Tercer Medio: Violación de los artículos 
1, 2, 9 y 10 de, la Ley 1\19 985, sobre Filiación de hijos natu-
rales y de los artículos 33 y 38 a 52 de la Ley NQ 659 del 
ario 1944, sobre actos del Estado Civil.— Desconocimiento 
de la jurisprudencia fijada en la sentencia del 7 de diciem-
bre de 1951, de la Suprema Corte de Justicia; Cuarto Medio: 
Violación y falsa aplicación de los artículos 18, 35 y 51 de  

la Ley de Registro Civil de España, del 17 de junio de 18'70; 
y de los artículos 119, 131, 134, 135, 136, 327, 918, 919, 92Z 

y 1215 del Código Civil de España; Quinto Medio: Desna-
turalización del acta de nacimiento y reconocimiento del 
finado José Antonio Barredo Caldevilla, hecha ante el en-
cargado del Registro Civil de Infiesto, España, el 22 de 
julio de 1893.— Contradicción, imprecisión, falta e Insu-
ficiencia de motivos.— Desnaturalización y desconocimien-- 
to de las pruebas y de los hechos del proceso.— Falta de> 
base legal.— Violación de los artículos 1319 a 1320 del (»- 

digo Civil; 
Considerando que la parte recurrida, antes de respon-- 

der al memorial de casación, formula un medio de inadmi-
sión del recurso, que será examinado en seguida; 

En cuanto al medio de inadmisión del recurso: 

Considerando que en el desarrollo de este medio se ECG-

tiene que la recurrente, para establecer su filiación materna 
depositó una certificación de su acta de nacimiento, instru-
mentada el día 9 de septiembre de 1955, en la cual consta: 
que ella nació el 26 de mayo de 1887;4y que la inseripeitke 
del nacimiento se hizo "en virtud de expediente fuera de 
plazo promovido por la interesada y aprobado por el Juez 
Superior en auto de fecha 5 de septiembre"; que tal aula 
u ordenanza ya se considere de jurisdicción graciosa o de-
jurisdicción contenciosa, al emanar de un tribunal extran-
jero, ha debido ser sometido a la formalidad del exequátur 
de los tribunales dominicanos, para su validez en la Ftepú-
blica, conforme a los artículos 546 del Código de Procea-
miento Civil y 2123 del Código Civil; pero 

Considerando que según resulta del fallo impugnado he 
Corte a qua, para rechazar la demanda en petición de he- 
rencia de que se trata, no se fundó en el acta de naeimien- 

. to de la recurrente, objeto de la ordenanza. del tribunal es- 
pañol, sino en que el acta de nacimiento del de cujus, que 
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Considerando que la sentencia ahora impugnada enea-
sación contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe admitir como regular y válido en la forrna, 
el recurso de apelación interpuesto por María Elena Sánchez 
Barredo; SEGUNDO: Que debe confirmar y confirma la 
sentencia dictada en fecha veintiuno (21) del mes de junio 
del año mil novecientos cincuenta y seis, por la Cámara de 
lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional en sus atribuciones civiles, en lo que se 
refiere a los ordinales SEGUNDO y TERCERO, dispositivo 
que dice así: "SEGUNDO: Acoge las conclusiones subsidia-
rias de dicha parte intimada, por los motivos precedente-
mente expuestos, desestimando las de la oponente por in-
fundada y, en consecuencia, RECHAZA dicha oposición y 
CONFIRMA la sentencia recurrida para que sea ejecutada en 
su forma y tenor; TERCERO: Cc). ndena a dicha parte opo-
nente que sucumbe al pago de las costas distrayéndoles a 
favor del Dr. Juan Manuel Pellérano G., quien afirma ha-
berles avanzado en su mayor parte"; TERCERO: Que debe 
condenar y condena en costas a la parte intimante"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violáción 
del artículo 3 del Código Civil.— Desconocimiento de la 
jurisprudencia fijada por la Suprema Corte de Justicia, de 
fecha 13 de febrero de 1957; Segundo Medio: Violación y 
falsa aplicación de los artículos 46, 319 a á24, 334, 726, 732, 
753, 755, 767 y 1315 del Código Civil.— Desconocimiento 
de la jurisprudencia contenida en las sentencias del 25 de 
noviembre de 1952 y 23 de marzo de 1956 de la Suprema 
Corte de Justicia; Tercer Medio; Violación de los artículos 
1, 2, 9 y 10 de, la Ley N9 985, sobre Filiación de hijos natu-
rales y de los artículos 33 y 38 a 52 de la Ley N9 659 del 
ario 1944, sobre actos del Estado Civil.— Desconocimiento 
de la jurisprudencia fijada en la sentencia del 7 de diciem-
bre de 1951, de la Suprema Corte de Justicia; Cuarto Medio: 
Violación y falsa aplicación de los artículos 18, 35 y 51 de  

la Ley de Registro Civil de España, del 17 de junio de 1870; 
y de los artículos 119, 131, 134, 135, 136, 327, 918, 919, 92Z 

. y 1215 del Código Civil de España; Quinto Medio: Desna-
turalización del acta de nacimiento y reconocimiento da 
finado José Antonio Barredo Caldevilla, hecha ante el en-

cargado del Registro Civil de Infiesto, España, el 22 de 
julio de 1893.— Contradicción, imprecisión, falta e Insu-
ficiencia de motivos.— Desnaturalización y desconocimien-

to de las pruebas y de los hechos del proceso.— Falta de 
base legal.— Violación de los artículos 1319 a 1320 del C6.- 
digo Civil; 

Considerando que la parte recurrida, antes de respon-
der al memorial de casación, formula un medio de inadmi-
sión del recurso, que será examinado en seguida; 

En cuanto al medio de inadmisión del recurso: 

Considerando que en el desarrollo de este medio se Sr/Ek-

tiene que la recurrente, para establecer su filiación materna 
depositó una certificación de su acta de nacimiento, instru-
mentada el día 9 de septiembre de 1955, en la cual consta 
que ella nació el 26 de mayo de 1887; ihy que la inseripciánl 
del nacimiento se hizo "en virtud de expediente fuera de 
plazo promovido por la interesada y aprobado por el Juez 
Superior en auto de fecha 5 de septiembre"; que tal auto> 
u ordenanza ya se considere de jurisdicción graciosa o de 
jurisdicción contenciosa, al emanar de un tribunal extran-
jero, ha debido ser sometido a la formalidad del exequátur 
de los tribunales dominicanos, para su validez en la Repú-
blica, conforme a los artículos 546 del Código de Procedi-
miento Civil y 2123 del Código Civil; pero 

Considerando que según resulta del fallo impugnado la 
Corte a qua, para rechazar la demanda en petición de he-
rencia de que se trata, no se fundó en el acta de nacimien-
to de la recurrente, objeto de la ordenanza del tribunal es-
pañol, sino en que el acta de nacimiento del de cujus, que 
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fue una de las actas presentadas para demostrar el lazo del 
parentescó de dicha recurrente, no constituye una prueba de 
la filiación materna del fenecido; que, en consecuencia, el - 
pedirnento propuesto por la recurrente como medio de inad-
misión- carece de fundamento y debe ser rechazado; 

En cuanto a los medios del recurso: 

Considerando que por el primer medio se alega eri sín-
tesis que la sucesión del de cujus José Antonio Barredo Cal-
devilla, se rige en la especie por la ley dominicana, no tan 
solo en cuanto a la devolución hereditaria, sino en cuanto 
.a la prueba de la filiación o del parentesco, lo cual no hizo 
lla Corte a qua en re-lación con este último aspecto, en viola-
ción del artículo 3 del Código Civil; 

Considerando que según resulta del fallo impugnado, 
José Antonio Barredo Caldevilla, español, domiciliado en la 
República, falleció en esta ciudad ab intestato, sin ascen-
dientes ni descendientes, dejando varios inmuebles en el 
territorio dominicano; que el fenecido estaba casado con 
María de los Milagros Alfaro Reyes, española, quien solicitó 

envío en posesión de los bienes relictos por su esposo; que, 
con motivo de esta demanda María Elena Sánchez Barredo, 
también españolas, interpuso una demanda de petición de 
herencia alegando que ella "en su calidad de prima herma-
na y de única heredera del de cuja.% es propietaria en un 
50% de todos los bienes adjudicados en comunidad con la 
'cónyuge citada"; 

'Considerando que la cuestión que se plantea es la de sa-
ber si la ley aplicable en el presente caso es el estatuto real 
<la ley dominicana) o el estatuto personal (la ley española), 
43 si se puede hacer una aplicación distributiva de ambos es-
tatutos, esto es, la ley dominicana para regir la devolución 
sucesoral y la ley española para regir la prueba del paren-
tesco de la recurrente; 
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Considerando que en virtud del principio consagrado 
en el artículo 3, párrafo 2 del Código Civil, sobre el régimen 
de los inmuebles, que es de orden público, la devolución su-
cesora] y la partición de los inmuebles dejados en el terri-
torio de la República por un extranjero, son regidos por la 
ley dominicana (lex rei site) cual que fuere el estatuto per-
sonal del de cujus o de sus herederos; 

Considerando que este principio se aplica también a to-
do lo que se relaciona con la transmisión de dichos bienes, 
por vía de sucesión, aún cuando se trate de la prueba del 
parentesco; 

Considerando que la Corte a qua, llego de haber decla-
rado correctamente que la ley aplicable a la devolución he-
reditaria es la ley dominicana, ha rechazado la demanda de 
la actual recurrente sobre el fundamento de que era la ley 
española la que debía ser aplicada a la prueba del vínculo 
de filiación o parentesco; `• 

Considerando que, en efecto, dicha Corte se expresó 
al respecto en estos términos: "que el Código Civil español 
vigente en su artículo 131, establece "el reconocimiento de 
un hijo natural deberá hacerse en el acta de nacimiento, en 
tt stamento o en otros documentos públicos". Que en el acta 
de nacimiento del finado José Barredo Caldevilla, que figu-
ra en el expediente se hace constar que el señor Francisco 
Cordero Cueta, vecino del lugar, declaró "que dicho niño na-
ció en la cama de su madre el día 17 (diez y siete) del co-
rriente. .. Que es hijo de padre desconocido y de doña Ma-
ría Barredo Caldevilla, soltera, jornalera, etc." "que de las 
menciones hechas en esta acta de nacimiento no se eviden-
cia la declaración de la madre de que reconoce al niño; co-
mo tampoco se ha presentado testamento u otro documento 
público que acredite' que la señora María Barredo Caldevi-
lla haya reconocido al finado José Barredo Caldevilla, por lo 
cual éste no estaba unido por vínculo de parentela con ningu-
na persona, ni del lado paterno ni del lado materno, puesto 
que la señora María Barredo Caldevilla, a quien un vecino 
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fué una de las actas pre_sentadas para demostrar el lazo del 
parentescó de dicha.recurrente, no constituye una prueba de 
la filiación materna del fenecido; que, en consecuencia, el 
pedimento propuesto por la recurrente como medio de inad-
misión carece de fundamento y debe ser rechazado; 

En cuanto a los medios del recurso: 

Considerando que por el primer medio se alega eri sín-
tesis que la sucesión del de cujus José Antonio Barredo Cal-
devilla, se rige en la especie por la ley dominicana, no tan 
solo esi cuanto a la devolución hereditaria, sino en cuanto 
a la prueba de la filiación o del parentesco, lo cual no hizo 
la Corte a qua en re-lación con este último aspecto, en viola-
ción del artículo 3 del Código Civil; 

Considerando que según resulta del fallo impugnado, 
José Antonio Barredo Caldevilla, español, domiciliado en la 
República, falleció en esta ciudad ab intestato, sin ascen-
dientes ni descendientes, dejando varios inmuebles en el 
territorio dominicano; que el Tenecido estaba casado con 
María de los Milagros Alfaro Reyes, española, quien solicitó 
Yel envio en posesión de los bienes relictos por su esposo; que, 
con motivo de esta demanda María Elena Sánchez Barredo, 
también española-, interpuso una demanda de petición de 
herencia alegando que ella "en su calidad de prima herma-
na y de única heredera del de elijas, es propietaria en un 
50% de todos los bienes adjudicados en comunidad con la 
cónyuge citada"; 

*Considerando que la cuestión que se plantea es la de sa-
ber si la ley aplicable en el presente caso es el estatuto real 
4(la ley dominicana) o el estatuto personal (la ley española), 
o si se puede hacer una aplicación distributiva de ambos es-
tatutos, esto es, la ley dominicana para regir la devolución 
sucesoral y la ley española para regir la prueba del paren-
lesco de la recurrente; 

Considerando que en virtud del principio consagrado 
en el artículo 3, párrafo 2 del Código Civil, sobre el régimen 
de los inmuebles, que es de orden público, la devolución su-
cesora] y la partición de los inmuebles dejados en el terri-
torio de la República por un extranjero, son regidos por la 
ley dominicana (lex rei site) cual que fuere el estatuto per-
sonal del de cujus o de sus herederos; 

Considerando que este principio se aplica también a to-
do lo que se relaciona con la transmisión de dichos bienes, 
por vía de sucesión, aún cuando se trate de la prueba del 
parentesco; 

Considerando que la Corte a qua, llego de haber decla-
rado correctamente que la ley aplicable a la devolución he-
reditaria es la ley dominicana, ha rechazado la demanda de 
la actual recurrente sobre el fundamento de que era la ley 
española la que debía ser aplicada a la prueba del vínculo 
de filiación o parentesco; 

Considerando que, en efecto, dicha Corte se expresó 
al respecto en estos términos: "que el Código Civil español 
vigente en su artículo 131, establece "el reconocimiento de 
un hijo natural deberá hacerse en el acta de nacimiento, en 
tt stamento o en otros documentos públicos". Que en el acta 
de nacimiento del finado José Barredo Caldevilla, que figu-
ra en el expediente se hace constar que el señor Francisco 
Cordero Cueta, vecino del lugar, declaró "que dicho niño na-
ció en la cama de su madre el día 17 (diez y siete) del co-
rriente. . . Que es hijo de padre desconocido y de doña Ma-
ría Barredo Caldevilla, soltera, jornalera, etc." "que de las 
menciones hechas en esta acta de nacimiento no se eviden-
cia la declaración de la madre de que reconoce al niño; co-
mo tampoco se ha presentado testamento u otro documento 
público que acredite. que la señora María Barredo Caldevi-
lla haya reconocido al finado José Barredo Caldevilla, por lo 
cual éste no estaba unido por vínculo de parentela con ningu-
na persona, ni del lado paterno ni del lado materno, puesto 
que la señora María Barredo Caldevilla, a quien un vecino 
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atribuye la maternidad del niño, nunca hizo una manifes-
tación de voluntad en la forma legal, que implicara un reco-
nocimiénto de ese niño"; "que no habiendo sido hecha la 
declaración de nacimiento por la madre del niño, ni ésta 
señora haber otorgado poder al declarante, Francisco Cor-
dero Cuesta, para declarar que el niño era hijo de ella, ni 
haber ésta hecho en ningún momento manifestación de vo-
luntad que estableciese el vínculo de filiación que une a 
dicha señora con el hijo natural que entrañase un reconoci-
miento, resulta que el de eujus no ha dejado ningiln anziente 
en grado hábil de suceder; razón por la cual la señora María 
de Tos Milagros Alfaro Vda. Barredo es la única persona 
con vocación hereditaria para recibir como heredera irregu-
lar, los bienes relictos por su finado esposo José Barredo 
Caldevilla"; pero, 

Considerando que de conformidad con el artículo 2 de la 
Ley NQ 985, sobre Filiación Natural, que es la ley que rige 
en nuestro. país, "el simple hecho del nacimiento, establece 
la filiación natural respecto de la madre"; que, por consi-
guiente, como nuestra ley no subordina la prueba de la 'filia-
ción materna al reconocimiento que de ella haga la madre 
en testamento o en otros documentos públicos. la  Corte 
a qua ha debido examinar, conforme a la ley dominicana si, 
de los elementos de prueba que fueron sometidos al debate 
resulta establecida o no la filiación natural del de euju.s, 
con respecto de su madre; que, al no haberlo hecho así, di-
cha Corte ha violado, por errónéa interpretación, el artículo 
3-párrafo 2 del Código Civil y, consecuentemente, el artículo 
2 de la citada Ley N9 985, razón por la cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada, sin que sea necesario examinar 
los demás medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el pedimento pro-
puesto como medio de inadmisión por la parte recunida; 
Segundo: Casa la sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha once de abril de mil 
novecientos cincuenta y siete, en sus atribuciones civiles. 
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cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo, y envía el asunto por ante la Cdte de Apelación de 
San Cristóbal"; y Tercero: Condena a la re,currida al pago 
de las costas ordenando su distracción en provecho de los 
Dres. Juan Tomás Mejía Feliú y Caonabo Jiménez Paulino, 
abogados de la recurrente, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad. 

(Firmados) Juan A. Morel.— Luis Logroño C.— Carlos 
Ml. Lamarche H.— P. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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atribuye la maternidad del niño, nunca hizo una manifes-
tación de voluntad en la forma legal, que implicara un reco-
nocimiénto de ese niño"; "que no habiendo sido hecha la 
declaración de nacimiento por la madre del niño, ni ésta 
señora haber otorgado poder al declarante, Francisco Cor-
dero Cuesta, para declarar que el niño era hijo de ella, ni 
haber ésta hecho en ningún momento manifestación de vo-
luntad que estableciese el vínculo de filiación que une a 
dicha señora con el hijo natural que entrañase un reconoci-
miento, resulta que el de cujus no ha dejado ningún wAriente 
en grado hábil de suceder; razón por la cual la señora María 
de Tos Milagros Alfaro Vda. Barredo es la única persona 
con vocación hereditaria para recibir como heredera irregu-
lar, los bienes relictos por su finado esposo José Barredo 
Caldevilla"; pero, 

Considerando que de conformidad con el artículo 2 de la 
Ley NQ 985, sobre Filiación Natural, que es la ley que rige 
en nuestro. país, "el simple hecho del nacimiento, establece 
la filiación natural respecto de la madre"; que, por consi-
guiente, como nuestra ley no subordina la prueba de la 'filia-
ción materna al reconocimiento que de ella haga la madre 
en testamento o en otros documentos públicos. la  Corte 
a qua ha debido examinar, conforme a la ley dominicana si, 
de los elementos de prueba que fueron sometidos al debate 
resulta establecida o no la filiación natural del de cujus, 
con respecto de su madre; que, al no haberlo hecho así, di-
cha Corte ha violado, por errónea interpretación, el artículo 
3-párrafo 2 del Código Civil y, consecuentemente, el artículo 
2 de la citada Ley N9 985, razón por la cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada, sin que sea necesario examinar 
los demás medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el pedimento pro-
puesto como medio de inadmisión por la parte recurrida; 
Segundo: Casa la sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha once de abril de mil 
novecientos cincuenta y siete, en sus atribuciones civiles. 

cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de 
San Cristóbal"; y Tercero: Condena a la re,eurrida al pago 

de las costas ordenando su distracción en provecho de los 
Dres. Juan Tomás Mejía Feliú y Caonabo Jiménez Paulino, 
abogados de la recurrente, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad. 

(Firmados) Juan A. Morel.— Luis Logroño C.— Carlos 
Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de El Seybo, de fecha 20 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Eduviges Peguero Vda. Luis. 

Dios, Pn.tria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Arniama y doctor Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintitrés del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuest-6 por Eduviges 
Peguero Vda. Luis, dominicana, mayor edad, viuda, de que-
haceres domésticos, domiciliada y residente en el paraje 
Santana, de la sección Manchado, del municipio de Hato 
Mayor, Provincia de El Seibo, Cédula 84, serie 27, sello 
1689595 para 1957, contra sentencia del Juzgado de Prirnera 
Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, como tribunal de 
simple policía de segundo grado, de fecha veinte de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en-la 

Secretaría del Juzgado a quo, en fecha veinte de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a solicitud de la reeu-
rrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 159 del Código de Procedimien-
to Criminal, in fine, 1385 del Código Civil, 1, 23 inciso 59, 43 
y 65 inciso 39, de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, comía. lo siguiente: a) que 
en fecha once de octubre de mil novecientos cincuenta y 
siete el Alcalde Pedáneo de la Sección de San Francisco, del 
municipio de El Seibo, sometió a la Policía Nacional a Edu-
viges Peguero Vda. Luis por vagancia de reses que hicieron 
daños a la agricultura de Leonor Santana, Secundino Jimé-
nez, Santos Jiménez y Andrés Rodríguez; h) que, sobre so-
metimiento de la Policía Nacional al Ministerio Público ante 
el Juzgado de Paz del Municipio de El Seibo, y acción del 
último, dicho Juzgado de Paz dictó en- fecha cinco de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y siete, como tribu-
nal de simple policía una senterícia con el siguiente dispo-
sitivo: "FALLA: Primero: Que debe condenar y condena 
a la nombrada Eduviges Peguero Vda. Luis, de generales; 
anotadas, a pagar RD$5.00 oro de multa, compensables con. 
prisi6n en caso de insolvencia a razón de un día pcn- cada 
peso dejado de pagar, por el hecho de permitir que unas: 
reses de su propiedad hicieran daños en los trabajos agrí-
colas de los señores Andrés Rodríguez, Secundino Jiménez, 
Leonor Santana. en violación al artículo 475, inciso 17 del 
Código Penaf; Segundo: Se ordena una indemnización en !a 
'forma siguiente por los daños causados a Andrés Rodriguez 
RD$3.00, a Secundino Jiménez RD$3.00 oro y a Leonor 
Santana RD$15.00, no se ordena ninguna indemnización en 
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Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del-Distrito 

Judicial de El Seybo, de fecha 20 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Eduviges Peguero Vda. Luis. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularinente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio l3eras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoY día. veintitrés del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta. 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesró por Eduviges 
Peguero Vda. Luis, dominicana, mayor edad, viuda, de que-
haceres domésticos, domiciliada y residente en el paraje 
Santana, de la sección Manchado, del municipio de Hato 
Mayor, Provincia de El Seibo, Cédula 84, serie 27, sello 
1689595 para 1957, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, como tribunal de 
simple policía de segundo grado, de fecha veinte de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en-la 

Secretaría del Juzgado a quo, en fecha veinte de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a solicitud de la recu- 
rrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 159 del Código de Procedimien-
to Criminal, in fine, 1385 del Código Civil, 1, 23 inciso 59, 43 
y 65 inciso 3Q, de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los. 
documentos a que ella se refiere, comía lo siguiente: a) que-
en fecha once de octubre de mil novecientos cincuenta y 
siete el Alcalde Pedáneo de la Sección de San Francisco, der 
municipio de El Seibo, sometió a la Policía Nacional a Edu-
viges Peguero Vda. Luis por vagancia de reses que hicierora 
daños a la agricultura de Leonor Santana, Secundino Jimé-
nez, Santos Jiménez y Andrés Rodríguez; b) que, sobre so-
metimiento de la Policía Nacional al Ministerio Público ante 
el Juzgado de Paz del Municipio de El Seibo, y acción del 
último, dicho Juzgado de Paz dictó en- fecha cinco de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y siete, como tribu-
nal de simple policía una sentencia con el siguiente dispo-
sitivo: "FALLA: Primero: Que debe condenar y condena 
a la nombrada Eduviges Peguero Vda. Luis, de generales: 
anotadas, a pagar RD$5.00 oro de multa, compensables cora 
prisi6n en caso de insolvencia a razón de un día por cada 
peso dejado de pagar, por el hecho de permitir que unc: 
reses de su propiedad hicieran daños en los trabajos agrí-
colas de los señores Andrés Rodríguez, Secundino jiménez, 
Leonor Santana, en violación al artículo 475, inciso 17 del 
Código Penal--; Segundo: Se ordena una indemnización en Ia 
forma Siguiente por los daños causados a Andrés Rodríguez 
RD$3.00, a Secundino Jiménez RD$3.00 oro y a Leonor 
Santana RD$15.00, no se ordena ninguna indenmización era 
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"favor de Santos Jiménez, por haber renunciado a ello y 
Tercero: Que debe condenarla y la condena al pago de las 
..423stas; c) que, sobre apelación regular de la recurrente, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
_El Seibo dictó en fecha veinte de diciembre de mil nove- 
cientos cincuenta y siete, como tribunal de simple policía 
.de segundo grado, una sentencia, que es la ahora impugna- 
da en casación, con el dispositivo siguiente: "FALLA: Pri- 
mero: Que debe declarar como en efecto declara bueno y 
vil' ido el recurso de apelación interpuesto por la señora Edu- 
viges Peguero Vda. Luis, contra sentencia del Juzgado de 
Paz de El Seibo, de fecha cinco de noviembre ario 1957, que 
la condenó por violación al artículo 475 inciso 17 del Código 
Penal: á pagar RD$5.00 de multa y al pago de los costos; 
ordenó pagar una indemnización por los daños causados a 
los nombrados Andrés Rodríguez RD$3.00, a Secundino Ji-
xnénez RD$3.00 y a Leonor Santana RD$15.00, no ordenan-
do indemnización en favor de Santos Jiménez, por haber 
renunciado a ello; Segundo: Que obrando por propio impe-

.rio revoca la sentencia recurrida, se descarga la inculpada 
Eduviges Peguero Vda. Luis en cuanto al aspecto penal por 

ha.ber cometido el hecho y se confirma en cuanto al pago 
de las indemnizaciones que le impuso el Juzgado a quo en 
favor de Andrés Rodríguez y Secundino Jiménez de RD 
43.00 cada uno respectivamente y a Leonor Santana de 
RD$15.00 como justa reparación por los daños que ocasio-

ararán sus animales en perjuicio de aquellos; Tercero; Que 
ielebe condenar como en efecto condena a la nombrada Edu-
wiges Peguero Vda. Luis al pago de las costas"; 

Considerando que del artículo 1385 del Código Civil 
resulta una presunción de responsabilidad a cargo de los 
dueños de animales que causen daños, pero que esta - res-
ponsabilidad cesa, entre otros casos, cuando se establezca 
que los daños se han originado por la falta exclusiva de la 
vicHtima; 

Considerando que, en la especie, consta en la senten-
cia Impugnada y en las actas de audiencia correspondien- 
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tes los hechos siguientes: a) que el terreno en que se pro-
dujeron los daños pertenecía a la recurrente y que las víc-
timas de los daños reconocieron ésto; b) que las reses que 
causaron los daños estaban en dicho terreno con conoci-
miento de este hecho por ias víctimas de los daños; y c) 
que la recurrente afirmó que no había dado autorización 
a las víctimas de los daños para hacer trabajos en su te-
rreno y que dichas víctimas no negaron esa afirmación, 
limitándose a decir que habían sido autorizadas por la hija 
de la dueña; que la sentencia impugnada no ha dado moti-
vos en los que pondere esas circunstancias, para decidir si en 
la especie hubo o no hubo falta de las víctimas capaces o 
no de destruir la presunción de responsabilidad que resulta 
del artículo 1385 del Código Civil; que la omisión de esos 
motivos, por ser capitales en la especie, constituye una insu-
ficiencia equivalente a la carencia de motivos, lo que im-
pone la anulación de la sentencia recurrida; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en fecha veinte de e:cicrAbre de mil novecientos cincuenta 
y siete, en materia de simple policía y en gia.do de apela-
ción por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de El Seibo, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto al Juzgado de 
Prímera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia; y 

Segundo: Compensa las costas relativas a la acción civil. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama — Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
'firmada, leída y publicada por mí, S4cretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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'furor de Santos Jiménez, por haber renunciado a ello y 
Tercero: Que debe condenarla y la condena al pago de las 
423stas; c) que, sobre apelación regular de la recurrente, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de _El Seibo dictó en fecha veinte de diciembre de mil nove-
cibratos cincuenta. y siete, como tribunal de simple policía 
.de segundo grado, una sentencia, que es la ahora impugna-
da en casación, con el dispositivo siguiente: "FALLA: Pri-
anero: Que debe declarar como en efecto declara bueno y 
válido el recurso de apelación interpuesto por la señora Edu- 
'riges Peguero Vda. Luis, contra sentencia del Juzgado de Paz de El Seibo, ele fecha cinco de noviembre ario 1957, que 
fa condsnó por violación al artículo 475 inciso 17 del Código 
Penal: á pagar RD$5.00 de multa y al pago de los costos; 
ordenó pagar una indemnización por los daños causados a 
tos nombrados Andrés Rodríguez RD$3.00, a Secundino Ji-
znénez RD$3.00 y a Leonor Santana RD$15.00, no ordenan-
do indemnización en favor de Santos Jiménez, por haber 
renunciado a ello; Segundo: Que -obrando por propio impe-

.rio revoca la sentencia recurrida, se descarga la inculpada 
Eduviges Peguero Vda. Luis en cuanto al aspecto penal por 
120 haber cometido el hecho y se confirma en cuanto al pago 
de las indemnizaciones que le impuso el Juzgado a quo en 
favor de Andrés Rodríguez y Secundino Jiménez de RD 
Z3.00 cada uno respectivamente y a Leonor Santana de 1RD$15.00 como justa reparación por los daños que ocasio-
naron sus animales en perjuicio de aquellos; Tercero; Que 
debe condenar como en efecto condena a la nombrada Edu-
wiges Peguero Vda. Luis al pago de las costas"; 

Considerando que del artículo 1385 del Código Civil 
resulta una presunción de responsabilidad a cargo de los 
dueños de animales que causen daños, pero que esta-res-
ponsabilidad cesa, entre otros casos, cuando se establezca 
que los daños se han originado por la falta exclusiva de la víctima; 

Considerando que, en la especie, consta en la senten-
cia impugnada y en las actas de audiencia correspondien- 
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tes los hechos siguientes: a) que el terreno en que se pro-
dujeron los daños pertenecía a la recurrente y que las víc-
timas de los daños reconocieron ésto; b) que las reses que 
causaron los daños estaban en dicho terreno con conoci-
miento de este hecho por ias víctimas de los daños; y c) 
que la recurrente afirmó que no había dado autorización 
a las víctimas de los daños para hacer trabajos en su te-
rreno y que dichas víctimas no negaron esa afirmación, 
limitándose a decir que habían sido autorizadas por la hija 
de la dueña; que la sentencia impugnada no ha dado moti-
vos en los que pondere esas circunstancias, para decidir si en 
la especie hubo o no hubo falta de las víctimas capaces o 
no de destruir la presunción de responsabilidad que resulta 
del artículo 1385 del Código Civil; que la omisión de esos 
motivos, por ser capitales en la especie, constituye una insu-
ficiencia equivalente a la carencia de motivos, lo que im-
pone la anulación de la sentencia recurrida; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en fecha veinte de c;Iciembre de mil novecientos cincuenta 
y siete, en materia de simple policía y en grado de apela-
ción por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de El Seibo, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto al Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia; y 
Segundo: Compensa las costas relativas a la acción civil. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, SQcretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís, de fecha 10 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

~Frente: Manuel de Jesús Valdez Suero. 
Abogado: Dr. Humberto Antonio de Lima M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana.. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Suan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintitrés del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casaciÓri, la si- 
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
Jesús Valdez Suero, dominicano, mayor de edad, chófer, 
domiciliado y residente en Higüey, cédula 9783, serie 28, cu-
yo sello de renovación no consta en el expediente, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís de fecha diez de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, dictada en atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha once de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
Dr. Pedro Barón del Giúdice y Marchena, cédula 2700, serie 
23, sello 15399, en nombre y representación de Manuel de 
Jesús Valdez Suero, en la cual no se invoca ningún medio 
determinarlo de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha treinta de abril 
del mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Dr. 
Humberto Antonio de Lima M., cédula 37838, serie sello 
59616, a nombre del recurrente,- en el cual se invocan los 
medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3 de la Ley 2022, de 1949, mo-
dificado por la Ley NQ 3749, de 1954; 1, 20 y 43 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
por actuaciones de la Policía Nacional fueron sometidos a la 
acción de la justicia Manuel de Jesús Valdez Suero y Gene-
roso Castillo por el hecho de haber producido heridas y gol-
pes a los señores Parmenia González y Leopoldo Pión, en 
ocasión de haber ocurrido un choque entre los vehículos que 
ellos conducían; b) que por sentencia pronunciada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia en sus atribuciones correccionales fué descar-
gado Generoso Castillo y condenado Mana]. de Jesús Valdez 
Suero a seis meses de prisión correccional y al pago de una 
multa de RDS100.00 y las costas, así como a la cancelación 
de su licencia para manejar vehículos de motor, por seis 

meses; 
Considerando, que sobre el recurso de apelación del 

prevenido Manuel de Jesús Valdez Suero, la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, dictó en fecha diez de 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: 
Corte de Apelación de San Pedro de Ma-

corís, de fecha 10 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel de Jesús Valdez Suero. 
Abogado: Dr. Humberto Antonio de Lima M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; á-lían A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henriquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintitrés del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casaciÓn-, la si- 
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
Jesús Valdez Suero, dominicano, mayor de edad, chófer, 
domiciliado y residente en Higüey, cédula 9783, serie 28, cu-
yo sello de renovación no consta en el expediente, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís de fecha diez de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, dictada en atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, en fecha once de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
Dr. Pedro Barón del Giúdice y Marchena, cédula 2700, serie 
23, sello 15399, en nombre y representación de Manuel de 
Jesús Valdez Suero, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha treinta de abril 
del mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el Dr. 
Humberto Antonio de Lima M., cédula 37838, serie 1", sello 
59616, a nombre del recurrente; en el cual se invocan los 
medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3 de la Ley 2022, de 1949, mo-
dificado por la Ley NQ 3749, de 1954; 1, 20 y 43 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos á que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
por actuaciones de la Policía Nacional fueron sometidos a la 
acción de la justicia Manuel de Jesús Valdez Suero y Gene-
roso Castillo por el hecho de haber producido heridas y gol-
pes a los señores Parmenia González y Leopoldo Pión, en 
ocasión de haber ocurrido un choque entre los vehículos que 
ellos conducían; b) que por sentencia pronunciada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Altagracia en sus atribuciones correccionales fué descar-
gado Generoso Castillo y condenado Mantillo de Jesús Valdez 
Suero a seis meses de prisión correccional y al pago de una 
multa de RD$100.00 y las costas, así como a la cancelación 
de su licencia para manejar vehículos de motor, por seis 

meses; 
Considerando, que sobre el recurso de apelación del 

prevenido Manuel de Jesús Valdez Suero, la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, dictó en fecha diez de 
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menia González, quien afirmó que había curado de las 
lesiones recibidas en nueve días, único tiempo durante el 
cual estuvo incapacitada para su trabajo; que en esa virtud, 
sigue alegando el recurrente, "se olvidó uno de los elemen-
tos de la infracción, elemento que no tan solo viene a com-
pletarla, sino que además determina la competencia del Tri-
bunal que ha de conocer de la prevención", y que esa omi-
sión, impide determinar si la ley ha sido bien aplicada, si 
debió ser juzgado y sancionado por el delito previsto en el 
párrafo a) del artículo 3 de la Ley 2022, de 1949, modifi-
cado, por la Ley N9 6948 (sic), o por la infracción prevista 
en el párrafo e) del mismo artículo, que fué la que tuvo en 
cuenta la Corte a qua; 

Considerando que, en la especie, el acta de la audiencia 
celebrada en fecha tres de diciembre del mil novecientos 
cincuenta y siete, revela que la agraviada Parmenia Gon-
zález, declarará reiteradas veces que estuvo imposibilitada 
para su trabajo "solamente nueve días", tiempo durante 
el cual quedó curada de las lesiones recibidas; que, este 
hecho era decisivo en el caso, no sólo para. determinar la 
mayor o menor gravedad del hecho incriminado puesto a 
cargo del prevenido y la pena a aplicar, sino también la com-
petencia, pues, cuando la enfermedad o la imposibilidad de 
dedicarse a un trabajo dura menos de diez días, el hecho es 
de la competencia del Juzgado de Paz, al tenor del artículo 
5 de la Ley N" 2022, de 1949; que, la sentencia recurrida se 
limita a afirmar sobre este elemento de la infracción que 
está comprobado por "los diversos certificados expedidos 
por el médico legista del Municipio de Higüey", omitiendo 
en absoluto el estudio y ponderación de la declaración pres-
tada al respecto por la agraviada; que, en esas condiciones, 
la sentencia impugnada no contiene una exposición completa 
de los hechos y circunstancias de la causa que permita ve-
rificar si está legalmente justificada, por lo cual, carece 
de base legal y debe ser casada en cuanto concierne al re- 
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diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, la sentencia 
ahora recurrida en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara, en cuanto a la forma, regular 
y válido el recurso de apelación interpuesto por el inculpado 
Manuel de Jesús Valdez Suero, contra sentencia dictada, en 
atribuciones correccionales, por el Juzgado de Primera Ins- 
tancia del Distrito Judicial de La Altagracia, en fecha 29 
de octubre del 1957, cuya parte dispositiva dice así: 'FA- 
LLA: Primero. Descargar al nombrado Generoso Castillo del 
delito de golpes y heridas involuntarios producidos con el 
manejo de vehículo de motor, por no haberlo cometido; 
Segundo: Condena al nombrado Manuel de Jesús Valdez 
Suero, a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión correc-
cional y al pago de una multa de CIEN PESOS ORO (RD 
$100.00), por el mencionado delito de golpes y heridas invo-
luntarios producidos con el manejo de vehículos de motor, 
en perjuicio de varias personas; Tercero: Ordenar la cance-
lación de la Licencia para manejar vehículos de motor ex-
pedida en favor del prevenido Manuel de Jesús Valdez Sue-
ro, por un tiempo de seis meses, a partir de la extinción de 
la pena impuéstale; Cuarto: Ordena la devolución de la licen-
cia para manejar vehículos de motor expedida a favor del 
nombrado Generoso Castillo; Quinto: Condena al prevenido 
Manuel de Jesús Valdez Suero al pago de las costas, decla-
rándolas de oficio- en cuanto se refiere al nombrado Gene-
roso Castillo'; SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida; 
TERCERO: Condena al prevenido Manuel de Jesús Valdez 
Suero, al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: Primero: Palta de motivos; Segundo: Contradicción 
de motivos; Tercero: Desnaturalización de los hechos; y 
Cuarto: Falta de base legal; 

Considerando que cuanto a la falta de base legal, alega-
da en el cuarto medio del memorial de casación, el recu-
rrente sostiene en síntesis, que la Corte a qua omitió pon-
derar las declaraciones prestadas por la agraviada Par- 
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menia González, quien afirmó que había curado de las 
lesiones recibidas en nueve días, único tiempo durante el 
cual estuvo incapacitada para su trabajo; que en esa virtud, 
sigue alegando el recurrente, "se olvidó uno de los elemen-
tos de la infracción, elemento que no tan solo viene a com-
pletarla, sino que además determina la competencia del Tri-
bunal que ha de conocer de la prevención", y que esa omi-
sión, impide determinar si la ley ha sido bien aplicada, si 
debió ser juzgado y sancionado por el delito previsto en el 
párrafo a) del artículo 3 de la Ley N" 2022, de 1949, modifi-
cado, por la Ley N9 6948 (sic), o por la infracción prevista 
en el párrafo e) del mismo artículo, que fué la que tuvo en 
cuenta la Corte a qua; 

Considerando que, en la especie, el acta de la audiencia 
celebrada en fecha tres de diciembre del mil novecientos 
cincuenta y siete, revela que la agraviada Parmenia Gon-
zález, declararó reiteradas veces que estuvo imposibilitada 
para su trabajo "solamente nueve días", tiempo durante 
el cual quedó curada de las lesiones recibidas; que, este 
hecho era decisivo en el caso, no sólo para. determinar la 
mayor o menor gravedad del hecho incriminado puesto a 
cargo del prevenido y la pena a aplicar, sino también la com-
petencia, pues, cuando la enfermedad o la imposibilidad de 
dedicarse a un trabajo dura menos de diez días, el hecho es 
de la competencia del Juzgado de Paz, al tenor del artículo 
5 de la Ley N" 2022, de 1949; que, la sentencia recurrida se 
limita a afirrriar sobre este elemento de la infracción que 
está comprobado por "los diversos certificados expedidos 
por el médico legista del Municipio de Higüey", omitiendo 
en absoluto el estudio y ponderación de la declaración pres-
tada al respecto por la agraviada; que, en esas condiciones, 
la sentencia impugnada no contiene una exposición completa 
de los hechos y circunstancias de la causa que permita ve-
rificar si está legalmente justificada, por lo cual, carece 
de base legal y debe ser casada en cuanto concierne al re- 
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diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, la sentencia 
ahora recurrida en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara, en cuanto a la forma, regular 
y válido el recurso de apelación interpuesto por el inculpado 
Manuel de Jesús Valdez Suero, contra sentencia dictada, en 
atribuciones correccionales, por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Altagracia, en fecha 29 
de octubre del 1957, cuya parte dispositiva dice así: 'FA-
LLA: Primero. Descargar al nombrado Generoso Castillo del 
delito de golpes y heridas involuntarios producidos con el 
manejo de vehículo de motor, por no haberlo cometido; 
Segundo: Condena al nombrado Manuel de Jesús Valdez 
Suero, a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión correc-
cional y al pago de una multa de CIEN PESOS ORO (RD 
$100.00), por el mencionado delito de golpes y heridas invo-
luntarios producidos con el manejo de vehículos de motor, 
en perjuicio de varias personas; Tercero: Ordenar la cance-
lación de la Licencia para manejar vehículos de motor ex-
pedida en favor del prevenido Manuel de Jesús Valdez Sue-
ro, por un tiempo de seis meses, a partir de la extinción de 
la pena impuéstale; Cuarto: Ordena la devolución de la licen-
cia para manejar vehículos de motor expedida a favor del 
nombrado Generoso Castillo; Quinto: Condena al prevenido 
Manuel de Jesús Valdez Suero al pago de las costas, decla- 
rándolas de oficio- en cuanto se refiere al nombrado Gene- 
roso Castillo'; SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida; 
TERCERO: Condena al prevenido Manuel de Jesús Valdez 
Suero, al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: Primero: Falta de motivos; Segundo: Contradicción 
de motivos; Tercero: Desnaturalización de los hechos; y 
Cuarto: Falta de base legal; 

Considerando que cuanto a la falta de base legal, alega-
da en el cuarto medio del memorial de casación, el recu-
rrente sostiene en síntesis, que la Corte a qua omitió pon-
derar las declaraciones prestadas por la agraviada Par- 

\ 
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currente, sin que sea necesario examinar los otros medios 
por él propueStos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís 
en fecha diez de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, y en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en parte anterior del presente fallo, y envía 
el asunto por ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; 
Segundo: Declara los costos de oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los M. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 15 

dc octubre de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Salomón José. 
Abogado: Dr. Miguel Ventura Hylton. 

Recurrido: Tomás E. Caccavelli. 

Abogado: Lic. Milcíades Duluc. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblicn Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Prime] 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Dr. Carlos Manuel Lamar-
che Henriquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Néstor Contín Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional ,hoy día veintitrés del 
mes de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' 

de la Independencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Salomón 
José, de nacionalidad siria, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en el paraje de Noroeste, sección 
de Honduras, Municipio de Samaná, cédula 2070, serie 62, 
sello 3244257, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha quince de octubre del mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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currente, sin que sea necesario examinar los otros medios 
por él propuátos; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís 
en fecha diez de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, y en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en parte anterior del presente fallo, y envía 
el asunto por ante la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; 
Segundo: Declara los costos de oficio. 

(Firmados): H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los M. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y afio en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 15 

de octubre de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Salomón José. 
Abogado: Dr. Miguel Ventura Hylton. 

Recurrido: Tomás E. Caccavelli. 
Abogado: Lic. Milcíades Duluc. 

Dios, patria y Libertad. 
Repúblien. Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Prime; 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Dr. Carlos Manuel Lamar-
che Henriquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Néstor Confin Aybar y Manuel A. Amiama, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional ,hoy día veintitrés del 
mes de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' 
de la Independencia, 95' de la Restauració,n y 29' de la Era 
de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Salomón 
José, de nacionalidad siria, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en el paraje de Noroeste, sección 
de Honduras, Municipio de Samaná, cédula 2070, serie 62, 
sello 3244257, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha quince de octubre del mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

ta 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Miguel Ventura Hylton, cédula 6705, serie 

56, sello 51236, abogado de la parte recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Milcíades Duluc, cédula 3805, serie prime-
ra, sello 50164, abogado de la parte recurrida, Tomás E. 
Caccavelli, dominicano, cédula 498, serie 65, sello 22668, 
domiciliado y residente en Samaná, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oídó el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha veinte de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Dr. Miguel Ventura Hylton, abogado del recurrente, en 
el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el -memorial de defensa suscrito por el Lic. Milcía-
des Duluc, abogado del recurrido, notificado al recurrente 
en fecha ocho de febrero de mil novecientos cincuenta y 
ocho; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-. 
berado, y vistos los artículos 2265, 2267 y 2268 del Código 
Civil; 72 de la Ley de Registro de Tierras y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
la parcela N9 2522 del Distrito Catastral N9 7 del Municipio 
de Samaná fué adjudicada por decisión NQ 15 del Tribunal 
de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha dieciséis de 
junio de mil novecientos cincuenta y cinco, en favor de 
Tomás E. Caccavelli, con sus mejoras, quien la reclamó, 
sin contradicción alguna, en virtud de acto de venta bajo 
firma privada, de fecha diez de agosto de mil novecientos 
cuarenta y cuatro, otorgado en su favor por Lewis Porter, 
mediante la apoderada de éste, Eloisa Clark de Caccavelli; 
b) que contra esa decisión de jurisdicción original, Salomón 

José interpuso recurso de apelación, y el Tribunal Superior. 
de Tierras dictó sentencia en fecha treinta de mayo de 
mil novecientos cincuenta y seis, por la cual ordenó la revo-
cación de la decisión de jurisdicción original y la celebra-
ción de un nuevo juicio; c) que en esa oportunidad Salonaón 
José reclamó la citada parcela N9 2522, que segiM alegk, 
había comprado a Fortunato Bareta, conforme acto dele-- 
cha 22 de julio de 1944, legalizado por el Notario Púbrioo, 
Armando Pellerano Castro, habiendo adquirido Baretta cTs-. 
cho inmueble por cesión que hizo en su favor Julio Buzó en 
el mes de mayo del 1922; d) que el Juez encargado del nuevo, 
juicio dictó su decisión en fecha seis de diciembre de mal 
novecientos cincuenta y seis, por la cual adjudicó la parcela 
a Tomás E. Caccavelli y rechazó la reclamación de Salo,- 
món José; e) que contra esta sentenéia interpuso recurso; 
de apelación Salomón José y el Tribunal Superior de Tierras; 
dictó la decisión ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: ln Se rechaza la apelación interpuesta eni 
fecha 3 de enero del 1957, por el señor Salomón José; 21. 
Se confirma la decisión N' 1 del Tribunal de Tierras de Ju-

risdicción Original, de fecha 6 de diciembre del 1956,„ ent 
relación con la Parcela N" 2522 del Distrito Catastral No- 7C 
del Municipio de Samaná, Provincia de Samaná, cuyo &a-
positivo es el siguiente: 'Parcela número 2522.— a) Se 
chaza la reclamación formulada por el señor Salomón José, 
relativa a que se ordene en su favor el registro del derecho 
de propiedad de esta parcela; b) Se acoge la reclamación 
formulada por el señor Tomás E. Caccavelli, y en canse-
cuencia, se ordena en su favor el registro lel derecho de. 
propiedad de esta parcela, conjtmtamente con sus mejoras> 
de acuerdo con el plano catastral"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial' 
los siguientes medios de casación: "a) Violación del derechok 
de defensa; b) Violación del Art. 72 de la Ley de Registro de, 
Tierras y consecuencialmente del sentido lógico de la ruta, 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Miguel Ventura Hylton, cédula 6705, serie 

56, sello 51236, abogado de la parte recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Milcíades Duluc, cédula 3805, serie prime-
ra, sello 50164, abogado de la parte recurrida, Tomás E. 
Caccavelli, dominicano, cédula 498, serie 65, sello 22668. 
domiciliado y residente en Samaná, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha veinte de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Dr. Miguel Ventura Hylton, abogado del recurrente, en 
el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el -memorial de defensa suscrito por el Lic. Milcía-
des Duluc, abogado del recurrido, notificado al recurrente 
en fecha ocho de febrero de mil novecientos cincuenta y 
ocho; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber den-. 
berado, y vistos los artículos 2265, 2267 y 2268 del C6digo 
Civil; 72 de la Ley de Registro de Tierras y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
-la parcela N° 2522 del Distrito Catastral N° 7 del Municipio 
de Samaná fué adjudicada por decisión 1\19 15 del Tribunal 
de Tierras de Jurisdicción Original, de fecha dieciséis de 
junio de mil novecientos cincuenta y cinco, en favor de 
Tomás E. Caccavelli, con sus mejoras, quien la reclamó, 
sin contradicción alguna, en virtud de acto de venta bajo 
firma privada, de fecha diez de agosto de mil novecientos 
cuarenta y cuatro, otorgado en su favor por Lewis Porter, 
mediante la apoderada de éste, Eloisa Clark de Caccavelli; 
b) que contra esa decisión de jurisdicción original, Salomón 

José interpuso recurso de apelación, y el Tribunal Superior' 
de Tierras dictó sentencia en 'fecha treinta de mayo de 
mil novecientos cincuenta y seis, por la cual ordenó la revo-
cación de la decisión de jurisdicción original y la celebra-
ción de un nuevo juicio; c) que en esa oportunidad Saloraóra,. 
José reclamó la citada parcela 1\19 2522, que según. alegk, 
había comprado a Fortunato Bareta, conforme acto de fe-- 
cha 22 de julio de 1944, legalizado por el Notario Público. 
Armando Pellerano Castro, habiendo adquirido Baretta 
cho inmueble por cesión que hizo en su favor Julio Buzó 4E1I 

el mes de mayo del 1922; d) que el Juez encargado del nueisw 
juicio dictó su decisión en fecha seis de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y seis, por la cual adjudicó. la  parcela 
a Tomás E. Caccavelli y rechazó la reclamación de Salo,- 
món José; e) que contra esta sentenéia interpuso recurso 
de apelación Salomón José y el Tribunal Superior de Tierras: 
dictó la decisión ahora impugnada, cuyo dispositivo cf~ 
así: "FALLA: 19 Se rechaza la apelación interpuesta eta 
fecha 3 de enero del 1957, por el señor Salornón José; 2,!-. 
Se confirma la decisión N° 1 del Tribunal de Tierras de Ju-

risdicción Original, de fecha 6 de diciembre del 1956, era 
relación con la Parcela N^ 2522 del Distrito Catastral N43- 
del Municipio de Samaná, Provincia de Samaná, cuyo «im-
positivo es el siguiente: 'Parcela número 2522.— a) Se re-
chaza la reclamación formulada por el señor Salomón Josk„ 
relativa a que se ordene en su favor el registro del derecho 
de propiedad de esta parcela; b) Se acoge la reclarnaciiin 
formulada por el señor Tomás E. Caccavelli, y en conse-
cuencia, se ordena en su favor el registro lel derecho de-
propiedad de esta parcela, conjuntamente con sus mejoras,. 
de acuerdo con el plano catastral"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial' 
los siguientes medios de casación: "a) Violación del derecho 
de defensa; b) Violación del Art. 72 de la Ley de Registro de-
Tierras y consecuencialmente del sentido lógico de la fina, 

*4. 

;PU 
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'Edad de esta ley; c) Violación de los artículos 2265 y si. 
guientes del Código Civil"; 

Considerando que por el primer medio el VeCurrente ale-
ga lo siguiente: que en la audiencia celebrada por el Tribu-
nal Superior de Tierras en fecha diez de julio de mil nove-
cientos cincuenta y siete, señaló al Tribunal "alteraciones 
,evidentes" en el acto de poder otorgado por Luis S. Porter 
ken favor de Eloisa Clark de Caccavelli, mediante el cual 
,esta última traspasó la Parcela N9 2522 a Orígenes Barba, 
nuien a su vez la vendió a Tomás E. Caccavelli, e informó 
a dicho Tribunal que se había inscrito en falsedad contra 
dicho acto "pidiendo por tal motivo que se aplazara el cono-
,eimiento del fondo hasta tanto interviniera decisión defini-
tiva sobre la falsedad"; que a pesar de este pedimento, el 
Trilmnal Superior de Tierras, "haciendo caso omiso de es-
tas circunstancias, y aún admitiendo, según parece, la posi-
ibilidad de tal alteración", consideró que Salomón José no 
tenía capacidad legal para perseguir la nulidad o falsedad 
.de tal documento, ya que, según se expresa en dicho fallo, 
..en el supuesto caso de que el referido acto fuere falso, la 
lalseded no podría ser invocada sino por Luis S. Porter o 
por sus causahabientes, y no por Salomón José, quien no se 
,beneficiaría de la irregularidad de la tramisión cuyos dere-
.chos no provienen de Porter; 

Considerando que, en efecto, en la sentencia impugnada 
'.$9.expresa: que "el pedimento de sobreseimiento hecho por 
,e1 señor Salomón José, hasta tanto se falle en los tribunales 
<ordinarios una demanda en inscripción en falsedad contra el 
poder otorgado en fecha 12 de mayo de 1921 por el señor 
Lewis Porter a favor de la señora Eloisa Clark de 
Caccavelli, por ante el notario público Raymond Car-
ner, debe ser desestimado por este tribunal por falta de 
landstmento, ya que aparte de que esa demanda es de la 
wwmpetencia de esta jurisdicción en virtud de las disposicio-
-nes del Art. 7 modificado, de la Ley de Registro de Tierras, 
.ese nuevd alegato del recurrente no puede ser bajo ningún 
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concepto un impedimento legal para que se les adjudique la 
parcela al señor Tomás CacCavelli, quien ha demostrado ser 
el dueño de la misma, lo que no ha hecho el señor Salomón 
José; que ésto es así puesto que el intimante no tiene calidad 
para impugnar un documento que él no ha otorgado, esto 
es, en el cual él no es parte; que esa impugnación bien po-
dría corresponder al propio señor Porter o a cualquiera cau-
sahabiente de éste, pero nunca a un tercero como lo es el 
señor Salomón José, quien ha afirmado en todo el curso 
del saneamiento que deriva suS derechos del señor Fortu-
nato Baretta, respecto de quien no se ha probado que fuera 
el dueño de la parcela; que además, en la hipótesis de que 
ese poder fuera declárado nulo por el tribunal apoderado de 
la demanda de inscripción en falsedad y aún por este mis-
mo tribunal, si el caso lo hubiere sido propuesto, en nada 
se beneficiaría el señor Salomón José con ese fallo, puesto 
que en esa hipótesis, el inmueble tendría que caer nueva-
mente en el patrimonio del señor Lewis S. Poner, a quien 
pertenecía en su origen la parcela, tal como lo han reco-
nocido ambos litigantes en el curso de este saneamientb 
;in discusión alguna, y de quien el señor Salomón José no 
ha alegado en ningún momento que adquirió la parcela"; 

Considerando que es evidente que, tal como lo admitió 
el fallo impugnado, Salomón José carecía de interés para 
inscribirse en falsedad contra el poder otorgado por Luis 
S. Porter en favor de Eloisa Clark de Caccavelli, ya que 
habiéndose establecido que el propietario originario de la 
parcela en discusión era Lewis S. Porter, era indispensable 
que el actual recurrente hubiese probado que sus derechos 
provenían de este último, para tener entonces derecho a im-
pugnar la documentación de su contraparte; que al esta-
tuir de este modo el tribunal a quo no ha violado el derecho 
de defensa alegado por el recurrente y, en consecuencia, 
el primer m'ajo del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio el recurrente 
alega que el artículo 72 de la Ley de Registro de Tierras 
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liÉtad de esta ley; c) Violación de los artículos 2265 y si. 
guientes del Código Civil"; 

Considerando que por el primer medio el feCurrente ale-
ga lo siguiente: que en la audiencia celebrada por el Tribu-
nal Superior de Tierras en fecha diez de julio de mil nove-
cientos cincuenta y siete, señaló al Tribunal "alteraciones 
cvidentes" en el acto de poder otorgado por Luis S. Porter 
..en favor de Eloisa Clark de Caccavelli, mediante el cual 
,esta última traspasó la Parcela 1\19 2522 a Orígenes Barba, 
quien a su vez la vendió a Tomás E. Caccavelli, e informó 
a dicho Tribunal que se había inscrito en falsedad contra 
dicho acto "pidiendo por tal motivo que se aplazara el cono-
cimiento del fondo hasta tanto interviniera decisión defini-
-tiva sobre la falsedad"; que a pesar de este pedimento, el 
'l'apuna] Superior de Tierras, "haciendo caso omiso de es-
tas circunstancias, y aún admitiendo, según parece, la posi-
ibilidad de tal alteración", consideró que Salomón José no 
tenia capacidad legal para perseguir la nulidad o falsedad 
.de tal documento, ya que, según se expresa en dicho fallo, 
,en el supuesto caso de que el referido acto fuere falso, la 
lalsected no podría ser invocada sino por Luis S. Porter o 
por sus causahabientes, y no por Salomón José, quien no se 
beneficiaría de la irregularidad de la tramisión cuyos dere-
chos no provienen de Porter; 

Considerando que, en efecto, en la sentencia impugnada 
.se..expresa: que "el pedimento de sobreseimiento hecho por 
cl señor Salomón José, hasta tanto se falle en los tribunales 
~arios una demanda en inscripción en falsedad contra el 
poder otorgado en fecha 12 de mayo de 1921 por el señor 
1.4ewis Porter a favor de la señora Eloisa Clark de 
Caccavelli, por ante el notario público Raymond Car- 
ner, debe ser desestimado por este tribunal por falta de 
Ifmrd,unento, ya que aparte de que esa demanda es de la 
aonrpetencia de esta jurisdicción en virtud de las disposicio- 
nes del Art. 7 modificado, de la Ley de Registro de Tierras, 

nuevó alegato del recurrente no puede ser bajo ningún 
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concepto un impedimento legal para que se les adjudique la 
parcela al señor Tomás CacCavelli, quien ha demostrado ser 
el dueño de la misma, lo que no ha hecho el señor Salomón 
José; que ésto es así puesto que el intimante no tiene calidad 
para impugnar un documento que él no ha otorgado, esto 
es, en el cual él no es parte; que esa impugnación bien po-
dría corresponder al propio señor Porter o a cualquiera cau-
sahabiente de éste, pero nunca a un tercero como lo es el 
señor Salomón José, quien ha afirmado en todo el curso 
del saneamiento que deriva suS derechos del señor Fortu-
nato Baretta, respecto de quien no se ha probado que fuera 
el dueño de la parcela; que además, en la hipótesis de que 
ese poder 'fuera declárado nulo por el tribunal apoderado de 
la demanda de inscripción en falsedad y aún por este mis-
mo tribunal, si el caso lo hubiere sido propuesto, en nada 
se beneficiaría el señor Salomón José con ese fallo, puesto 
que en esa hipótesis, el inmueble tendría que caer nueva-
mente en el patrimonio del señor Lewis S. Porter, a quien 
pertenecía en su origen la parcela, tal como lo han reco-
nocido ambos litigantes en el curso de este saneamienth 
;in discusión alguna, y de quien el señor Salomón José no 
ha alegado en ningún momento que adquirió la parcela"; 

Considerando que es evidente que, tal como lo admitió 
el fallo impugnado, Salomón José carecía de interés para 
inscribirse en falsedad contra el poder otorgado por Luis 
S. Porter en favor de Eloisa Clark de Caccavelli, ya que 
habiéndose establecido que el propietario originario de la 
parcela en discusión era Lewis S. Porter, era indispensable 
que el actual recurrente hubiese probado que sus derechos 
provenían de este último, para tener entonces derecho a im-
pugnar la documentación de su contraparte; que al esta-
tuir de este modo el tribunal a quo no ha violado el derecho 
de defensa alegado por el recurrente y, en consecuencia, 
el primer mylio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio el recurrente 
alega que el artículo 72 de la Ley de Registro de Tierras 
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impone al Tribunal de Tierras la obligación de investigar, 
por su propia iniciativa, cualquier denuncia que se le pre-
sente en el curso del proceso de saneamiento, acerca de la 
falsedad de los documentos depositados por las partes en 
el expediente, sin que éstas estén en la obligación de pre-
sentar un pedimento formal, ya que se trata de un asunto 
que atañe al orden público; que no obstante el Tribunal 
Superior de Tierras estar enterado por su denuncia de los 
vicios del referido poder, dictó sentencia sobre el fondo; 
pero, 

Considerando que aún cuando las disposiciones conte-
nidas en dicho texto legal son de carácter imperativo, los 
jueces deben, antes de aplicarlas, ponderar si las falsedades 
alegadas revisten seriedad o son útiles para la solución del 
caso; que, en efecto, el Tribunal a quo estimó que la medida 
proriuesta por el recurrente era frustratoria; que, por tanto, 
dicha sentencia no ha violado, como lo alega el recurrente, 
el artículo-72 de la Ley de Registro de Tierras, y, en con-
secuencia, el segundo medio del recurso debe ser desesti-
mado; 

Considerando que por el tercer medio el recurrente ale-
ga que el Tribunal a su° violado, en la sentencia impug-
nada, las disposiciones de los artículos 2265, 2267 y 2268 
del Código Civil porque ha debido declarar, ya que había 
sido advertido de las alteraciones del poder referido, si "el 
acto de venta presentado por Caccavelli constituía un justo 
título suficiente para la corta prescripción y si a juicio del 
Tribunal se había establecido o no la regularidad de las 
trasmisiones" que habrían de dar crédito al acto de venta 
otorgado por Tomás E. Caccavelli en favor de Orígenes Bar-
ba; que, también alega el recurrente en este medio, que 
"tal ocurre con las dudas surgidas con el otro elemento de 
la corta prescripción, esto es, la buena fé", ya que Salomón 
José notificó un acto de alguacil a Tomás E. Caccavelli, 
en fecha treintiuno de julio de mil novecientos cuarenta y 
cuatro por el cual "aquél intimaba a éste a hacer la inme- 

diata entrega de la propiedad" por considerarse dueño de la 
misma y sobre este punto no se ha pronunciado la decisión 
impugnada Rara poder establecer si también existía la buena 
fé reqúerida por el artículo 2265 del Código Civil para ad-
quirir por prescripción con justo título; pero, 

Considerando que, contrariamente a lo alegado por el 
recurrente, el 'Tribunal a quo para adjudicar el terreno a 
Tomás E. Caccavelli no fundó su decisión en las disposicio-
nes del artículo 2265 del Código Civil, sino en los títulos que 
le fueron presentados por éste en apoyo de su reclarhación; 
que, en efecto, en la sentencia impugnada se expresa lo 
siguiente: "que no habiendo el señor Salomón José probado, 
a juicio de este Tribunal, haber adquirido la parcela en 
cuestión de ninguna persona, ya que no ha podido demostrar 
que el señor Fortunato Baretta fuera el propietario original 
del inmueble sino que, por el contrario, ha reconocido que 
lo era el señor Lewis S. Porter, respecto de lo cual no se 
ha establecido que le vendiera al señor Baretta directamen-
te o por mediación de su apoderado el señor Buzó, o de que 
éste adquiera del señor Porter y Salomón José del señor 
Buzó; que por el contrario, habiendo reconocido ambos liti-
gantes que la parcela correspondió en su origen al señor 
Lewis S. Porter y encontrándose en el expediente deposi-
tados ahora los siguientes documentos: a) acto bajo firma 
privada de fecha 10 de agosto de 1944, mediante el cual la 
señora Eloisa Clark de Caccavelli vendió al señor Orígenes 
Barba dicha parcela, como apoderada del señor Lewis Por-
ter; b) poder otorgado en fecha 12 de mayo del 1921 por an-
te el Notario Público Raymond Carrier, por el señor Lewis 
Porter a favor de la señora Eloisa Clark de Caccavelli; y 
c) acto bajo firma »privada de fecha 2 de septiembre del 
1946, mediante el cual el señor Orígenes Barba vendió al 
señor Tomás E. Caccavelli la parcela en discusión, está claro 
que el señor Tomás E. Caccavelli ha justificado plenamente 
ser el dueño de dicho inmueble"; que, por tanto, el Tribunal 
a quo no pudo violar los artículos 2265, 2267 y 2268 del Có- 
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impone al Tribunal de Tierras la obligación de investigar, 
por su propia iniciativa, cualquier denuncia que se le pre-
sente en el curso del proceso de saneamiento, acerca de la 
falsedad de los documentos depositados por las partes en 
el expediente, sin que éstas estén en la obligación de pre-
sentar un pedimento formal, ya que se trata de un asunto 
que atañe al orden público; que no obstante el Tribunal 
Superior de Tierras estar enterado por su denuncia de los 
vicios del referido poder, dictó sentencia sobre el fondo; 
pero, 

Considerando que aún cuando las disposiciones conte-
nidas en dicho texto legal son de carácter imperativo, los 
jueces deben, antes de aplicarlas, ponderar si las false.dades 
alegadas revisten seriedad o son útiles para la solución del 
caso; que, en efecto, el Tribunal a quo estimó que la medida 
proRuesta por el recurrente era frustratoria; que, por tanto, 
dicha sentencia no ha violado, como lo alega el recurrente, 
el artículo-72 de la Ley de Registro de Tierras, y, en con-
secuencia, el segundo medio del recurso debe ser desesti-
mado; 

Considerando que por el tercer medio el recurrente ale-
ga que el Tribunal a 9uo Iza violado, en la sentencia impug-
nada, las disposiciones de los artículos 2265, 2267 y 2268 
del Código Civil porque ha debido declarar, ya que había 
sido advertido de las alteraciones del poder referido, si "el 
acto de venta presentado por Caccavelli constituía un justo 
título suficiente para la corta prescripción y si a juicio del 
Tribunal se había establecido o no la regularidad de las 
trasmisiones" que habrían de dar crédito al acto de venta 
otorgado por Tomás E. Caccavelli en favor de Orígenes Bar-
ba; que, también alega el recurrente en este medio, que 
"tal ocurre con las dudas surgidas con el otro elemento de 
la corta prescripción, esto es, la buena fé", ya que Salornón 
José notificó un acto de alguacil a Tomás E. Caccavelli, 
en fecha treintiuno de julio de mil novecientos cuarenta y 
cuatro por el cual "aquél intimaba a éste a hacer la inme- 

diata entrega de la propiedad" por considerarse dueño de la 
misma y sobre este punto no se ha pronunciado la decisión 
jmpugnada Rara poder establecer si también existía la buena 
fé requerida por el artículo 2265 del Código Civil para ad-
quirir por prescripción con justo título; pero, 

Considerando que, contrariamente a lo alegado por el 
recurrente, el Tribunal a quo para adjudicar el terreno a 
Tomás E. Caccavelli no fundó su decisión en las disposicio-
nes del artículo 2265 del Código Civil, sino en los títulos que 
le fueron presentados por éste en apoyo de su reclaMación; 
que, en efecto, en la sentencia impugnada se expresa lo 
siguiente: "que no habiendo el señor Salomón José probado, 
a juicio de este Tribunal, haber adquirido la parcela en 
cuestión de ninguna persona, ya que no ha podido demostrar 
que el señor Fortunato Baretta fuera el propietario original 
del inmueble sino que, por el contrario, ha reconocido que 
lo era el señor Lewis S. Porter, respecto de lo cual no se 
ha establecido que le vendiera al señor Baretta directamen-
te o por mediación de su apoderado el señor Buzó, o de que 
éste adquiera del señor Porter y Salomón José del señor 
Buzó; que por el contrario, habiendo reconocido ambos liti-
gantes que la parcela correspondió en su origen al señor 
Lewis S. Porter y encontrándose en el expediente deposi-
tados ahora los siguientes documentos: a) acto bajo firma 
privada de fecha 10 de agosto de 1944, mediante el cual la 
señora Eloisa Clark de Caccavelli vendió al señor Orígenes 
Barba dicha parcela, como apoderada del señor Lewis Por-
ter; b) poder otorgado en fecha 12 de mayo del 1921 por an-
te el Notario Público Raymond Carrier, por el señor Lewis 
Porter a favor de la señora Eloisa Clark de Caccavelli; y 
c) acto bajo firma 'privada de fecha 2 de septiembre del 
1946, mediante el cual el señor Orígenes Barba vendió al 
señor Tomás E. Caccavelli la parcela en discusión, está claro 
que el señor Tomás E. Caccavelli ha justificado plenamente 
ser el dueño de dicho inmueble"; que, por tanto, el Tribunal 
a quo no pudo violar los artículos 2265, 2267 y 2268 del Có- 
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digo Civil, y, en consecuencia el tercer medio del recurso 
debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Salofnón José, contra sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras de fecha quince de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
a dicho recurrente al pago de las costas con distracción de 
las mismas en favor del Lic. Milciades Duluc, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad. 

Firrnados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos MI. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar. 
Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito, 
Judicial de Benefa-etor, de fecha 12 de marzo de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Simito Céspedes Beltré. 
Abogado: Dr. Angel S. Canó P. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúblien, Dominicana- 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Sus-, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
raer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus--. 
titúto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohénp, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, 
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario Generalv 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Truffllo, 
Distrito Nacional, hoy día veintitrés del mes de mayo de ira 
novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Independencia„ 
95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sir:pito 
Céspedes Beltré, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado y residente en la sección Caña Segura, del Municipio, 
de Las Matas det Farfán, cédula 11412, serie 11, cuycr sello 
de renovación no se menciona en el expediente, contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones correccionales en 
grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial dé Benefactor en fecha doce de marzo clei 
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digo Civil, y, en consecuencia el tercer medio del recurso 
debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Salomón José, contra sentencia del 
Tribunal Superior de Tierras de fecha quince de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
a dicho recurrente al pago de las costas con distracción de 
las mismas en favor del Lic. Milcíades Duluc, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad. 

Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Carlos MI. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar. 
Manuel A. Amiama.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 195g 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Benefactor, de fecha 12 de marzo de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Simito Céspedes Beltré. 
Abogado: Dr. Angel S. Canó P. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana.. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén„ 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-. 
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo 
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General,/ 

 en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintitrés del mes de mayo de Mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia. 
95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Siinito 
Céspedes Beltré, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado y residente en la sección Caña Segura, del Municipio 
de Las Matas det Farfán, cédula 11412, serie 11, cuyo sello 
de renovación no se menciona en el expediente, contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones correccionales en 
grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial dé Benefactor en fecha doce de marzo del. 
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presente año mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo-
-sitivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

•de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levanta.da en la 
Secretaría del Tribunal a quo en fecha doce de marzo del 
afto mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del 
.Doctor Angel S. Canó P., cédula 334, serie 10, sello 2179, 
ahogado del recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2, inciso c), y 14 de la Ley 
IVI* 1688, del año 1948, sobre Conservación Forestal y Ar-
boles Frutales, modificada por la Ley N° 1746 del mismo 
.WJD, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y err los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
-en fecha veinticuatro de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, por actuaciones del Ejército Nacional fué 
sometido a la justicia Simito Céspedes Beltré, por "haber 
hecho un desmonte a orillas del arroyo" Yabonico, "del 
municipio de "Las Matas de Farfán", sin haber dejado los 

.metros que indica la Ley No 1688 sobre Conservación Fo-
restal y Arboles Frutales"; b) que el Juzgado de Paz del 
indicado municipio, apoderado del hecho, pronunció en fe-
cha veinte y cuatro de febrero del año en curso la sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Que debe con-
denar y condena al nombrado Simito Céspedes Beltré' de 
'generales anotadas, a pagar veinticinco pesos oro de multa, 
y -a sufrir la pena de un mes de prisión correccional, y al 
pago de las costas, por el hecho de tumbar árboles a orillas 
del arroyo Yabonico, sin dejar los metros que indica la ley"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
~ido, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Benefactor pronunció la sentencia ahora impugnada, 
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Que debe declarar y declara regular y válido el recurso de 
apelación interpuesto por el prevenido Simito Céspedes Bel-
tré, contra sentencia correccional N" 129 de 'fecha 24 de 
febrero de 1958, dictada por el Juzgado de Paz del Munici-
pio de Las Matas de Farfán, que lo condenó a sufrir la 
pena de Un Mes de Prisión Correccional y pagar Veinticinco 
Pesos Oro de multa y al pago de las costas; SEGUNDO: 
Confirmar y confirma la sentencia apelada en todas sus 
partes y se condena al recurrente al pago de las costas del 
presente recurso"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por estable-
cido mediante los elementos de prueba que fueron aporta-
dos al debate, en síntesis, que el prevenido Simito Céspedes 
Beltré realizó "un desmonte a orillas del arroyo Yabonico" 
...dentro de la zona de treinta metros que prohibe la ley; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Tribunal a quo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de desmonte en las riberas 
de los ríos y arroyo.„ en una faja de 30 metros de ancho 
de cada lado, previsto por el artículo 2, inciso b), de la Ley 
N" 1688, del ario 1948, sobre Conservación Forestal y Arbo-
les Frutales, modificada por la Ley N" 1746 del mismo ario, 
y sancionado por el artículo 14 de la indicada ley con las 
penas de prisión de uno a seis meses, y multa de RD$25.00 
a RD$200.00; que, en consecuencia, al condenar al preve-
nido a las penas de un mes de prisión y multa de veinte y 
cinco pesos, después de declararlo culpable de dicha infrac-

ción, el Tribunal a quo le impuso una sanción que se en-

cuentra. ajustada a la ley; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi- 

que su anulación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Simito Céspedes Beltré, contra la 
sentencia pronunciada en grado de apelación en sus atri-
buciones correccionales, por el Juzgado de Primera Ins- 
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presente ario mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispo-
.sitivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

'de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo en fecha doce de marzo del 
año mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento del 
Doctor .Angel S. Canó P., cédula 334, serie 10, sello 2179, 
ahogado del recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación.; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 2, inciso c), y 14 de la Ley 
1.■1'-' 1688, del ario 1948, sobre Conservación Forestal y Ar- 
boles Frutales, modificada por la Ley N9 1746 del mismo 

y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
-en fecha veinticuatro de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, por actuaciones del Ejército Nacional fué 
sometido a la justicia Simito Céspedes Beltré, por "haber 
hecho un desmonte a orillas del arroyo" Yabonico, "del 
municipio de "Las Matas de Farfán", sin haber dejado los 
metros que indica la Ley N9 1688 sobre Conservación Fo-
restal y Arboles Frutales"; b) que el Juzgado de Paz del 
indicado municipio, apoderado del hecho, pronunció en fe-
cha veinte y cuatro de febrero del ario en curso la sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Que debe con-
denar y condena al nombrado Simito Céspedes Beltré— de 
-generales anotadas, a pagar veinticinco pesos oro de multa, 
y a sufrir la pena de un mes de prisión correccional, y al 
pago de las costas, por el hecho de tumbar árboles a orillas 
del arroyo Yabonico, sin dejar los metros que indica la ley"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
tenido, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
s2ial de Benefactor pronunció la sentencia ahora impugnada, 

Que debe declarar y declara regular y válido el recurso de 
apelación interpuesto por el prevenido Simito Céspedes Bel-
tré, contra sentencia correccional NY 129 de 'fecha 24 de 
febrero de 1958, dictada por el Juzgado de Paz del Munici-
pio de Las Matas de Farfán, que lo condenó a sufrir la 
pena de Un Mes de Prisión Correccional y pagar Veinticinco 
Pesos Oro de multa y al pago de las costas; SEGUNDO: 
Confirmar y confirma la sentencia apelada en todas sus 
partes y se condena al recurrente al pago de las costas del 
presente recurso"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por estable-
cido mediante los elementos de prueba que fueron aporta-
dos al debate, en síntesis, que el prevenido Simito Céspedes 
Beltré realizó "un desmonte a orillas del arroyo Yabonico" 
. . . dentro de la zona de treinta metros que prohibe la ley; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Tribunal a quo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de desmonte en las riberas 
de los ríos y arroyo.), en una faja de 30 metros de ancho 
de cada lado, previsto por el artículo 2, inciso b), de la Ley 
1\I" 1688, del ario 1948, sobre Conservación Forestal y Arbo-
les Frutales, modificada por la Ley N" 1746 del mismo ario, 
y sancionado por el artículo 14 de la indicada ley con las 
penas de prisión de uno a seis meses, y multa de RD$25.00 
a RD$200.00; que, en consecuencia, al condenar al preve-
nido a las penas de un mes de prisión y multa de veinte y 
cinco pesos, después de declararlo culpable de dicha infrac-

ción, el Tribunal a quo le impuso una sanción que se en-

cuentra. ajustada a la ley; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 

sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifi- 

que su anulación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Simito Céspedes Beltré, contra la 
sentencia pronunciada en grado de apelación en sus atri-
buciones correccionales, por el Juzgado de Primera Ins- 
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tancia del Distrito Judicial de Benefactor, de fecha doce de 
marzo del presente año mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; 
y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.— 
(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial, de Trujillo Valdez, de fecha 25 de febrero de 

1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: David Herrera Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintitrés del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por David He-
rrera Hernández, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en el municipio de San José 
de Ocoa, Provincia Trujillo Taldez, cédula 4299, serie 13, 
sello 896248, contra sentencia pronunciada en grado de ape-
lación en sus atribuciones correccionales por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, 
en fecha veinte y cinco de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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tancia del Distrito Judicial de Benefactor, de fecha doce de 
marzo del presente año mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; 
y Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Moret.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.—. F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.— 
(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial, de Trujillo Valdez, de fecha 25 de febrero de 

1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: David Herrera Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintitrés del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años -115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por David He-
rrera Hernández, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en el municipio de San José 
de Ocoa, Provincia Truji116 -Valdez, cédula 4299, serie 13, 
sello 896248, contra sentencia pronunciada en grado de ape-
lación en sus atribuciones correccionales por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, 
en fecha veinte y cinco de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a:requerimiento del recu-
rrente, en la misma fecha del pronunciamiento de la senten-
cia impugnada, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2, inciso c), 9 bis y 14 de la Ley 
N^ 1688, del año 1948, sobre Conservación Forestal y Ar-
boles Frutales, modificada por la Ley 1746, del mismo año, y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinte y cinco de junio del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, el Inspector de Frutos del Distrito de San 
José de Ocoa, Ramón Antonio Fernández, levantó un acta 
en la que consta que sorprendió a David Herrera Her-
nández "cortando pinos sin tener el permiso correspondien-
te" y desmontando a orillas del arroyo 'El Lechoso' no de-
jando los treinta metros (a cada lado) que exige la ley", 
hechos estos previstos y sancionados por la Ley N9 1688 
del año 1948, sobre Conservación Forestal y Arboles Fru-
tales, modificada por la Ley N^ 1746, del mismo año; b) 
que apoderado de esos hechos el Juzgado de Paz del Muni-
cipio de San José de Ocoa, en fecha quince de noviembre 
del año mil novecientos cincuenta y siete pronunció la sen-
tencia cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Uni-
co: debe declarar y declara al nombrado David Herrera 
Hernández, culpable_ de haber cortado pinos sin haber ob-
tenido el permiso correspondiente, y de haber desmontado 
la ribera del arroyo el Lechoso, sin dejar la faja de veinte 
metros que exige la Ley N° 1688, sobre Conservación Fo-
restal, y lo condena a pagar una multa de RD$25.00, a su-
frir un mes-de prisión correccional y al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Trujillo Valdez pronunció la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice lo siguiente: 'PRIMERO: De-
clarar, como al efecto declaramos bueno y válido el recurso 
de apelación interpuesto por el nombrado David Herrera 
Hernández, de generales anotadas, contra sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz del Municipio de San José de Ocoa, 
provincia Trujillo Valdez, de fecha 15 del mes de noviembre 
del año 1957, que lo condenó por violación a la Ley 1688, 
sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales, a sufrir 
la pena de un (1) mes de prisión correccional, al pago de 
una multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00) y al pago 
de las costas, por haber sido interpuesto en tiempo hábil; 
SEGUNDO: Confirmar, como al efecto confirmamos, en to-
das sus partes la indicada sentencia; TERCERO: Condenar 
como al efecto lo condenamos al pago de las costas"; 

Considerando que el tribunal a quo dió por establecido, 
mediante la ponderación del acta levantada por el Inspector 
de Frutos del Distrito de San José de Ocoa, ya mencionada, 
así como por la propia confesión del prevenido David He-
rrera Hernández, que éste, "sin estar provisto del permiso 
correspondiente" de la Secretaría de Estado de Agricultura, 
"cortó pinos", y además, realizó un desmonte a orillas del 
arroyo "El Lechoso", sin dejar a cada lado, los treinta me-
tros exigidos por la ley; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Tribunal a quo se encuentran reunidos los 
elementos que caracterizan los delitos de "tumba de árboles 
maderables de cualquier clase. .. sin estar provisto del per-
miso de la Secretaría de Estado de Agricultura", y de "des-
monte en las riberas de los ríos y arroyos, en una faja 
de treinta metros de ancho a cada lado", previstos, respecti-
vamente, por los artículos 9 bis y 2, inciso c), de la Ley 
N^ 1688 del año 1948, sobre Conservación Forestal y Arboles 
Frutales, modificada Oor la Ley N' 1746 del mismo año, y 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del recu-
rrente, en la misma fecha del pronunciamiento de la senten-
cia impugnada, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2, inciso e), 9 bis y 14 de la Ley 
N^ 1688, del año 1948, sobre Conservación Forestal y Ar-
boles Frutales, modificada por la Ley 1746, del mismo año, y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinte y cinco de junio del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, el Inspector de Frutos del Distrito de San 
José de Ocoa, Ramón Antonio Fernández, levantó un acta 
en la, que consta que sorprendió a David Herrera Her-
nández "cortando pinos sin tener el permiso correspondien-
te" y desmontando a orillas del arroyo 'El Lechoso' no de-
jando los treinta metros (a cada lado) que exige la ley", 
hechos estos previstos y sancionados por la Ley N 9  1688 
del año 1948, sobre Conservación Forestal y Arboles Fru-
tales, modificada por la Ley N0 1746, del mismo año; b) 
que apoderado de esos hechos el Juzgado de Paz del Muni-
cipio de San José de Ocoa, en fecha quince de noviembre 
del año mil novecientos cincuenta y siete pronunció la sen-
tencia cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Uni-
co: debe declarar y declara al nombrado David Herrera 
Hernández, culpable. de haber cortado pinos sin haber ob-
tenido el permiso correspondiente, y de haber desmontado 
la ribera del arroyo el Lechoso, sin dejar la faja de veinte 
metros que exige la Ley N° 1688, sobre Conservación Fo-
restal, y lo condena a pagar una multa de RD$25.00, a su-
frir un mes-de prisión correccional y al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Trujillo Valdez pronunció la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice lo siguiente: 'PRIMERO: De-
clarar, como al efecto declaramos bueno y válido el recurso 
de apelación interpuesto por el nombrado David Herrera 
Hernández, de generales anotadas, contra sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz del Municipio de San José de Ocoa, 
provincia Trujillo Valdez, de fecha 15 del mes de noviembre 
del año 1957, que lo condenó por violación a la Ley 1688, 
sobre Conservación Forestal y Arboles Frutales, a sufrir 
la pena de un (1) mes de prisión correccional, al pago de 
una multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00) y al pago 
de las costas, por haber sido interpuesto en tiempo hábil; 
SEGUNDO: Confirmar, como al efecto confirmamos, en to-
das sus partes la indicada sentencia; TERCERO: Condenar 
como al efecto lo condenamos al pago de las costas"; 

Considerando que el tribunal a quo dió por establecido, 

mediante la ponderación del acta levantada por el Inspector 
de Frutos del Distrito de San José de Ocoa, ya mencionada, 
así como por la propia confesión del prevenido David He-
rrera Hernández, que éste, "sin estar provisto del permiso 
correspondiente" de la Secretaría de Estado de Agricultura, 
"cortó pinos", y además, realizó un desmonte a orillas del 
arroyo "El Lechoso", sin dejar a cada lado, los treinta me-
tros exigidos por la ley; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Tribunal a quo se encuentran reunidos los 
elementos que caracterizan los delitos de "tumba de árboles 
maderables de cualquier clase. . . sin estar provisto del per-
miso de la Secretaría de Estado de Agricultura", y de "des-
monte en las riberas de los ríos y arroyos, en una faja 
de treinta metros de ancho a cada lado", previstos, respecti-
vamente, por los artículos 9 bis y 2, inciso c), de la Ley 
N° 1688 del año 1948, sobre Conservación Forestal y Arboles 
Frutales, modificada rfor la Ley N0 1746 del mismo año, y 



1102 	 BOLETÍN JUDICIAL 

sancionados por el artículo 14 de la indicada ley, con las 
penas de prisión de uno a seis meses y multa de RD$25.00 
a RD$200.00; que, en consecuencia, al condenar a dicho 
prevenido a las penas de un mes de prisión y veinte y cinco 
pesos de multa, de acuerdo con el principio del no cúmulo 
de las penas, el Tribunal a quo le impuso una sanción que 
se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso cíe ca-
sación interpuesto por David Herrera Hernández contra 
sentencia pronunciada en grado de apelación, en sus atri-
buciones correccionales, por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial dé Trujillo Valdez, en fecha veinti-
cinco de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE MAYO DE 1958 

Sentencias impugnadas: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Salcedo, de fecha 28 de noviembre de 1956 y 

18 de febrero de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Juan de la Cruz. 
Abogado: Dr. Roberto Rymer K. 

Recurrido: Miguel González Roca. 
Abogado: Dr. Rubén Alvarez V. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Maeo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiséis del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan de 
la Cruz, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en Jayabo Afuera, del Municipio de 
Salcedo, cédula - 4727, serie 55, sello 2934706, contra sen-
tencias del veintiocho de noviembre de mil novecientos cin- 
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sancionados por el artículo 14 de la indicada ley, con las 
penas de prisión de uno a seis meses y multa de RD$25.00 
a RD$200.00; que, en consecuencia, al condenar a dicho 
prevenido a las penas de un mes de prisión y veinte y cinco 
pesos de multa, de acuerdo con el principio del no cúmulo 
de las penas, el Tribunal a quo le impuso una sanción que 
se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por David Herrera Hernández contra 
sentencia pronunciada en grado de apelación, en sus atri-
buciones correccionales, por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial dé Trujillo Valdez, en fecha veinti-
cinco de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE MAYO DE 1958 

Sentencias impugnadas: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Salcedo, de fecha 28 de noviembre de 1956 y 
18 de febrero de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Juan de la Cruz. 
Abogado: Dr. Roberto Rymer K. 

Recurrido: Miguel González Roca. 
Abogado: Dr. Rubén Alvarez V. 

Dios, Patria y Libertad. 
República, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la ruente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Maeo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiséis del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan de 
la Cruz, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, 
domiciliado y residente en Jayabo Afuera, del Municipio de 
Salcedo, cédula - 4727, serie 55, sello 2934706, contra sen-
tencias del veintiocho de noviembre de mil novecientos cM- 
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cuenta y seis y dieciocho de febrero de mil novecientos cin 
cuenta y siete, del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Salcedo, como Tribunal de Trabajo de segun-
do grado, cuyos dispositivos se copian más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el abogado del recurrente, Dr. Roberto Rymer K., 

cédula 1644, serie la , sello 47416, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el Dr. Rubén Alvarez V., cédula 46696, serie la, 
sello 53938, abogado del recurrido, Miguel González Roca, 
dominicano, mayor de edad, agricultor, domiciliado y resi-
dente en Jayabo Afuera, del Municipio de Salcedo, cédula 
4727, serie 55, sello 2879454, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Ro-
berto Rymer K., depositado el diecinueve de julio de miI 
novecientos cincuenta y siete, en el cual se alegan contra 
las sentencias impugnadas los medios que más adelante se 
indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintiuno de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Dr. Rubén Alvarez V.; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 154 del Código de Procedi-
miento Civil, 60 de la Ley N° 637 sobre Contratos de Tra-
bajo de 1944, 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en las sentencias impugnadas y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de una reclamación de las prestaciones pues-
tas en el Código de,Trabajo que no pudo ser objeto de con-
ciliación, el trabajador Juan de la Cruz demandó a Miguel 
González Roca por ante el Juzgado de Paz del Municipio de 
Salcedo, el cual en fecha tres de agosto de mil novecientos  

cincuenta y seis dictó acerca del caso, como Tribunal de 
Trabajo de primer grado, una sentencia cuyo dispositivo se 
copia más adelante, contenido en las sentencias impugnadas; 
b) que, sobre apelación de Juan de la Cruz, el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo dicta. 
en fecha veintiocho de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y seis como Tribunal de Trabajo de segundo grado.. 
una sentencia, que es una de las ahora impugnadas en casa-
ción, con el siguiente dispositivo: "FALLA: Primero: Que 
debe ratificar y ratifica el defecto pronunciado en audien-
cia contra el señor Juan de la Cruz, parte intimante, por fal-

ta de concluir en la audiencia celebrada al efectos en fecha 
22 del mes de octubre del año 1956; Segundo: Que debe con 
firmar y confirma en todas sus partes la sentencia recurri-
da dictada por el Juzgado de Paz de este Municipio de Sal-
cedo, en fecha 3 del mes de septiembre del año 1956, (sic) 
contentiva de un dispositivo que copiado textualmente dice 
así: 'FALLA: Primero: Declara buena y válida en la forma 
la demanda laboral en reclamación de pago de auxilio de 
cesantía y preaviso y salarios dejado de pagar, intentada pos 
.el señor Juan de la Cruz, contra el señor Miguel González; 
Segundo: Rechaza en cuanto al fondo la presente demanda. 
por improcedente y mal fundada; Tercero: Condena al de-
mandante al pago de las costas'; Tercero: Que debe conde-
nar y condena a la parte apelante al pago de las costas de 
dicho recurso"; c) que, sobre un nuevo recurso de Juant 
de la Cruz, intentado por ante el mismo Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, esta juris-
dicción dictó otra sentencia, en fecha dieciocho de febrero- . 
de mil novecientos cincuenta y siete, que es la otra impug-
nada ahora en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: Primero: Que debe declarar y declara irrecibible el' 
recurso de apelación intentado por.el señor Juan de la cruz,, 
contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz del Munid-. 
pio de Salcedo en fecha 3 del mes de septiembre de 1956,. 
por haber conocido ya este Tribunal de dicho recurso y- 
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cuenta y seis y dieciocho de febrero de mil novecientos cin-
cuenta y siete, del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Salcedo, como Tribunal de Trabajo de segun-
do grado, cuyos dispositivos se copian más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el abogado del recurrente, Dr. Roberto Rymer K., 

cédula 1644, serie 11, sello 47416, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el Dr. Rubén Alvarez V., cédula 46696, serie la, 
sello 53938, abogado del recurrido, Miguel González Roca, 
dominicano, mayor de edad, agricultor, domiciliado y resi-
dente en Jayabo Afuera, del Municipio de Salcedo, cédula 
4727, serie 55, sello 2879454, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Ro-
berto Rymer K., depositado el diecinueve de julio de miI 
novecientos cincuenta y siete, en el cual se alegan contra 
las sentencias impugnadas los medios que más adelante se 
indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintiuno de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Dr. Rubén Alvarez V.; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 154 del Código de Procedi-
miento Civil, 60 de la Ley I\l9 637 sobre Contratos de Tra-
bajo de 1944, 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en las sentencias impugnadas y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de una reclamación de las prestaciones pues-
tas en el Código de, Trabajo que no pudo ser objeto de con-
ciliación, el trabajador Juan de la Cruz demandó a Miguel 
González Roca por ante el Juzgado de Paz del Municipio de 
Salcedo, el cual en fecha tres de agosto de mil novecientas 
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cincuenta y seis dictó acerca del caso, como Tribunal de 
Trabajo de primer grado, una sentencia cuyo dispósitivo se 
copia más adelante, contenido en las sentencias impugnadas; 
b) que, sobre apelación de Juan de la Cruz, el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo dietdc 
en fecha veintiocho de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y seis como Tribunal de Trabajo de segundo grada, 
una sentencia, que es una de las ahora impugnadas en casa-
ción, con el siguiente dispositivo: "FALLA: Primero: Que 
debe ratificar y ratifica el defecto pronunciado en audien-
cia contra el señor Juan de la Cruz, parte intimante, por fal-

ta de concluir en la audiencia celebrada al efecto en fecha 
22 del mes de octubre del año 1956; Segundo: Que debe con-
firmar y confirma en todas sus partes la sentencia recurri-
da dictada por el Juzgado de Paz de este Municipio de Sa/- 
cedo, en fecha 3 del mes de septiembre del año 1956, (sic) 
contentiva de un dispositivo que copiado textualmente dice 
así: 'FALLA: Primero: Declara buena y válida en la forma 

la demanda laboral en reclamación de pago de auxilio de 
cesantía y preaviso y salarios dejado de pagar, intentada por 
.el señor Juan de la Cruz, contra el señor Miguel González; 
Segundo: Rechaza en cuanto al fondo la presente demanda 
por improcedente y mal fundada; Tercero: Condena al de-
mandante al pago de las costas'; Tercero: Que debe conde-
nar y condena a la parte apelante al pago de las costas de 
dicho recurso"; c) que, sobre un nuevo recurso de Juane 
de la Cruz, intentado por ante el mismo Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, esta juris-
dicción dictó otra sentencia, en fecha dieciocho de febrero-
de mil novecientos cincuenta y siete, que es la otra impug-
nada ahora en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: Primero: Que debe declarar y declara irrecibible 
recurso de apelación intentado por.el señor Juan de la Cruz,, 
contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz del Mtmici-
pio de Salcedo en fecha 3 del mes de septiembre de 1956„ 
por haber conocido ya este Tribunal de dicho recurso r 
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fallado por sentencia No 2 de fecha 28 de octubre (sic) 
de 1956, con el dispositivo siguiente: (ya se ha copiado en 
parte anterior); Segundo: Que debe confirmar y confirma 
en todas sus partes la referida sentencia; Tercero: Que debe 
condenar y condena a Juan de la Cruz, parte sucumbiente, al 
pago de las costas, con distracción de las mismas en prove- 
cho del Dr. Domingo César Toca H., abogado actuante, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente alega contra las sen- 
tencias impugnadas, como medio único, la "violación a las 
reglas especiales de procedimientos"; 

Considerando que, •en las varias ramas de que consta 
micho medio, el recurrente sostiene en esencia lo que sigue: 
a) que los dispositivos de dichas sentencias se basan en una 
indebida aplicación de la regla del defecto del demandante, 
la cual no rige en materia laboral en que toda demanda debe 
ser examinada a fondo por los tribunales aunque las partes 
hagan defecto; b) que, para dictar dichas sentencias, el Juz-
gado a quo procedió como si se tratara de una oposición; 

Considerando, que, en efecto, el dispositivo de la sen-
tencia del 28 de noviembre de 1956 del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Salcedo se fundamenta 
con el único motivo de "que en defecto del apelante si el 
intimado pide el descargo puro y simple de la apelación, el 
tribunal debe limitarse a pronunciarlo sin examinar el fondo 
del asunto"; que al disponer sobre ese motivo el descargo 
puro y simple del intimado en la apelación dicho Juzgado hi-
zo una aplicación indebida del artículo 154 del Código de 
Procedimiento . Civil, ya que la regla contenida en ese texto 
legal no es aplicable en materia laboral, materia en la cual, 
por reputarse toda sentencia contradictoria, de acuerdo con 
el artículo 60 de la Ley sobre Contratos de Trabajo, los 
jueces están obligados a• examinar siempre el fondo de la 
'atestación sometida a su juicio, y a fundar su decisión 
en ese examen; que, aunque el artículo 60 de la citada Ley 
se refiere únicamente en la letra a), a la incomparecencia 

del demandado, debe admitirse, a fortiori, que la misma so-
lución que él prescribe es de lugar en el caso de la incom-
parecencia del demandante; que, por tanto, procede acoger 
el medio de casación que ya ha sido examinado y casar la 
sentencia del veintiocho de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y seis del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Salcedo por falsa aplicación del artículo 154 
del Código de Procedimiento Civil y consecuente violación 
del artículo 60 Ley sobre Contratos de Trabajo; 

Considerando que la sentencia del dieciocho de febre-
ro de mil novecientos cincuenta y siete del mismo Juzgado, 
al declarár irrecibible la nueva apelación de Juan de la Cruz 
estatuyó correctamente toda vez que el caso a que se refería 
estaba ya juzgado en apelación; pero, que, en vez de limitarse 

a declarar la irrecibibilidad del recurso de apelación, dicha 
sentencia además confirmó de nuevo la sentencia de primer 
grado, por el mismo motivo declarado erróneo en el consi-
derando anterior, por lo cual procede la casación de dicha 
sentencia en esa parte; 

Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes 

'IP ,  la sentencia del veintiocho de noviembre de mil novecien- 
tos cincuenta y seis del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Salcedo, como Tribunal de Trabajo de 
segundo grado, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Casa también la sen- 
tencia del mismo Juzgado, de fecha dieciocho de febrero de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se ha 
transcrito también en parte anterior del presente fallo, pero 
sólo en cuanto al segundo ordinal por el cual confirmó la 
sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de Salcedo, del 
tres de septiembre de mil novecientos cincuenta y seis; Ter- 
cero: Envía el asunto al Juigado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Espaillat; Cuarto: Rechaza el recurso 
contra la sentencia del dieciocho de febrero de mil nove- 
cientos cincuenta y siete del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Salcedo, en cuanto ésta declaró irre- 
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fallado por sentencia N9  2 de fecha 28 de octubre (sic) 
de 1956, con el dispositivo siguiente: (ya se ha copiado en 
parte anterior); Segundo: Que debe confirmar y confirma 
en todas sus partes la referida sentencia; Tercero: Que debe 
condenar y condena a Juan de la Cruz, parte sucumbiente, al 
Pago de las costas, con distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Domingo César Toca H., abogado actuante, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente alega contra las sen-
tencias impugnadas, como medio único, la "violación a las 
reglas especiales de procedimientos"; 

Considerando que, .en las varias ramas de que consta 
dicho medio, el recurrente sostiene en esencia lo que sigue: 
a) que los dispositivos de dichas sentencias se basan en una 
Indebida aplicación de la regla del defecto del demandante, 
la cual no rige en materia laboral en que toda demanda debe 
ser examinada a fondo por los tribunales aunque las partes 
hagan defecto; b) que, para dictar dichas sentencias, el Juz-
gado a quo procedió como si se tratara de una oposición; 

Considerando, que, en efecto, el dispositivo de la sen-
tencia del 28 de noviembre de 1956del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Salcedo se fundamenta 
con el único motivo de "que en defecto del apelante si el 
intimado pide el descargo puro y simple de la apelación, el 

- tribunal debe limitarse a pronunciarlo sin examinar el fondo 
del asunto"; que al disponer sobre ese motivo el descargo 
puro y simple del intimado en la apelación dicho Juzgado hi-
zo una aplicación indebida del artículo 154 del Código de 
Procedimiento . Civil, ya que la regla contenida en ese texto 
legal no es aplicable en materia laboral, materia en la cual, 
por reputarse toda sentencia contradictoria, de acuerdo con 
el artículo 60 de la Ley sobre Contratos de Trabajo, los 
jueces están obligados a• examinar siempre el fondo de la 
contestación sometida a su juicio, y a fundar su decisión 
en ese examen; que, aunque el artículo 60 de la citada Ley 
se refiere únicamente en la letra a), a la incomparecencia 
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cibible la segunda apelación y condenó en costas; y Quinto: 
Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en al expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 18 

de septiembre de 1957. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Manuel de Js. Abreu Herrera y Manuel de los Santos 

Cepeda. 
Abogado: Lic. Héctor Sánchez Morcelo. 

Recurrido: Abigail de León Ferreira. 
Abogados: Dr. Mario A. de Moya D. y Lic. Francisco Cruz Mátíuin. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veintiséis del mes de mayo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
Jesús Abreu Herrera y Manuel de los Santos Cepeda, domi- 
nicanos, mayores de edad, negociante el primero y agricul- 
tor el selundo, domiciliados en Jarabacoa, del municipio del 
amo nombre, cédulas 4368 y 3691, serie 50, sellos 29267 

's5655, contra sentencia de la Corte de Apelación de La 
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H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veintiséis del mes de mayo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
Jesús Abreu Herrera y Manuel de los Santos Cepeda, domi- 
nicanos, mayores de edad, negociante el primero y agricul- 
tor el sezundo, domiciliados en Jarabacoa, del municipio del 
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Vega, dictada en fecha dieciocho de septiembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispbsitivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el doctor Mario A. de Moya D., cédula 2541, serie 

1, sello 25119, por sí y por el Lic. Francisco Cruz Maquín, 
cédula 15435, serie 47, sello 27261, abogados de la parte 
recurrida, Abigail de León Ferreira, dominicano, mayor de 
edad, casado, industrial, domiciliado y residente en Jaraba-
coa, Municipio de Jarabacoa, provincia de La Vega, cédula 
1314, serie 47, sello 1116, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación. suscrito en fecha catorce 
de octubre del mil novecientos cincuenta y siete, por el Lic. 
Héctor Sánchez Morcelo, cédula 20224, serie 1, sello 26295, 
abogado de los recurrentes, en el cual se invocan los medios 
de casación que más adelante serán expuestos; 

Visto el escrito de defensa de la parte recurrida, de 
fecha veintisiete de noviembre del mil novecientos cincuenta 
y siete, suscrito por el Dr. Mario A. de Moya D., por sí y 
por el Lic. Francisco Cruz Maquín; 

La Suprema Cctrke de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 ,. 5, in fine, y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Abigail de León Ferreiras contra sentencias del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, de fechas veinticuatro de mayo de mil novecientos 
cincuenta y siete y diez de junio del mismo año, intervino 
la sentencia ahora impugnada en casación, dictada por la 
Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el pre-
sente recurso de apelación,. y consecuencialmente, rechaza 
los medios de nulidad propuestos por los intimados Manuel 
de Jestis Abreu Herrera y Manuel de los Santos Cepeda; 
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SEGUNDO: Ordena que se efectúe por ante esta Corte de 
Apelación el contra-informativo acordado al actual apelan-
te mediante sentencia de fecha veintinueve del mes de marzo 
del año mil novecientos cincuenta y siete, de la Cámara Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia dél Dis-
trito Judicial de La Vega, y fija la audiencia pública dei día 
dieciséis del mes de octubre del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, a las nueve horas de la mañana, para realizar 
la medida repuesta; TERCERO: Reserva las costas de esta 
instancia para que sigan la suerte de lo principal"; 

Considerando que los recurrentes invocan en contra 
de la decisión impugnada, los medios de casación siguientesr. 
"Primero: Violación del artículo 409 del Código dé Proce-
dimiento Civil, errónea interpretación del alcance y proyec-
ciones del derecho de defensa, y de las reglas propias a los 
informativos sumarios, así como insuficiencia de motivos y 
falta de base legal; Segundo: Violación de los artículos 68 
y 456 del Código de Procedimiento Civil, indebida extensión 
de la máxima "no hay nulidad sin agravios y nueva insu-
ficiencia de motivos"; Tercero: Omisión de estatuir en re-
lación al pedimento de inadmisión del recurso de apelación,, 
falta de motivos y de base legal y falsa aplicación del ar-
tículo 645 del Código de Comercio"; 

Considerandd que a su vez, la parte recurrida, Abigail. 
de León Ferreiras, ha propuesto un medio de inadmisión. 
fundado en que "la sentencia de la Honorable Corte de 
Apelación del Departamento de La Vega, de fecha 18 de,  
septiembre del 1957, es una sentencia preparatoria, que no 
prejuzga el fondo,'en razón de que la Corte dicha se lilnitat , 

 en su dispositivo a otorgar la prórroga de un informativa, 
 sumario ordenado por el Juez de primer grado, que no) 

fue ejecutado": 
Considerando que el examen de la sentencia impugnad 

revela: a) que con motivo de una demanda lanzada por los 
señores Manuel de Jesús Abreu Herrera y Manuel de Tos 
Santos Cepeda contra Abigail de León Ferreiras, a fin de. 
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Vega, dictada en fecha dieciocho de septiembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispbsitivo se copia más ade-
lante; 
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1314, serie 47, sello 1116, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación. suscrito en fecha catorce 
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Héctor Sánchez Morcelo, cédula 20224, serie 1, sello 26295, 
abogado de los recurrentes, en el cual se invocan los medios 
de Casación que más adelante serán expuestos; 

Visto el escrito de defensa de la parte recurrida, de 
fecha veintisiete de noviembre del mil novecientos cincuenta 
y siete, suscrito por el Dr. Mario A. de Moya D., por sí y 
por el Lic. Francisco Cruz Maquín; 
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sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Abigaíl de León Ferreiras contra sentencias del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, de fechas veinticuatro de mayo de mil novecientos 
cincuenta y siete y diez de junio del mismo año, intervino 
la sentencia ahora impugnada en casación, dictada por la 
Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el pre-
sente recurso de apelación,. y consecuencialmente, rechaza 
los medios de nulidad propuestos por los intimados Manuel 
de Jests Abreu Herrera y Manuel de los Santos Cepeda; 
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SEGUNDO: Ordena que se efectúe por ante esta Corte de 
Apelación el contra-informativo acordado al actual apelan-
te mediante sentencia de 'fecha veintinueve del mes de marzo 
del año mil novecientos cincuenta y siete, de la Cámara Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, y fija la audiencia pública del día 
dieciséis del mes de octubre del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, a las nu -eVe horas de la mañana, para realizar 
la medida repuesta; TERCERO: Reserva las costas de esta 
instancia para que sigan la suerte de lo principal"; 

Considerando que los recurrentes invocan en contra 
de la decisión impugnada, los medios de casación siguientes 
"Primero: Violación del artículo 409 del Código dé Proce-
dimiento Civil, errónea interpretación del alcance y proyec-
ciones del derecho de defensa, y de las reglas propias a los 
informativos sumarios, así como insuficiencia de motivos y 
falta de base legal; Segundo: Violación de los artículos 68 
y 456 del Código de Procedimiento Civil, indebida extensión. 
de la máxima "no hay nulidad sin agravios y nueva insu-
ficiencia de motivos"; Tercero: Omisión de estatuir en re-
lación al pedimento de inadmisión del recurso de apelación, 
falta de motivos y de base legal y falsa aplicación del ar-
tículo 645 del Código de Comercio"; 

Considerandd que a su vez, la parte recurrida, Abigaíl
de León Ferreiras, ha propuesto un medio de inadmisifirs 
fundado en que "la sentencia de la Honorable Corte de 
Apelación del Departamento de La Vega, de fecha 18 de,  
septiembre del 1957, es una sentencia preparatoria, que no 
prejuzga el fondo,•en razón de que la Corte dicha se li4nita 
en su dispositivo a otorgar la prórroga de un informativo , 

 sumario ordenado por el Juez de primer grado, que no) 
fue ejecutado"; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
revela: a) que don motivo de una demanda lanzada por Ios 
señores Manuel de Jesús Abreu Herrera y Manuel de los 
Santos Cepeda contra Abigaíl .de León Ferreiras, .a fin 
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de Casación "no se puede interponer recurso de casación 
contra las sentencias preparatorias sino después de la sen-
tencia definitiva"; que, por consiguiente, el medio de inadmi-
sión propuesto por la parte recurrida debe ser acogido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Manuel de Jesús Abreu 
Herrera y Manuel de los Santos Cepeda, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 
dieciocho de septiembre del mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: condena a los recurrentes al 
pago de las costase con distracción de las mismas, en pro-
vecho de los doctores Mario A. de Moya Díaz y Francisco 
Cruz Maquín quienes afirman haberlas avanzado en su ma-
yor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Clodo-
miro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ra-
món Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
,certificc.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

que oyera declarar nulo un contrato intervenido entre las 
partes, relativo a la venta de unos pinares, fué ordenado en 
primera instancia, como medida preparatoria, la celebra-
ción de un informativo y del contrainformativo correspon-
diente y la comparecencia personal de las partes; b) que el 
día señalado para esas medidas, el demandado pidió al Juez 
que fijará una nueva fecha para el contrainformativo, por no 
haber podido localizar sus testigos; c) que este pedimento 

,.fué rechazado "sur le champs", absteniéndose el demandado 
de concluir al fondo; d) que posteriormente el diez de junio 
de mil novecientos cincuenta y siete, el Juzgado de Primera 
Instancia de La Vega, dictó sentencia, ratificando el defecto 
'contra el demandado por falta de concluir; declarando bue-
no y válido en la forma y en el fondo la medida preparato-
ria ejecutada; declarando nulo en parte el contrato de venta; 
condenando al demandado a una indemnización a establecer 
por estado, y condenándolo también al pago de las costas; 
e) que, habiendo recurrido en apelación el demandado Abi- 
gall de León Ferreiras, éste reprodujo las conclusiones que 
-había formulddo en Primera Instancia acerca de fijar una 
nueva fecha para el contrainformativo, alegando, que al 
privársele de esa medida se había lesionado su derecho de 
defensa; f) que la Corte a qua, después de rechazar los me- 
dios de nuJidad que fueron propuestos contra la apelación 
interpuesta, acogió las conclusiones del apelante, y dispuso, 
por la sentencia ahora recurrida en casación, que se efec- 
tuara ante dicha Corte el informativo solicitado, fijando fe- 

-cha para él mismo; 

.Considerando que el fallo que ordena una prórroga de,iin 
Informativo, y fija a petición de una de las partes, una nueva 
fecha para su celebración, no prejuzga el fondo; que en la 
especie, el examen precedentemente hecho de la sentencia 
impugnada, pone de manifiesto que ella se limita a acordar 
una prórroga que había sido denegada en primera instancia, 
y tiene, en consecuencia, un carácter preparatorio; que al 
tenor del artículo 5, in fine, de la Ley sobre Procedimiento 
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sión propuesto por la parte recurrida debe ser acogido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Manuel de Jesús Abreu 
Herrera y Manuel de los Santos Cepeda, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 
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pago de las costase con distracción de las mismas, en pro-
vecho de los doctores Mario A. de Moya Díaz y Francisco 
Cruz Maquín quienes afirman haberlas avanzado en su ma-
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de mil novecientos cincuenta y siete, el Juzgado de Primera 
Instancia de La Vega, dictó' sentencia, ratificando el defecto 
-contra el demandado por falta de concluir; declarando bue-
no y válido en la forma y en el fondo la medida preparato-
ria ejecutada; declarando nulo en parte el contrato de venta; 
condenando al demandado a una indemnización a establecer 
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e) que, habiendo recurrido en apelación el demandado Abi-
:gan de León Ferreiras, éste reprodujo las conclusiones que 
-había formulddo en Primera Instancia acerca de fijar una 
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defensa; f) que la Corte a qua, después de rechazar los me-
dios de nuJidad que fueron propuestos contra la apelación 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, de fecha 9 de agosto, 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Industria de Pastas Alimenticias, C. por A. 
Abogados: Lic. Federico C. Alvarez 'y Dr. Federico C. Alvarez hijo.  

Recurrido: Félix Martínez. 
Abogado: Dr. Miguel Angel Sosa Duarte. 

4 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño 
Cohén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor .Contín Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintinueve del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Indus-
tria de Pastas Alimenticias, C. por A., compañía industrial 
y comercial establecida y organizada de acuerdo con las 
leyes de la República Dominicana, con su domicilio en la 
ciudad de Puerto Hata, representada por el señor Clement 
Lawrence Pickett, norteamericano, domiciliado en la misma 
ciudad, cédula 1305, serie 1/, sello 3092, contra sentencia 
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pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Puerto Plata, en funciones de Tribunal de 
Trabajo de segundo grado, en fecha nueve de agosto de mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el álguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Federico C. Alvarez hijo, cédula 38684, serie 

31, sello 4297, por sí y en representación del Lic. Federico 
C. Alvarez, cédula 4041, serie 1, sello 267, abogado de la 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Miguel Angel Sosa Duarte, cédula 11011, 
serie 56, sello 56233, abogado del recurrido Félix Martínez, 
dominicano, mayor de edad, casado, ajustero, domiciliado 
y residente en la ciudad de Puerto Plata, cédula 12716, serie 
37, sello 308614, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
ticinco de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Lic. Federico C. Alvarez y Dr. Federico C. Al-
varez hijo, abogados de la recurrente, en el cual se invocan 
los siguientes medios: "Violación del principio que obliga 
a los jueces a resolver los pedimentos de las partes y viola-
ción de los artículos 1315 del Código Civil y 141 del de 
Procedimiento Civil, falta de base legal y falta de motivos, 
violación del derecho de defensa, al ordenar la sentencia 
impugnada la prueba de la causa del despido del trabajador 
sin resolver la cuestióri de su dimisión, planteada por la de-
mandada en sus conclusiones, ni comprobar la existencia del 
despido, ni dar ningún fundamento que justifique esta mane-
ra de proceder"; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Miguel 
A. Sosa Duarte, abogado del recurrido, notificado el diez y 
siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete; 

Visto el memorial de ampliación de la recurrente, noti-
ficado el veintiséis de marzo del corriente año; 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Puerto Plata, de fecha 9 de agosto, 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Industria de Pastas Alimenticias, C. por A. 

Abogados: Lic. Federico C. Alvarez'y Dr. Federico C. Alvarez hijo 

Recurrido: Félix Martínez. 

Abogado: Dr. Miguel Angel Sosa Duarte. 
a 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño 
Cohén, Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor .Contín Aybar, Clo-
domiro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintinueve del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Indus-
tria de Pastas Alimenticias, C. por A., compañía industrial 
y comercial establecida y organizada de acuerdo con las 
leyes de la República Dominicana, con su domicilio en la 
ciudad de Puerto Plata, representada por el señor Ciement 
Lawrence Pickett, norteamericano, domiciliado en la misma 
ciudad, cédula 1305, serie la, sello 3092, contra sentencia  

pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Puerto Plata, en funciones de Tribunal de 
Trabajo de segundo grado, en fecha nueve de agosto de mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Federico C. Alvarez hijo, cédula 38684, serie 

31, sello 4297, por sí y en representación del Lic. Federico 

C. Alvarez, cédula 4041, serie 1, sello 267, abogado de la 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Miguel Angel Sosa Duarte, cédula 11011, 
serie 56, sello 56233, abogado del recurrido Félix Martínez, 
dominicano, mayor de edad, casado, ajustero, domiciliado 
y residente en la ciudad de Puerto Plata, cédula 12716, serie 
37, sello 308614, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
ticinco de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Lic. Federico C. Alvarez y Dr. Federico C. Al-
varez hijo, abogados de la recurrente, en el cual se invocan 
los siguientes medios: "Violación del principio que obliga 
a los jueces a resolver los pedimentos de las partes y viola-
ción de los artículos 1315 del Código Civil y 141 del de 
Procedimiento Civil, falta de base legal y falta de motivos, 
violación del derecho de defensa, al ordenar la sentencia 
impugnada la prueba de la causa del despido del trabajador 
sin resolver la cuestión de su dimisión, planteada por la de-
mandada en sus conclusiones, ni comprobar la existencia del 
despido, ni dar ningún fundamento que justifique esta mane-
ra de proceder"; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Miguel 
A. Sosa Duarte, abogado del recurrido, notificado el diez y 
siete de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete; 

Visto el memorial de ampliación de la recurrente, noti-
ficado el veintiséis de marzo del corriente año; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 47 y 56 de la Ley N 9  637, de 
1944, sobre Contratos de Trabajo, de 1944; el principio 
VIII y el artículo 691 del Código de Trabajo, y 1 y 65, inciso 
2, de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en' la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que Félix Martínez demandó a la Industria de 
Pastas Alimenticias, C. por A., en pago de las prestaciones 
sin causa justificada; 2) que el Juzgado de Paz del munici-
pio de Puerto Plata, apoderado de la demanda, dictó en 
fecha diez de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: Primero: Dis-
poner antes de hacer derecho sobre el fondo, que la parte 
intimada la Industria de Pastas Alimenticias, C. por A., 
pruebe mediante informativo la justa causa del despido d 
su trabajador Félix Martínez, reservando el contrainforma-
tivo a la otra parte.— Segundo: Ordena la comparecencia 
personal de las partes.— Tercero: Fija la audiencia del día 
miércoles que contaremos a quince del mes de mayo del 
año mil novecientos cincuenta y siete, a las nueve horas de 
la mañana, para la realización de las medidas dichas";' 3) 
que contra esa sentencia la actual recurrente interpuso re-
curso de apelación; 4) que en la audiencia fijada por el Tri-
bunal a quo para el conocimiento del recurso de apelación, 
la actual recurrente concluyó del siguiente modo: "Por las 
razones expuestas y las que tengáis a bien suplir, Honora-
ble Magistrado, la Industria de Pastas Alimenticias, C. por 
A., representada por el señor Clelnent Lawrence Pickett, 
norteamericano, mayor de edad, casado, domiciliado y resi-
sidente en la ciudad de Puerto Plata, con cédula serie 1, N° 
1305, al día en el pago del impuesto, que tiene por apodera-
do especial al Doctor Federico C. Alvarez hijo, abajo fir-
mado, concluye muy respetuosamente: PRIMERO: Que se 
declare bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por 
la compañía demandada, según acto del ministerial Arturo 
Castellanos, de fecha 15 de mayo de 1957; SEGUNDO: Que  

se revoque en todas sus partes la sentencia dictada por el 
Juzgado de Paz del municipio de Puerto Plata, en funciones 
de Tribunal de Trabajo, de fecha 10 de mayo de 1957; TER-
CERO: Que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata avoque el fondo y, actuando por pro-
pia autoridad: a) Declare inadmisible la demanda inter-
puesta por el señor Félix Martínez, por acto del alguacil 
Marcos A. Molina, sin indicación del día, mes y año de 
dicho acto, en razón de que dicha demanda no fué prece-
dida del preliminar de conciliación instituido con carácter 
obligatorio por la Ley N" 637 y, además, por falta de fun-
damento legal, ya que las relaciones contractuales que liga-
ban al señor Félix Martínez con la Industria de Pastas Ali-
menticias, C. por A., terminaron en virtud de una manifes-
tación unilateral de la voluntad del trabajador comunicada 
a su patrono, por carta de fecha 10 de diciembre de 1956, y, 
en consecuencia; b) Rechace dicha demanda por ser inadmi-
sible y carecer de fundamento legal; y c) Condene al señor 
Félix Martínez al pago de las costas"; y al intimado en ape-
lación pidiendo: "PRIMERO: Que rechacéis por improce-
dente y mal fundado, el recurso de apelación interpuesto por 
la Industria de Pastas Alimenticias, C. por A., en fecha 
quince (15) del mes de mayo del año en curso de 1957, con-
tra la sentencia preparatoria dictada por el Juzgado de Paz 
de este Distrito Judicial, en sus atribuciones de Tribunal de 
Trabajo de primer grado, de fecha diez (10) del indicado 
mes y año, que ordenó un informativo y contra informativo 
a cargo de dicha Industria y del señor Félix Martínez res-
pectivamente, a fin de que cada una de ellas, previas sus 
solicitudes, probaray hechos y circunstancias pertinentes 
al mantenimiento de sus pretendidos derechos; SEGUNDO: 
Que rechacéis por falta de fundamento legal y jurídico, to-
.das las conclusiones presentadas por la Industria de Pastas 
Alimenticias, C. por A., ya que como veréis, tocando el 
fondo de la causa, tratan de violar los más elementales prin-
cipios del derecho de la defensa, olvidando que su recurso de 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 47 y 56 de la Ley NQ 637, de. 
1944, sobre Contratos de Trabajo, de 1944; el principio 
VIII y el artículo 691 del Código de Trabajo, y 1 y 65, inciso 
2, de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en' la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que Félix Martínez demandó a la Industria de 
Pastas Alimenticias, C. por A., en pago de las prestaciones 
sin causa justificada; 2) que el Juzgado de Paz del munici- . 

 pio de Puerto Plata, apoderado de la demanda, dictó en 
fecha diez de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: Primero: Dis-
poner antes de hacer derecho sobre el fondo, que la parte 
intimada la Industria de Pastas Alimenticias, C. por A., 
pruebe mediante informativo la justa causa del despido de-
su trabajador Félix Martínez, reservando el contrainforma-
tivo a la otra parte.— Segundo: Ordena la comparecencia 
personal de las partes.— Tercero: Fija la audiencia del día 
miércoles que contaremos a quince del mes de mayo del 
año mil novecientos cincuenta y siete, a las nueve horas de 
la mañana, para la realización de las medidas dichas"; \ 3) 
que contra esa sentencia la actual recurrente interpuso re-
curso de apelación; 4) que en la audiencia fijada por el Tri-
bunal a quo para el conocimiento del recurso de apelación, 
la actual recurrente concluyó del siguiente modo: "Por las 
razones expuestas y las que tengáis a bien suplir, Honora-
ble Magistrado, la Industria de Pastas Alimenticias, C. por 
A., representada por él señor Cletnent Lawrence Pickett, 
norteamericano, mayor de edad, casado, domiciliado y resi-
sidente en la ciudad de Puerto Plata, con cédula serie 1, N° 
1305, al día en el pago del impuesto, que tiene por apodera-
do especial al Doctor Federico C. Alvarez hijo, abajo fir-
mado, concluye muy respetuosamente: PRIMERO: Que se 
declare bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por 
la compañía demandada, según acto del ministerial Arturo 
Castellanos, de fecha 15 de mayo de 1957; SEGUNDO: Que  

se revoque en todas sus partes la sentencia dictada por el 
juzgado de Paz del municipio de Puerto Plata, en funciones 
de Tribunal de Trabajo, de fecha 10 de mayo de 1957; TER-
CERO: Que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Puerto Plata avoque el fondo y, actuando por pro-
pia autoridad: a) Declare inadmisible la demanda inter-
puesta por el señor Félix Martínez, por acto del alguacil 
Marcos A. Molina, sin indicación del día, mes y año de 
dicho acto, en razón de que dicha demanda no fué prece-
dida del preliminar de conciliación instituido con carácter 
obligatorio por la Ley N" 637 y, además, por falta de fun-
damento legal, ya que las relaciones contractuales que liga-
ban al señor Félix Martínez con la Industria de Pastas Ali-
menticias, C. por A., terminaron en virtud de una manifes-
tación unilateral de la voluntad del trabajador comunicada 
a su patrono, por carta de fecha 10 de diciembre de 1956, y, 
en consecuencia; b) Rechace dicha demanda por ser inadmi-
sible y carecer de fundamento legal; y c) Condene al señor 
Félix Martínez al pago de las costas"; y al intimado en ape-
lación pidiendo: "PRIMERO: Que rechacéis por improce-
dente y mal fundado, el recurso de apelación interpuesto por 
la Industria de Pastas Alimenticias, C. por A., en fecha 
quince (15) del mes de mayo del año en curso de 1957, con-
tra la sentencia preparatoria dictada por el Juzgado de Paz 
de este Distrito Judicial, en sus atribuciones de Tribunal de 
Trabajo de primer grado, de fecha diez (10) del indicado 
mes y año, que ordenó un informativo y contra informativo 
a cargo de dicha Industria y del señor Félix Martínez res-
pectivamente, a fin de que cada una de ellas, previas sus 
solicitudes, probaran hechos y circunstancias pertinentes 
al mantenimiento de sus pretendidos derechos; SEGUNDO: 
Que rechacéis por falta de fundamento legal y jurídico, to-
.das las conclusiones presentadas por la Industria de Pastas 
Alimenticias, C. por A., ya que como veréis, tocando el 
fondo de la causa, tratan de violar los más elementales prin-
cipios del derecho de la defensa, olvidando que su recurso de 
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apelación se refiere única y exclusivamente, a una sentencia 
preparatoria que no ha:hecho derecho sobre el fondo; TER-
CERO: Que condenéis a la Industria de Pastas Alimenticias, 
C. por A., al pago de las costas del procedimiento, ocasiona-
das con motivo de su recurso de alzada; CUARTO: Que en 
vista de que no procede la avocación de la causa, se ENVIE 
nuevamente por ante el Juzgado de Paz de este Distrito •Ju-
dicial, para que allí, se Conozca, se juzgue y se falle el fondo 
de la causa"; y 5) que posteriormente, en fecha nueve de 
agosto de mil novecientos cincuenta y siete, el Tribunal 
a quo dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara, regular y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación intentado por la "Industria de Pastas 
Alimenticias, C. por A.", contra la sentencia dictada por el 
Juzgado de Paz del Municipio de Puerto Plata, en funciones 
de Tribunal de Trabajo, en fecha diez de mayo del año en 
curso, 1957, por la cual se ordena un informativo a cargo 
de dicha Compañía y la comparecencia personal de las par-
tes, y reserva al demandante Félix Martínez el derecho al 
contrainfórmativo; SEGUNDO: Que debe rechecar y recha-
za dicho recurso, por infundado; TERCERO: Que debe or-
denar y ordena el reenvío del expediente ante el Juzgado de 
Paz del Municipio de Puerto Plata, para que se realicen las 
medidas de instrucción ordenadas por la sentencia recurrida.; 
y CUARTO: Que debe condenar y condena a la Industria 
de Pastas Alimenticias, C. por A., parte intimante que su-
cumbe, al pago de las costas de esta alzada"; 

Considerando que el principio VIII del Código de Tra-
bajo instituye como obligatorio el preliminar de la conci-
liación; que, además, el artículo 47 de la Ley sobre Contra-
tos de Trabajo, vigente en virtud de las disposiciones del 
artículo 691 de dicho Código, establece que toda controver-
sia surgida como consecuencia de un contrato de trabajo, 
deberá ser sometido previamente al Departamento de Tra-
bajo-, quien actuará, como amigable componedor; que, por  

otra parte, el preliminar de la conciliación en materia labo-
ral ha sido instituido en un interés general, de orden público, 
y como tal el medio deducido de la violación de ese principio 
puede ser suplido de oficio por la Suprema Corte de Jus- 

ticia; 	• 

Considerando que en la sentencia impugnada consta que 
la actual recurrente concluyó ante el Tribunal a quo pidien-
do, de modo principal, que se declarara inadmisible la de-
manda interpuesta por el trabajador Félix Martínez, en ra-
zón de que dicha demanda "no fué precedida del preliminar 
de conciliación instituido con carácter obligatorio por la 
Ley NQ 637", y que este medio de inadmisión fué rechazado 
por aplicación del artículo 56 de la antes mencionada ley, que 
dispone "no se admitirá ninguna clase de nulidades de pro-
cedimiento, a menos que éstas sean de una gravedad tal que 
imposibiliten al Tribunal . .. conocer y juzgar los casos so-
metidos a su consideración"; pero 

Considerando que el citado artículo 56 se aplica exclusi-
vamente a las irregularidades de las actas procesales, las 
cuales no están sancionadas con la nulidad, cuando no sean 
de una gravedad tal que imposibiliten al tribunal a decidir 
el caso sometido a su consideración; pero dicho texto legal 
no puede aplicarse al preliminar de la conciliación, cuyo 
cumplimiento ha sido prescrito imperativamente por el prin-
cipio VIII del Código de Trabajo en un interés general, de 
orden público; 

Considerando que, por consiguiente, el Tribunal a quo 
debió declarar inadmisible la demanda interpuesta por el re-
currido Félix Martínez, ya que del falloimpugnado se des-
prende que dicha demanda no fué precedida del preliminar de 
la conciliación, requerida por las disposiciones imperativas 
del citado principio y del artículo 47 de la Ley sobre Con-
tratos de Trabajo; 

Considerando que al decidir lo contrario el Tribunal 
a quo ha violado los textos legales antes mencionados; 
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apelación se refiere única y exclusivamente, a una sentencia 
preparatoria que no haliecho derecho sobre el fondo; TER-
CERO: Que condenéis a la Industria de Pastas Alimenticias, 
C. por A., al pago de las costas del procedimiento, ocasiona-
das con motivo de su recurso de alzada; CUARTO: Que en 
vista de que no procede la avocación de la causa, se ENVIE 
nuevamente por ante el Juzgado de Paz de este Distrito Ju-
dicial, para que allí, se Conozca, se juzgue y se falle el fondo 
de la causa"; y 5) que posteriormente, en fecha nueve de 
agosto de mil novecientos cincuenta y siete, el Tribunal 
a quo dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara, regular y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación intentado por la "Industria de Pastas 
Alimenticias, C. por A.", contra la sentencia dictada por el 
Juzgado de Paz del Municipio de Puerto Plata, en funciones 
de Tribunal de Trabajo, en fecha diez de mayo del año en 
curso, 1957, por la cual se ordena un informativo a cargo 
de dicha Compañía y la comparecencia personal de las par-
tes, y reserva al demandante Félix Martínez el derecho al 
contrainfbrmativo; SEGUNDO: Que debe rech6.zar y recha-
za dicho recurso, por infundado; TERCERO: Que debe or-
denar y ordena el reenvío del expediente ante el Juzgado de 
Paz del Municipio de Puerto Plata, para que se realicen las 
medidas de instrucción ordenadas por la sentencia recurrida.; 
y CUARTO: Que debe condenar y condena a la Industria 
de Pastas Alimenticias, C. por A., parte intimante que su-
cumbe, ál pago de las costas de esta alzada"; 

Considerando que el principio VIII del Código de Tra-
bajo instituye como obligatorio el preliminar de la conci-
liación; que, además, el artículo 47 de la Ley sobre Contra:- 
tos de Trabajo, vigente en virtud de las disposiciones del 
artículo 691 de dicho Código, establece que toda controver-
sia surgida como consecuencia de un contrato de trabajo, 
deberá ser sometido previamente al Departamento de Tra-
bajo, quien actuará, como amigable componedor; que, por  

otra parte, el preliminar de la conciliación en materia labo-
ral ha sido instituido en un interés general, de orden público, 
y como tal el medio deducido de la violación de ese principio 
puede ser suplido de oficio por la Suprema Corte de Jus- 

ticia; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta que 

la actual recurrente concluyó ante el Tribunal a quo pidien-
do, de modo principal, que se declarara inadmisible la de-
manda interpuesta por el trabajador Félix Martínez, en ra-
zón de que dicha demanda "no fué precedida del preliminar 
de conciliación instituido con carácter obligatorio por la 
Ley N' 637", y que este medio de inadmisión fué rechazado 
por aplicación del artículo 56 de la antes mencionada ley, que 
dispone "no se admitirá ninguna/clase de nulidades de pro-
cedimiento, a menos que éstas sean de una gravedad tal que 
imposibiliten al Tribunal . .. conocer y juzgar los casos so-
metidos a su consideración"; pero 

Considerando que el citado artículo 56 se aplica exclusi-
vamente a las irregularidades de las actas procesales, las 
cuales no están sancionadas con la nulidad, cuando no sean 
de una gravedad tal que imposibiliten al tribunal a decidir 
el caso sometido a su consideración; pero dicho texto legal 
no puede aplicarse al preliminar de la conciliación, cuyo 
cumplimiento ha sido prescrito imperativamente por el prin-
cipio VIII del Código de Trabajo en un interés general, de 
orden público; 

Considerando que, por consiguiente, el Tribunal a quo 
debió declarar inadmisible la demanda interpuesta por el re-
currido Félix Martínez, ya que del fallciimpugnado se des-
prende que dicha demanda no 'fué precedida del preliminar de 
la conciliación, requerida por las disposiciones imperativas 
del citado principio y del artículo 47 de la Ley sobre Con-
tratos de Trabajo; 

Considerando que al decidir lo contrario el Tribunal 
a quo ha violado los textos legales antes mencionados; 
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Considerando que de conformidad con el artículo 65, 
inciso 2, de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las cos-
tas podrán ser compensadas cuando la sentencia fuere ca-
sada exclusivamente por un medio suplido de oficio por la 
Suprema Corte de Justicia; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Puerto Plata, en funciones de Tribunal de Trabajo de 
segundo grado, en fecha nueve de agosto de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otra parte 
del presente fallo, y envía el asunto ante la Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Füente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jue&s que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día mes y año en él expresados, y fué 
firmada, » leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA'29 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de La Altagracia de fecha 11 de julio de 195Z 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Anaiboni Ravelo. 
Abogado: Dr. Luis Eduardo Marty Guzmán. 

Recurrido: Central Romana Corporation. 
Abogado: Lic. Andrés E. Bobadilla B. 

Dios, Inttria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados; 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohéz„, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuet 
Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en lat , 

 Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintinueve del mes de mayo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Anaibonk 
Ravelo, dominicano, mayor de edad, casado, carpintero, do-
m ic 1 1 ia do y residente en la ciudad de San Pedro de Macorís,. 
cédula 5849, serie 23, sello 5166, contra sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi- . 

cial de La Altagracia, como Tribunal de Trabajo de segundos. 
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Considerando que de conformidad con el artículo 65, 
inciso 2, de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las cos-
tas podrán ser compensadas cuando la sentencia fuere ca-
sada exclusivamente por un medio suplido de oficio por la 
Suprema Corte de Justicia; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Puerto Plata, en funciones de Tribunal de Trabajo de 
segundo grado; en fecha nueve de agosto de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otra parte 
del presente fallo, y envía el asunto ante la Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la F'tiente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jue&s que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día mes y año en él expresados, y fué 
firmada, ,lída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA•29 DE MAYO DE 1958- 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Altagracia de fecha 11 de julio de 1957.., 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Anaiboni Ravelo. 
Abogado: Dr. Luis Eduardo Marty Guzmán. 

Recurrido: Central Romana Corporation. 
Abogado: Lic. Andrés E. Bobadilla B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licencia~ 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cotté, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Ciado-
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Mamiet 
Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en Ia. 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintinueve del mes de mayo de mi& 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dieta: 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Analbord 
Ravelo, dominicano, mayor de edad, casado, carpintero, do-
miciliad.° y residente en la ciudad de San Pedro de Macorís,. 
cédula 5849, serie 23, sello 5166, contra sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Jutfi-
cial de La Altagracia, como Tribunal de Trabajo de segtmdop. 
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grado, en fecha once de julio de mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8376, serie 12, 

sello 59853, en representación del Dr. Luis Eduardo Marty 
Cuzmán, cédula 17591, serie 23, sello 45398, abogado del 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Andrés E. Bobadilla B., cédula 9229, serie 
1, sello 4286, abogado de la recurrida, la Central Romana 
Corporation, compañía agrícola - industrial organizada de 
acuerdo con las leyes del Estado de Nueva York, Estados 
Unidos de América, con domicilio y asiento en su batey prin-
,cipal de la ciudad y municipio de La Romana, la cual empre-
sa está representada por su Vice-Presidente y Administra-
dor General el señor Belfort V. Marionneaux, ciudadano 
americano según su declaración, mayor de edad, casado, in-
geniero, del domicilio y residencia de la ciudad y municipio 
de La Romana, cédula 33013, serie 26, sello 185, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

. Visto el memorial de casación recibido en Secretaría el 
treinta de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
•crito por el Dr. Luis E. Marty Guzmán, abogado del recu-
rrente, en el cual se invocan los medios que luego se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Andrés 
E. Bobadilla, abogado de la recurrida, notificado en fecha 
doce de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 47, 78, incisos 3 y 21, .79, 168, 
169, 175 y 691 del Código de Trabajo; 133 del Código de 
Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que con motivo de la demanda en pago de preaviso, auxilio  

de cesantía y otros fines, intentados después de agotado el 
preliminar de la conciliación, por Anaiboní Ravelo, contra 
la Central Romana Corporation, el Juzgado de Paz del Dis-
trito Judicial de La Altagracia dictó en fecha veintiséis 
de octubre de mil novecientos cincuenta y cinco, como Tri-
bunal de Trabajo de primer grado, después de haber sido 
realizada la información testimonial ordenada en fecha tres 
de junio de mil novecientos cincuenta y cinco, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
rechazar, como en efecto rechaza, por improcedente y mal 
fundada, la demanda interpuesta por el señor Anaiboní Ra-
velo, en contra de la Cía. Central Romana Corporation; SE-
GUNDO: Que debe condenar, como en efecto condena, al 
señor Anaiboní Ravelo, parte que sucumbe, al pago de las 
costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el actual recurrente, el Tribunal a quo dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Declara, regular y válido 
en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Confirma, en todas sus partes, la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Paz de este municipio de La Romana, 
como Tribunal de Primer Grado, en fecha veintiséis (26) 
del mes de octubre del año mil novecientos cincuenticinco 
(1955), que rechazó por improcedente y mal fundada la de-
manda interpuesta por el señor Anaiboní Rav . o en contra 
de la Central Romana Corporation; TERCERO: Condena, al 
intimante señor Anaiboní Ravelo, al pago de las costas de la 
presente instancia"; 

Considerando que el recurrente invoca desnaturalización 
de los hechos, falta de base legal y la violación de los artícu-
los 47, 168 y 169 del Código de Trabajo; 

Considerando, en cuanto a la desnaturalización de los 
hechos y a la falta de base legal, que el Tribunal a quo dió 
por establecido lo siguiente: 1) que el actual recurrente pres-
taba servicios a la Central Romana Corporation como Jefe 
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grado, en fecha once de julio de mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8376, serie 12, 

sello 59853, en representación del Dr. Luis Eduardo Marty 
Guzmán, cédula 17591, serie 23, sello 45398, abogado del 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Andrés E. Bobadilla B., cédula 9229, serie 
1, sello 4286, abogado de la recurrida, la Central Romana 
Corporation, compañía agrícola - industrial organizada de 
acuerdo con las leyes del Estado de Nueva York, Estados 
Unidos de América, con domicilio y asiento en su batey prin-
.cipal de la ciudad y municipio de La Romana, la cual empre-
sa está representada por su Vice-Presidente y Administra-
dor General el señor Belfort V. Marionneaux, ciudadano 
.americano según su declaración, mayor de edad, casado, in-
geniero, del domicilio y residencia de la ciudad y municipio 
de La Romana, cédula 33013, serie 26, sello 185, en la lectu-
ra de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

_ Visto el memorial de casación recibido en Secretaría el 
treinta de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
•crito por el Dr. Luis E. Marty Guzmán, abogado del recu-
rrente, en el cual se invocan los medios que luego se in-
dican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Andrés 
E. Bobadilla, abogado de la recurrida, notificado en fecha 
doce de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 47, 78, incisos 3 y 21, .79, 168, 
169, 175 y 691 del Código de Trabajo; 133 del Código de 
Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que con motivo de la demanda en pago de preaviso, auxilio  

de cesantía y otros fines, intentados después de agotado el 
preliminar de la conciliación, por Anaiboní Ravelo, contra 
la Central Romana Corporation, el Juzgado de Paz del Dis-
trito Judicial de La Altagracia dictó en fecha veintiséis 
de octubre de mil novecientos cincuenta y cinco, como Tri-
bunal de Trabajo de primer grado, después de haber sido 
realizada la información testimonial ordenada en fecha tres 
de junio de mil novecientos cincuenta y cinco, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
rechazar, como en efecto rechaza, por improcedente y mal 
fundada, la demanda interpuesta por el señor Anaiboní Ra-
velo, en contra de la Cía. Central Romana Corporation; SE-
GUNDO: Que debe condenar, como en efecto condena, al 
señor Anaiboní Ravelo, parte que sucumbe, al pago de las 
costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el actual recurrente, el Tribunal a quo dictó la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Declara, regular y válido 
en cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; SE-
GUNDO: Confirma, en todas sus partes, la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Paz de este municipio de La Romana, 
como Tribunal de Primer Grado, en fecha veintiséis (26) 
del mes de octubre del año mil novecientos cincuenticinco 
(1955), que rechazó por improcedente y mal fundada la de-
manda interpuesta por el señor Anaiboní Rav . o en contra 
de la Central Romana Corporation; TERCERO: Condena, al 
intimante señor Anaiboní Ravelo, al pago de las costas de la 
presente instancia"; 

Considerando que el recurrente invoca desnaturalización 
de los hechos, falta de base legal y la violación de los artícu-
los 47, 168 y 169 del Código de Trabajo; 

Considerando, en cuanto a la desnaturalización de los 
hechos y a la falta de base legal, que el Tribunal a quo dió 
por establecido lo siguiente: 1) que el actual recurrente pres-
taba servicios a la Central Romana Corporation como Jefe 
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del Departamento de Carpintería que la, misma compañía 
tiene instalada en el Batey principal del Ingenio; 2) que 
mientras desempeñaba sus funciones el recurrente "se de-
dicaba a exigir a alguno de los carpinteros adscritos" al 
taller de carpintería que trabajaban bajo su dirección, "par-
te del salario que los mismos debían percibir por concepto 
de sus servicios", advirtiéndoles que "de no hacerlo así, no 
les daría oportunidad de trabajar"; y 3) que dicho recurren-
te utilizó al albañil Alberto Mojica en la reparación de una 
casa propiedad del primero, situada en la ciudad de San 
Pedro de Macorís, haciéndole pagar ese servicio a la com-
pañía intimada; 

Considerando que tales hechos fueron establecidos por 
los jueces del fondo, especialmente, por el resultado de la 
información testimonial realizada ante el Juzgado de Paz 
del municipio de La Romana, en fecha catorce de julio de mil 
novecientos cincuenta y cinco; que, en efecto, los testigos 
Rafael Santana y Luis García, trabajadores del Departa-
mento de Carpintería y Construcción, afirmaron, el primero. 
haber dado dinero una vez al recurrente, y el segundo, por 
dos o tres veces, para poder obtener trabajo, afirmando 
también haber tenido conocimiento de que a otros trabaja-
dores les ocurría lo mismo que a ellos; y el testigo Pablo 
Martínez Báez, declaró que trabajó con el albañil Alberto 
Mojica, siendo éste empleado de la Central Romana Corpo-
ration, en la reparación de una casa propiedad del recurren-
te, quien le expresó a Mojica que el pago de sus salarios por 
ese trabajo se le haría mediante su ticket en La Romana pa-
ra que lo cobrara a la compañía; 

Considerando que, además, el Tribunal a quo se fundó 
en el acta levantada en fecha doce de abril de mil novecien-
tos cincuenta y cinco por el Inspector Encargado del Distri-
to de Trabajo de La Romana, con motivo de las investiga-
ciones que realizara sobre el malestar reinante en esa épo-
ca entre numerosos trabajadores del Departamento de Car-
pintería y Construcción, a cargo del actual recurrente, que  

figura transcrita en el fallo impugnado; que también el Tri-
bunal a quo tomó en cuenta, como elemento de convicción, 
la comunicación dirigida por el Director del Departamento 
de Trabajo a la Central Romana Corporation, que fué some-
tida al debate, y en la cual este funcionario le participaba a 
la compañía, según consta en el fallo impugnado, que "de 
acuerdo con las investigaciones realizadas en fecha de ayer, 
ha quedado establecido que la causa del malestar reinante 
y disconformidad de los trabajadores del departamento de 
carpintería y construcciones de esa empresa, se debe al 
sistema de extorsión que tenían establecido los señores Anai-
boní Ravelo, encargado de dicho departamento y el capataz 
a su servicio Marcos Colomé" y que consideraba "que estos 
señores no debían continuar en esas ocupaciones, toda vez 
que no sólo perjudican la reputación moral de la empresa, 
sino que también lesionan gravemente la economía de los 
trabajadores, restándoles parte de sus salarios cosa que es 
contraria a la honestidad que debe caracterizar a todo Jefe 
de Departamento que ha merecido la confianza de esa em-
presa, sino también al interés social de elevar las condicio-
nes de los trabajadores, al proporcionarles mejores salarios 
y asegurarles ocupación permanente"; 

Considerando que lo anteriormente expuesto demues-
tra que el Tribunal' a quo no ha desnaturalizado los hechos 
de la causa, sino que los ha apreciado libremente, hacién-
dole producir los efectos pertinentes; que, por otra parte, 
el fallo impugnado está legalmente justificado, puesto que 
los hechos comprobados por los jueces del fondo, imputa-
bles al recurrente Anaiboní Ravelo, ponen de manifiesto 
que el despido de éste, tiene una justa causa al tenor de las 
disposiciones del artículo 78, incisos 3 y 21, del Código de 
Trabajo; que, en efecto tales hechos constituyen por sí solos, 
faltas graves de honestidad, de probidad y de idoneidad, 
atentatorias a los intereses morales y económicos de su pa-
trono y de numerosos trabajadores que estaban bajo su di-
rección; 
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del Departamento de Carpintería que la misma compañía 
tiene instalada en el Batey principal del Ingenio; 2) que 
mientras desempeñaba sus funciones el recurrente "se de-
dicaba a exigir a alguno de los carpinteros adscritos" al 
taller de carpintería que trabajaban bajo su dirección, "par-
te del salario que los mismos debían percibir por concepto 
de sus servicios", advirtiéndoles que "de no hacerlo así, no 
les daría oportunidad de trabajar"; y 3) que dicho recurren-
te utilizó al albañil Alberto Mojica en la reparación de una 
casa propiedad del primero, situada en la ciudad de San 
Pedro de Macorís, haciéndole pagar ese servicio a la com-
pañía intimada; 

Considerando que tales hechos fueron establecidos por 
los jueces del fondo, especialmente, por el resultado de la 
información testimonial realizada ante el Juzgado de Paz 
del municipio de La Romana, en fecha catorce de julio de mil 
novecientos cincuenta y cinco; que, en efecto, los testigos 
Rafael Santana y Luis García, trabajadores del Departa-
mento de Carpintería y Construcción, afirmaron, el primero. 
haber dado dinero una vez al recurrente, y el segundo, por 
dos o tres veces, para poder obtener trabajo, afirmando 
también haber tenido conocimiento de que a otros trabaja-
dores les ocurría lo mismo que a ellos; y el testigo Pablo 
Martínez Báez, declaró que trabajó con el albañil Alberto 
Mojica, siendo éste empleado de la Central Romana Corpo-
ration, en la reparación de una casa propiedad del recurren-
te, quien le expresó a Mojica que el pago de sus salarios por 
ese trabajo se le haría mediante su ticket en La Romana pa-
ra que lo cobrara a la compañía; 

Considerando que, además, el Tribunal a quo se fundó 
en el acta levantada en fecha doce de abril de mil novecien-
tos cincuenta y cinco por el Inspector Encargado del Distri-
to de Trabajo de La Romana, con motivo de las investiga-
ciones que realizara sobre el malestar reinante en esa épo-
ca entre numerosos trabajadores del Departamento de Car-
pintería y Construcción, a cargo del actual recurrente, que  

figura transcrita en el fallo impugnado; que también el Tri-
bunal a quo tomó en cuenta, como elemento de convicción, 
la comunicación dirigida por el Director del Departamento 
de Trabajo a la Central Romana Corporation, que fué some-
tida al debate, y en la cual este funcionario le participaba a 
la compañía, según consta en el fallo impugnado, que "de 
acuerdo con las investigaciones realizadas en fecha de ayer, 
ha quedado establecido que la causa del malestar reinante 
y disconformidad de los trabajadores del departamento de 
carpintería y construcciones de esa empresa, se debe al 
sistema de extorsión que tenían establecido los señores Anai-
boní Ravelo, encargado de dicho departamento y el capataz 
a su servicio Marcos Colomé" y que consideraba "que estos 
señores no debían continuar en esas ocupaciones, toda vez 
que no sólo perjudican la reputación moral de la empresa, 
sino que también lesionan gravemente la economía de los 
trabajadores, restándoles parte de sus salarios cosa que es 
contraria a la honestidad que debe caracterizar a todo Jefe 
de Departamento que ha merecido la confianza de esa em-
presa, sino también al interés social de elevar las condicio-
nes de los trabajadores, al proporcionarles mejores salarios 
y asegurarles ocupación permanente"; 

Considerando que lo anteriormente expuesto demues-
tra que el Tribunal' a quo no ha desnaturalizado los hechos 
de la causa, sino que los ha apreciado libremente, hacién-
dole producir los efectos pertinentes; que, por otra parte, 
el fallo impugnado está legalmente justificado, puesto que 
los hechos comprobados por los jueces del fondo, imputa-
bles al recurrente Anaiboní Ravelo, ponen de manifiesto 
que el despido de éste, tiene una justa causa al tenor de las 
disposiciones del artículo 78, incisos 3 y 21, del Código de 
Trabajo; que, en efecto tales hechos constituyen por sí solos, 
faltas graves de honestidad, de probidad y de idoneidad, 
atentatorias a los intereses morales y económicos de su pa-
trono y de numerosos trabajadores que estaban bajo su di-
rección; 
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Considerando que, finalmente, el fallo impugnado no 
ha podido violar los artículos 168 y 169 del Código de Tra-
bajo, relativos a las vacaciones anuales, en vista de que, con-
forme al artículo 175 del mismo Código, el trabajador cuyo 
contrato termina por despido justificado, pierde el derecho 
de compensación por vacaciones no disfrutadas; que tam-
poco dicho fallo ha podido incurrir en la violación del ar-
tículo 47 del mencionado Código, relativo a las causas de 
suspensión del contrato de trabajo, ya que dicho texto legal 
no tiene ninguna relación con la disputa judicial decidida 
por el Tribunal a quo; que, por consiguiente, dicho tribunal, 
lejos de cometer los vicios y las violaciones de ley denun-
ciadós por el recurrente, lo que ha hecho es aplicar correc-
tamente los artículos 78, incisos 3 y 21, 79 y 175 del Código 
de Trabajo a los hechos de la causa; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Anaiboní Ravelo, contra sentencia 
pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, como Tribunal de Trabajo de 
segundo grado, en fecha once de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas, cuya distracción se ordena en provecho del 
Lic. Andrés E. Bobadilla B., abogado de la recurrida, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) FI. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. La narche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 29 DE MAYO DE 195& 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 30 de enero de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fermín Hernández. 
Abogado: Dr. Ramón Tapia. 

Interviniente: Jorge A. Zaiter. 
Abogado: Lic. }lector Sánchez Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República. Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad' 
Distrito Nacional, hoy día veintinueve del mes de mayo de,  
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo,. 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermio, 
 Hernández, dominicano, mayor de edad, casado, comercian-

te, domiciliado y residente en la población de Jarabacoa, 
cédula 11117, serie 47, sello 1365, contra sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en; 
sus atribuciones correccionales, en fecha treinta de enero, 
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Considerando que, finalmente, el fallo impugnado no 
ha podido violar los artículos 168 y 169 del Código de Tra-
bajo, relativos a las vacaciones anuales, en vista de que, con-
forme al artículo 175 del mismo Código, el trabajador cuyo 
contrato termina por despido justificado, pierde el derecho 
de compensación por vacaciones no disfrutadas; que tam-
poco dicho fallo ha podido incurrir en la violación del ar-
tículo 47 del mencionado Código, relativo a, las causas de 
suspensión del contrato de trabajo, ya que dicho texto legal 
no tiene ninguna ,  relación con la disputa judicial decidida 
por el Tribunal a quo; que, por consiguiente, dicho tribunal, 
lejos de cometer los vicios y las violaciones de ley denun-
ciadós por el recurrente, lo que ha hecho es aplicar correc-
tamente los artículos 78, incisos 3 y 21, 79 y 175 del Código 
de Trabajo a los hechos de la causa; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Anaiboní Ravelo, contra sentencia 
pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Altagracia, como Tribunal de Trabajo de 
segundo grado, en fecha once de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas, cuya distracción se ordena en provecho del 
Lic. Andrés E. 13obadilla B., abogado de la recurrida, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. LaMarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE MAYO DE 19511 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 30 de enero de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Fermín Hernández. 
Abogado: Dr. Ramón Tapia. 

Interviniente: Jorge A. Zaiter. 
Abogado: Lic. Héctor Sánchez Morcelo. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúbliect, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Becas,, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Silsti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-

qp nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Ma-
nuel Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General„, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad' Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintinueve del mes de mayo de,  
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo,, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermín 
Hernández, dominicano, mayor de edad, casado,. comercian-
te, domiciliado y residente en la población de Jarabacoa, 
cédula 11117, serie 47; sello 1365, contra sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en 
sus atribuciones correccionales, en fecha treinta. de. enero. 
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-de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Ramón Tapia, cédula 23550, serie 47, sello 

8753, abogado de la parte recurrente, en la lectura de sus 
oclusiones; 

Oído el Dr.. F. R. Cantizano Arias, cédula 17554, serie 
a, sello 11604, en nombre . y representación del Lic. Héctor 
Sánchez Morcelo, cédula 20224, serie 1, sello 27639, aboga-
do de la parte civil interviniente, Jorge A. Zaiter, industrial, 
domiciliado y residente en la población de Jarabacoa, cédu-
la 6771, serie 1, sello 3220, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta levantada en la Secretaría de la Corte 
ys qua, en fecha once de febrero de mil novecientos cincuenta 
y ocho, a requerimiento del doctor Tancredo A. Peña López, 
cédula 12782, serie 56, sello 25774, en nombre y represen-
taéión del recurrente y de su abogado constituido; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
-de la parte recurrida; 

Visto el escrito suscrito por el abogado de la parte inter-
viniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1382, 3 4  parte, del Código Civil 
y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

. 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a . que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo del accidente automovilístico ocurrido el ocho de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y seis, en la población de 
Jarabacoa, a consecuencia del cual resultó muerto el menor 
Julio Alberto Zaiter, y con lesiones Rosa Espinal Rodrí-
guez, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, después de algunos reen-
víos dictó en` fecha dieciocho de enero de mil novecientos 
'cincuenta y siete, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
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"FALLA: PRIMERO: que declaran regulares y válidas en 
la forma y én el fondo las constituciones en partes civiles 
hechas por Jorge A. Zaiter y Rosa Espinal, el primero en 
contra de Fermín Hernández y la segunda en contra de 
éste y demás de Nelson Virgilio Garrido Cabral y de la 
compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., todos 
de generales anotadas en el expediente; SEGUNDO: Se de-
clara el prevenido Nelson Virgilio Garrido Cabral, culpable 
como autor de los, delitos de violación a las leyes 1\l'› 2022 
sobre accidentes causados con vehículos de motor en perjui-
cio del menor Julio Alberto Zaiter, quien resultó muerto, de 
Rosa Espinal con una fractura que curó después de veinte 
días y de José Arturo Ramírez, con golpes que curaron antes 
de los diez días y la N 9  4017, sobre tránsito de vehículos y 
en consecuencia se le condena a dos años de prisión correc-
cional y al pago de una multa de RD$500.00, apreciando la 
comisión de una falta de parte del occiso Julio Alberto Zaiter 
y teniendo en cuenta el principio del no cúmulo de penas; 
TERCERO: Se ordena la cancelación de la licencia que am-
para al inculpado Nelson Virgilio Garrido Cabral, para ma-
nejar vehículos de motor por el tiempo, de cinco años a par-
tir de la fecha de la extinción de la pena principal; CUARTO: 
Se condena a Fermín Hernández, en su calidad de comi-
tente del prevenido mencionado, pago de una indemnización 
de RD$4,000.00 en provecho de la parte civil constituida 
Jorge A. Zaiter y además al pago de los intereses legales de 
dicha suma; QUINTO: Se condena a Nelson Virgilio Garrido 
Cabral, Fermín Hernández, en su calidad de comitentes de 
ese y la Compañía Nacional de Seguros San Rafael en su 
condición de aseguradora de la responsabilidad civil del 
comitente mencionado al pago solidario de una indemniza-
ción de RD$1,500.00, en provecho de la parte civil constituí-
da Rosa Espinal; y además al pago solidario también de los 
intereses legales de la referida suma; SEXTO: Se condena 
al preindicado 'Fermín Hernández al pago de las costas civi-
les, frente a la demanda de la parte civil constituida Jorge 
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de mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se 
,copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Ramón Tapia, cédula 23550, serie 47, sello 

.8753, abogado de la parte recurrente, en la lectura de sus 
=inclusiones; 

Oído el Dr..F. R. Cantizano Arias, cédula 17554, serie 
.31, sello 11604, en nombre . y representación del Lic. Héctor 
Sánchez Morcelo, cédula 20224, serie 1, sello 27639, aboga-
do de la parte civil interviniente, Jorge A. Zaiter, industrial, 
domiciliado y residente en la población de Jarabacoa, cédu-
II, 6771, serie 1, sello 3220, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
-de la República; 

Vista el acta levantada en la Secretaría de la Corte 
n qua, en fecha once de febrero de mil novecientos cincuenta 

..y ocho, a requerimiento del .doctor Tancredo A. Peña López, 
T\ cédula 12782, serie 56, sello 25774, en nombre y represen-

tación del recurrente y de su abogado constituido; 
Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 

-de la parte recurrida; 
Visto el escrito suscrito por el abogado de la parte inter-

' viniente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1382, 31  parte, del Código Civil 
1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a . que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo del accidente automovilístico ocurrido el ocho de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y seis, en la población de 
Jarahacoa, a consecuencia del cual resultó muerto el menor 
Julio Alberto Zaiter, y con lesiones Rosa Espinal Rodrí-
guez, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, después de algunos reen-
víos dictó en' fecha dieciocho de enero de mil novecientos 
cincuenta y siete, una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
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"FALLA: PRIMERO: que declaran regulares y válidas en 
la forma y én el fondo las constituciones en partes civiles 
hechas por Jorge A. Zaiter y Rosa Espinal, el primero en 
contra de Fermín Hernández y la segunda en contra de 
éste y demás de Nelson Virgilio Garrido Cabral y de la 
compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., todos 
de generales anotadas en el expediente; SEGUNDO: Se de-
clara el prevenido Nelson Virgilio Garrido Cabral, culpable 
como autor de los, delitos de violación a las leyes N° 2022 
sobre accidentes causados con vehículos de motor en perjui-
cio del menor Julio Alberto Zaiter, quien resultó muerto, de 
Rosa Espinal con una fractura que curó después de veinte 
días y de José Arturo Ramírez, con golpes que curaron antes 
de los diez días y la N9  4017, sobre tránsito de vehículos y 
en consecuencia se le condena a dos años de prisión correc-
ciohá y al pago de una multa de RD$500.00, apreciando la 
comisión de una falta de parte del occiso Julio Alberto Zaiter 
y teniendo en cuenta el principio del no cúmulo de penas; 
TERCERO: Se ordena la cancelación de la licencia que am-
para al inculpado Nelson Virgilio Garrido Cabral, para ma-
nejar vehículos de motor por el tiempo, de cinco años a par-
tir de la fecha de la extinción de la pena principal; CUARTO: 
Se condena a Fermín Hernández, en su calidad de comi-
tente del prevenido mencionado, pago de una indemnización 
de RD$4,000.00 en provecho de la parte civil constituida 
Jorge A. Zaiter y además al pago de los intereses legales de 
dicha suma; QUINTO: Se condena a Nelson Virgilio Garrido 
Cabral, Fermín Hernández, en su calidad de comitentes de 
ese y la Compañía Nacional de Seguros San Rafael en su 
condición de aseguradora de la responsabilidad civil del 
comitente mencionado al pago solidario de una indemniza-
ción de RD$1,500.00, en provecho de la parte civil constituí-
da Rosa Espinal; y además al pago solidario también de los 
intereses legales de la referida suma; SEXTO: Se condena 
al preindicado Fermín Hernández al pago de las costas civi-
les, frente a la demanda de la parte civil constituida Jorge 
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A. Zaiter, ordenándose su distracción en provecho del abo-
gado Lic. Héctor Sánchez Morcelo, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Se condena a Nelson 
Virgilio Garrido Cabral, Fermín Hernández, y la Compañía 
de Seguros San Rafael, C. por A., frente a la demanda de 
la parte civil constituida Rosa Espinal, al pago solidario de 
las costas civiles, ordenándose su distracción en provecho de 
los abogados Dres. Carlos Norman Cornelio y Ramón Pina 
Acevedo y Martínez, quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad; OCTAVO: Se condena por último, al prevenido 
Nelson Virgilio Garrido Cabral, al pago de las costas pena-
les"; b) que contra esta sentencia interpusieron recurso de 
apelación la parte civilmente responsable, Fermín Hernán-
dez, la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., 
y las personas constituidas en parte civil, Jorge A. Zaiter y 
Rosa Espinal Rodríguez, en la forma y en el plazo señalados 
por la ley; e) que contra esta sentencia interpusieron recur-
so de casación Jorge A. Zaiter y la Compañía de Seguros San 
Rafael, C. por A., dictando la Suprema Corte de Justicia, 
en fecha dieciocho de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, una sentencia por medio de la cual casó dicha 
sentencia en cuanto a la acción civil relativa a Jorge A. Zai-
ter y envió el asunto, así delimitado, a la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís; 

Considerando que la sentencia de la Corte de envío, 
ahora impugnada en casación, contiene el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en 
cuanto a la forma, los presentes recursos de apelación, in-
terpuestos por el señor Jorge A. Zaiter, parte civil consti-
tuida y el señor Fermín Hernández persona civilmente 
responsable puesta en causa, contra sentencia dictada 'en 
fecha diez y ocho (18) de enero de mil novecientos cin-
cuenta y siete (1957) por la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, cuyo 
dispositivo es el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Se declaran 
regulares y válidos en la forma y en el fondo las constitucio- 

nes en partes civiles hechas por Jorge A. Zaiter y Rosa Es-
pinal, el primero en contra de Fermín Hernández y la se-
gunda en contra de éste y además de Nelson Virgilio Garri-
do Cabral y de la Compañía_ Nacional de Seguros San Ra-
fael, C. por A., todos de generales anotadas en el expediente. 
SEGUNDO: Se declara al prevenido Nelson Virgilio Garri-
do Cabral culpable como autor de los delitos de violación a 
las leyes 2022, sobre accidentes causados con vehículos de 
motor en perjuicio del menor Julio Alberto Zaiter, quien 
resultó muerto, de Rosa Espinal con una fractura que curó 
después de veinte días y de José Arturo Ramírez, con golpes 
que curaron antes de los diez días y de la N" 4017 sobre 
tránsito de vehículos y en consecuencia se condena a dos 
años de prisión correccional y al pago de una multa de 
RD$500.00, apreciando la comisión de una falta de parte del 
occiso Julio Alberto Zaiter y teniendo en cuenta el principio 
del no cúmulo de penas. TERCERO: Se ordena la cancela-
ción de la licencia que ampara al inculpado Nelson Virgilio 
Garrido Cabral, para manejar vehículos de motor por el 
tiempo de cinco años a partir de la fecha de extinción de la 
pena principal; CUARTO: Se condena a Fermín Hernández, 
en su calidad de comitente del prevenido mencionado, al 
pago de una indemnización de RD$4,000.00 en provecho de 
la parte civil constituída Jorge A. Zaiter, padre legítimo del 
fallecido menor Julio Alberto Zaiter, y además al pago de 
los intereses legales de dicha suma. QUINTO: Se condena 

a Nelson Virgilio Garrido Cabral, Fermín Hernández, en 
su calidad de comitente de éste y la compañía Nacional de 
Seguros San Rafael en su condición de aseguradora de la 
responsabilidad civil del comitente mencionado al pago soli-
dario de una indemnización de RD$1,500.00, en provecho de 
la parte civil constituída Rosa Espinal; y además al pago 
solidario también de los intereses legales de la referida su-
ma. SEXTO: Se condena al indicado Fermín Hernández al 
pago de las costas civiles, frente a la demanda de la parte 
civil constituida Jorge A. Zaiter, ordenándose su distracción 
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A. Zaiter, ordenándose su distracción en provecho del abo-
gado Lic. Héctor Sánchez Morcelo, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Se condena a Nelson 
Virgilio Garrido Cabral, Fermín Hernández, y la Compañía 
de Seguros San Rafael, C. por A., frente a la demanda de 
la parte civil constituida Rosa Espinal, al pago solidario de 
las costas civiles, ordenándose su distracción en provecho de 
los abogados Dres. Carlos Norman Cornelio y Ramón Pina 
Acevedo y Martínez, quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad; OCTAVO: Se condena por último, al prevenido 
Nelson Virgilio Garrido Cabral, al pago de las costas pena-
les"; b) que contra esta sentencia interpusieron recurso de 
apelación la parte civilmente responsable, Fermín Hernán-
dez, la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., 
y las personas constituidas en parte civil, Jorge A. Zaiter y 
Rosa Espinal Rodríguez, en la forma y en el plazo señalados 
por la ley; c) que contra esta sentencia interpusieron recur-
so de casación Jorge A. Zaiter y la Compañía de Seguros San 
Rafael, C. por A., dictando la Suprema Corte de Justicia, 
en fecha dieciocho de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, una sentencia por medio de la cual casó dicha 
sentencia en cuanto a la acción civil relativa a Jorge A. Zai-
ter y envió el asunto, así delimitado, a la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís; 

Considerando que la sentencia de la Corte de envío, 
ahora impugnada en casación, contiene el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en 
cuanto a la forma, los presentes recursos de apelación, in-
terpuestos por el señor Jorge A. Zaiter, parte civil consti-
tuida y el señor Fermín Hernández persona civilmente 
responsable puesta en causa, contra sentencia dictada 'en 
fecha diez y ocho (18) de enero de mil novecientos cin-
cuenta y siete (1957) -  por la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, cuyo 
dispositivo es el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Se declaran 
regulares y válidos en la forma y en el fondo las constitucio- 

nes en partes civiles hechas por Jorge A. Zaiter y Rosa Es-
pinal, el primero en contra de Fermín Hernández y la se-
gunda en contra de éste y además de Nelson Virgilio Garri-
do Cabral y de la Compañía_ Nacional de Seguros San Ra-
fael, C. por A., todos de generales anotadas en el expediente. 
SEGUNDO: Se declara al prevenido Nelson Virgilio Garri-
do Cabral culpable como autor de los delitos de violación a 
las leyes 2022, sobre accidentes causados con vehículos de 
motor en perjuicio del menor Julio Alberto Zaiter, quien 
resultó muerto, de Rosa Espinal con una fractura que curó 
después de veinte días y de José Arturo Ramírez, con golpes 
que curaron antes de los diez días y de la N° 4017 sobre 
tránsito de vehículos y en consecuencia se condena a dos 
años de prisión correccional y al pago de una multa de 
RD$500.00, apreciando la comisión de una falta de parte del 
occiso Julio Alberto Zaiter y teniendo en cuenta el principio 
del no cúmulo de penas. TERCERO: Se ordena la cancela-
ción de la licencia que ampara al inculpado Nelson Virgilio 
Garrido Cabral, para manejar vehículos de motor por el 
tiempo de cinco años a partir de la fecha de extinción de la 
pena principal; CUARTO: Se condena a Fermín Hernández, 
en su calidad de comitente del prevenido mencionado, al 
pago de una indemnización de RD$4,000.00 en provecho de 
la parte civil constituida Jorge A. Zaiter, padre legítimo del 
fallecido menor Julio Alberto Zaiter, y además al pago de 
los intereses legales de dicha suma. QUINTO: Se condena 
a Nelson Virgilio Garrido Cabral, Fermín Hernández, en 
su calidad de comitente de éste y la compañía Nacional de 
Seguros San Rafael en su condición de aseguradora de la 
responsabilidad civil del comitente mencionado al pago soli-
dario de una indemnización de RD$1,500.00, en provecho de 
la parte civil constituida Rosa Espinal; y además al pago 
solidario también de los intereses legales de la referida su-
ma. SEXTO: Se condena al indicado Fermín Hernández al 
pago de las costas civiles, frente a la demanda de la parte 
civil constituida Jorge A. Zaiter, ordenándose su distracción 
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en provecho del abogado Lic. Héctor Sánchez Morcelo, quien 
afirma haberlas avanzado r  en su totalidad; SEPTIMO: Se 
condena a Nelson Virgilio Garrido Cabral, Fermín Hernán-
dez, y la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por 
A., frente a la demanda de la parte civil constituida' Rosa 
Espinal, al pago solidario de las costas civiles, ordenándose 
su distracción en provecho de los abogados Dres. Carlos 
Norman Cornelio y Ramón Pina Acevedo y Martínez, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad. OCTAVO: 
Se condena por último, al prevenido Nelson Virgilio Garrido 
Cabral, al pago de las costas penales'.--- SEGUNDO: Modifi-
ca el ordinal cuarto del dispositivo de la sentencia apelada, 
en cuanto a la indemnización acordada a la parte civil cons-
tituida señor Jorge A. Zaiter, la que rebaja a RD$3,000.00 
(tres mil pesos oro) teniendo en cuenta la falta de la vícti-
ma Julio Alberto Zaiter; y TERCERO: Compensa las costas 
civiles de esta instancia"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación la violación por falsa aplicación del artículo 
1384, 31  parte, del Código Civil; desnaturalización de los 
hechos de la causa y falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo de este medio de 
casación se alega que Fermín Hernández le había prohibi-
do terminantemente a su chófer transportar pasajeros en 
el camión; que los testigos José Miguel Zaiter (a) Viejo, Jo-
sé Nolasco y José A. Ramírez, dieron declaraciones que 
"son amañadas y tendenciosas, por cuanto no se concibe 
que el propietario de un camión contemple con una indife-
rencia única que su chófer transite continuamente lleno de 
pasajeros"; que, no obstante, el propio padre de la víctima 
Jorge A. Zaiter, expresó a la Corte a qiv "qUe diez o doce 
días antes de ocurrir el accidente en que perdió la vida su 
hijo Julio Alberto Zaiter, conversando con Fermín Her-
nández, éste le dijo que le tenía terminantemente prohibido 
a su chófer Nelson Virgilio Garrido Cabral montar pasaje-
ros en su camión"; que las personas de Jarabacoa que decla- 

raron ante la Corte a qua expresaron que nunca habían 
visto el camión de Fermín Hernández transportando pasa-
jeros, e informaron además que desde que Fermín Her-
nández compró el camión, le hizo poner en ambas puertas 
un letrero que dice: "Prohibido montar pasajeros"; que, 

por todo ello, la Corte a qua ha desnaturalizado los hechos 
de la causa, al afirmar que Fermín Hernández toleraba que 
su camión transitara con pasajeros"; que, finalmente, la 

Corte a qua no expone en su sentencia ninguna razón que 
sirva de base jurídica a esa afirmación "con lo que eviden-
temente incurre en un vicio de falta de base legal"; pero, 

Considerando que por aplicación del artículo 1384 3 1 
 parte, del Código Civil, el comitente es responsable de la 

falta cometida por su empleado aún cuando éste actúe en 
el ejercicio abusivo de sus funciones, salvo que la víctima 
del acto perjudicial sabía o debía saber, por las circunstan-
cias aparentes del hecho, que el empleado obraba por su 
cuenta personal y no por cuenta del comitente; 

Considerando que, en este orden de ideas, la tolerancia 
del comitente, al permitir que sus vehículos de carga lleven 
o transporten pasajeros es una circunstancia de la cual pue-
den servirse los jueces del fondo para establecer que la 
víctima entendía que el chófer transportaba personas en el 
vehículo con el asentimiento tácito del comitente; 

Considerando que, en la especie. la  Corte a qua estable-
ció por los medios de prueba regularmente sometidos al 
debate, lo que sigue: "que el joven Julio Alberto Zaiter, al 
ser autorizado por Garrido Cabral a subirse al camión refe-
rido como pasajero, lo hizo en la creencia de que el preve-
nido realizaba una acción correcta, puesto que, a menudo, 
él transportaba grupos en paseos y en mudanzas, con la 
aparente tolerancia de su patrono y comitente, pués, como 
se ha podido establecer en esta audiencia, los once pasaje-
ros que transportaba el día en que fué sometido en 'Villa 
Altagracia', formaban parte de la mudanza que desde Jara-
bacoa efectuara hasta San Cristóbal, sin que se realizara 
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debate, lo que sigue: "que el joven Julio Alberto Zaiter, al 
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ros que transportaba el día en que fué sometido en 'Villa 
Altagracia', formaban parte de la mudanza que desde Jara-
bacoa efectuara hasta San Cristóbal, sin que se realizara 
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ese acto a escondidas del dueño del camión, señor Fermín 
Hernández, toda vez que teniendo éste su domicilio en Jara-
bacoa, y su casa comercial en la sección de Buenta Vista, 
del citado municipio, necesariamente tuvo el procesado que 
pasar con dicha mudanza de muebles y carga humana, por 
frente de la casa comercial de Hernández que está al borde 
de la carretera que conduce de Jarabacoa a La Vega y Ciu-
dad Trujillo, y, no obstante este hecho contrario a la Ley, y 
el sometimiento de que fuera objeto Garrido ese mismo 
día, lo mantuvo en sus funciones; que, a pesar de informar 
en esta audiencia algunos de los testigos que el camión del 
señor Fermín Hernández tiene pintado en las puertas un 
letrero que dice: 'Prohibido montar pasajeros', con el pro-
pósito marcado de demostrar que el comitente Hernández 
le había prohibido a su preposé Garrido Cabral llevar pasa-
ros en dicho vehículo, esa aseveración ha surgido por pri-
mera vez en este plenario, ya que no se hace mención de 
ello en ninguna de las anteriores audiencias, revelando esta 
actitud de última hora que se quiere combatir con ese argu-
mento las distintas y reiteradas informaciones tendientes a 
probar.  que el procesado, con la aparente tolerancia del se-
ñor Fermín Hernández, transportaba frecuentemente pasa-
jeros en el camión referido"; 

Considerando que los jueces del fondo aprecian sobera-
namente el valor de las declaraciones de los testigos, y no 
incurren en desnaturalización alguna cuando, en la pondera-
ción de la prueba, se limitan a acoger ciertos elementos pro-
batorios con preferencia a otros, para formar su íntima 
convicción, que es lo que en definitiva se ha hecho en la 
sentencia impugnada sobre la cuestión controvertida de la 
tolerancia del comitente; 

Considerando, en consecuencia, que encontrándose re-
unidas en la especie todas las condiciones necesarias para 
comprometer la responsabilidad civil del comitente, la Corte 
a qua, al condenarlo al pago de una indemnización en favor 
de la parte civil constituida, hizo una correcta aplicación del  

artículo 1384, inciso 3" del Código Civil, justificando legal-
mente su decisión; 

Por tales motivos, Primero: Admite a Jorge A. Zaiter 
como interviniente en el presente recurso; Segundo: Rechaza 
el recurso de casación interpuesto por Fermín Hernández, 
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de 
San Francisco de Macorís en fecha treinta de enero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo; y Tercero: Condena al recurrente al pago de las 
costas y ordena su distracción en favor del Lic. Héctor Sán-
chez Morcelo, abogado de la parte interviniente, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz del Municipio de Pepillo 
Salcedo de fecha 31 de enero de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Nidia Cabral. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia ,regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodo-
miro Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintinueve del mes de mayo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
cia, 95' de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nidia Ca-
bral,, dominicana, mayor de edad, divorciada, de oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en la villa de Pepillo Sal-
cedo, cuya cédula personal de identidad no consta en el ex-
pediente, contra sentencia dictada en materia de simple po-
licía por el Juzgado de Paz del Municipio de Pepillo Salcedo, 
en fecha treinta y uno de enero de mil novecientos cincuenta 
y ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General. 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a quo en fecha cuatro de febrero de 
mil novecientos cincuenta y ocho, a requerimiento de la re-
currente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
berado, y vistos los artículos 471, inciso 16, ,  del Código Pe-

nal; 162 y 167 del Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 

65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta: a) que en virtud. 
de querella presentada en fecha veintinueve de enero de mil 
novecientos cincuenta y ocho por Osvaldo Portuondo Pe-ra/-- 
ta, según la cual Nidia Cabral lo había "insultado• con pala-
bras obscenas" y le dijo que "era un hablador y un desgra-
ciado", Nidia Cabral fué sometida al Juzgado de Paz da 
Municipio de Pepillo Salcedo; b) que en fecha treinta y une 
de enero de mil novecientos cincuenta y ocho, el Juez de 
Paz mencionado dictó en el caso una sentencia, que es la 
ahora impugnada en casación, con el sigUiente dispositivo?. 
"Falla: Primero: que debe declarar y declara a la nombra-
da Nidia Cabral, de generales anotadas, culpable del hechos 
de provocar con palabras obscenas al nombrado- Osvaldo, 
Portuondo Peralta; Segundo: que debe condenar y condena 
a la nombrada Nidia Cabral, a pagar una multa de REF 
$1.00 y al pago de las costas"; 

Considerando, que, en la especie, la sentencia no era 
apelable por la recurrente, por la cuantía de la condenación; 

Considerando que en la sentencia impugnada se dió por 
establecido, mediante los elementos de prueba regularmen-
te administrados, que la recurrente profirió palabras obs-
cenas contra Osvaldo Portuondo Peralta en su casa; 

Considerando que el hecho así establecido caracteriza 
la contravención de injuria sin provocación y sin publicidad: 
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prevista en el inciso 16 del artículo 471 del Código Penal; y 
que la pena aplicada en el caso es la mínima de RD$1.00 de 
multa señaráda en dicho texto legal; que, por tanto, el he-
cho de que se trata ha sido bien calificado y la pena apli-
cada está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al in-
terés de la recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el 'recurso de ca-
sación interpuesto por Nidia Cabral, contra sentencia de 
lecha treinta y uno de enero de mil novecientos cincuenta y 
'ocho, dictada en materia de simple policía, por el Juzgado 
de Paz del Municipio de Pepillo Salcedo, cuyo dispositivo 
se ha transcrito en parte anterior del presente fallo; Segun-

,do: Condena a la recurrente al pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-

Juan A. Morel.— Damián Báez B.-4- Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
.Amiama.-= Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
qzliencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
'firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

(Fdo.)' Ernesto Curiel hijo.—  

SENTENCIA DE FECHA 29 DE MAYO DE 1958 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 24 de enero de 1958. 

Materia: Penal. 

litecarrente: Rosina Metivier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario 'General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veintinueve del mes de mayo de_ mil novecientos cin-
cuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Res-
tauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rosina 
Metivier, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en la sección "Del Noroes-
te", del municipio de Samaná, cédula 3856, serie 65, sello 
1596255, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
en fecha veinticuatro de enero del año mil novecientos cin-
cuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válida la apelación; 
SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, dictada en atri-
buciones correccionales por la Segunda Cámara de lo Pe- 
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.que la pena aplicada en el caso es la mínima de RD$1.00 de 
xnulta seña/ da en dicho texto legal; que, por tanto, el he-
cho de que se trata ha sido bien calificado y la pena apli-
cada está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
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lecha treinta y uno de enero de mil novecientos cincuenta y 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 24 de enero de 1958. 
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Recurrente: Rosina Metivier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Clodomiro Mateo-Fernández, 
Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
asistidos del Secretario 'General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veintinueve del mes de mayo de_ mil novecientos cin-
cuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Res-
tauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rosina 
Metivier, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en la sección "Del Noroes-
te", del municipio de Samaná, cédula 3856, serie 65, sello 
1596255, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
en 'fecha veinticuatro de enero del año mil novecientos cin-
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nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional 
en fecha catorce del mes de junio del año mil novecientos 
cincuenta y seis, cuyo dispositivo aparece copiado en otro 
lugar del presente fallo; y, obrando por contrario imperio: 
a) descarga al prevenido Ramón Félix del delito de violación 
a la Ley NY 2402 en perjuicio del merfor Hilario, procreado 
por la señora Rosina Metivier, por insuficiencia de pruebas 
en cuanto a la paternidad; b) descarga al prevenido Ramón 

Félix del delito de violación a la Ley Núm. 2402, en perjui-
cio de la menor Inés procreada con la querellante Rosina 
Metivier, por no estar en falta con sus obligaciones de pa-
dre de dicha menor; c) fija en la suma de ocho pesos oro 
(RD$8.00) la pensión mensual que el prevenido Ramón Félix 
debe pasar a la madre querellante señora Rosina Metivier, 
para subvenir a las necesidades y atenciones de la menor 
Inés de tres años de edad, procreada por ambos; TERCERO: 
Declara las costas de oficio"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento de la recu-
rrente, en la cual se invoca "no estar conforme con la sen-
tencia (impugnada) en cuanto al descargo del prevenido 
sobre la paternidad del menor Hilario. . . "; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 4, párrafo I, de la Ley N0 2402, 
del 1950; 186 del Código de Procedimiento Criminal y 1 y 
30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que a la madre querellante se le ha reco-
nocido siempre la calidad de parte sui géneris, en las causas 
relativas a la Ley N9 2402, de 1950, con el consiguiente 
derecho de ejercer las vías de recursos establecidas por la 
ley; 

Considerando que la oposición es una vía de recurso 
ordinaria que puede ser ejercida por los interesados en todos  

los casos en que una disposición excepcional de. la ley no 
excluya o 'deniegue formalmente esa vía de recurso; 

Considerando que el párrafo I del artículo 4" de la Ley 

N°  2402, sólo priva al prevenido del derecho de interponer 
el recurso de oposición; 

Considerando que no estando excluída de una manera 
formal, ni siquiera de manera implícita, del derecho de ejer-
cer la oposición, la madre querellante que no ha compare-
cido tiene abierta esa vía de recurso; 

Considerando que las sentencias pronunciadas en de-
fecto dictadas en última instancia no pueden ser impugna-
das en casación, mientras esté abierto el plazo de la oposi-
ción, ni aún por aquellas partes respecto de quienes la sen-
tencia es contradictoria; 

Considerando, por otra parte, que al tenor del artículo 
30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, "si la sen-
tencia se hubiere dictado en defecto, el plazo para inter-
poner el recurso de casación se empezará a contar desde el 
día en que la oposición no fuere admisible"; 

Considerando, finalmente, que de conformidad con el 
artículo 186 del Código de Procedimiento Criminal, el plazo 
para interponer el recurso de oposición es de cinco días, 
contado a partir de la notificación de la sentencia, hecha a 
persona o en su domicilio, a la parte que hizo defecto, au-
mentándose el plazo de un día más por cada tres leguas de 
distancia; 

Considerando que, en la especie, aunque así no se ex-
prese en su dispositivo, la sentencia impugnada es en defec-
to por falta de comparecer, respecto de la madre quere-
llante, la cual fué legalmente citada a la audiencia celebrada 
por la Corte a qua en fecha veinte y cuatro de enero del 
presente año; que dicha decisión le fué notificada personal-
mente en la ciudad de Samaná, en fecha trece de febrero 
del año mil novecientos cincuenta y ocho, según consta en 
el acto del ministerial Pablo Turbides, Alguacil de Estrados 
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judiciel de 
Samaná, y que dicha querellante interpuso su recurso de 
casación en fecha diez y siete del citado mes de febrero; 

Considerando que, en consecuencia, como no había ex-
pirado el plazo de cinco días para la oposición, más el au-
mento en razón de la distancia, cuando se interpuso el re-
curso de casación, éste es prematuro y no puede ser admi-
tido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Rosina Metivier, contra la 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha veinti-
cuatro de enero del presente año mil novecientos cincuenta 
y ocho, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luiz Logroño C.—Car-
los Ml. Lamarche H.— P. E. Ravelo de la Fuente.— Clodo-
miro Mateo-Fernández. — Manuel A. Amiama.— Manuel 
Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 29 DE MAYO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-

rís, de fecha 7 de febrero de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Dolores de la Rosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-

mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito , 

 Nacional, hoy día veintinueve del mes de mayo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por José Dolo-

res de la Rosa, mayor de edad, dominicano, soltero, jorna-
lero, domiciliado y residente en la ciudad de San Pedro des 
Macorís, cédula 9150, serie 30, cuyo sello de renovación ,. 
no se menciona en el expediente, contra sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en sus, 
atribuciones correccionales, en fecha siete de febrero del 
año mil novecientos cincuenta y ocho, en grado de apelación. 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;; 
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judiciel de 
Samaná, y que dicha querellante interpuso su recurso de 
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cuatro de enero del presente año mil novecientos cincuenta 
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do E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar, Clodomiro 
Mateo-Fernández, Manuel A. Amiama y doctor Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito , 

 Nacional, hoy día veintinueve del mes de mayo de mil nove-- 
cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95r 
de la Restauración y 29' de la Era de Trujillo, dicta en au-- 
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 

tencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por José Dolo-

res de la Rosa, mayor de edad, dominicano, soltero, jorna-
lero, domiciliado y residente en la ciudad de San Pedro des 
Macorís, cédula 9150, serie 30, cuyo sello de renovación1 
no se menciona en el expediente, contra sentencia dictada-
por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en sus 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
-Secretaría de la indicada Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, en la misma fecha siete de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, a requerimiento del recurrente 
José Dolores de la Rosa, en la cual no se invoca ningún me-

-dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463, ordinal sexto, 
del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha tres del mes de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, compareció por ante el despacho de la Poli-
cía Nacional, de San Pedro de Macorís, Silverio Navarro, do-
minicano, mayor de edad, soltero, jornalero, cédula 11015, 
serie 27, cuyo sello de renovación no se menciona en el ex-
pediente, domiciliado y residente en dicha ciudad de San Pe-
dro de Macorís, y presentó una querella contra José Dolores 
de la Rosa, por el hecho de haberle entregado a éste la suma 
de veintinueve pesos con ochenta centavos (RD$29.80), en 
carbón para que los vendiera y le entregara el producto de 
la venta, y no haber hecho entrega del dinero ni del carbón; 
b) que en fecha veinte de diciembre de ese mismo año mil 
novecientos cincuenta y siete, el Juzgado de Primera Ins-

lancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, apode-
rado del caso, dictó en atribuciones correccionales, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe *condenar, como en efecto condena, al nombrado 
José Dolores de la Rdsa, a sufrir la pena de Dos Meses de 
prisión correccional por el delito de Abuso de Confianza, en 
perjuitio del señor Silverio Navarro, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes; SEGUNDO: Que debe condenar, 
como en efecto condena, al inculpado al pago de las costas 
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'4:1e1 procedimientd"; c) que contra esa sentencia interpuso 
-recurso de apelación José Dolores de la Rosa, en la misma 
fecha de dicha sentencia, por no estar conforme con ella; 

Considerando que sobre el referido recurso de apela-
ción interpuesto por el prevenido, la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís dictó la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-

, RO: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por el nombrado José Dolores 
de la Rosa, contra sentencia dictada, en atribuciones correc-
cionales y en fecha 20 de diciembre de 1957, por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro 
de Macorís, que condenó a dicho recurrente, a sufrir la pena 
de dos meses de prisión correccional por el delito de abuso 
de confianza, en perjuicio del señor Silverio Navarro, aco- 
giendo en su favor circunstancias atenuantes y lo condenó, 
además, al pago de las costas; SEGUNDO: Modifica, en 
cuanto a la pena, la sentencia recurrida y, en consecuencia, 
condena al* repetido inculpado José Dolores de la. Rosa a 
sufrir la pena de un mes de prisión correccional, por el deli-
to de abuso de confianza, en perjuicio del señor Silverio 
Navarro, acogiendo en su favor más amplias circunstancias 
atenuantes; TERCERO: Condena al inculpado José Dolores 
de la Rosa, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 

mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente administradas en la instrucción de la causa, lo si-
guiente: Primero: Que en distintas ocasiones el agraviado 
Silverio Navarro le había entregado al inculpado José Do-
lores de la Rosa, partidas de sacos de carbón para la venta, 
a razón de un peso diez centavos el saco, para que él lo ven-
diera a razón de un peso con cuarenta centavos, y la dife-
rencia de precio era el beneficio que el inculpado recibía, 
comprometiéndose Silverio Navarro a recibirle el carbón 
en caso de que no se vendiera; y Segundo: Que el inculpado 
de la Rosa había cumplido cabalmente con sus compromisos, 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
-Secretaría de la indicada Corte de Apelación de San Pedro 
-de Macorís, en la misma fecha siete de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, a requerimiento del recurrente 
José Dolores de la Rosa, en la cual no se invoca ningún me-

,dio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 406, 408 y 463, ordinal sexto, 
del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha tres del mes de diciembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, compareció por ante el despacho de la Poli-
cía Nacional, de San Pedro de Macorís, Silverio Navarro, do-
minicano, mayor de edad, soltero, jornalero, cédula 11015, 
serie 27, cuyo sello de renovación no se menciona en el ex-
pediente, domiciliado y residente en dicha ciudad de San Pe-
dro de Macorís, y presentó una querella contra José Dolores 
de la Rosa, por el hecho de haberle entregado a éste la suma 
de veintinueve pesos con ochenta centavos (RD$29.80), en 
carbón para que los vendiera y le entregara el producto de 
la venta, y no haber hecho entrega del dinero ni del carbón; 
b) que en fecha veinte de diciembre de ese mismo año mil 
novecientos cincuenta y siete, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, apode-
rado del caso, dictó en atribuciones correccionales, una sen-

-tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe condenar, como en efecto condena, al nombrado 
José Dolores de la Rosa, a sufrir la pena de Dos Meses de 
prisión correccional por el delito de Abuso de Confianza, en 
perjuitio del teñor Silverio Navarro, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes; SEGUNDO: Que debe condenar, 
como en efeCto condena, al inculpado al pago de las costas 
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de Macorís, que condenó a dicho recurrente, a sufrir la pena 
de dos meses de prisión correccional por el delito de abuso 
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cuanto a la pena, la sentencia recurrida y, en consecuencia, 
condena al .  repetido inculpado José Dolores de la. Rosa a 
sufrir la pena de un mes de prisión correccional, por el deli-
to de abuso de confianza, en perjuicio del señor Silverio 
Navarro, acogiendo en su favor más amplias circunstancias 
atenuantes; TERCERO: Condena al inculpado José Dolores 
de la Rosa, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente administradas en la instrucción de la causa, lo si-
guiente: Primero: Que en distintas ocasiones el agraviado 
Silverio Navarro le había entregado al inculpado José Do-
lores de la Rosa, ,  partidas de sacos de carbón para la venta, 
a razón de un peso diez centavos el saco, para que él lo ven-
diera a razón de un peso con cuarenta centavos, y la dife-
rencia de precio era el beneficio que el inculpado recibía, 
comprometiéndose Silverio Navarro a recibirle el carbón 
en caso de que no se vendiera; y Segundo: Que el inculpado 
de la Rosa había cumplido cabalmente con sus compromisos, 
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hasta mediados de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y siete, fecha en la cual Navarro le entregó al inculpado la 
referida partida de sacos de carbón por un valor de veinti-
nueve pesos con ochenta centavos, de los cuales dispuso en 
su provecho de la Rosa, alegando primero, ante el agravia 
do, que se le había perdido el dinero de la venta del carbón; 
y luego, ante las jurisdicciones de juicio, que lo había ven.. 
dido a crédito y que aún le debían parte de ese dinero; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de abuso de confianza 
previsto por el artículo 408 del Código Penal, y penado por 
el artículo 406 del mismo Código con prisión correccional 
de uno a dos años, y multa que no bajará de cincuenta pe-
sos, ni excederá el tanto de la tercera parte de las indem-
nizaciones y restituciones que se deban al agraviado; que, 
en efecto, entre el actual 'recurrente y Silverio Navarro exis-
tía un contrato de mandato para vender carbón y aquel dis-
puso en su provecho del producido de la venta; que, en con-
secuencia, al condenar la Corte si, qua al actual recurrente, 
después de declararlo culpable, a la pena de un mes de pri-
sión correccional," por el delito de abuso de confianza en 
perjuicio de Silverio Navarro, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, le atribuyó á los hechos de la pre-
vención la calificación legal que les corresponde según su 
propia naturaleza, y le impuso a dicho inculpado una san-
ción que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Dolores de la Rosa, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, de 
fecha siete de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho. 
cuyo dispositivo ha sido copiado precedentemente; y Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fluente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández. —  Manuel A. 

Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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ejerza en el Municipio de San Francisco de Macorís, las 
funciones de Notario Público; 

Segundo: Que por el Magistrado Juez de Paz del Muni-
cipio de Castillo debe darse cumplimiento al artículo 1" de 
la Ley N° 769, de fecha 26 de octubre de 1934, en relación 
con el archivo de dicho Notario Público correspondiente al 
mencionado Municipio. 

Comyniquese al Magistrado Procurador General de la 
República, para lds fines procedentes. 

Dado en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día die-
cinueve de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, años 
115' de la Independencia, 95' de la Restauración y 29' de la 
Era de Trujillo. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel. —Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clodomiro Mateo-Fernández.— Manuel A. 
Amiama— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

Dado y firmado ha sido el auto anterior por los seño-
res Jueces que más arriba figuran, el mismo día, mes y año 
en él expresados, lo que yo, Secretario General, certifico.— 
(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Labor de la Suprema Corte de Justicia 
durante el mes de mayo de 1958. 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos. 9 

Recursos de casación civiles fallados 	 14 

Recursos de casación penales conocidos 	 25 

Recursos de casación penales fallados 	. 21 

Recursos de casación en materia contencioso-
administrativa fallados 	  1 

Defectos 	  2 

Recursos declarados caducos 	  2 

Recursos declarados perimidos 	  3 

Desistimientos 	  3 

Juramentación de Abogados ... 2 

Nombramientos de Notarios 	 2 

Resoluciones administrativas 	  31 

Autos autorizando emplazamientos 	  10 

Autos pasando expedientes para dictamen 41 

Autos fijando causas 37 

Total 203 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Ciudad Trujillo, 
mayo 31, 1958. 
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